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1.
Comunicaciones:


-
Del Jefe de Bancada de diputados de Renovación Nacional por la cual informa que el diputado señor Pedro Pablo Browne reemplazará al diputado señor Alberto Cardemil, en la Comisión de Régimen Interno, Administración y Reglamento. Se autorizó el cambio.


-
De la señora diputada Pascal, doña Denise, por la cual informa que se ausentará en la sesión de Sala del día miércoles 11 de septiembre de 2013, por razones familiares de relevancia e impostergables. Se tomó conocimiento.


2.
Oficios:



Respuestas a Oficios Cuenta 73ª 361 (11/09/2013)



Ministerio de Interior:

-
Diputado Chahín, Estado de avance de la resolución de pago de la pensión de exonerado político otorgada al señor Bernardino Lloncón López, precisando la fecha en se efectuará. (2620 al 11737).


-
Diputado Rojas, Solicita tenga a bien analizar la factibilidad de crear una mesa de trabajo para solucionar las demandas sociales de la comuna de Tocopilla, Región de Antofagasta. (5438 al 5309).



Ministerio de Defensa Nacional:


-
Diputado Walker, Remitir un informe sobre la cantidad de armas incautadas e inscritas durante los últimos 5 años en el país, desglosado por regiones y especificando las cifras correspondientes a las comunas de la Región de Coquimbo. (1 al 11954).


-
Diputada Isasi doña Marta, Tenga a bien disponer las medidas que sean procedentes, en relación con los problemas técnicos que presenta uno de los computadores utilizado en el procedimiento de pesquisas, perteneciente a la oficina parlamentaria del distrito de la diputada que oficia. (270 al 5167).



Ministerio de Salud:


-
Diputado De Urresti, Programa de instalación de nuevos servicios de atención médica de urgencia, SAMU, en la Región de Los Ríos, especialmente en la comuna de Río Bueno. (1270 al 11360).


-
Diputado Carmona, Denuncias relativas a la gestión del Director del Servicio de Salud Atacama, señor Héctor Aguilar Torres (2851 al 5054).


-
Diputado Jarpa, Remitir un informe detallando los inconvenientes originados en el Hospital de Yungay, en relación con las denuncias sobre posibles acosos laborales realizadas por funcionarios de la Federación Nacional de Trabajadores de la Salud. (2852 al 11886).


-
Diputado Torres, Informar sobre las materias señaladas en la solicitud adjunta, en relación con el proyecto de construcción de un nuevo edificio para el Hospital San José de Casablanca, perteneciente a la Región de Valparaíso. (2856 al 12122).


-
Diputado Torres, Informar sobre las materias señaladas en la solicitud adjunta, en relación con el proyecto de construcción de un nuevo hospital en la comuna de San Antonio, Región de Valparaíso. (2857 al 12124).


-
Diputado Chahín, Situación que afecta al señor Alexis Villablanca Torres de la comuna de Victoria, quien se encuentra aquejado con cáncer a la tiroides y requiere una intervención quirúrgica urgente en el hospital Hernán Henríquez de Temuco, manteniéndose en lista de espera desde hace un año, arbitrando las medidas que permitan su rápida atención. (2858 al 12137).


-
Diputada Turres doña Marisol, Solicita informar sobre las materias señaladas en la intervención adjunta y que sean de competencia de la cartera a su cargo, referidas a la legalidad y validez de títulos profesionales otorgados en el extranjero. (2906 al 11975).


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Informar sobre los trámites que debe realizar doña Marcia Zamorano Valenzuela, en relación con el cambio de afiliación del tramo de su plan de salud. (2907 al 12127).


-
Diputado Silber, Informar sobre las materias señaladas en la solicitud adjunta, en relación con el procedimiento efectuado por las isapres en las fiscalizaciones realizadas a médicos prestadores, centros médicos y clínicas privadas. (2908 al 11687).


-
Proyecto de Acuerdo 758, “Solicita incorporar la Acondroplasia entre las enfermedades del Plan de Garantías Explícitas de Salud.” (2980).



Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones:


-
Diputado Silber, Informar sobre la factibilidad de estructurar y generar un nuevo recorrido de Transantiago para la zona sur de la comuna de Quilicura, Región Metropolitana. (5511 al 11692).



Ministerio Secretaría General de la Presidencia:


-
Diputado Espinoza don Fidel, Proyecto de ley que prorrogará la existencia de casinos municipales y para que se cautelen los derechos de los trabajadores en el evento de su entrega en concesión a privados. (2267 al 5320).



Ministerio Medio Ambiente:


-
Diputado Chahín, Solicita que, al tenor de los hechos descritos en la intervención adjunta, instruya la fiscalización de la situación que afecta al humedal de Pumalal, sector Pillanlelbun de la comuna de Lautaro, Región de La Araucanía e informe a esta Corporación de sus resultados. (2161 al 12392).



Intendencias:


-
Diputada Isasi doña Marta, Reposición de los juegos infantiles retirados del sector Quintas II y III de la comuna de Iquique. (1365 al 12450).



Servicios:


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Informar sobre los requisitos que debe cumplir doña Verónica Soto Alarcón, en relación con su postulación para optar a una pensión de sobrevivencia. (16791 al 12297).


-
Diputado Monsalve, Denuncia que formula contra la institución ejecutora de planes de empleo en Curanilahue, “Corporación de Desarrollo Provincial ONG Cordepro”, por cotizaciones previsionales y de salud impagas; disponer una investigación y adoptar las medidas que correspondan con el propósito de obtener el pago de lo adeudado. (3393 al 11292).

I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (106)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Accorsi Opazo, Enrique
PPD
RM
24

Aguiló Melo, Sergio
IC
VII
37

Alinco Bustos René
IND
XI
59

Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo
UDI
VII
38

Andrade Lara, Osvaldo
PS
RM
29

Araya Guerrero, Pedro
IND
II
4

Arenas Hödar, Gonzalo
UDI
IX
48

Ascencio Mansilla, Gabriel
PDC
X
58

Auth Stewart, Pepe
PPD
RM
20

Baltolú Rasera, Nino
UDI
XV
1

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bertolino Rendic, Mario
RN
IV
7

Bobadilla Muñoz, Sergio
UDI
VIII
45

Browne Urrejola, Pedro
RN
RM
28

Calderón Bassi, Giovanni
UDI
III
6

Campos Jara, Cristián
PPD
VIII
43

Cardemil Herrera, Alberto
RN
RM
22

Carmona Soto, Lautaro
PC
III
5

Castro González, Juan Luis
PS
VI
32

Cerda García, Eduardo
PDC
V
10

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Cornejo González, Aldo
PDC
V
13

Cristi Marfil, María Angélica
UDI
RM
24

Chahín Valenzuela, Fuad
PDC
IX
49

De Urresti Longton, Alfonso
PS
XIV
53

Delmastro Naso, Roberto
IND
XIV
53

Díaz Díaz, Marcelo
PS
IV
7

Edwards Silva, José Manuel
RN
IX
51

Eluchans Urenda, Edmundo
UDI
V
14

Espinosa Monardes, Marcos
PRSD
II
3

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Farías Ponce, Ramón
PPD
RM
30

Girardi Lavín, Cristina
PPD
RM
18

Godoy Ibáñez, Joaquín
RN
V
13

Goic Boroevic, Carolina
PDC
XII
60

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Gutiérrez Gálvez, Hugo
PC
I
2

Gutiérrez Pino, Romilio
UDI
VII
39

Hales Dib, Patricio
PPD
RM
19

Harboe Bascuñán, Felipe
PPD
RM
22

Hasbún Selume, Gustavo
UDI
RM
26

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Hoffmann Opazo, María José
UDI
V
15

Isasi Barbieri, Marta
IND
I
2

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
XIV
54

Jarpa Wevar, Carlos Abel
PRSD
VIII
41

Jiménez Fuentes, Tucapel
PPD
RM
27

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
30

Kort Garriga, Issa Farid
UDI
VI
32

Latorre Carmona, Juan Carlos
PDC
VI
35

Lemus Aracena, Luis
PS
IV
9

León Ramírez, Roberto
PDC
VII
36

Letelier Aguilar, Cristián
UDI
RM
31

Lorenzini Basso, Pablo
PDC
VII
38

Macaya Danús, Javier
UDI
VI
34

Martínez Labbé, Rosauro
RN
VIII
41

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Meza Moncada, Fernando
PRSD
IX
52

Molina Oliva, Andrea
UDI
V
10

Monckeberg Bruner, Cristián
RN
RM
23

Monsalve Benavides, Manuel
PS
VIII
46

Morales Muñoz Celso
UDI
VII
36

Nogueira Fernández, Claudia
UDI
RM
19

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Núñez Lozano, Marco Antonio
PPD
V
11

Ojeda Uribe, Sergio
PDC
X
55

Ortiz Novoa, José Miguel
PDC
VIII
44

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Lahsen, Leopoldo
RN
RM
29

Recondo Lavanderos, Carlos
UDI
X
56

Rincón González, Ricardo
PDC
VI
33

Rivas Sánchez, Gaspar
RN
V
11

Rojas Molina, Manuel
UDI
II
4

Rosales Guzmán, Joel
UDI
VIII
47

Rubilar Barahona, Karla
RN
RM
17

Saa Díaz, María Antonieta
PPD
RM
17

Sabag Villalobos, Jorge
PDC
VIII
42

Sabat Fernández, Marcela
RN
RM
21

Saffirio Espinoza, René
PDC
IX
50

Salaberry Soto, Felipe
UDI
RM
25

Sandoval Plaza, David
UDI
XI
59

Santana Tirachini, Alejandro
RN
X
58

Sauerbaum Muñoz, Frank
RN
VIII
42

Schilling Rodríguez, Marcelo
PS
V
12

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
IND
VI
34

Silber Romo, Gabriel
PDC
RM
16

Squella Ovalle, Arturo
UDI
V
12

Teillier Del Valle, Guillermo
PC
RM
28

Torres Jeldes, Víctor
PDC
V
15

Tuma Zedan, Joaquín
PPD
IX
51

Turres Figueroa, Marisol
UDI
X
57

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Urrutia Bonilla, Ignacio
UDI
VII
40

Vallespín López, Patricio
PDC
X
57

Van Rysselberghe Herrera, Enrique
UDI
VIII
44

Vargas Pizarro, Orlando
PPD
XV
1

Velásquez Seguel, Pedro
IND
IV
8

Venegas Cárdenas, Mario
PDC
IX
48

Verdugo Soto, Germán
RN
VII
37

Vidal Lázaro, Ximena
PPD
RM
25

Vilches Guzmán, Carlos
UDI
III
5

Von Mühlenbrock Zamora, Gastón
UDI
XIV
54

Walker Prieto, Matías
PDC
IV
8

Ward Edwards, Felipe
UDI
II
3

Zalaquett Said, Mónica
UDI
RM
20

-Concurrió, además, el ministro de Agricultura (S), señor Alvaro Cruzat Ochagavía.

-Se contó con la asistencia, también, del senador señor Juan Antonio Coloma Correa.

-Por encontrarse en misión oficial no estuvieron presentes los diputados señores Nicolás Monckeberg Díaz y Ernesto Silva Méndez.

-Por encontrarse con permiso constitucional no asistió el diputado señor Jorge Burgos Varela.-
II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 10.32 horas.

El señor ELUCHANS (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS

El señor ELUCHANS (Presidente).- El acta de la sesión 67ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 68ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

MINUTO DE SILENCIO POR VÍCTIMAS DE LA VIOLENCIA POLÍTICA DESDE
EL 11 DE SEPTIEMBRE DE 1973

El señor ELUCHANS (Presidente).- Señores diputados, al cumplirse hoy 40 años desde el 11 de septiembre de 1973, los Comités Parlamentarios han acordado, por unanimidad, guardar un minuto de silencio por todas las personas que han muerto en Chile como consecuencia de la violencia política desde esa fecha.

Los invito a ponerse de pie.

-Las señoras diputadas, los señores diputados, funcionarios y asistentes a las tribunas guardan, de pie, un minuto de silencio.

IV. CUENTA

El señor ELUCHANS (Presidente).- El señor Prosecretario dará lectura a la Cuenta.

-El señor ROJAS (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.

V. HOMENAJE

HOMENAJE EN MEMORIA DE LOS SEÑORES VICENTE ATENCIO CORTÉS,
CARLOS LORCA TOBAR Y LUIS GASTÓN LOBOS BARRIENTOS, DIPUTADOS EN EJERCICIO EN SEPTIEMBRE DE 1973, DETENIDOS DESAPARECIDOS

El señor ELUCHANS (Presidente).- De conformidad con el acuerdo adoptado por los Comités Parlamentarios, corresponde que la Cámara de Diputados rinda homenaje a los señores Vicente Atencio Cortés, Carlos Lorca Tobar y Luis Gastón Lobos Barrientos, diputados en ejercicio en septiembre de 1973, que tienen la calidad de detenidos desaparecidos.

En primer lugar, ofrezco la palabra al diputado señor Guillermo Teillier.

El señor TEILLIER (de pie).- Señor Presidente; familiares de Luis Gastón, de Carlos y de nuestro compañero Vicente, que se encuentran acompañándonos desde las tribunas; honorable Cámara de Diputados:

Han pasado 40 años desde que se perpetrara el golpe de Estado contra el Gobierno de la Unidad Popular, con las funestas consecuencias que ha traído para nuestra patria. 

En ese marco, no puedo dejar de rendir, en primer lugar, nuestro más sentido homenaje al Presidente de la República Salvador Allende Gossens, que un día como hoy inmoló su vida por lealtad a su pueblo.

(Aplausos)

Debemos preguntarnos cuánta responsabilidad tiene la propia Cámara de Diputados al aprobar, el 22 de agosto de 1973, un acuerdo absolutamente inconstitucional contra el gobierno legítimamente constituido, un acuerdo sedicioso, a mi modo de ver, que sirvió de aval a los conspiradores del golpe y respecto del cual se hace difícil creer que no existiera alguna concomitancia.

Parte de esta Cámara desestimó toda posibilidad de encontrar una solución política a la crisis que vivía el país y prefirió el camino del golpe violento e irresponsable, sin medir las consecuencias. 

Como es sabido, el propio Presidente Salvador Allende tenía decidido llamar a un plebiscito en el que pondría en juego su propia investidura, que anunciaría el 11 de septiembre en un acto en la Universidad Técnica del Estado, tal como se lo comunicó el 9 de septiembre a Pinochet. 

Esta decisión motivó el adelanto de la fecha del golpe, porque los golpistas no tenían como objetivo solo terminar con el gobierno. Su propósito era dar una lección a Chile y al mundo para que nunca más volviera a germinar la idea, preconizada por Allende, de un proceso pacífico, en los marcos constitucionales, hacia un socialismo democrático. Tal determinación fue tomada en Washington antes de que Allende asumiera el gobierno y refrendada por quienes se coludieron en Chile. Tal fue el motivo ideológico. Por ello la declaración de guerra contra un pueblo desarmado; por ello el terrorismo de Estado; por ello los crímenes de lesa humanidad; por ello la represión tan vasta y perversa.

Entre los miles de detenidos desaparecidos y ejecutados víctimas del golpe y de la dictadura, se encuentran tres diputados: Carlos Lorca Tobar, del Partido Socialista; Gastón Lobos Barrientos, del Partido Radical, y nuestro compañero Vicente Atencio Cortés, del Partido Comunista de Chile,…

(Aplausos)

…a quienes hoy expresamos nuestro más profundo reconocimiento, no solo como víctimas, sino fundamentalmente como representantes de esta Cámara, que no se rindieron y lucharon consecuentemente por recuperar la democracia.

Vicente Atencio, de profesión obrero estucador, fue presidente de la CUT, regidor y alcalde de Arica. Fue electo diputado por dos períodos, y lo era el 11 de septiembre de 1973. Fue detenido el 11 de agosto de 1976 y llevado al cuartel de la DINA ubicado en Villa Grimaldi, desde dónde desaparece.

Se sabe que allí estuvo junto a otros detenidos desaparecidos, como Miguel Nazal Quiroz, Carlos Vizcarra Cofré y Marta Ugarte, quien después de ser sometida a tortura brutal fue lanzada al mar, con el oprobioso intento de borrar las huellas de un crimen horrendo.

La familia de Vicente realiza varias presentaciones ante la justicia, todas rechazadas, hasta que sus restos fueron encontrados casualmente por trabajadores en fosas clandestinas en 1990, en el excampo de tiro del Ejército de Chile, en Peldehue.

Una vez reconocidos sus restos, fueron dejados en un nicho común. En 1994, fue trasladado al Memorial de los Detenidos Desaparecidos y Ejecutados, ubicado en el Cementerio General. El 2012, sus hijos, ante la gran incertidumbre que se produjo sobre la identidad de los restos de las víctimas encontradas, solicitaron pruebas de ADN, por lo que se produjo su exhumación. Finalmente, el 11 de agosto de 2013 y de forma definitiva, Vicente Atencio fue sepultado en el Memorial del Cementerio General.

Esto es parte del vía crucis que han vivido miles de familias chilenas para encontrar los restos de sus seres queridos. Que conste que respecto de muchas víctimas aún nada se sabe, por una insuficiente acción de las instituciones del Estado y a causa del silencio cómplice de quienes fueron responsables y conocen de la situación de estas personas.

Ni el Poder Legislativo, ni el Poder Judicial, ni las Fuerzas Armadas, ni el propio Poder Ejecutivo han tenido la grandeza necesaria como para dar cabal respuesta a la exigencia de la inmensa mayoría de nuestro pueblo: Verdad, Justicia y Reparación.

Quiero expresar a esta Cámara que no es el propósito de mi intervención zaherir al adversario político, ni quieren mis palabras ser la expresión de odio o la búsqueda de venganza. Quisiera que se escucharan las razones de fondo, que no son otras que las de contribuir al reencuentro de los chilenos sobre la base de la verdad y de la justicia, porque de otra manera no será posible. Creo sinceramente que la Cámara de Diputados debe avanzar mucho más en contribuir a buscar la verdad y a posibilitar la justicia y la reparación.

Nuestro compañero Vicente Atencio era casado con Zaida Abarca Leiva, ya fallecida, su compañera que lo buscó infatigablemente y tuvo que reconocer sus restos en 1990. Tuvo cuatro hijos: Vicente, Isabel, Laura e Iván. A ellos, a sus familiares, a los familiares de Carlos y Gastón, a los familiares de todas las víctimas, a nuestra sociedad entera les decimos: honor y gloria a quienes ofrendaron su vida en la lucha contra la dictadura.

En su nombre no podemos más que reafirmar nuestra decisión de seguir luchando por verdad y justicia, por un Chile más democrático, participativo e igualitario, con justicia social.

He dicho.

-Aplausos y manifestaciones en las tribunas.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Fernando Meza.

El señor MEZA (de pie).- Señor Presidente, estimadas y estimados colegas: la historia no es solo pasado; la historia es también memoria.

Hoy se cumplen 40 años del golpe de Estado que entregó a la historia de Chile víctimas y victimarios, exiliados, miles de detenidos y torturados, millones que vivieron su juventud en una sociedad violenta y atemorizante. Otros muchos fueron detenidos y hechos desaparecer; miles de compatriotas fueron ejecutados en distintas ciudades, en Temuco, en el sur, o en Calama, en el norte, despojados de la dignidad inherente a cualquier ser humano, dejando familias destrozadas y en una eterna penuria. Esta es, sin duda, la herida más grande de nuestro país.

Los radicales siempre hemos aspirado a construir una sociedad justa y libre, en la que el Estado tenga un rol preponderante de protección y responsabilidad con los más desposeídos.

Con esta misión llegamos aquí los parlamentarios radicales, como nuestro correligionario Luis Gastón Lobos Barrientos, diputado por Cautín, exintendente, ferviente defensor de la democracia, que deseaba construir una sociedad más justa que acogiera a todos sus hijos por igual.

El correligionario diputado Luis Gastón Lobos Barrientos fue detenido en su hogar el 13 de septiembre de 1973. No se escondió, porque jamás cometió un delito. El testimonio de su detención es desgarrador y nos muestra la cara más horrorosa de la dictadura. Testigos cuentan que al ser detenido le cortaron su cabello y, rapado al cero, es mostrado encadenado y semidesnudo en pleno centro de Temuco. Es torturado en la vía pública y luego los carabineros lo llevaron a la plaza de Pitrufquén. Después de varios traslados, la versión de los militares expresa que el diputado Luis Gastón Lobos fue dejado en libertad. Sin embargo, su asesinato y la desaparición de su cuerpo desmienten categóricamente a sus criminales. Gastón Lobos se convierte así en símbolo de lo ocurrido en Chile. 

Un diputado de la república, que fue electo democráticamente, como todos nosotros, fue asesinado por organismos represivos de la naciente dictadura militar. Su único crimen fue creer en la institucionalidad para construir un país igualitario y justo. 

El diputado Lobos no fue la única víctima. Vicente Atencio y Carlos Lorca también lo fueron. Al doctor Lorca lo conocí; con él trabajé muchas veces. Era un hombre íntegro, como Atencio y Lobos. 

Fueron cientos los radicales detenidos por la dictadura y varios los asesinados, como el joven Juan Meneses Reyes, estudiante de la Universidad de Chile y militante de la Juventud Radical, quien fue torturado en Londres 38, y luego trasladado al campamento Cuatro Álamos, donde fue asesinado. Era un joven de la edad de cualquiera de nuestros hijos y rebelde, como su genética juvenil obliga. 

Lamentablemente, no fue el único joven radical asesinado por la dictadura; también lo fueron Patricio Weitzel, Carlos Vargas Arancibia, joven padre de dos hijos; Arturo Prat Martí, con solo 21 años; Zoilo Olivares, Jaime Eltit Spielman, entre otros.

Hoy, las palabras perdón y olvido suenan más que nunca y también la voz de quienes defienden la idea de olvidar y de seguir adelante versus la de quienes dicen no tener espacio para el perdón ni el olvido. Con todos estos factores en juego, ¿cómo podemos lograr la tan esperada unidad nacional? 

Primero, es inútil pedirle a quienes fueron apresados, torturados y exiliados que se olviden. Es aun más imposible pedirle a un familiar que no exija justicia por sus muertos; es como pedirles que renuncien a su condición humana.

La familia de Gastón Lobos vivía muy cerca de mi casa, en calle Pedro León Gallo, en Temuco. Sus hermanas, y la mía, María Antonieta, también fueron torturadas y desaparecidas por más de un año. Eran amigas. Por ello, mi familia ha conocido muy de cerca ese dolor.

Estimados colegas, limpiar las heridas significa reconocer de parte de todos los sectores que en Chile se violaron sistemáticamente los derechos humanos, que existen responsables civiles y militares, que algunos acataron órdenes y otros las dieron. Limpiar las heridas solo se logra con hechos muy concretos: encarcelar a los responsables, crear medidas reparatorias a las familias de las víctimas y que los sectores que corresponda reconozcan su complicidad silenciosa con la dictadura. 

El gobierno militar no tenía como objetivo recuperar la democracia. No estábamos en guerra civil durante la dictadura. Estábamos en un régimen autoritario, que reprimía cualquier tipo de oposición política. 

Hoy, lo más importante es reconocer que nunca más la democracia puede ser un bien relativo; no podemos permitir que, cuando no sirva a nuestros intereses, la democracia sea exterminada. 

Para construir un Chile de todos, no debemos mirar nunca más a nuestros adversarios políticos como enemigos; son simplemente eso: adversarios políticos. 

Consideramos que la cura del odio se encuentra en reconocer al otro como un ser válido, que puede tener una parte de la razón, más allá de las diferencias que legítimamente puedan existir.

Señor Presidente y estimados colegas, quiero saludar a la distancia a la viuda de Gastón Lobos, Irma Felber, una mujer valiente como pocas, y a sus hijos, que han mantenido en alto la dignidad de su padre. El mejor homenaje que le podemos brindar al honorable diputado Luis Gastón Lobos Barrientos y a nuestros compañeros, camaradas y correligionarios caídos es construir una sociedad en que los conflictos tengan siempre una salida democrática, respetuosa del derecho y de la dignidad de todos. Para ello, es indispensable conocer la verdad y aplicar la justicia.

Muchas gracias.

He dicho. 

-Aplausos y manifestaciones en las tribunas.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Fidel Espinoza.

El señor ESPINOZA, don Fidel (de pie).- Señor Presidente, estimados colegas e invitados que nos acompañan, inicio mis palabras rindiendo un merecido homenaje a nuestro querido expresidente Salvador Allende Gossens y a todos nuestros miles de compatriotas que fueron víctimas de las graves violaciones a los derechos humanos que se aplicaron en nuestro país desde el 11 de septiembre de 1973, es decir, hace exactamente cuarenta años.

En el conocido texto titulado “Variaciones sobre el Olvido”, escrito por Mario Benedetti en 1987, el escritor y poeta uruguayo nos decía que los pueblos nunca son amnésicos y que amnistía no es amnesia, porque el pasado siempre alcanza a quien reniega de él, ya sea infiltrándose en signos o en gestos, en canciones o pesadillas, y que en ese proceso la palabra es probablemente la mayor dificultad con que se enfrentan los olvidadores profesionales, porque la vocación congénita de la palabra no es omitir, sino nombrar. Así como la justicia está para juzgar y no para complicarla en el olvido. Pese a todo, para la injusticia solo hay un remedio, y este no es el olvido, sino la justicia. 

Por eso, cada año, desde 1973, en distintas condiciones y contextos, individual y colectivamente, los chilenos y chilenas han hecho uso de la palabra para nombrar, recordar, transmitir, compartir, denunciar y rescatar, de aquellos que intentan forzar olvidos y perdones, todas las cosas que como personas y país vivimos, sufrimos, padecimos y resistimos durante la negra sombra de la dictadura que nubló nuestro cielo azulado por largos diecisiete años. 

Por eso hoy nos convocamos en esta Sala para recordar, decir y contar quiénes eran los tres hombres que hoy homenajeamos y que, al igual que nosotros, fueron elegidos y mandatados por la ciudadanía en sus territorios para representarlos en la Cámara de Diputados. 

Es justo que, en un día como hoy, institucionalmente recordemos a Vicente Atencio, a Gastón Lobos y a Carlos Lorca, porque en ellos están representados también los 2.298 chilenos y chilenas que consigna el Informe Rettig; las 3.195 víctimas de atropellos a sus derechos humanos que registró la Comisión de Reparación y Reconciliación, y los 38.256 compatriotas calificados como sobrevivientes de prisión política y tortura por la Comisión Valech. 

Sobre nuestros excolegas diputados, podemos recordar que sus casos están en el Informe Rettig, todos caratulados como detenidos desaparecidos, esa categoría que sin darnos cuenta internalizamos, convirtiéndola en un concepto que, aunque nombra, a veces pareciera ser no suficiente para lograr transmitir la crudeza, la brutalidad y la inhumanidad que se esconde tras el hecho de hacer desaparecer para siempre a otros seres humanos. 

Mis colegas parlamentarios hablaron de Gastón Lobos y del compañero Vicente Atencio, militantes del Partido Radical y del Partido Comunista, respectivamente, ambos grandes compañeros que fueron hechos desaparecer por la dictadura. 

Como jefe de la bancada de mi partido, agradezco el honor que me han concedido de poder referirme hoy a nuestro compañero Carlos Lorca, joven médico siquiatra, líder de la Juventud Socialista, muy cercano al compañero Presidente Salvador Allende, quien fue detenido el 25 de junio de 1975, cuando apenas tenía 31 años. 

En estas breves palabras, podemos decir que fue un gran luchador, ejemplo de la resistencia, que encabezó la dirección clandestina del Partido Socialista y que en las elecciones de marzo había sido elegido diputado por la 22ª Agrupación Departamental de Valdivia, en la que también participó nuestro colega Guillermo Teillier. Carlos Lorca era casado y, al igual que muchos de nuestros compañeros, con su desaparición, dejó a su familia en la más profunda de las tristezas.

Hasta el día de hoy, 40 años después del golpe de Estado de 1973, todavía no sabemos dónde están Gastón ni Carlos. Por cierto, no hay nadie que haya debido comparecer y responder ante la justicia por sus desapariciones y presumibles muertes.

Por eso, aunque a muchos les moleste, cada año que pasa no nos alejamos más del olvido, porque cada vez hay más luz sobre la terrible historia que nos tocó vivir y que, ciertamente, no queremos que se vuelva a repetir, porque cada año nos parece menos justificable la muerte, la tortura y la desaparición de tanto compatriota y porque la sociedad entiende que en el recuerdo no hay venganza, sino sed de justicia, de reparación y de verdad. 

Porque no construiremos un mejor Chile para nuestros hijos y nietos con la negación o intentando tapar el sol con un dedo, como vergonzosa y lamentablemente intentó hacerlo ayer, en un medio de comunicación, uno de los principales responsables de la barbarie: el exjefe de la DINA Manuel Contreras. Tampoco lo haremos queriendo no ser parte de los procesos históricos en marcha, aduciendo, por ejemplo, que algunos éramos muy jóvenes al momento del golpe. Yo tenía apenas 3 años de edad y apenas había podido conocer y disfrutar a mi padre, Luis Espinoza, también exdiputado socialista, quien, a los 33 años y siendo padre de tres hijos y una hija, fue asesinado a la orilla de un camino en Frutillar, después de sufrir graves torturas, al igual que miles de nuestros compatriotas, aduciéndose el siempre falso argumento del intento de fuga. Crecí viendo las manos manchadas con sangre de la dictadura, que nos imponía por la fuerza de las armas su gobierno de facto y sabiendo y conociendo de cerca los horrores y abusos que se cometían.

Hoy recordamos a Lobos, a Atencio, a Lorca y a miles de compatriotas justamente porque nos sigue indignando y pareciendo injusto que ellos, al igual que otros miles de chilenos, hayan recibido un trato tan duro, buscando no solo eliminarlos físicamente, sino, además, hacerlos desaparecer de sus propias vidas, de la de sus familias, de nuestras vidas y de la historia.

Como dije al inicio de mi intervención, para la injusticia solo hay un remedio, y este no es el olvido, sino la justicia.

Como me lo indicó hoy en la mañana alguien muy importante en mi vida, el tema no es pedir perdón; es reconocer qué ocurrió. El perdón no es opción si no hay entrega de información.

En este acto de reparación, de justicia y de homenaje, hacemos llegar nuestro respeto a las bancadas que integraron los exparlamentarios que hoy recordamos, así como a sus familias, representando en ellos el dolor y el sufrimiento que vivió Chile a contar de un día como hoy, hace 40 años. Porque, como dice Mario Benedetti, ocurre que el pasado es siempre una morada y no hay olvido capaz de demolerlo.

Muchas gracias.

He dicho. 

-Aplausos y manifestaciones en tribunas.

VI. FÁCIL DESPACHO

ESTABLECIMIENTO DEL DÍA NACIONAL DEL ADULTO MAYOR
(Primer trámite constitucional, Boletín N° 7970-24) [Continuación] 

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, iniciado en moción, en primer trámite constitucional y segundo reglamentario, que establece el Día Nacional de las Personas de Edad. 

Diputado informante de la Comisión de Cultura y de las Artes es el señor Víctor Torres.

Antecedentes:

-Certificado de la Comisión de Cultura y de las Artes. Documentos de la Cuenta N° 6 de este boletín de sesiones.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado informante.

El señor TORRES (de pie).- Señor Presidente, en mi calidad de Presidente de la Comisión de Cultura y de las Artes, paso a informar el proyecto que establece el Día Nacional de las Personas de Edad, originado en moción de los diputados señores Sergio Aguiló Melo, Lautaro Carmona Soto, Cristina Girardi Lavín, Hugo Gutiérrez Gálvez, Marcelo Schilling Rodríguez, Guillermo Teillier Del Valle y Pedro Velásquez Seguel.

La iniciativa fue tratada en la sesión de 10 de septiembre, con la asistencia de la diputada señora Carolina Goic y los diputados señores Alfonso De Urresti, Marcos Espinosa, Ramón Farías, Marcelo Schilling y Víctor Torres.

Dicha sesión tuvo por objeto conocer, en primer trámite constitucional y segundo reglamentario, una indicación de la diputada señora Carolina Goic y de los diputados Alfonso de Urresti, Enrique Jaramillo, Tucapel Jiménez, Sergio Ojeda, Leopoldo Pérez, Manuel Rojas, René Saffirio, David Sandoval, Guillermo Teillier, Jorge Ulloa, Carlos Vilches y Felipe Ward, para sustituir el título del proyecto por el siguiente: “Proyecto de ley que establece el Día Nacional del Adulto Mayor”.

Dicha indicación fue aprobada sin discusión y por la unanimidad de los diputados presentes, por 6 votos a favor, de la diputada Carolina Goic y de los diputados De Urresti, Espinosa, don Marcos; Farías, Schilling y Torres.

Asimismo, por acuerdo unánime de los diputados presentes, se acordó emitir un certificado a modo de informe, que permita a la Sala tomar conocimiento de la aprobación de dicha indicación y se estableció como informante al diputado que habla.

Por lo tanto, el proyecto que se propone aprobar es del siguiente tenor:

“Establece el Día Nacional del Adulto Mayor

Artículo único.- Establécese el 1 de octubre como Día Nacional del Adulto Mayor. En ese día se programarán diversas actividades en todo el país para celebrar y relevar los principios y derechos de los adultos mayores.”. 

Es todo cuanto puedo informar.

He dicho. 

El señor ELUCHANS (Presidente).- En discusión el proyecto.

Tiene la palabra el diputado señor David Sandoval.

El señor SANDOVAL.- Señor Presidente, obviamente, nos sumamos a las felicitaciones a quienes tuvieron la idea de presentar este proyecto.

Desde que se constituyó la Comisión Especial del Adulto Mayor se ha ido instalando el convencimiento de que es necesario realizar acciones, perfeccionar políticas e implementar programas que apunten a asegurar la efectiva inclusión social del segmento de adultos mayores, que a veces son olvidados por distintas situaciones, quienes requieren una mirada nueva del rol que debe cumplir el Estado para asegurarles un envejecimiento digno.

En este contexto, a pesar de que el 1 de octubre se celebra el Día Internacional del Adulto Mayor, creemos que establecer ese día como una fecha que pone de relevancia esa celebración en nuestro país, constituye una muy buena oportunidad para que, a través de esta instancia, se promueva la evaluación de los avances que se han logrado, a fin de dar dignidad a quienes nos legaron lo que hoy somos como país y que ayer desplegaron un enorme esfuerzo para impulsar el desarrollo de Chile, y que hoy legítimamente nos reclaman que les demos una mano por el esfuerzo realizado. En ese sentido, me parece razonable la iniciativa.

Asimismo, como coautor de la indicación que corrigió el nombre de “Día Nacional de las Personas de Edad”, porque era un tanto ambiguo, por “Día Nacional del Adulto Mayor”, creo que la modificación va en la dirección correcta. 

Por lo expuesto, espero que todas las bancadas, sin mayor dilación, den el más amplio respaldo a una iniciativa que solo quiere realzar el rol de los adultos mayores en nuestro país.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Ofrezco la palabra a algún diputado que quiera impugnar el proyecto.

Ofrezco la palabra. 

Cerrado el debate.

Corresponde votar el proyecto que establece el Día Nacional de las Personas de Edad.

El señor SANDOVAL.- Señor Presidente, pido la palabra.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra, su señoría.

El señor SANDOVAL.- Señor Presidente, no se trata del Día Nacional de las Personas de Edad, sino del Día Nacional del Adulto Mayor.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Señor diputado, precisamente eso es lo que vamos a votar. No puedo denominarlo así mientras no se haya votado y aprobado.

En votación en particular el texto del proyecto de ley que establece el Día Nacional de las Personas de Edad, con la indicación de la diputada señora Carolina Goic y de los diputados señores Alfonso de Urresti, Enrique Jaramillo, Tucapel Jiménez, Sergio Ojeda, Leopoldo Pérez, Manuel Rojas, René Saffirio, David Sandoval, Guillermo Teillier, Jorge Ulloa, Carlos Vilches y Felipe Ward, para sustituir el título del proyecto por el siguiente: “Proyecto de ley que establece el Día Nacional del Adulto Mayor”.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 74 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolú Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; Eluchans Urenda Edmundo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Kort Garriga Issa; Godoy Ibáñez Joaquín; Goic Boroevic Carolina; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hales Dib Patricio; Harboe Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Lemus Aracena Luis; Rosales Guzmán Joel; Lorenzini Basso Pablo; Martínez Labbé Rosauro; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Sauerbaum Muñoz Frank; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Vilches Guzmán Carlos; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Se agregará el voto afirmativo del diputado Latorre.

Despachado el proyecto.

VII. ORDEN DEL DÍA

SANCIÓN A PRODUCCIÓN, COMERCIALIZACIÓN, ACOPIO Y USO DE
HILO CURADO (Proposición de la Comisión Mixta, Boletín N° 8576-11)

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde tratar el informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley, originado en moción, que sanciona la comercialización del hilo curado.

Antecedentes:

-Oficio del Senado e Informe de la Comisión Mixta. Documentos de la Cuenta N° 5 de este boletín de sesiones.
El señor ELUCHANS (Presidente).- En primer lugar, tiene la palabra el diputado Matías Walker.

El señor WALKER.- Señor Presidente, por fin hemos llegado a un acuerdo en la Comisión Mixta que tenía por propósito resolver las diferencias entre el Senado y la Cámara de Diputados para aprobar, antes de las Fiestas Patrias, antes del 18 de septiembre, este proyecto que sanciona la comercialización del hilo curado, que ha dejado tantos niños heridos y fallecidos, porque se transforma en una verdadera arma que amenaza a los niños que practican el volantinismo en el país. 

Ayer, en la Comisión Mixta, hemos llegado a un acuerdo satisfactorio que ya fue ratificado por el Senado. Quiero destacar que el acuerdo logrado recoge el espíritu del proyecto que fue presentado, de manera transversal, el 2012, por varios diputados, encabezados por los señores Pedro Browne, Leopoldo Pérez, por la diputada Andrea Molina y por los diputados Enrique Accorsi, por quien habla y por otros más que participaron en su gestación. Muchos critican a la Corporación porque estamos legislando una semana antes del 18 de septiembre. ¡No es así, señor Presidente! Este proyecto fue despachado por la Cámara de Diputados hace más de un año y establecía fuertes sanciones por la comercialización del hilo curado. Después, el Senado, en lugar de despacharlo, puesto que había sido calificado con urgencia de discusión inmediata por parte del Ejecutivo, a raíz de una petición que presentamos de manera transversal los diputados de todas las bancadas el año pasado, optó por aprobar otro proyecto que establecía sanciones más bajas, las que, a nuestro juicio, no eran efectivas ni inhibitorias de las conductas, tal como reconoció ayer el senador Fulvio Rossi en la Comisión Mixta, porque disponía multas muy bajas, de solo 10 UTM por la comercialización. Entonces, para una empresa que se dedica a importar, a comercializar y a vender criminalmente hilo curado era muy fácil incorporar esta multa, de solo 10 UTM, como un costo más del negocio.

Ayer, en la Comisión Mixta, los diputados de todas las bancadas que integramos dicha instancia, cumpliendo con el mandato de esta Cámara, logramos incluir, en el inciso primero del artículo 4° del texto final del proyecto que hoy va a ser sancionado, que para la comercialización, acopio o comercialización de hilo curado habrá una pena de presidio menor en su grado mínimo y una multa efectiva de cien a quinientas unidades tributarias mensuales. Con esta medida queremos terminar con la mafia de las empresas que se dedican a vender hilo curado a nuestros niños, causándoles los problemas mencionados.

Además, se hace una distinción -en esto recogimos el criterio del Senado, porque nos pareció correcto- entre la comercialización y la fabricación, por una parte, del uso del hilo curado, por la otra. En este último caso se dispone una multa menor, que fluctúa entre dos y cincuenta unidades tributarias mensuales, medida que persigue, más que nada, un efecto educador hacia los niños que sean sorprendidos mientras utilicen hilo curado.

Al mismo tiempo, aprovechamos de definir lo que es el deporte del volantinismo. Efectivamente, hay clubes deportivos, asociaciones, que lo practican, y es una tradición en el país. Es un juego o deporte popular, y por eso se define claramente qué elementos se pueden ocupar en el volantinismo, que no son aquellos que pueden provocar heridas a una persona. Se define el hilo curado como “el que no cumple con las especificaciones del inciso anterior,” 
-que se refiere a los elementos permitidos- “por ejemplo, el que incluye plástico, fibra sintética, lino o metal o al cual se ha adherido algún elemento o compuesto abrasivo o cortante…”. ¡Eso es hilo curado! O sea, por primera vez estamos definiendo lo que se entiende por hilo curado y, al mismo tiempo, se establece un registro para el volantinismo y el período bajo el cual se puede vender ese tipo de hilo.

Por lo tanto, me parece muy bien que, después de un año de que esta Cámara de Diputados aprobara un proyecto similar, finalmente hayamos recuperado su espíritu original y hayamos aprobado otro en su trámite final, de informe de Comisión Mixta, para que el Congreso Nacional pueda decir claramente al país, antes de las Fiestas Patrias: ¡No al hilo curado!

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Pedro Browne.

El señor BROWNE.- Señor Presidente, estoy contento con que se haya llegado a acuerdo respecto de un proyecto que hace bastante tiempo debió ser ley de la república. El año pasado, al conocer la situación de una patinadora, caso que causó mucha conmoción pública, tomamos conciencia de que la legislación no contemplaba sanciones que inhibieran las conductas de fabricación, comercialización y uso del hilo curado. En esta materia, hay que reconocer la fuerza y empuje de la exintendenta y actual vocera de Gobierno, la ministra Cecilia Pérez, para que el proyecto avanzara. La ministra ha trabajado con todos los diputados que impulsamos esta iniciativa, como los diputados de Renovación Nacional Mario Bertolino, Rosauro Martínez, Cristian Monckeberg, Leopoldo Pérez, Alejandro Santana, Frank Sauerbaum, y con los diputados David Sandoval, Matías Walker y Pepe Auth. 

Nuestro proyecto original fue aprobado con mucha prontitud el año pasado. En dos días, la Comisión de Salud lo sacó adelante, la Sala lo votó y lo envió a segundo trámite; pero el Senado lo hizo dormir por un año. Y esa misma Cámara nos quiso imponer su postura en pocos días, que solo iba a lograr sanciones muy bajas para la fabricación, comercialización y utilización del hilo curado, que eran poco disuasivas y no iban a generar un cambio de conducta ni iban a desalentar el uso del hilo curado, lo que nos parece criminal.

Afortunadamente, ayer, en Comisión Mixta, se llegó a un acuerdo. Se definió qué era el hilo de competencia y se determinó cuándo se podía utilizar y en qué condiciones. Por lo tanto, se mantiene el volantinismo como una actividad cultural, pero también se establecen las sanciones adecuadas para evitar las desgracias en niños y personas inocentes que todos los años lamentamos. Recordemos que la gran mayoría de los que han sido afectados por el hilo curado no estaban practicando el volantinismo al momento de las desgracias. De manera que era urgente legislar al respecto. 

Ahora vamos a aprobar una buena legislación, que contempla las sanciones adecuadas para quienes fabriquen, acopien y comercialicen hilo curado, así como para quienes lo utilicen. 

Lamentamos la conducta del Senado, que hizo caso omiso a las calificaciones de suma urgencia que el Ejecutivo le puso al proyecto que despachó esta Cámara -una en septiembre y dos en octubre del año pasado, y una en julio de este año- y a las dos calificaciones de discusión inmediata que tuvo durante el mes de agosto pasado.

Es cierto que estamos contra el tiempo, porque estamos a pocos días de celebrar nuestras Fiestas Patrias, por lo que esperamos no tener que lamentar nuevos accidentes ocasionados por el hilo curado, porque solo hoy vamos a votar el informe que contiene las sanciones que corresponden. 

Con todo, nos alegramos del acuerdo alcanzado en la Comisión Mixta, para que pronto se convierta en ley y se sancione definitivamente la fabricación, comercialización, acopio y uso del hilo curado.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Leopoldo Pérez.

El señor PÉREZ (don Leopoldo).- Señor Presidente, comparto lo expuesto por mis colegas que me antecedieron en el uso de la palabra y que también son autores de la moción original, y me alegro de que el Senado, particularmente su Comisión de Salud, haya entendido la importancia de ese proyecto que durmió por más de un año en su segundo trámite. 

Resulta incomprensible, tal vez por razones de ego, que no se quiera avanzar en el trabajo legislativo. Es cierto que proyectos como este, que abordan temas ciudadanos, a lo mejor no tienen la trascendencia de otros, pero también es cierto que es lo que la gente espera de nosotros. No estamos aquí solo para legislar y fiscalizar, sino también para representar a la comunidad de nuestros distritos.

Por eso, me alegra que se haya alcanzado un acuerdo en la Comisión Mixta, porque así tendremos la legislación correspondiente para penalizar y también gravar con multas la comercialización, transporte y uso del hilo curado. Pero también lamento el poco tiempo de que tenemos, porque estimo que no tendremos ley antes de nuestras Fiestas Patrias. Solo me resta esperar que durante estos días de fiesta que se nos avecinan no haya más casos como los que hemos conocido. Recordemos que el 75 por ciento de las personas dañadas por el hilo curado no practica el volantinismo, sino que han sido meros espectadores o personas que transitan por sectores aledaños. 

Solo me resta agradecer a los diputados que participaron en la Comisión Mixta y que lograron convencer a los senadores de la importancia de este proyecto. 

Por último, señor Presidente, le pido a la Mesa, aprovechando que estamos en pleno proceso de revisión del Reglamento de esta Cámara, que le señale al Presidente del Senado que ojalá no se repitan los hechos que conocimos, no solo respecto de este proyecto, sino también de las iniciativas futuras. 

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Felipe Salaberry.

El señor SALABERRY.- Señor Presidente, el 14 o 15 de septiembre de 2003, el joven universitario Felipe Acevedo sufrió un accidente en la caletera Américo Vespucio, en Maipú. Mientras conducía su motocicleta, un hilo curado que cruzaba esa vía virtualmente lo degolló. 

En 2003 y en 2004, varios parlamentarios presentamos proyectos de ley que buscaban sancionar la fabricación, comercialización y uso del hilo curado, además de regular el volantinismo en Chile. Pero las autoridades de Salud de la época prefirieron que una sanción de esas características estuviera radicada en las Seremis de Salud, en el Código Sanitario, y evaluar su persecución y sanción a través de acciones administrativas, y no legales ni penales. 

Lamentablemente, en aquella oportunidad, los poderes Legislativo y Ejecutivo no previeron que si no se enfrentaban los peligros del hilo curado con una ley de la república, con el paso del tiempo íbamos a continuar lamentando accidentes causados por el hilo curado. Es así que, como recordaban algunos diputados, una patinadora sufrió heridas y lesiones de consideración en el Parque O´Higgins. 

Me alegra que después de casi 10 años -permítanme decirlo sin falsa modestia- el Congreso Nacional haya recogido la redacción literal y el espíritu de esas mociones que presentamos en 2003 y en 2004, junto a los diputados Ward, Recondo y otros más. 

Con este proyecto, que está pronto a ser ley de la república, no pretendemos resolver completamente el problema de que algunos inescrupulosos sigan fabricando, comercializando y usando hilo curado. Tampoco pretendemos afectar tradiciones de nuestra patria, como las competencias de volantines; solo queremos fiscalizar y perseguir a quienes maliciosamente usan el hilo curado como una verdadera arma mortal, y regular la práctica del volantinismo.

Aprobaremos la propuesta de la Comisión Mixta, a fin de contribuir a evitar que en los días venideros tengamos que lamentar situaciones como la que vivió el joven Felipe Acevedo. 

A través de mis palabras, rindo un homenaje a sus padres, Luis y Rosa, quienes, después de esa dolorosa experiencia, crearon una fundación para sensibilizar a la ciudadanía sobre el mal uso del hilo curado, que puede constituirse en una verdadera arma mortal.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate. 

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre el informe de la Comisión Mixta en los siguientes términos:

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde votar el informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley, originado en moción, que sanciona la comercialización del hilo curado.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 86 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Andrade Lara Osvaldo; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolú Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cardemil Herrera Alberto; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Eluchans Urenda Edmundo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Kort Garriga Issa; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; Goic Boroevic Carolina; Gutiérrez Pino Romilio; Hales Dib Patricio; Harboe Bascuñán Felipe; Hernández Hernández Javier; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Rosales Guzmán Joel; Lorenzini Basso Pablo; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Schilling Rodríguez Marcelo; Silber Romo Gabriel; Teillier Del Valle Guillermo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Despachado el proyecto.

MODIFICACIÓN DE NORMAS DEL CÓDIGO DEL TRABAJO APLICABLES A 
TRABAJADORES AGRÍCOLAS (Primer trámite constitucional,
Boletín N° 7976-13)

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, originado en mensaje, que modifica las normas de los trabajadores agrícolas establecidas en el Código del Trabajo.

Diputados informantes de las comisiones de Trabajo y Seguridad Social, y de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural son los señores Ramón Barros y Frank Sauerbaum, respectivamente.

Antecedentes:

-Mensaje, sesión 91ª de la legislatura 359ª, en 5 de octubre de 2011. Documentos de la Cuenta N° 1.

-Informe de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, sesión 32ª de la presente legislatura, en 4 de junio de 2013. Documentos de la Cuenta N° 8.

-Informe de la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural. Documentos de la Cuenta N° 7 de este boletín de sesiones.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado informante de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social.

El señor BARROS (de pie).- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, paso a informar, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, el proyecto de ley, iniciado en mensaje de su excelencia el Presidente de la República, don Sebastián Piñera, que modifica las normas de los trabajadores agrícolas establecidas en el Código del Trabajo, con urgencia calificada de suma.

El mensaje con el cual se inicia el proyecto en análisis señala que este tiene por objeto modernizar las normas del Código del Trabajo y actualizarlas a la realidad de la actividad agrícola, pues existe una serie de disposiciones legales que dificultan el desarrollo de la agricultura, normas que exigen una profunda revisión. 

Agrega que las distintas realidades a las que se ven enfrentados diariamente productores y trabajadores requieren normas adecuadas a los distintos escenarios de producción, resguardando debidamente los intereses de los trabajadores y promoviendo, al mismo tiempo, el desarrollo productivo de la agricultura. 

El contenido del proyecto en informe, presentado por su excelencia el Presidente de la República con fecha 4 de octubre de 2011, fue modificado durante su tramitación por el propio Ejecutivo, a través de una indicación presentada con fecha 14 de enero de 2013, sin perjuicio de las formuladas por los integrantes de esta instancia durante su discusión particular. 

Para una mejor comprensión de mis colegas, haré referencia somera a su contenido original, que era el siguiente:

1. Contemplaba una restructuración del capítulo II del Código del Trabajo, a través de la incorporación de nuevas disposiciones o la introducción de reformas en las normas vigentes. 

En dicho orden de ideas, cabe precisar que se incorpora la expresión “trabajadora” al citado capítulo. Con todo, este cambio no implica una diferencia en la aplicación de la legislación del código del ramo, el cual, por regla general, al utilizar los vocablos “trabajador” o “trabajadores”, incluye a todos quienes se desempeñan en una relación laboral. 

2. El estatuto elaborado debía ser aplicable a todos los trabajadores del sector silvoagropecuario, con excepción de aquellas normas que regulan en específico la situación de los trabajadores agrícolas de temporada. 

3. La iniciativa permitía la división de la jornada diaria de trabajo. Con todo, en un reglamento se especificarían las condiciones bajo las cuales se haría aplicable la disposición en comento, de manera de resguardar los derechos de los trabajadores. 

4. Se permitía la celebración de pactos colectivos referidos a distintas materias, pero sometidos a los siguientes límites: 

a) En ningún caso se podría acordar sobrepasar la jornada ordinaria de trabajo;

b) En materia de descanso semanal también podrían suscribirse estos pactos, pero al menos dos días de descanso en el mes deberán ser domingos, y

c) Si bien se permitía llegar a acuerdos sobre las horas extraordinarias, también se establecía un límite mensual y semanal a dichas horas.

Además, los pactos colectivos que se celebran solo tendrían vigencia durante la faena o faenas para la cual sean pactados. Así, en caso de existir una negociación colectiva previa, una vez que el pacto pierda vigencia, volvería a regir el contrato individual y colectivo vigente, si los hubiese.

A su vez, los pactos se celebrarían por el empleador y los sindicatos o grupos de trabajadores, y se aprobarán por la mayoría absoluta de quienes los negocien. 

Adicionalmente, se consideraba necesario otorgar, solo durante la vigencia del pacto, fuero a los trabajadores encargados de la negociación.

5. Se creaba el Registro de Trabajadores Agrícolas de Temporada y Pactos Colectivos, administrado por la Dirección del Trabajo, el que tenía dos objetivos:

a) Constituiría una alternativa a la remisión de una copia del contrato de los trabajadores agrícolas de temporada a la respectiva inspección del trabajo, dado que se permite el ingreso de los respectivos datos al mencionado registro, y

b) En este registro se consignarían los pactos colectivos celebrados por el empleador y sus trabajadores.

De esta forma, se aprovecharían las alternativas que la tecnología nos ofrece, reforma que pretende atraer más trabajadores a la formalidad de un contrato de trabajo.

Además, se entregaba a la Dirección del Trabajo una herramienta de fiscalización que facilitaba su labor.

6. Se establecía que, en caso de existir dos o más contratos por faena determinada que sumaran diez o más meses, dentro de un período de doce meses, se presumiría que el trabajador había sido contratado por un período indefinido. 

El objeto de esta norma era evitar que los trabajadores sean contratados a través de sucesivos contratos por obra o faena, encubriendo una relación indefinida. Ello, teniendo a la vista las particularidades de la contratación en el área silvoagropecuaria, las que justifican una norma especial como la propuesta.

7. Por último, y para los efectos de beneficios o subsidios de origen estatal o municipal o de seguridad social, la remuneración percibida por los trabajadores agrícolas de temporada en los doce meses anteriores sería promediada. 

Vuestra Comisión, además de los representantes del Ejecutivo señora ministra del Trabajo y Previsión Social, doña Evelyn Matthei Fornet; señor subsecretario de Previsión Social, don Augusto Iglesias Palau; asesor de esa Secretaría de Estado, don Francisco del Río Correa; recibió a los señores Eduardo Riesco Salvo, fiscal de la Sociedad Nacional de Agricultura; Enrique Mellaso Espinoza, presidente de la Confederación Nacional El Triunfo Campesino; Orlando Contreras Hernández, vicepresidente de la Confederación El Triunfo Campesino; Rigoberto Turra Paredes, presidente del Movimiento Unitario Campesino; Segundo Steilen Navarro, presidente de la Confederación Nacional Campesina; José Antonio Walker Prieto, presidente de Fedefruta; Juan Carlos Sepúlveda Meyer, gerente general de dicha federación; Ronald Bown Fernández, presidente de Asoex; Rodrigo Muñoz Rubilar, secretario ejecutivo de la Mesa Permanente de Diálogo Social y Laboral del Sector Frutícola; Adolfo Ochagavía Vial, presidente de Comité Palta Hass; Eduardo Schwerter Añazco, Presidente de Fedeleche; señoras Ana María Díaz Muñoz, abogada académica de Derecho Laboral y directora de Docencia de Pregrado de la Universidad del Desarrollo; Florencia Aróstica Cordero, presidenta de Anamuri; Sandra Trafilaf Yáñez y Sandra Galdámez Castro, dirigentas de dicha organización; Pamela Caro Molina, asistente social del Centro de Estudios para el Desarrollo de la Mujer (Cedem); María Ester Feres Nazarala, abogada y exdirectora del Trabajo, quienes expusieron latamente sus argumentos, opiniones y apreciaciones sobre el proyecto, las que se encuentran contenidas en el informe que mis distinguidos colegas tienen en sus poder, por lo cual omitiré su referencia.

Dicho proyecto fue aprobado en general por vuestra Comisión, en su sesión ordinaria de fecha 22 de enero del año en curso, con el voto favorable de ocho señores diputados, la señora Nogueira, doña Claudia, y de los señores Baltolú, don Nino; Barros, don Ramón; Bertolino, don Mario; Jiménez, don Tucapel; Monckeberg, don Cristián; Sabag, don Jorge, en reemplazo de la señora Goic, doña Carolina, y Salaberry, don Felipe. En contra lo hizo la señora Muñoz, doña Adriana, y se abstuvieron la señora Vidal, doña Ximena y el señor Andrade, don Osvaldo.

En el transcurso de su discusión general, que estuvo marcada por dos diferentes etapas, el Ejecutivo, primeramente, tanto a través de la señora ministra del Trabajo y Previsión Social, doña Evelyn Matthei Fornet, como del subsecretario de Previsión Social, don Augusto Iglesias Palau, además de refrendar los fundamentos contenidos en el mensaje que dio origen a este proyecto en informe, hicieron hincapié en que el proyecto que presentaba el Ejecutivo fue desarrollado prácticamente en su totalidad en base a los acuerdos entre trabajadores y empleadores, en la denominada “Mesa Agrícola”.

En esta etapa de la discusión general, algunas señoras diputadas y señores diputados, después de escuchar la exposición que el señor ministro de Agricultura, don Luis Mayol Bouchon, realizara en la sesión de fecha 31 de julio de 2012, donde refrendó los contenidos del mensaje enviado por su excelencia el Presidente de la República y realzó el acuerdo alcanzado por la Mesa Agrícola, y sin perjuicio de valorar el trabajo de ella y comprender la importancia de establecer una normativa que reconociera las particularidades del mundo rural, lamentaron que el proyecto en informe no sea coincidente con el acuerdo de la Mesa Agrícola y que abarcase algunos aspectos que excedían los términos del acuerdo. Por ejemplo, el nuevo artículo 88 bis, que constituye, en opinión de ellos, un despropósito jurídicolaboral al propiciar una división o discontinuidad de la jornada diaria de trabajo que no dice relación con los estándares de protección mínima que establece el Código del Trabajo.

En este orden de ideas, señalaron que el proyecto tampoco deja claro al grupo de beneficiarios, incluyendo en las regulaciones que se proponen a temporeros y trabajadores silvoagropecuarios, en circunstancias de que estos constituyen un universo amplio.

Asimismo, criticaron que el mensaje estableciera un nuevo sistema de negociación conocido como “pacto colectivo”, en vez de tratar de adecuar la normativa de la negociación colectiva.

Con posterioridad, en una segunda etapa y a raíz de los referidos cuestionamientos, el Ejecutivo, a través del ministro de Agricultura, don Luis Mayol, presentó una serie de indicaciones al proyecto, entre las cuales se destacan la que elimina la referencia a los trabajadores silvoagropecuarios, lo cual acota el ámbito de aplicación de la iniciativa solo a los trabajadores agrícolas, en los términos en que lo define el propio Código del Trabajo.

De igual modo y en atención a la crítica asociada a establecer en un reglamento los requisitos que permitan distribuir la jornada diaria de trabajo, propuso los nuevos artículos 88 bis y 88 ter, que contienen dicha materia, elevando la regulación a rango legal. En este orden de ideas, también se incorporó una norma especial, el artículo 88 ter, para la distribución de la jornada de trabajo de aquellos trabajadores que prestan servicios en labores propias de lechería, dado que a juicio del Ejecutivo, la naturaleza de las referidas funciones amerita un tratamiento diferenciado. 

En ese sentido, el nuevo artículo 88 bis establece la posibilidad de dividir la jornada de trabajo hasta en tres partes, determinando que el trabajador no podrá permanecer en el lugar de trabajo por más de 12 horas continuas, sumadas la jornada ordinaria, extraordinaria y períodos intermedios. 

Por otra parte, el mencionado acuerdo deberá constar por escrito y tendrá una vigencia no superior a tres meses, renovables por acuerdo de las partes.

Del mismo modo, los períodos comprendidos por las interrupciones de la jornada no se considerarán trabajados para computar la duración de ella y, a lo menos, uno de esos períodos intermedios deberá ser igual o superior a media hora. 

El registro de las interrupciones se llevará conforme a lo establecido en el artículo 33 del Código del Trabajo.

Por su parte, el nuevo artículo 88 ter es aplicable a los trabajadores que se desempeñen en obras o trabajos agrícolas de lechería, y establece la posibilidad de dividir la jornada de trabajo hasta en tres partes, donde los períodos de interrupción no podrán superar las seis horas. Además, los trabajadores deberán tener un descanso mínimo e ininterrumpido de diez horas dentro de cada veinticuatro horas, lo cual implica la posibilidad de establecer la jornada diaria dentro de un plazo envolvente de catorce horas. 

Dicho acuerdo deberá constar por escrito y registrarse en la Inspección del Trabajo respectiva, y se propone que tenga una vigencia no superior a doce meses, renovables por acuerdo de las partes. 

Los períodos comprendidos por las interrupciones de la jornada no se considerarán trabajados para computar la duración de esta y, a lo menos, uno de esos períodos intermedios deberá ser igual o superior a media hora. 

El registro de las interrupciones se llevará conforme a lo establecido en el artículo 33 del Código del Trabajo.

Adicionalmente, se establece que si el trabajador vive a más de tres kilómetros del lugar de trabajo, el empleador deberá proporcionar los medios de movilización necesarios para el correspondiente traslado. 

En lo referido a los pactos colectivos para faenas silvoagropecuarias determinadas, la indicación del Ejecutivo propone ordenar de una manera lógica los párrafos que forman parte del Capítulo II “Contrato de Trabajadores Agrícolas”. 

En consecuencia, el Capítulo II queda dividido en tres párrafos: Párrafo Primero “Normas Generales”; Párrafo Segundo “Normas Especiales para los Trabajadores Agrícolas de Temporada”; y Párrafo Tercero “De los Pactos Colectivos para Faenas Agrícolas Determinadas” (nuevo numeral 7).

En otro orden de materias, el mensaje mantiene el texto vigente asociado al artículo 93 e incorpora un inciso segundo nuevo referido a los trabajadores que hubieren prestado servicios continuos o discontinuos para un mismo empleador, en virtud de más de dos contratos por faena agrícola determinada que sumen diez o más meses dentro de un período de doce meses, contados desde la primera contratación, respecto de los cuales se presumirá que han sido contratados por una duración indefinida. 

Asimismo, se mantiene inalterable el beneficio de regularizar la condición del falso temporero. 

La indicación propone disminuir el período de escrituración a cinco días e incrementar a diez días el período de remisión a la Inspección del Trabajo respectiva.

En lo relativo a los pactos colectivos para faenas agrícolas determinadas, plantea el reforzamiento de la irrenunciabilidad de los derechos laborales incorporando la frase: “y sin que esto afecte los derechos irrenunciables de los trabajadores”. Dispone, asimismo, un grupo mínimo de ocho trabajadores agrícolas de temporada facultados para establecer un pacto colectivo con su empleador. Y, por último, refuerza el concepto de que el fuero del grupo negociador comienza a regir desde la recepción de la propuesta de pacto colectivo por el empleador. 

Respecto de los aspectos no modificados por la indicación, el señor ministro de Agricultura destacó la creación de un Registro Informático de Trabajadores de Temporada y Pactos Colectivos (artículo 94).

De igual forma, señaló que para efectos de solicitar beneficios sociales municipales, subsidios u otros estatales, se considerará el promedio de los sueldos, ingresos mensuales trabajados en el período de un año (artículo 95 ter). 

Por último, que los saldos no cancelados de la remuneración de la trabajadora y el trabajador agrícolas deberán ser pagados en un plazo máximo de quince días, desde la fecha de término de la relación laboral (artículo 95 quáter) 

Sin perjuicio del análisis de dichas indicaciones en la etapa de su discusión particular, la diputada señora Adriana Muñoz y el diputado señor Osvaldo Andrade manifestaron que el proyecto les producía una convicción favorable, desde el punto de vista de la posibilidad del pacto colectivo y de la titularidad sindical. Sin embargo, estimaron que contiene un conjunto de normas que, a su juicio, incorporan a un contrato, que es bilateral, un conjunto de facultades absolutamente unilaterales para la determinación de la jornada de trabajo, lo cual transitaría en sentido contrario a las bases fundamentales del derecho del trabajo.

Asimismo, consideraron de mayor conveniencia proceder a mejorar las normas existentes relacionadas con la negociación colectiva en vez de generar, a través del proyecto en informe, un nuevo sistema, para lo cual en la discusión particular se reservaron su derecho a presentar indicaciones. Por su parte, los diputados señores Jiménez y Sabag justificaron su voto favorable en atención a la necesidad de contar con un estatuto particular para los trabajadores agrícolas, en el entendido de que el proyecto debe ser perfeccionado durante dicha discusión. 

Del mismo modo, la diputada señora Claudia Nogueira y los diputados señores Baltolú, Bertolino, Barros, Monckeberg y Salaberry valoraron el esfuerzo y el interés del Ejecutivo por dotar de un estatuto especial a los trabajadores que se desempeñan en el mundo agrícola, y reconocieron el esfuerzo desplegado por el Gobierno y la Mesa Agrícola para consensuar las indicaciones presentadas en esa etapa de la tramitación de la iniciativa.

En la discusión particular del proyecto, la comisión adoptó los acuerdos que constan en el referido informe. Por lo tanto, recomienda a la Sala la aprobación de su articulado, contenido en el texto final aprobado.

Por último, me permito hacer presente a mis colegas que el texto aprobado por la comisión no contiene normas de quorum calificado, ni sus preceptos tienen el rango orgánico constitucional. 

Asimismo, no requiere ser conocido por la Comisión de Hacienda por no tener incidencia en materias financieras o presupuestarias del Estado.

Es todo cuanto puedo informar a la Sala.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado informante de la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural.

El señor SAUERBAUM (de pie).- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural, paso a informar, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, el proyecto de ley, originado en mensaje, que modifica las normas de los trabajadores agrícolas establecidas en el Código del Trabajo.

Durante el estudio de la iniciativa, la Comisión contó con representantes del Ministerio de Agricultura y de organizaciones campesinas; empresarios agrícolas; agricultores y expertos en el área de regulación laboral.

Idea matriz del proyecto de ley.

La idea matriz de la iniciativa, según lo expresa el informe de la comisión técnica, es modificar las normas del Código del Trabajo que rigen el trabajo de los trabajadores agrícolas, la que se encuentra desarrollada en un artículo único y uno transitorio.

Normas de quorum especial.

La Comisión suscribe la calificación efectuada por la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, en orden que a no existen en este proyecto de ley normas de quorum calificado. 

No obstante, considera que el inciso primero del artículo 88 bis tendría el carácter de ley orgánica constitucional, de aprobarse la indicación propuesta por esta comisión a dicho inciso.

Normas que requieren trámite de Hacienda.

La Comisión de Agricultura, al igual como lo hizo la comisión técnica, concuerda en que no hay disposiciones que requieran ser conocidas por la Comisión de Hacienda.

Fundamentos del proyecto.

El mensaje que da origen al proyecto de ley en informe señala que desde hace algunos años estamos frente a un proceso de profundos cambios en la forma en que se desarrolla el trabajo en el campo. Agrega que factores como la incorporación de la mujer al mundo laboral han impulsado reformas normativas destinadas a recoger esa realidad.

En ese sentido, la iniciativa busca adecuar la norma laboral aplicable a ese sector, mediante la conformación de normativas especiales para el trabajador agrícola.

Además, el mensaje destaca que la iniciativa legal se inserta dentro de una política de diálogo social. En tanto, el contenido de la propuesta fue desarrollado por los propios actores del sector, los que en un esfuerzo por mejorar la legislación laboral aplicable a su actividad buscaron soluciones para las dificultades a las que a diario se ven enfrentados.

El proyecto en informe tuvo su origen en propuestas generadas en el seno de la Comisión Bilateral Nacional Agrícola de Diálogo Laboral y Social o Mesa Nacional Agrícola Bipartita. Con posterioridad, producto del debate en la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, el Ejecutivo introdujo algunas modificaciones al proyecto, las que fueron presentadas en enero de 2013.

En definitiva, el proyecto de ley reglamenta las siguientes materias:

a) Distribución de la jornada diaria. Se permite dividir la jornada diaria de trabajo, en atención a la naturaleza y tipo de actividad, hasta en tres partes, con la exigencia de no permanecer el trabajador más de doce horas continuas en el lugar en el que desempeña sus labores.

b) Trabajadores agrícolas de lechería. Se regula la división de la jornada de trabajo de los trabajadores que se desempeñen en las obras o trabajos agrícolas de lechería. Se establece que en este caso podrá acordarse la división de la jornada de trabajo hasta en tres partes, pero la suma de las interrupciones entre los turnos no podrá exceder de seis horas. Además, debe existir un descanso mínimo, ininterrumpido, de diez horas dentro de cada veinticuatro horas. 

c) Trabajadores agrícolas de temporada. Respecto de esos trabajadores, el proyecto de ley regula qué ha de entenderse por trabajadores agrícolas de temporada; cuáles son los requisitos formales para su contratación; cómo debe computarse su remuneración, para efectos de obtener beneficios de seguridad social, subsidios u otros; cómo se pagara esa remuneración, etcétera.

d) Registro de Trabajadores Agrícolas de Temporada y Pactos Colectivos. Se establece un Registro de Trabajadores Agrícolas de Temporada y Pactos Colectivos, cuyo funcionamiento será regulado en un reglamento del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y administrado por la Dirección del Trabajo.

e) Pactos colectivos para faenas agrícolas determinadas. Se incorpora un párrafo tercero, el que regula la posibilidad de pactar convenios colectivos, estableciéndose en qué casos procede, bajo qué requisitos y con qué limitaciones.

Discusión y aprobación del proyecto.

El proyecto de ley fue aprobado en general por la Comisión de Trabajo y Seguridad Social. Por lo tanto, esa comisión llevó a cabo un estudio sobre el texto de la iniciativa legal aprobada por dicha instancia legislativa.

En sede de la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural, se discutieron múltiples indicaciones con el objeto de perfeccionar el proyecto y otorgar mayores garantías a los trabajadores agrícolas. En definitiva, las indicaciones aprobadas introdujeron las siguientes modificaciones:

a) Precisión de los casos en que procede la división de jornada. La comisión estimó que era conveniente refundir el artículo sobre división de jornada genérico con el artículo que regula la división de jornada para labores de ordeña. En dicho artículo único, la comisión estableció que debe especificarse por escrito la actividad que se someterá a jornada partida y dejar constancia de los fundamentos que ameritan dividir la jornada. 

b) Fortalecimiento de las atribuciones fiscalizadoras de la Inspección del Trabajo. En consonancia con la intención de reservar la jornada partida como una situación excepcional, se introdujo la posibilidad de que la Inspección del Trabajo pueda, de oficio o a petición de parte, resolver, de manera fundada, la procedencia de la división de jornada, decisión que, en todo caso, podrá reclamarse ante el Juzgado de Letras del Trabajo respectivo. 

c) Asegurar el descanso durante las interrupciones de jornada. Con ese objetivo, se estableció que los trabajadores podrán descansar en lugares especialmente habilitados para ello o trasladarse a sus domicilios. Si estos se encuentran a más de dos kilómetros del predio, el empleador deberá costear los medios de movilización necesarios. 

d) Precisión de la regulación aplicable a los convenios colectivos. Se distinguió entre los trabajadores permanentes, los que podrán pactar convenios colectivos por predio, y los trabajadores de temporada, los que podrán pactar convenios colectivos por faena. En forma adicional, se introdujo una definición de faena y se posibilitó que la Inspección del Trabajo pueda formular observaciones a esos convenios colectivos, para efectos de poder precisar y garantizar la correcta aplicación de esas normas.

La Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural estimó que esas modificaciones perfeccionan la nueva normativa laboral aplicable a los trabajadores agrícolas, adecuándola a las nuevas realidades y necesidades prácticas del sector, además de que garantizan la debida protección de los derechos laborales individuales y colectivos de los trabajadores.

Por ello, solicito a la honorable Sala la aprobación del proyecto de ley en los términos aprobados por la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural.

Es todo cuanto puedo informar.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- En discusión el proyecto.

Tiene la palabra el diputado señor Rosauro Martínez.

El señor MARTÍNEZ.- Señor Presidente, quiero poner énfasis en que el proyecto en discusión responde a una política de diálogo social, la cual ha permitido avanzar en una materia compleja y absolutamente descontextualizada de la realidad que se vive en el sector agrícola. El hecho de que sean los propios actores del sector los que han llegado a definir mejoras en la legislación laboral, las que son aplicables a su actividad, es una muestra que cuando existe voluntad es posible avanzar en materias en las que tradicionalmente han existido divergencias.

La constitución de la Comisión Bilateral Nacional Agrícola de Diálogo Laboral y Social o Mesa Nacional Agrícola Bipartita -como se le conoce- tuvo por objeto crear condiciones laborales para favorecer el desarrollo y la productividad de las empresas agrícolas y mejorar las condiciones de vida de los trabajadores y empleadores.

Ello, necesariamente, apuntaba en la dirección de modernizar las normas del Código del Trabajo, con la finalidad de actualizarlas a la realidad particular de la actividad agrícola, puesto que -como lo hemos dicho en este mismo lugar en oportunidades anteriores- existe una serie de disposiciones legales que dificultan el desarrollo de la agricultura, como consecuencia de la data de las normas y de las distintas realidades a las que se ven enfrentados diariamente tanto los productores como los trabajadores.

La iniciativa busca potenciar el desarrollo agropecuario, pero en un contexto de respeto y buena relación laboral entre empleadores y trabajadores, ya que es la única forma de aprovechar las oportunidades y condiciones naturales que permitan una mayor productividad y el consiguiente mejoramiento de la calidad de vida de las partes involucradas.

Ese espíritu de acuerdo permitió introducir mejoras al proyecto, como la eliminación de la referencia a trabajadores silvoagropecuarios, el perfeccionamiento de la distribución de la jornada diaria de trabajo, contenida en el artículo 88 bis, nuevo, en el que se establece la posibilidad de dividirla hasta en tres partes, lo que determina que el trabajador no podrá permanecer en el lugar de trabajo por más de 12 horas continuas, y la atención de la particularidad de los trabajadores que se desempeñen en obras o trabajos agrícolas de lechería, al establecer la posibilidad de dividir la jornada de trabajo hasta en tres partes, en las que los períodos de interrupción no podrán superar las seis horas y los trabajadores deberán tener un descanso mínimo e ininterrumpido de diez horas dentro de cada veinticuatro horas, lo cual implica la posibilidad de establecer la jornada diaria dentro de un plazo envolvente de catorce horas.

Asimismo -tal como es muy usual en ese tipo de trabajos-, se garantiza la movilización para los trabajadores de ordeña que no residan en el respectivo predio y que tengan su domicilio o lugar de alojamiento a una distancia superior a dos kilómetros.

El proyecto en debate constituye una señal potente, en el sentido de que es posible llegar a acuerdos en beneficio de los trabajadores, los empresarios agrícolas y el país. Para lograrlo se requiere voluntad; la iniciativa en debate es una muestra elocuente de ello.

Por lo tanto, conociendo la realidad del sector y de sus trabajadores, anuncio que vamos a votar favorablemente el proyecto. 

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Eduardo Cerda.

El señor CERDA.- Señor Presidente, este proyecto mejora las condiciones de los trabajadores agrícolas permanentes y también las de los llamados temporeros lo que, sin duda, representa un avance porque permite subsanar muchas injusticias que afectan a tantos trabajadores del sector agrícola.

Pero quiero referirme a un aspecto que, si bien es difícil que quede establecido en el Código del Trabajo, es esencial en la vida de las personas que trabajan en este sector. Me refiero a su dignidad, que no dice relación con una cuestión de dinero -que también es un aspecto fundamental-, sino con la forma en que son tratados estos trabajadores: el saludo en su trabajo; un lugar adecuado para almorzar, en particular, en el caso de los temporeros; buenas condiciones para que puedan movilizarse; seguridad en sus fuentes de trabajo, y oportunidades para llegar a acuerdos importantes no solo respecto de sus remuneraciones, sino también -insisto- en el trato humano que deben recibir. 

En la zona que represento, son muchísimos los trabajadores que salen de sus casas, que están ubicadas en la ciudad, a trabajar en los sectores rurales. También son innumerables los trabajadores que deben viajar en bicicleta porque no se les proporcionan recursos necesarios para que lo hagan en la locomoción colectiva, con todo el riesgo que implica desplazarse por las carreteras en bicicleta. Por eso, este es un aspecto fundamental en la vida de la gente que labora en el sector agrícola.

Asimismo, son importantes las condiciones en que son subcontratados, especialmente los trabajadores del sector frutícola, por los contratistas que prestan servicios a este sector. Pero las condiciones laborales no son responsabilidad solo de los contratistas, sino también de los empresarios agrícolas; es decir, es una responsabilidad compartida. En todo lo que se refiere a los salarios y a las imposiciones existe responsabilidad directa del empresario respecto de los contratos que celebra con los contratistas.

Quiero hacer un llamado a todos los empresarios del sector agrícola para que creen un clima de buena convivencia social en nuestro país, para que paguen salarios justos y en forma oportuna a los trabajadores y para que fiscalicen a los contratistas en relación con su obligación de trasladar a los trabajadores a sus lugares de trabajo. Pero, como digo, las condiciones laborales son responsabilidad del empresario; es decir, lugares de almuerzo, de distracción y de descanso adecuados y buen trato que los jefes de la empresa respectiva deben dispensar a los temporeros.

Me ha tocado conocer muchos casos de personas que no tienen contrato de trabajo y reclamos porque no les pagan oportunamente o porque les hacen descuentos indebidos, situaciones que deben ser conocidas por la Dirección del Trabajo respectiva. Pero las condiciones humanas de los temporeros que les permitan llegar con alegría a su fuente de trabajo es algo que depende fundamentalmente de los empresarios agrícolas. Reitero que las personas que trabajan en las labores agrícolas deben hacerlo en las condiciones dignas que se merece toda persona humana, aparte de trato y pago justos, jornales que les permitan vivir en buenas condiciones, bonos, preocupación por la educación de sus hijos, etcétera. Asimismo, deben existir salas cuna para que las mujeres puedan dejar allí a sus hijos. Son madres que se levantan a las seis de la mañana y que luego de terminar sus faenas quedan “botadas” porque no disponen de un medio de movilización.

Estas son las cosas que no quedan establecidas en la ley. Sin embargo, el proyecto representa un avance en la protección de los trabajadores agrícolas, en particular de los temporeros, la mayoría de los cuales son mujeres que van a trabajar diariamente, dejando a sus hijos solos en sus casas. Estas mujeres deben trabajar en condiciones dignas para que puedan alimentar a su familia y, al mismo tiempo, para llevar una vida decente y humana como corresponde a todos los ciudadanos de nuestro país que trabajan en el sector agrícola.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Romilio Gutiérrez.

El señor GUTIÉRREZ (don Romilio).- Señor Presidente, en primer lugar, este proyecto de ley recoge las conclusiones de la Mesa Nacional Agrícola Bipartita, relacionadas con las actuales necesidades del mundo agrícola.

La legislación laboral estaba siendo sobrepasada por el dinamismo y el crecimiento de la actividad agrícola que se lleva a cabo en el campo chileno, donde se está desarrollando una serie de nuevas actividades que han incorporado en forma masiva a la mujer a este sector. Pues bien, esto requiere una adecuación de nuestra legislación laboral y una modernización que permita mantener la productividad y el crecimiento de la actividad agrícola, pero cautelando los derechos de los trabajadores. 

En este sentido, tenemos innumerables casos de abusos cometidos por algunos empleadores; pero también hay otros casos en que estos respetan la legislación laboral, aunque no en concordancia con las necesidades productivas. De manera que este proyecto de ley que, como dije, nace del trabajo realizado por trabajadores y empresarios, con la activa participación de los Ministerios del Trabajo y de Agricultura, viene a recoger estas necesidades, planteando una serie de mejoras como, por ejemplo, la división de la jornada, la adaptabilidad pactada y la sistematización de los beneficios laborales y sociales.

Sin lugar a dudas, este es un gran avance para mejorar las condiciones de trabajo del mundo campesino, del mundo rural y de nuestros trabajadores agrícolas. Asimismo, se resguarda el crecimiento de la actividad y su fortalecimiento para generar nuevas y mejores oportunidades de trabajo.

Respecto de la división de la jornada, evidentemente los cultivos y la producción agrícola tienen diversas realidades. Es lo que se pretende que quede reflejado de la mejor manera posible en este proyecto de ley.

Respecto de la sistematización de los beneficios laborales y sociales considero muy relevante la protección de la seguridad en el trabajo. En mi distrito, lamentablemente hemos tenido una serie de problemas de intoxicación de algunos trabajadores agrícolas. Por eso, es necesario que el proyecto también resguarde la seguridad de los trabajadores; no podemos poner en riesgo su seguridad en pos del aumento de la productividad. En esto es importantísimo que, tanto la responsabilidad social de nuestros empleadores, como la fiscalización de la Dirección de Trabajo, que debe ser moderna y efectiva, permitan evitar la ocurrencia de estos hechos.

Por otro lado, debemos considerar que la incorporación de la mujer al mundo laboral y al mundo del trabajo agrícola también impone nuevos desafíos.

La mujer tiene un doble rol que cumplir. Por una parte, cuidar a su familia y protegerla, pero también tiene el legítimo derecho de incorporarse, en forma justa, al mundo del trabajo. Eso requiere considerar esas características con la jornada laboral, pero también con los beneficios a los que tiene derecho.

En el campo es fundamental resguardar las condiciones en que la persona se alimenta, cómo ejerce su labor, que cuente con los elementos de seguridad necesarios y el respeto por la jornada laboral y las horas extraordinarias. Si queremos que crezca la actividad agrícola, se requiere de un trabajo mancomunado entre el trabajador y el empresario; debemos entender que en esta actividad son socios y que si al empresario le va bien, al trabajador también le tiene que ir bien. No puede ser que la realidad sea de sueldo mínimo, en circunstancias de que la actividad agrícola puede pagar más. En este sentido, aprovecho para hacer un llamado a nuestros empresarios a realizar un esfuerzo mayor para subir las remuneraciones de los trabajadores agrícolas, porque es necesario cuidar el campo, y la actividad agrícola, lo cual solo se logra mediante un trabajo mancomunado.

Felicito a los ministros de Agricultura y del Trabajo y Previsión Social, así como a los dirigentes de los trabajadores y de los empresarios por lograr un acuerdo inédito en nuestro país y proponer este proyecto de ley que esperamos sea realidad lo antes posible.

He dicho.

-Aplausos.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Lautaro Carmona.

El señor CARMONA.- Señor Presidente, en la aplicación del modelo económico neoliberal, la relación entre el capital y el trabajo es absolutamente deficitaria en lo que respecta a los intereses de los trabajadores.

No cabe duda de que si la mano de obra no funcionara en lo que respecta a los trabajadores, que son a quienes en la práctica les corresponde echar a andar las actividades económicas, no existiría ningún producto que se pudiera asociar a la riqueza.

Sin embargo, la legislación favorece principalmente al factor capital y a quienes están vinculados a él, lo que permite que se produzca la explotación de los trabajadores. Esta máxima general asociada a este modelo de desarrollo económico lo es con particular crudeza en la actividad agrícola que vincula en condición de mano de obra a los trabajadores temporeros, que laboran en las temporadas de producción, de acuerdo con los ciclos agrícolas.

En este sector de la actividad laboral hay un porcentaje muy alto de mujeres vinculadas a actividades de temporada, particularmente, la cosecha de la fruta. Aquí, la realidad es mucho más cruenta e inhumana cuando se habla de respeto a la dignidad de los trabajadores, a su condición humana y, por cierto, al aporte que hacen y a los salarios que reciben.

Por ello, cuando se abre el debate sobre el estatuto del temporero, sobre una legislación que busque favorecerlo, la expectativa de esos trabajadores es que exista la sensibilidad, la valoración y la voluntad política para escuchar a las trabajadoras y a los trabajadores temporeros para que puedan dar a conocer cuáles son las condiciones que deben corregirse para alcanzar una relación laboral civilizada y básicamente respetuosa de la condición de persona de quienes trabajan en este sector.

No obstante, esto no fue así y, una vez más, se escuchó más a los empresarios que a los trabajadores, echando por la borda el antiguo anhelo de regular la relación de trabajo en este sector de la economía. 

Las mesas de trabajo que se han constituido en distintas épocas han chocado con diferencias que se volvieron insalvables bajo este Gobierno y que tienen relación con la participación que se les permitió a los involucrados en la toma de decisiones y en la confección definitiva de dicho documento. 

En primer lugar, las organizaciones campesinas abandonaron la mesa en la cual tenían la mayor representación los trabajadores temporeros. Por ejemplo, organizaciones como Ranquil y Anamuri, no aceptaron que dicho instrumento permitiera el cambio del Código del Trabajo en normas establecidas en el que, al menos, la flexibilidad laboral plantea un aumento de dos a cuatro horas extraordinarias y el cambio de la jornada laboral.

Sé que defender a los trabajadores y a los más explotados les duele, les molesta, no les parece normal a algunos sectores del empresariado agrícola. Sé que quienes se benefician con legislaciones que favorecen a un sector, por cierto, los hace reaccionar. Pero los trabajadores deben tener la tranquilidad de que en esta Cámara siempre habrá representantes dispuestos a hablar en función de la verdad y con valor político para defender sus intereses. Ahí quedaron, en su mayoría, organizaciones que se ven beneficiadas y son parte interesada en este tema.

Antes de firmar el documento final, también se retiraron de la mesa los representantes de la Confederación Nacional Unidad Obrero Campesina y de la Confederación Nacional Campesina y Trabajadores del Agro de Chile (Conagro). Por ello, hago propios los planteamientos que hizo la Central Unitaria de Trabajadores (CUT), ¡Central Unitaria de Trabajadores!, aunque le duela a la contraparte de los empresarios, quienes han manifestado su oposición al proyecto por considerar que va en contra de la política laboral que se impulsa, pues instala en forma unilateral cambios en el Código del Trabajo no solo en los temporeros del campo, sino que en los del sector silvoagropecuario. Se menciona también la flexibilidad laboral.

En octubre de 2010, participamos en una reunión con el Presidente de la República, don Sebastián Piñera, quien se comprometió a considerar una serie de demandas laborales que fueron presentadas y a las cuales, según él, les daría respuesta.

Dentro de ellas había una muy importante: elaborar un tarifado para las faenas de temporada, especialmente de la fruta; es decir, tener a lo menos un piso que limitara los niveles de sobreexplotación. ¡Nunca tuvieron una respuesta!

Los representantes de la Central Unitaria de Trabajadores han participado en distintas comisiones dentro de nuestra propia Cámara de Diputados y ha expuesto las razones para rechazar el proyecto.

Ante esta posición, la CUT, en conjunto con Ranquil y Anamuri, han decidido mantener este rechazo. Los representantes en el Parlamento que tenemos compromisos políticos con los trabajadores tenemos la obligación de hacer propios estos planteamientos que han hecho las organizaciones campesinas ya nombradas. 

Porque no estamos dispuestos a que se soslaye la relación directa con los sindicatos de trabajadores temporeros, no queremos que sean reemplazados por delegados que pueden ser manipulados y nombrados a dedo por los empresarios, tomando en cuenta que no se ha asumido en la esencia las formulaciones que tiene este sector de la economía, que son los trabajadores temporeros; porque no estamos dispuestos a amparar ni contemporizar con mecanismos sofisticados que van en la dirección de una sobreexplotación inhumana que no considera a las personas como tales y que creen que se puede disponer de ellas sin consideración alguna, como bancada vamos a rechazar el proyecto en debate.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Enrique 
Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, en primer lugar, vaya un saludo al ministro de Agricultura subrogante, don Álvaro Cruzat. Bienvenido a esta discusión.

Todo proyecto relativo a la legislación laboral debe tener como principal finalidad otorgar protección a la parte más débil de esta relación. Además, establecer reglas claras y definidas para otorgar seguridad y estabilidad en el empleo. Esa es su misión de acuerdo con lo que se establece en el proyecto.

Con seguridad, se producirán diferencias que serán solucionadas durante esta discusión. Lo importante es que hoy existe una normativa para los trabajadores agrícolas.

Este proyecto es el fruto de un encuentro entre algunas organizaciones de trabajadores agrícolas y organizaciones empresariales que trabajan en el sector.

Sin duda, es un esfuerzo valorable que merece reconocimiento, a pesar de que lo óptimo es que siempre participe la mayoría de las organizaciones y, por supuesto, las centrales sindicales, lo que según lo que se manifestó en las comisiones técnicas, no ocurrió. El tema es que no siempre las hay. Por ejemplo, de Temuco al sur, en la Región de Los Ríos, lisa y llanamente, no hay sindicalización. La hubo: buena, seria y responsable.

Por eso, no obstante los avances, es necesario dejar establecido en esta oportunidad que, tal como se señala en los relatos de los señores diputados de las Comisiones de Trabajo y de Agricultura, siempre es preferible privilegiar la posibilidad de la negociación colectiva, y cuando existan las organizaciones sindicales, a los pactos colectivos, ya que al ignorarse la organización se debilita el sindicato y con ello el pacto colectivo que, incluso, se podría realizar con un grupo reducido de trabajadores, y luego se involucrará al resto. Entonces, debe-
ría utilizarse como instancia extraordinaria y no como regla general, ya que esta debería ser la negociación colectiva para fortalecer la organización y las posiciones de los trabajadores.

No es mi intención, en esta oportunidad, extenderme sobre los distintos puntos a los cuales se han referido los colegas integrantes de las Comisiones técnicas. Sin embargo, sin ser un estudioso del proyecto, ya que lo conozco en forma somera, deseo detenerme en las modificaciones que se introdujeron mediante los artículos 88 bis y 88 ter, relativo a los trabajadores de las lecherías. Esta realidad se lleva a efecto en gran forma por los sureños. Orgullo de nuestra zona es el buen accionar entre productores y técnicos en la materia.

Hoy, deberíamos ir cambiando la palabra “trabajador” en el sector agrícola, porque en Chile tenemos la suerte de que existen muchas escuelas que preparan a verdaderos profesionales técnicos sobre las distintas situaciones que nos ofrece la agricultura.

Me siento relativamente involucrado en este proyecto, porque he recorrido los sectores rurales que represento y siempre estoy en contacto con los trabajadores o los técnicos, gente joven que nace al amparo de las nuevas escuelas agrícolas. Veo el entusiasmo que reina allí. Pero a veces se produce un hecho que más adelante comentaré.

Por eso, es muy importante que se haya aprobado la indicación que permite la división de la jornada laboral hasta en tres partes en las actividades de ordeña en las lecherías, donde es posible la división. Si se extendiera a otras actividades agrícolas, podría perjudicar a los trabajadores que se desempeñan en empresas que no necesariamente se dedican a la ordeña, sino a la industria lechera en general.

Esta modificación es importante, porque favorecerá la relación laboral. Espero que proteja a los trabajadores, como se ha señalado aquí. Sin embargo, firmé algunas indicaciones que, a mi juicio, mejoran la situación laboral.

Muchos técnicos agrícolas trabajan con gran sacrificio en las lecherías. Colaboran en una actividad de tremenda relevancia, porque ya comenzamos a ser un país exportador de productos lácteos. Lo que comento es relevante pues en nuestra zona la expresión “trabajador del sector agrícola” va quedando obsoleta. Lo he repetido varias veces porque deseo que los dirigentes se sientan respaldados respecto del hecho de que sus hijos no son meros trabajadores del agro, sino técnicos, personas que ha estudiado la materia que ejercen y que, por lo tanto, ayudan al productor, al dueño de la empresa. Se trata de verdaderos colaboradores que aportan los conocimientos tecnológicos que han logrado aprender.

La iniciativa no debe llevarnos a pensar en abusos solamente por parte de empleadores. Lo digo porque algunos no siempre cumplen sus obligaciones en esta materia. Tal vez eso es parte de lo que debemos mejorar como país en desarrollo.

Al margen de lo dicho, comienza una preocupación no menor en la actividad agrícola sureña, donde Chile goza de un clima diverso, lluvioso y espectacular para las empastadas. Por eso, la ganadería impera allí. Esto provoca una variedad laboral enorme. Por ello, hoy comienza a preocupar a los productores, a las familias y a los colaboradores de las empresas el fenómeno de la emigración. La gente que se traslada al norte y al centro del país para trabajar en la minería y en el sector frutícola es enorme. Sé que esto no es motivo de la discusión, pero de todas maneras hago un llamado de atención sobre el particular. ¿Cómo mejorar aquello? Modificando las condiciones laborales, uno de los objetivos del proyecto.

Por eso, vamos a legislar para se comience a estudiar la situación de quienes son verdaderos socios de la actividad agrícola, en especial en el sur, donde la lechería sigue creciendo y dándonos éxitos como país productor de lácteos.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Osvaldo Andrade.

El señor ANDRADE.- Señor Presidente, este proyecto tiene una génesis muy interesante: es consecuencia de una mesa de trabajo que se instaló hace muchos años entre trabajadores y empresarios agrícolas, la que avanzó, con mayor o menor ritmo, según la cercanía y la distancia de los contenidos.

Ese es un esfuerzo que se debe valorar, sobre todo cuando uno siempre ha sido de la idea de que las normas laborales en la medida que tengan niveles de consenso entre el mundo del trabajo y el de los empleadores les dan un rango de legitimidad interesante.

Sin embargo, el proyecto presentado por el Ejecutivo no recoge el espíritu de los acuerdos a que llegó esa mesa. Ésa es mi opinión. Esto lo hice presente en la Comisión de Trabajo y lo reitero. Hay un conjunto de disposiciones que se apartan del texto del acuerdo; hay disposiciones que incluso son contradictorias con el texto y con el espíritu del acuerdo que no tengo a la vista, pero que podemos revisar.

Me temo que en el proyecto de ley se extremaron ciertas ideas a contrapelo del espíritu y vocación que el acuerdo intentaba construir. 

Por tal razón, tenía una opinión crítica sobre el proyecto, pero he valorado algunos de sus aspectos, como la posibilidad de una negociación pactada y el establecimiento de la titularidad del sindicato. Desgraciadamente, en el ámbito de la agricultura, la sindicalización ha cundido menos.

Sin perjuicio de reiterar opiniones que he mencionado en relación con la sindicalización campesina y los sindicatos comunales que había antaño, donde se hacían negociaciones 
-experiencias que vivimos en la administración anterior con sindicatos temporeros en regiones-, creo que la matriz del proyecto no ha logrado resolver adecuadamente la vocación del acuerdo. Por esa razón, tengo una opinión negativa. 

Hemos incorporado un conjunto de indicaciones, que no logramos aprobar en la Comisión de Trabajo ni en la Comisión de Agricultura. Existe la voluntad de revisar estos asuntos con mayor tranquilidad. Si es así, tanto mejor. 

Por lo tanto, voy a formular una apreciación general en tres aspectos. Primero, se avanza con exceso en la posibilidad de la distribución de la jornada. La evaluación de la necesidad de la distribución de la jornada se entrega fundamentalmente al empleador, como factor central para la decisión de las necesidades de división de la jornada. Por eso, los turnos cortados hasta en tres períodos podrían constituir algo razonable en la medida en que sean objeto y sujeto del acuerdo. Pero, en el texto es una facultad entregada fundamentalmente al empleador. Esto puede significar que un trabajador agrícola pueda permanecer hasta 14 horas en su jornada de trabajo, lo que es atentatorio contra cualquier principio básico y mínimo en materia laboral.

También, se produce un problema en materia de pactos colectivos, segundo aspecto que quiero mencionar, sobre el cual solo daré una apreciación general.

Primero, hicimos presente en la Comisión que nos parecía raro que no se generaran mejores condiciones en el capítulo de negociación colectiva del Código del Trabajo, en el que incorporábamos al trabajador agrícola. Extrañamente, el Gobierno -no lo explicó nunca con suficiencia- no quiso hacer eso, sino que generó una articulación distinta. En el Código del Trabajo hay normas de carácter individual, normas colectivas y normas de pacto colectivo para los trabajadores agrícolas. Es raro, porque podríamos haber perfeccionado el mecanismo de la negociación colectiva en el Código del Trabajo y haber incorporado allí -si es la vocación del proyecto- que los trabajadores agrícolas puedan tener similares derechos que el resto de los trabajadores. Pero no fue así. 

Ello generó -segundo aspecto general que quiero destacar- una situación bien compleja, por decir lo menos. Fíjese, señor Presidente, que se podrán hacer pactos por faenas, pero el pacto se hace al inicio de las faenas e involucra al resto de los trabajadores que se incorporan a ellas. Es decir, yo, empleador, al inicio de la faena, puedo llegar a un acuerdo de pacto colectivo con cinco trabajadores y sin embargo eso es extensible a los cuarenta o cincuenta trabajadores que van a trabajar en esa misma faena en el peak de la explotación agrícola. Sin embargo, ellos no tendrán injerencia en el pacto, sino que deberán someterse por adhesión a él. En este cuadro no existe un ministro de fe, garantía básica en el mundo el trabajo ante la situación de desequilibrio en la relación laboral. Entonces, lo que se intentaba en la mesa de trabajo a través del pacto de entendimiento entre trabajadores y empleadores, esto es construir mecanismos para un pacto colectivo con cierto equilibrio, por esta vía se desarticula. No se logra el efecto esperado. Y eso es complejo también.

Tercero -siempre en un plano general-, hay un retroceso de este Gobierno respecto de sus propios logros. Esto es lo más extraño del mundo. Quiero recordar a la Cámara que cuando se aprobó la iniciativa del exministro de Economía, don Pablo Longueira, referido al estatuto de los trabajadores del turismo, se logró con el Ejecutivo un acuerdo para enterar pagos durante el período en que los empleados no trabajan, pero se encuentran a disposición del empleador. El proyecto del exministro Longueira señalaba que los trabajadores del turismo po-
dían acordar con su empleador la interrupción de su jornada diaria y que esta sería remunerada cuando esta fuera superior a 2 horas. Finalmente, se fijo una hora. Así lo aprobó por unanimidad la Cámara. Y hubo disposición del Ejecutivo para hacerlo. Fíjese, señor Presidente, que eso en este proyecto no se acepta. No sé cuál es la explicación para que el exministro Longueira haya tenido una opinión respecto de los trabajadores del turismo y el ministro de Agricultura tenga una opinión distinta respecto de los trabajadores agrícolas. ¿Dónde está la diferencia? ¿No son ambos trabajadores? 

Quiero recordar a la honorable Cámara que esto ya lo habíamos zanjado en la administración anterior respecto de los choferes, cuando se fijó un mecanismo de pago para los trabajadores que no estaban conduciendo, pero que estaban a disposición de su empleador. En este proyecto, por alguna razón que ignoro, ello no se fija. Así, para un trabajador agrícola que tiene turnos cortados, que pueden ser de hasta tres partes, los períodos intermedios no tienen ningún tipo de remuneración, aunque sea mínima, como lo hicimos con los trabajadores del turismo. Entonces le pregunto al Ejecutivo qué cambió para que el criterio que se tuvo respecto de los trabajadores de turismo no se aplique también a los trabajadores agrícolas. ¿Dónde está la diferencia? ¿Tiene que ver con que un señor se apellida Longueira y el otro Mayol? ¿Es ése el problema? 

Estas cuestiones me llevan a tener una mirada crítica del proyecto. No obstante que podría haber entrado en más detalles, me he querido referir a solo tres aspectos del mismo.

Por último, señor Presidente, agradezco mucho su buena disposición.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Cristián Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, este proyecto de ley ha sido esperado por mucho tiempo, especialmente por los temporeros de Melipilla y Talagante. Reconoce una realidad laboral difícil, porque los trabajadores agrícolas temporeros durante muchos meses no perciben ingresos y muchas veces quedan en absoluta indefensión. Por consiguiente, a mi juicio, el ordenamiento jurídico tiene que acogerlos y resguardar sus derechos. 

Me alegro de que el proyecto establezca que el contrato individual de los trabajadores agrícolas de temporada deberá escriturarse dentro de los cinco días siguientes a la incorporación del trabajador a las faenas. Cuando la duración de las faenas para las que se contrata sea superior a veintiocho días, los empleadores deberán remitir una copia del contrato a la respectiva Inspección del Trabajo dentro de los diez días siguientes a su escrituración.

Muchas veces me ha tocado apreciar -ahora que se acercan las Fiestas Patrias- que los subcontratistas, que son en general los que dan servicios y contratan a los trabajadores agrícolas, son un poco abusadores. Muchas veces me ha tocado ver en los potreros cuando esperan que los vayan a buscar. Y el pago o los atrasos de los mismos son reiterados. 

Hace poco tiempo, cuando tratamos el proyecto de ley que establece el Día del Temporero -si no recuerdo mal corresponde al segundo sábado de febrero-, se señaló por parte de las temporeras que la paga a veces era buena, pero que el trato era muy malo. Esto significa que el reconocimiento y perfeccionamiento del sistema laboral en el Código del Trabajo en favor de los trabajadores agrícolas temporeros viene, sin duda, a establecer una realidad laboral que requiere protección.

El derecho laboral tiene como característica que no es bilateral, sino que comprende un conjunto de normas protectoras del trabajador, porque ciertamente éste no se encuentra en igualdad de condiciones respecto de su empleador.

En ese sentido, la labor que ha hecho la Comisión de Trabajo y Seguridad Social perfecciona esta legislación y hace que hoy podamos decir con mucho orgullo que la Cámara de Diputados está aprobando una herramienta jurídica muy necesaria, especialmente en favor de las trabajadoras agrícolas temporeras. Debemos tener presente que la mayoría de ellas son siempre jefas de hogar, pues mantienen a sus familias y educan a sus hijos. A muchas les he preguntado si cuando llegan a sus casas deben hacer las tareas domésticas, ante lo cual me responden que lo hacen con mucho esfuerzo. 

Por eso, resguardar jurídicamente ese punto es, a nuestro juicio, esencial para alcanzar precisamente lo que nos mueve en política: la justicia social.

Este proyecto, que perfecciona la ley laboral en materia de trabajadores agrícolas de temporada, establece normas claras, precisas y categóricas que hacen posible que ese grupo de trabajadores, especialmente las mujeres temporeras, encuentre asidero en la ley y tenga una protección permanente.

Es cierto que la ley no es suficiente para mejorar o llegar a un óptimo en las condiciones laborales, pero ayuda cuando hay una fiscalización efectiva de la autoridad administrativa del Estado y cuando al empleador es más consciente de la función social del dominio, que la Constitución consagra como una obligación de todo propietario. Eso también hace que entre todos busquemos la justicia social para ese grupo de trabajadores que tiene tanta importancia para el campo y para Chile, porque ellos recogen los frutos de nuestros campos y los ponen a disposición de todos los chilenos con rigor, esfuerzo y energía; incluso, ellos muchas veces trabajan de sol a sol. Hemos visto mujeres que muchas veces laboran y cosechan el fruto de la vid, por lo menos en la zona de Melipilla y Talagante.

Por eso, este proyecto constituye un paso muy importante para su protección, porque crea, sobre todo, condiciones laborales que espero que los empleadores y sobre todo los subcontratistas respeten no solo por la fiscalización que haga el Estado, a través de la Dirección del Trabajo, sino que también porque nace de ellos como consecuencia de este vínculo laboral, que debe ser enriquecedor no solo para los trabajadores, sino, además, para todas las personas involucradas en un contrato de trabajo.

Por eso, aun cuando demoró la tramitación del proyecto, espero que hoy lo aprobemos para que pronto sea ley de la república. Ojalá en la temporada que ya se está iniciando los trabajadores agrícolas no solo de Melipilla y Talagante, zonas que represento en este Congreso Nacional, sino que también de todo el resto de Chile tengan cada día mejores condiciones laborales. Eso es justo y, al mismo tiempo, está en concordancia con lo que siempre buscamos: la justicia social, particularmente para las trabajadoras chilenas.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Frank 
Sauerbaum.

El señor SAUERBAUM.- Señor Presidente, este proyecto ha sido largamente discutido en las comisiones de Trabajo y de Agricultura, pues en buena parte se hace cargo de la realidad que se vive en el campo.

Hoy, el déficit de 40 mil trabajadores durante la temporada pasada y los 7.200 correspondientes solo en la Región del Biobío reflejan la urgente necesidad de contar con una nueva normativa acorde a la realidad del rubro y que raye la cancha y establezca reglas nuevas y modernas que reconozcan la especificidad de las distintas tareas. 

Además, no es menos cierto que la carencia legislativa ha generado abusos en el sistema, debido a la falta de regulación laboral para la actividad agrícola, lo cual esperamos que comience a ser subsanado de una vez por todas con este tipo de iniciativas.

El proyecto enviado por el Ejecutivo nunca descansó en la Sala y es fruto de una mesa de trabajo en la que participaron empresarios agrícolas y trabajadores. Allí se recogieron las impresiones y problemáticas más comunes que veían esos actores y, por ende, gran parte de las modificaciones surgieron a partir de los mismos protagonistas, lo que, sin duda, legitima esta importante propuesta.

La iniciativa surge en respuesta de satisfacer las necesidades que han mermado el atractivo de este sector, como, por ejemplo, la imposibilidad de pactar jornadas laborales, las cuales, de ponerse en marcha la ley, podrán ser establecidas mediante pactos colectivos por faenas entre empresarios y trabajadores, estableciendo la duración de la jornada laboral y los bonos de producción.

Otra de las características esenciales de esta nueva normativa tiene que ver con el reconocimiento de aquellas trabajadoras y aquellos trabajadores agrícolas que presten servicios a un mismo empleador por diez o más meses y bajo sucesivos contratos temporales durante un período de 12 meses. En tal caso se presumirá una relación laboral de carácter indefinido o permanente, pudiendo acceder a los mismos derechos de quienes se desempeñan bajo un contrato indefinido.

Lo anterior es de suma importancia para las trabajadoras agrícolas de zonas como la que represento en esta Cámara, la Provincia de Ñuble, donde gran parte de las familias dependen de las aguerridas mujeres que se desempeñan como temporeras, las cuales, gracias a este proyecto, podrán acceder a los beneficios sociales, municipales, subsidios estatales u otros, ya que se regularizará el criterio de asignación de este tipo de ayudas, al considerar la verdadera realidad laboral y socioeconómica de los trabajadores en los 12 meses inmediatamente anteriores a su petición. Necesitamos legislar en favor de la agricultura y preocuparnos de que la vida en el campo sea una oportunidad y no un sacrificio. 

Para ello, debemos apoyar iniciativas como ésta para dar estabilidad al rubro agrícola, potenciando las relaciones comerciales entre sus actores y profesionalizando su labor, ya que una de las principales preocupaciones de los trabajadores agrícolas es tener la certidumbre de encontrar trabajos que les aseguren un tiempo mínimo de inactividad e ingresos más o menos estables. Una propuesta de este tipo ayudará a frenar la migración hacia otros sectores como la minería, que hoy es una actividad muy frecuente en el país.

En definitiva, confío plenamente en el significativo aporte de este proyecto, que favorece a la agricultura y satisface las necesidades de Chile.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora Alejandra Sepúlveda.

La señora SEPÚLVEDA (doña Alejandra).- Señor Presidente, en primer lugar, quiero precisar que este no es un estatuto del trabajador temporero ni del trabajador agrícola. Por lo tanto la persona que lo afirme se equivoca profundamente, puesto que solo se trata de modificaciones al Código del Trabajo. Insisto, esto no es un estatuto.

En segundo lugar, en el sector agrícola el 62 por ciento de los trabajadores son temporeros y el 38 por ciento tiene contrato, según manifestó un representante de la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias (Odepa), porque no tenía claridad de la cantidad de personas que trabajaban en la fruticultura, que son alrededor de 430 mil personas.

Ahora bien, una se pregunta quiénes integran el segmento de trabajadores temporeros. Como algunos diputados han manifestado, hay muchas mujeres que necesitan tener un empleo por temporada. Con ello, lo único que hacen es “estirar el chicle” para que a su familia le alcance para vivir el resto del año.

Por otra parte, quiero hacer un llamado de atención, puesto que hoy existe una competencia tremenda en varios sectores productivos que están creciendo en el país, entre ellos la minería. Creo que los diputados León o Sabag o aquellos que vivimos más en la zona central del país, entendemos que la gran competencia es el sector minero. Hoy, la mayoría de los trabajadores se van a trabajar al norte, bajo el régimen de 20 días trabajados por 10 de descanso, u otra modalidad, y ganan tres o cuatro veces más que un trabajador agrícola.

Entonces, yo le pido inteligencia al Ministerio de Agricultura, como también a la Sociedad Nacional de Agricultura, donde tuvimos la oportunidad de conversar con varios personeros. 

Quiero decirles que lo que están haciendo con este proyecto de ley es el peor negocio de su vida, porque están creando una desprotección. ¿Saben lo que van a generar? Que los trabajadores -y me alegro que esté aquí el ministro subrogante para escucharlo- se vayan al norte del país, porque allí las condiciones laborales y de remuneración son absolutamente incomparables con las ofrecidas por el sector agrícola. Nos estamos quedando sin trabajadores. Y si no se tiene un gramo de inteligencia en esto, lo único que pasará es que la gente correrá hacia el norte.

Aquí hay un sesgo tremendo desde el punto de vista empresarial. Señor Presidente, las personas que están en las tribunas son amigas mías, sobre todo Orlando. Sé que él me va a entender perfectamente. La competencia que tenemos -y puedo darle todos los nombres que quiera- es tan grande que los “cabros” jóvenes -en particular ellos- se nos están yendo a trabajar a otras partes. Insisto, si no entendemos que debemos tener grados de inteligencia para que el sector agrícola no se quede sin trabajadores, o con trabajadores de edad, a quienes no les queda otra que trabajar allí, eso nos va a complicar la vida. Eso también se lo dije a la gente de la SNA y creo que en silencio, fuera de micrófono, lo reconocieron absolutamente.

Espero que se entienda que aquí tenemos cosas que no podemos aprobar. Yo no voy a ir a dar la cara a ningún sector. Y lo digo, hoy, sobre todo en esta época que es supersensible. No voy a aprobar la jornada dividida en tres. No estoy dispuesta a pararme frente a los temporeros, a los trabajadores agrícolas, y decirles: “¿Saben qué? Hoy, por necesidades de la empresa o del sector agrícola, vamos a dividir la jornada en tres y, además, no les vamos a pagar cuando se interrumpa la jornada.”. Hice el experimento de decírselos sin ser todavía verdad y casi me mataron. Me dijeron: “Diputada, ¿por qué están pensando esa locura? ¿Cómo se les ocurre dividir en tres la jornada? ¿Cómo se les ocurre no pagar cuando esta se interrumpa? ¿Ustedes creen que en ese intertanto el trabajador se va a ir a sentar a leer el diario El Mercurio o la revista Ya? Eso es no entender nada de lo que pasa en el campo. Va a ocurrir que se va a dividir la jornada en tres, pero los trabajadores seguirán laborando exactamente igual. 

La jornada normal en una lechería -el señor Delmastro, que representa a un sector de lecheros importantes de la zona sur del país, lo sabe; además, quien habla hizo su práctica profesional en una de ellas- considera dos partes; la excepción, el 3 por ciento de las lecherías, dividen la jornada en tres partes. ¿Aquí estamos legislando para esas excepciones? ¡Por ningún motivo! Si el resto de los diputados así lo quiere; si todo el mundo aquí se tragó la división de la jornada en tres partes, perfecto, pero advierto que deberán dar la cara a los trabajadores. Los quiero ver el 17 de noviembre. No es posible estar a favor de dividir en tres la jornada y no pagar la interrupción de esta. ¡Por Dios, de qué estamos hablando! 

Señor Ministro, por su intermedio, señor Presidente, usted debe entender una cosa: la gente se está yendo. No va a quedar nadie para trabajar el agro. Dese una vueltita y pregunte. Solamente voy a dar un ejemplo. ¿Cuál es la mayor complicación que hoy tienen los tabacaleros? Dos cosas: el gas, que tiene su estructura de costos, y los 30 mil pesos que deben pagar por el retiro, por la cosecha. 

¿Sabe, señor Presidente? No estoy interesada en la pugna entre capitalismo y trabajadores. ¡No estoy en ésa! Estoy a favor de que seamos inteligentes -ésta es una brutalidad- y entendamos que si no cuidamos a los trabajadores esto no va a dar los frutos que corresponden.

Ahora bien, los pactos colectivos deben ser entendidos bajo la misma lógica: si no entendemos que aquí necesitamos un sindicalismo moderno; si no entendemos que necesitamos una organización para que los trabajadores tengan capacidad no solo de negociación, sino también capacitación, ¿cómo vamos a tener un sector agrícola moderno?

Por eso, señor Presidente -por favor, que lo anote de inmediato el señor Secretario-, solicito votar separadamente el artículo 88 bis, porque hay que rechazarlo. El que no entienda que hay que votarlo en contra quiere decir que no entiende lo que está pasando en el sector agrícola.

Señor Presidente, existen varias indicaciones. ¿Me podría informar cómo se van a votar? ¿Vamos a votarlas en general y luego el proyecto volverá a la comisión?

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Ese es el ánimo.

La señora SEPÚLVEDA (doña Alejandra).- Perfecto.

Por último, repito que por ningún motivo es posible votar favorablemente el artículo 88 bis con esa tontera de las tres jornadas, y más encima sin pago de remuneraciones en caso de interrumpirse las mismas, al contrario de lo que ocurre con los trabajadores del turismo. ¡Por ningún motivo!

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Felipe 
Salaberry.

El señor SALABERRY.- Señor Presidente, sorprenden algunas opiniones respecto de un proyecto de ley discutido en las Comisiones de Agricultura y de Trabajo. No me voy a referir tanto a las normas que fueron abordadas en la Comisión que me toca presidir, sino a la génesis, al espíritu que hay detrás de un proyecto de estas características, con menciones a un par de intervenciones: a la del diputado Carmona, que no nos acompaña en este momento en la Sala, y a algunas opiniones de la diputada Sepúlveda. 

La primera de ellas es la siguiente. 

Se nos plantea que el proyecto es fruto del trabajo permanente de empleadores, trabajadores y del gobierno -de este y del anterior- y se señala que este se apartó del espíritu y de la letra del documento que generó la mesa de diálogo, ¿Quién puede hablar de ese espíritu y de lo que estaba detrás? Quienes hoy nos acompañan, los trabajadores, que fueron insultados en su gestión sindical por la intervención de algunos miembros de esta Sala.

El diputado Carmona señaló que los trabajadores no habían sido escuchados en relación con este proyecto de ley. Desconozco la opción política de los trabajadores que nos acompañaron en la comisión, algunos de los cuales hoy se encuentran en las tribunas. La desconozco, pero sí reconozco, valoro y aplaudo su opción de defensa de los trabajadores agrícolas. Me imagino que Rigoberto Iturra, de Triunfos Campesinos, y Segundo Steilen son parte de la historia de nuestros trabajadores agrícolas; son parte de esa lucha por reivindicar el trabajo agrícola de temporada. Por eso, a quienes han intervenido en esta Sala les digo, por su intermedio, señor Presidente, que me sorprenden los conceptos que utilizaron en contra de esos trabajadores, llegando incluso al insulto. Tales expresiones no hablan bien de dirigentes políticos que dicen representar sensibilidades del mundo de los trabajadores.

Cuando en la Comisión de Trabajo despachamos el estatuto para el trabajador agrícola, nos felicitamos, más allá de nuestras diferencias de apreciación y profundidad, legitimas en una democracia. Si asumiéramos que el triunfo de una mayoría en una Comisión es el resultado de una ardua discusión -así resolvimos el estatuto para los trabajadores del turismo- consideremos esa experiencia para resolver el del trabajador agrícola. Pero, para esto, debe haber siempre disposición. Y cuando uno se convence de aquello, no es necesario que un diputado o una diputada digan que hay poca inteligencia en quienes votamos en uno u otro sentido. No se requiere ese discurso. 

El señor URRUTIA.- Es para la galería.

El señor SALABERRY.- Ni siquiera para la galería, diputado Urrutia, por su intermedio, señor Presidente; ni siquiera para la galería. No es necesario decirles a los trabajadores que son ignorantes, que es lo que se ha dicho en esta Sala.

Señor Presidente, por su intermedio, felicito a los dirigentes sindicales que hoy nos acompañan, que han sabido defender el espíritu y la letra de lo que acordaron en la comisión tripartita, con el Gobierno y los empleadores, para modernizar las relaciones laborales. 

Por eso, y dada la insistencia de algunos diputados en presentar una serie de indicaciones, las que podríamos abordar aquí, pero no tendríamos capacidad para medir sus consecuencias, pido al ministro y al Ejecutivo que retiren la urgencia, para que el proyecto, una vez votado en general -me imagino que será aprobado unánimemente-, vuelva a la Comisión de Trabajo, para resolver las propuestas en que insisten algunos diputados. 

Eso es lo sano y conveniente. Lo insano, imprudente y políticamente incorrecto, parafraseando a quien me antecedió en el uso de la palabra, es afectar a los trabajadores de nuestro mundo agrícola, ninguneándolos en esta Sala por la gestión que hicieron para sacar adelante un estatuto que los favorece, que moderniza su relación, que da cuenta de la agricultura de hoy, que da cuenta de los trabajadores de temporada en el mundo agrícola de hoy.

Por eso, nuestra bancada votará favorablemente el proyecto. Esperamos que en las próximas discusiones la Comisión de Trabajo lo modernice y lo mejore en lo sustancial, pero sin afectar el espíritu y la letra de la mesa de diálogo, representada hoy no por algunas intervenciones en esta Cámara, sino por los trabajadores que nos acompañan.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor René Alinco.

El señor ALINCO.- Señor Presidente, la historia del movimiento obrero, de los mineros del carbón, de los trabajadores del salitre, la historia del movimiento obrero chileno y mundial en general está escrita con sangre. Y la historia de los trabajadores campesinos, que hoy se denominan temporeros, no es la excepción. Basta recordar la gran gesta de los trabajadores campesinos en Magallanes -se han escrito libros, como La Patagonia Rebelde, también conocido como Los vengadores de la Patagonia trágica-, en la que un grupo de chilotes, chilenos, que fueron a trabajar a la Patagonia chilena y argentina se organizaron para dar las grandes luchas contra los grandes estancieros de esos lugares, los denominados terratenientes. Por lo tanto, la historia del movimiento campesino también está escrita con sacrificio y lucha. 

No sé si estamos legislando simplemente por cumplir o por hacer lo políticamente correcto. Si estamos legislando para los trabajadores del campo, sin lugar a dudas que el proyecto no refleja para nada los intereses y la dignificación del trabajador rural. 

Aquí se ha dicho que hay que cuidar a los trabajadores. Correcto. Como legisladores, esa es nuestra función y nuestro deber. En este caso, debiéramos estar protegiendo a los trabajadores campesinos, que es lo que precisamente no hace este proyecto. Me pregunto qué capacidad de negociación tiene el trabajador campesino ante un terrateniente. Prácticamente ninguna. Las condiciones en que vive la gran mayoría de los trabajadores del campo -no voy a generalizar- son inhumanas. 

El artículo 88 bis, que se pretende agregar al Código del Trabajo, permite la sobreexplotación. Al parecer nadie quiere recordar, analizar ni respetar la gran gesta de Chicago, ocurrida hace más de 100 años. La gran demanda de los trabajadores del mundo de esa época era establecer 8 horas de trabajo, 8 de recreación y 8 horas de descanso. Pero el artículo 88 bis -lo dijo el diputado Andrade- permite, sin lugar a dudas, la sobreexplotación, en la práctica, jornadas laborales inhumanas de 14 horas o 16 horas. Esto no lo vamos a permitir, porque tenemos que proteger a los trabajadores. 

Nadie está en contra de los empresarios campesinos. Cuando se nos pregunta qué opinamos sobre vivir en el campo, la gente del pueblo le decimos a los de las grandes ciudades que es bonito vivir en el campo. ¡Claro! Es bonito vivir en el campo, pero en la casa patronal. Porque les aseguro que en las viviendas de los inquilinos o de los peones, como los llamamos en nuestra tierra patagónica, no es tan bonito vivir en el campo. En la casa patronal sí es bonito vivir en el campo. Por lo tanto, este proyecto debe ser rechazado.

Y no se trata de no tomar en cuenta las opiniones de los dirigentes ni de trabajadores del mundo campesino, sino que tenemos que elaborar un proyecto que realmente represente las necesidades de ese sector productivo de nuestro país.

Nadie está en contra de la modernización de las relaciones laborales, pero la modernización no puede significar o permitir la sobreexplotación de esos trabajadores, como sucede con el proyecto.

Por lo tanto, si somos consecuentes con nuestros discursos, con la preocupación que decimos tener por este importante sector de la sociedad chilena, el proyecto debe ser rechazado, con el objeto de presentar un nuevo proyecto con un sentido social y no asistencialista. Los trabajadores del campo no necesitan asistencialismo, sino que oportunidad para que su trabajo sea reconocido, para que su función laboral sea dignificada y para que no vivan como animales.

Por lo tanto, anuncio que votaré en contra del proyecto, porque perjudica totalmente las demandas, el bienestar, la dignidad y la vida de los trabajadores del campo.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Matías Walker.

El señor WALKER.- Señor Presidente, no pensaba intervenir en este debate, pero debo hacerlo para aprovechar de denunciar ante la presencia del subsecretario de Agricultura señor Álvaro Cruzat, a quien saludo, la enorme crisis que están enfrentando los trabajadores agrícolas de temporada de la Región de Coquimbo, que represento en esta Cámara.

Usted sabe, señor Presidente, al igual que el señor subsecretario, que estamos enfrentando la peor sequía de los últimos cien años, particularmente en la provincia del Limarí. La seremi de Agricultura y la Sociedad Agrícola del Norte han señalado hoy que es muy probable que, debido a la escasez hídrica que afecta a la Región de Coquimbo, se produzca una pérdida de más de 3 mil empleos en el agro, particularmente para trabajadores de temporada, que en su gran mayoría son mujeres.

Por eso, quiero aprovechar esta oportunidad para informar al ministro, por intermedio del señor Presidente, que estamos trabajando en el nuevo estatuto del trabajador agrícola de temporada y para solicitarle formalmente en esta sesión de la Cámara de Diputados que procure generar un gran programa proempleo en la Región de Coquimbo para los trabajadores agrícolas. Es fundamental introducir mayores incentivos a la contratación de mano de obra para hacer frente a esta grave crisis hídrica, que ha obligado a los productores agrícolas de la Región de Coquimbo a arrancar paltos, cítricos y hectáreas de parronales. Además, sabemos que, lamentablemente, se va a acrecentar el problema durante el próximo año, ya que los niveles de los embalses, particularmente La Paloma y Recoleta, se encuentran a menos del 5 por ciento de su capacidad. Reitero, la situación es dramática y requiere una urgente inyección de recursos para generar un programa proempleo mayor al que se ha elaborado hasta ahora en la Región de Coquimbo.

En segundo lugar, señor Presidente, tenemos que mejorar los niveles de tolerancia ante las diferencias que surjan en los debates, sobre todo considerando que hoy se cumplen cuarenta años del golpe de Estado que instauró una dictadura durante diecisiete años. No me gusta que se menosprecie y menos que se insulte a dirigentes de los trabajadores agrícolas, ya que todos merecen respeto. Los trabajadores agrícolas y los dirigentes que suscribieron el acuerdo merecen el máximo de los respetos, como también los trabajadores agrícolas y sus dirigentes que no están presentes y que no suscribieron dicho acuerdo. Creo que tenemos que aprender a tolerar las diferencias. Ni los trabajadores ni los dirigentes que suscribieron el acuerdo son personas entregadas a los gremios empresariales o son vendidos, como se ha querido insinuar; tampoco los trabajadores que no lo suscribieron son personas que no entienden la realidad de la agricultura. Hay que tener respeto por unos y por otros.

En ese sentido, adhiero a lo señalado por el diputado Osvaldo Andrade, cual es valorar que se haya hecho el esfuerzo de llegar a un acuerdo. Efectivamente, si el texto del proyecto de ley recoge o no el sentido y la letra de ese acuerdo, es un tema perfectamente debatible y, por lo que entiendo, la iniciativa volverá a comisión porque se le formularon muchas indicaciones para perfeccionarlo.

No quiero opinar respecto de sus normas en particular, porque no soy miembro de las comisiones de Trabajo ni de Agricultura, pero he seguido el debate del proyecto a través de los diálogos que hemos tenido con los dirigentes en la Región de Coquimbo. Por lo tanto, quiero referirme únicamente a un tema que me parece fundamental, que es la presunción de indefinición del contrato, que se establece en los informes de las comisiones de Agricultura y de Trabajo, porque recoge una materia del acuerdo que, a mi juicio, es fundamental, pero que puede ser perfeccionado. 

El inciso segundo, nuevo, que se agrega al artículo 93 señala: “Los trabajadores que hubieren prestado servicios continuos o discontinuos para un mismo empleador, en virtud de más de dos contratos por faena agrícola determinada, que sumen diez o más meses dentro de un período de doce meses, contados desde la primera contratación, se presumirá que han sido contratados por una duración indefinida.”.

Considero que es un buen intento para terminar con un abuso que muchas veces se produce en las jornadas agrícolas en el campo a través del contrato de obra o faena determinada. Estos trabajadores debieran estar amparados por un contrato indefinido, con todo lo que ello significa en derechos a indemnización por años de servicio, vacaciones, para obtener, por ejemplo, un crédito de una caja de compensación o para acceder a un crédito hipotecario para adquirir una vivienda, beneficios a los que no pueden optar por la precariedad de los contratos por obra o por faena.

En el proyecto se hace un esfuerzo importante por dar el carácter de indefinido a esos contratos por obra o faena cuando sumen dos o más durante diez meses.

Al respecto, me gustaba más la fórmula de la moción que suscribimos con el diputado Pedro Browne, su principal autor, y con el diputado Osvaldo Andrade para los contratos de los trabajadores de la construcción, en la cual se establecía que bastaba que dos o más faenas determinadas sumasen ocho meses para darle a ese contrato el carácter de indefinido. Ese proyecto que fue aprobado por la Cámara de Diputados hace, según entiendo, más de dos años, está durmiendo el sueño de los justos en el Senado. 

En consecuencia, hacemos un llamado la Cámara Alta para que lo tramite, porque otorga certeza jurídica a esos contratos por obra o por faena al darles el carácter de indefinidos, mediante la aplicación del principio de la primacía de la realidad que impera en el derecho del trabajo, que es mucho más importante que lo señalado en los contratos, ya que en la realidad existen contratos indefinidos y, por lo tanto, esa realidad la debe establecer la legislación a través de una presunción de derecho.

Por último, señor Presidente, me referiré a un aspecto que prácticamente no se ha señalado en este debate, cual es el abuso que se hace de la subcontratación. 

Durante el Gobierno de la Presidenta Bachelet, cuando el diputado Andrade era ministro del Trabajo, se hizo un esfuerzo para regular el tema de la subcontratación mediante la creación del Registro Público de Empresas Contratistas y Subcontratistas y el establecimiento del derecho de información y la responsabilidad solidaria del dueño de la obra. Pero hoy existe un abuso de la subcontratación, porque muchas veces los contratistas les imponen por el mínimo a los trabajadores, lo que es un beneficio aparente para estos porque reciben una remuneración líquida mayor, pero donde finalmente la diferencia que se genera con la imposición por el mínimo se la terminan ganando los mismos contratistas a través de su comisión. Ese es un abuso que debemos terminar. Este proyecto de ley puede abrir la oportunidad de hacerlo. 

He dicho.

El señor CHAHÍN.- Señor Presidente, pido la palabra.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra su señoría.

El señor CHAHÍN.- Señor Presidente, estaba inscrito para hacer uso de la palabra creo que en el primer lugar de mi bancada. Sin embargo, esta se le dio primero a otro diputado de mi sector estando yo presente en la Sala. Me parece que no se respetó el orden de inscripción. 

El señor ELUCHANS (Presidente).- Señor diputado, ya intervinieron dos diputados de su bancada, y cuando le dimos la palabra al primer inscrito usted no estaba presente en la Sala.

Tiene la palabra el señor ministro subrogante de Agricultura.

El señor CHAHÍN.- Entonces, creo que mi derecho a hacer uso de la palabra no ha precluido. 

El señor ELUCHANS (Presidente).- Señor ministro, tiene la palabra.

El señor CRUZAT (ministro de Agricultura subrogante).- Señor Presidente, sin lugar a dudas, esta discusión refleja la importancia que tiene el tema laboral para el desarrollo del mundo del trabajo y, en particular, para el desarrollo del sector agrícola.

Quiero reforzar algunas materias y comentar algunos asuntos en relación con las intervenciones de los señores parlamentarios.

En primer lugar, deseo destacar que este proyecto de ley nació de un acuerdo entre trabajadores y productores agrícolas para ajustar la legislación laboral a las necesidades de un sector dinámico distinto y que se diferencia de la lógica de otros ámbitos económicos y de áreas urbanas. 

Entiendo que algunos parlamentarios puedan encontrarse tal vez un poco alejados de la realidad productiva agrícola, pero, sin lugar a dudas, en esta Cámara existe una representación muy fuerte e importante del sector rural que reconoce que las normas y reglas que deben regir la naturaleza laboral de las relaciones entre empleadores y trabajadores en dicho ámbito son particulares y diferentes. Si no se entiende esa esencia, no se entiende la lógica de la discusión que estamos teniendo. Desde ese punto de vista, quisiera precisar algunos aspectos que aquí se han señalado.

Con relación a la división de la jornada, se ha explicado como que si su definición pudiera hacerse de manera unilateral. El proyecto de ley no establece en ninguna parte de su articulado la decisión unilateral de la división de la jornada. La decisión de dividir la jornada es siempre por acuerdo de las partes. Y eso es fundamental tenerlo en cuenta, porque, lógicamente, si no se establece así, podría haber un abuso de alguna de las partes: del empleador. Ello es importante, porque detrás de algunas de las críticas de ciertos parlamentarios -aquí hago una crítica más bien política- pareciera que hubiera una situación de interdicción o de limitación de parte de los trabajadores para defender sus intereses en un mundo que, evidentemente, no es así. Y no es así porque en la actualidad las relaciones laborales son, sin duda, mucho más parejas; hay un trato mucho más equilibrado y herramientas para que ese trato también lo sea. A eso deberíamos tender: a que siempre exista un equilibrio en la relación laboral entre empleador y trabajador. 

En lo relativo a los pactos colectivos de faenas, se ha dicho que estos podrían llevar a que los trabajadores agrícolas emigren a otras actividades económicas de mayor interés. Bueno, ese es justamente el problema que debemos combatir. Es claro que tenemos que mejorar las condiciones laborales de los trabajadores agrícolas para que no haya una fuga hacia otras actividades económicas. No sé cómo se pretende mantener a los trabajadores agrícolas en el campo si no les mejoramos sus condiciones laborales. Existe ahí una contradicción absoluta entre la crítica que se hace al proyecto y la realidad, esa que en todo sentido conocemos muy bien en el Ministerio de Agricultura quienes hemos estado vinculados al sector agrícola por mucho tiempo, y, a no dudarlo, los parlamentarios del sector agrícola. 

Los pactos colectivos no son una respuesta a la realidad actual del sector agrícola. Allí no existe un alto grado de sindicalización. Para llegar a pactar la norma vigente establecida en el Código del Trabajo exige una anticipación de 30 días. ¡Cómo van a pactar con 30 días de anticipación los trabajadores temporeros! Es imposible que lo hagan si, por definición, entran a una faena que es inmediata.

Por otra parte, con esta futura ley se acaba con la figura del temporero permanente. Tal como lo señaló el diputado Walker, se trata de una contribución importante para que no haya contratos temporales sucesivos y se reconozca a un trabajador permanente.

Por otra parte, se hacen exigencias muy fuertes en materia de liquidación de los trabajadores, disminuyendo los tiempos de esta cuando se terminan las faenas. 

Asimismo, se anualizan los ingresos de los temporeros para efectos de los beneficios del Estado. 

En suma, existe una serie de contribuciones surgidas de la colaboración y discusión llevada a cabo entre trabajadores, empleadores y las comisiones de Agricultura y de Trabajo de la Cámara. No quiero extenderme en la discusión. El Ejecutivo entiende que este tipo de normas tienen que surgir con el más amplio consenso político. Esperamos que ese acuerdo se pueda dar. El proyecto ya lleva dos años en trámite, y me atrevería a decir que más de cinco en discusión extraparlamentaria.

Creemos que en esta materia se puede dar una segunda vuelta para discutir y mejorar algunas normas. Pero queremos pedir la unanimidad de la Sala para la aprobación general del proyecto. Ahí vamos a conocer y reconocer realmente la voluntad de la Cámara para resolver un problema que hoy existe, cual es modernizar nuestra legislación laboral en materia agrícola. 

Esperamos que ese pronunciamiento unánime se pueda expresar también en acuerdos en la Comisión de Trabajo, y después, volver a la Sala para la aprobación particular de la iniciativa.

Gracias, señor Presidente.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Cerrado el debate. 

Ha concluido el Orden del Día.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto en los siguientes términos:

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde votar en general el proyecto de ley, iniciado en mensaje, que modifica las normas de los trabajadores agrícolas establecidas en el Código del Trabajo.

Hago presente a la Sala que las normas del proyecto son propias de ley simple o común.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 46 votos; por la negativa, 37 votos. Hubo 7 abstenciones.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Arenas Hödar Gonzalo; Baltolú Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Cardemil Herrera Alberto; Eluchans Urenda Edmundo; Kort Garriga Issa; Godoy Ibáñez Joaquín; Gutiérrez Pino Romilio; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Jaramillo Becker Enrique; Rosales Guzmán Joel; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Morales Muñoz Celso; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Ojeda Uribe Sergio; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Andrade Lara Osvaldo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Campos Jara Cristián; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; De Urresti Longton Alfonso; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; Harboe Bascuñán Felipe; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Saa Díaz María Antonieta; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Silber Romo Gabriel; Teillier Del Valle Guillermo; Tuma Zedan Joaquín; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Cerda García Eduardo; Chahín Valenzuela Fuad; Hales Dib Patricio; Isasi Barbieri Marta; Latorre Carmona Juan Carlos; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Vallespín López Patricio.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Hago presente a la Sala que el Ejecutivo ha retirado la urgencia, calificada de “suma”.

Por haber sido objeto de indicaciones, el proyecto vuelve a Comisión para segundo informe.

-El proyecto fue objeto de las siguientes indicaciones:
Al artículo único
Número 3)
-De la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural.

1.- Para refundir los artículos 88 bis y 88 ter, con las modificaciones que se detallan a continuación:

Al artículo 88 bis, que se propone refundir:

2.- Para reemplazar el inciso primero, por el siguiente:

“Artículo 88 bis.- Si por la especial naturaleza y particularidad de la actividad agrícola de que se trate, se requiera necesariamente desarrollar la jornada de trabajo diaria en intervalos de tiempo, esta podrá ser dividida hasta en tres partes. Esto se aplicará especialmente para las actividades de ordena en lecherías. Salvo este último caso, cuando exista duda de si una acti-


vidad debe o no necesariamente dividir su jornada diaria, la Inspección del Trabajo respectiva, de oficio o a petición de parte, resolverá fundadamente la procedencia de tal división, resolución que podrá reclamarse ante el Juzgado de Letras del Trabajo en virtud de lo dispuesto en el artículo 504 del Código del Trabajo.”
3.- Para eliminar el inciso tercero.

4.- Para introducir las siguientes modificaciones, en el inciso cuarto, que pasaría a ser 
tercero:

a) Reemplazar el vocablo “acordarse” por “pactarse”.

b) Intercalar a continuación de la palabra “escrito” la siguiente frase “especificando la actividad especial de que se trata y los fundamentos de la división de la jornada diaria, pacto que” y, suprimir la conjunción “y” que antecede a la expresión “tendrá una vigencia”. 

c) Agregar a continuación, de la expresión “de las partes” lo siguiente: “hasta en un máximo de dos renovaciones. Copia de estos pactos deberán remitirse a la Inspección del Trabajo respectiva dentro de los 10 días siguientes a su celebración.”
5.- Para eliminar el inciso sexto.

6.- Para agregar, el siguiente inciso quinto nuevo:

“Respecto de aquellos trabajadores sujetos a lo dispuesto en este artículo, que pacten ir a su domicilio o lugar de alojamiento durante la interrupción de la jornada, el empleador deberá proveerles o costear los medios de transporte necesarios para ello, en caso que medie una distancia igual o superior a dos kilómetros. Si las partes pactan que el trabajador permanecerá en el lugar de trabajo, deberá hacerlo en lugares especialmente habilitados por el empleador, y bajo ninguna circunstancia podrá prestar servicios durante el lapso de interrupción. Si el trabajador así lo hiciere, con conocimiento del empleador, éste será sancionado con la multa de hasta 10 UTM por cada trabajador afectado y el pacto caducará de pleno derecho.”
Al artículo 88 ter, que se propone refundir:

7.- Para reemplazar, en el inciso primero del artículo 88 ter, que pasa ser inciso sexto del artículo 88 bis, la frase “Los trabajadores que se desempeñen en las obras o trabajos agrícolas de lechería, podrán acordar con el empleador que la jornada de trabajo se divida hasta en tres partes” por la siguiente: “En el caso especial de los trabajadores que desempeñen labores de ordeña en lecherías la división hasta en tres partes procederá.”
8.- Para intercalar, en el inciso segundo del artículo 88 ter, que pasa ser inciso séptimo del artículo 88 bis, entre el vocablo “trabajadores” y el pronombre “que” la expresión “de lecherías”, y agregar, a continuación de la palabra “jornada” el vocablo “diarias”.

9.- Para suprimir el inciso tercero.

10.- Para reemplazar los incisos cuarto y quinto del artículo 88 ter, que han pasado a ser octavo y noveno del artículo 88 bis, por los siguientes:

“Los pactos de división de la jornada de trabajo del personal de ordeña en lecherías podrán tener una vigencia no superior a 12 meses, pudiendo renovarse por acuerdo de las partes.

En caso que los trabajadores de ordeña no residan en el respectivo predio y tengan su domicilio o lugar de alojamiento a una distancia superior a dos kilómetros, el empleador deberá proporcionar los medios de movilización necesarios entre ambos puntos. Si el empleador no cumpliere con la referida obligación, las horas de interrupción de la jornada se entenderán trabajadas para todos los efectos legales. Lo mismo se aplicará en aquellos casos en que, tratándose de una distancia inferior a dos kilómetros, el empleador impidiere al trabajador, durante los lapsos de interrupción, dirigirse al lugar de descanso dispuesto por éste último para tal efecto.”.

11.- Para agregar el siguiente inciso décimo, nuevo:

“En los casos que trata este artículo, la jornada ordinaria y extraordinaria de trabajo se determinará de acuerdo a lo estipulado en los artículos 22, 30, 31, 32 y 33.”
12.- Para reemplazar, en el inciso sexto del artículo 88 ter, que ha pasado a ser inciso decimo primero del artículo 88 bis, la expresión “las interrupciones”, por “los pactos”.

13.- Para eliminar el inciso final del artículo 88 ter.

Al artículo 88 bis

-De los Diputados y Diputadas Alejandra Sepúlveda Orbenes, Carlos Abel Jarpa Wevar, Carolina Goic Boroevic, Cristián Campos Jara, Denise Pascal Allende, Enrique Jaramillo Becker, Felipe Harboe Bascuñán, Fidel Espinoza Sandoval, Guillermo Teillier Del Valle, Hugo Gutiérrez Gálvez, Juan Luis Castro González, Lautaro Carmona Soto, Luis Lemus Aracena, Manuel Monsalve Benavides, Marcelo Díaz Díaz, Marcelo Schilling Rodríguez, Marco Antonio Núñez Lozano, María Antonieta Saa Díaz, Mario Venegas Cárdenas, Orlando Vargas Pizarro, Osvaldo Andrade Lara, Pedro Araya Guerrero, René Saffirio Espinoza, Roberto León Ramírez, Tucapel Jiménez Fuentes, Víctor Torres Jeldes y Ximena Vidal Lázaro.

14.- Para reemplazar el artículo 88 bis por el siguiente:

“Artículo 88 bis.- Las partes podrán acordar por escrito la división de la jornada diaria de trabajo hasta dos partes interrumpidas por hasta cinco horas, concurriendo las siguientes condiciones:

a.- Que el respectivo acuerdo sobre la distribución de la jornada y las compensaciones económicas por el período de interrupción, conste por escrito;

b.- Que exista fundamento suficiente para la adopción de esta medida, entendiéndose por tal la prevención de daños graves, productivos o económicos en la faena; dicho fundamento deberá constar por escrito en el respectivo acuerdo, y,

c.- Que, tratándose de empresas de cincuenta o más trabajadores, el acuerdo sea celebrado con el o los respectivos sindicatos; en caso de no existir éstos, el acuerdo deberá ser aprobado por la mayoría de los trabajadores involucrados mediante asamblea celebrada al efecto ante un Inspector del Trabajo.

El acuerdo señalado en el inciso anterior, tendrá una vigencia de hasta tres meses, debiendo constar por escrito su prórroga por similar período. En caso de haber sido celebrado en conformidad a la letra c) del inciso anterior, la prórroga deberá acordarse igualmente en forma colectiva, cada seis meses.

Las horas de interrupción no se imputarán a la jornada de trabajo, pero deberán ser compensadas en dinero, de común acuerdo entre las partes; dicha compensación no podrá ser inferior al valor por hora correspondiente a uno y medio Ingreso Mínimo Mensual sobre una jornada de cuarenta y cinco horas. Las horas diarias ordinarias efectivamente trabajadas no podrán ser superiores a diez.

A los trabajadores que hubieren suscrito el acuerdo señalado en el inciso primero, y que acuerden ir a su domicilio o lugar de alojamiento durante la interrupción de la jornada, el empleador deberá proveerles o costear los medios de transporte necesarios para ello. Si las partes acuerdan que el trabajador permanecerá en el lugar de trabajo, deberá hacerlo en lugares especialmente habilitados por el empleador, y bajo ninguna circunstancia podrá prestar servicios durante el lapso de interrupción. Si el trabajador así lo hiciere, con conocimiento del empleador, éste será sancionado con la multa de hasta 10 UTM por cada trabajador afectado y el acuerdo caducará de pleno derecho.

La suma de las horas correspondientes a la jornada ordinaria, extraordinaria y las horas de interrupción de la jornada pactada en conformidad a este artículo, no podrá ser superior a doce.

El acuerdo señalado en este artículo deberá ser registrado en la respectiva Inspección del Trabajo dentro de los cinco días siguientes a su celebración.”
-De los Diputados y Diputadas Alejandra Sepúlveda Orbenes, Carlos Abel Jarpa Wevar, Carolina Goic Boroevic, Cristián Campos Jara, Denise Pascal Allende, Enrique Accorsi Opazo, Enrique Jaramillo Becker, Felipe Harboe Bascuñán, Fidel Espinoza Sandoval, Guillermo Teillier Del Valle, Juan Luis Castro González, Lautaro Carmona Soto, Luis Lemus Aracena, Manuel Monsalve Benavides, Marcelo Díaz Díaz, Marcelo Schilling Rodríguez, Marco Antonio Núñez Lozano, María Antonieta Saa Díaz, Mario Venegas Cárdenas, Orlando Vargas Pizarro, Osvaldo Andrade Lara, Pedro Araya Guerrero, Roberto León Ramírez, Rodrigo González Torres, Tucapel Jiménez Fuentes, Víctor Torres Jeldes y Ximena Vidal Lázaro.

15.- Para reemplazar el artículo 88 bis propuesto por el siguiente:

“Artículo 88 bis.- Las partes podrán acordar por escrito la división de la jornada diaria de trabajo hasta dos partes interrumpidas por hasta cinco horas, concurriendo las siguientes condiciones:

a.- Que el respectivo acuerdo sobre la distribución de la jornada y las compensaciones económicas por el período de interrupción, conste por escrito; 
b.- Que exista fundamento suficiente para la adopción de esta medida, entendiéndose por tal la prevención de daños graves, productivos o económicos en la faena; dicho fundamente deberá constar por escrito en el respectivo acuerdo, y,

c.- Que, tratándose de empresas de más de cincuenta trabajadores, el acuerdo sea celebrado con el o los respectivos sindicatos; en caso de no existir éstos, el acuerdo deberá ser aprobado por la mayoría de los trabajadores involucrados mediante asamblea celebrada al efecto ante un ministro de fe.

El acuerdo señalado en el inciso anterior, tendrá una vigencia de hasta tres meses, debiendo constar por escrito la prórroga del mismo. En caso de haber sido celebrado en conformidad a la letra c) del inciso anterior, la prórroga deberá acordarse igualmente en forma colectiva, y podrá acordarse cada seis meses.

Las horas de interrupción no se imputarán a la jornada de trabajo, pero deberán ser compensadas en dinero, de común acuerdo entre las partes; dicha compensación no podrá ser inferior al valor por hora correspondiente a uno y medio Ingreso Mínimo Mensual sobre una jornada de cuarenta y cinco horas. Las horas diarias efectivamente trabajadas no podrán ser superiores a diez.

A los trabajadores que hubieren suscrito el acuerdo señalado en el inciso primero, y que acuerden ir a su domicilio o lugar de alojamiento durante la interrupción de la jornada, el empleador deberá proveer o costear los medios de transporte necesarios para ello. Si las partes acuerdan que el trabajador permanecerá en el lugar de trabajo, deberá hacerlo en lugares especialmente habilitados por el empleador, y bajo ninguna circunstancia podrá prestar servicios durante el lapso de interrupción. Si el trabajador así lo hiciere, con conocimiento del empleador, éste será sancionado con la multa de hasta 10 UTM por cada trabajador afectado y el acuerdo caducará de pleno derecho.

La suma de las horas correspondientes a la jornada ordinaria, extraordinaria y las horas de interrupción de la jornada pactada en conformidad a este artículo, no podrá ser superior a doce.

El acuerdo señalado en este artículo deberá ser registrado en la respectiva Inspección del Trabajo dentro de los cinco días siguientes a su celebración.”.

-De los Diputados y Diputadas Denise Pascal Allende, Alejandra Sepúlveda Orbenes, Carlos Abel Jarpa Wevar, Cristián Campos Jara, Enrique Accorsi Opazo, Enrique Jaramillo Becker, Felipe Harboe Bascuñán, Fidel Espinoza Sandoval, Guillermo Teillier Del Valle, Hugo Gutiérrez Gálvez, Juan Luis Castro González, Lautaro Carmona Soto, Luis Lemus Aracena, Manuel Monsalve Benavides, Marcelo Díaz Díaz, Marcelo Schilling Rodríguez, Marco Antonio Núñez Lozano, María Antonieta Saa Díaz, Mario Venegas Cárdenas, Orlando Vargas Pizarro, Osvaldo Andrade Lara, Pedro Araya Guerrero, René Saffirio Espinoza, Roberto León Ramírez, Rodrigo González Torres, Tucapel Jiménez Fuentes, Víctor Torres Jeldes y Ximena Vidal Lázaro.

16.- En subsidio de la indicación N° 14, que propone reemplazar el artículo 88 bis, para modificar este artículo, en la siguiente forma:

a) para sustituir, en el inciso primero, la palabra “tres”, por “dos”.

b) para sustituir, en el inciso segundo, la palabra “tres”, por “dos”.

-De los Diputados y Diputadas Alejandra Sepúlveda Orbenes, Carlos Abel Jarpa Wevar, Carolina Goic Boroevic, Cristián Campos Jara, Denise Pascal Allende, Enrique Accorsi Opazo, Enrique Jaramillo Becker, Felipe Harboe Bascuñán, Fidel Espinoza Sandoval, Guillermo Teillier Del Valle, Hugo Gutiérrez Gálvez, Hugo Gutiérrez Gálvez, Juan Luis Castro González, Lautaro Carmona Soto, Luis Lemus Aracena, Manuel Monsalve Benavides, Marcelo Díaz Díaz, Marcelo Schilling Rodríguez, Marco Antonio Núñez Lozano, María Antonieta Saa Díaz, Mario Venegas Cárdenas, Matías Walker Prieto, Orlando Vargas Pizarro, Osvaldo Andrade Lara, Pedro Araya Guerrero, René Saffirio Espinoza, Roberto León Ramírez, Tucapel Jiménez Fuentes, Víctor Torres Jeldes y Ximena Vidal Lázaro.

17.- Para modificar del siguiente modo el artículo 88 bis:

a) Para intercalar el siguiente inciso cuarto:

“Tratándose de empresas de 50 o más trabajadores, el acuerdo deberá celebrarse con el o los respectivos sindicatos a que se encuentren afiliados; y en caso de no existir éstos, deberá ser aprobado por la mayoría de los trabajadores involucrados mediante asamblea celebrada al efecto ante un Inspector del Trabajo.”.

b) Al inciso cuarto, (que pasaría a ser quinto), para intercalar entre las frases “conforme a este artículo” y “deberá acordarse por escrito”, el siguiente párrafo: “, así como las compensaciones a que diere lugar las interrupciones de la jornada a que se refiere el inciso siguiente,”; y para reemplazar el punto (.) final por una coma, agregando a continuación la frase “por igual período”.

c) Al inciso quinto, (que pasaría a ser sexto), para reemplazar el punto (.) seguido de dicho párrafo por una coma (,) y agregar a continuación la frase “pero deberán ser compensadas en dinero, de común acuerdo entre las partes, no pudiendo ser dicha compensación inferior al valor por hora correspondiente a uno y medio ingreso mínimo mensual sobre una jornada de cuarenta y cinco horas”.

-De los diputados y diputadas Alejandra Sepúlveda Orbenes, Carlos Abel Jarpa Wevar, Carolina Goic Boroevic, Cristián Campos Jara, Denise Pascal Allende, Enrique Jaramillo Becker, Felipe Harboe Bascuñán, Guillermo Teillier Del Valle, Hugo Gutiérrez Gálvez, Juan Luis Castro González, Lautaro Carmona Soto, Luis Lemus Aracena, Manuel Monsalve Benavides, Marcelo Díaz Díaz, Marcelo Schilling Rodríguez, Marco Antonio Núñez Lozano, María Antonieta Saa Díaz, Mario Venegas Cárdenas, Matías Walker Prieto, Orlando Vargas Pizarro, Osvaldo Andrade Lara, Pedro Araya Guerrero, René Saffirio Espinoza, Roberto León Ramírez, Tucapel Jiménez Fuentes, Víctor Torres Jeldes y Ximena Vidal Lázaro.

18.- En subsidio de las indicaciones números 15 y 17, para eliminar el artículo 88 bis.

Al artículo 88 ter

-De los diputados y diputadas Alejandra Sepúlveda Orbenes, Carlos Abel Jarpa Wevar, Carolina Goic Boroevic, Cristián Campos Jara, Denise Pascal Allende, Enrique Accorsi Opazo, Enrique Jaramillo Becker, Felipe Harboe Bascuñán, Fidel Espinoza Sandoval, Fuad Chahín Valenzuela, Guillermo Teillier Del Valle, Hugo Gutiérrez Gálvez, Juan Luis Castro González, Lautaro Carmona Soto, Luis Lemus Aracena, Manuel Monsalve Benavides, Marcelo Díaz Díaz, Marcelo Schilling Rodríguez, Mario Venegas Cárdenas, Pedro Araya Guerrero, René Saffirio Espinoza, Roberto León Ramírez, Rodrigo González Torres, Tucapel Jiménez Fuentes, Víctor Torres Jeldes y Ximena Vidal Lázaro.

19.- Para sustituir el artículo 88 ter por el siguiente: 

“Artículo 88 ter.- Los trabajadores que se desempeñen en labores agrícolas de lecherías, podrán acordar con su empleador una distribución diaria de la jornada que sea adecuada a los horarios inherentes a dichas faenas, pudiendo pactar hasta tres períodos o turnos de trabajo interrumpidos entre sí; sumados dichos períodos o turnos a las interrupciones, no podrán en total exceder de doce horas, en un lapso de veinticuatro. De tal forma, el trabajador tendrá derecho a un descanso continuo de doce horas en un lapso de veinticuatro horas.

El acuerdo señalado en el inciso anterior, deberá constar por escrito y deberá contener lo siguiente:

a) La descripción de las actividades sobre las cuales se celebra el acuerdo;

b) La enumeración de los puestos de trabajo sobre los que recae el acuerdo;

c) La distribución de la jornada diaria;

d) La compensación económica acordada para las horas de interrupción de jornada, la que no podrá ser inferior a uno y medio Ingreso Mínimo Mensual sobre una jornada de cuarenta y cinco horas.

En caso que los trabajadores que prestan servicios en las faenas descritas en el inciso primero sean más de cincuenta, el acuerdo deberá celebrarse con el o los sindicatos a que se encuentren afiliados; en caso de no existir éstos, el acuerdo deberá ser aprobado por la mayoría de los trabajadores involucrados mediante asamblea celebrada al efecto ante un ministro de fe.

Si el trabajador permanece en el lugar de trabajo durante las horas de interrupción, dicho lapso se entenderá trabajado para todos los efectos legales.

El acuerdo señalado en este artículo, deberá ser registrado en la Inspección del Trabajo dentro de los siguientes cinco días siguientes a su celebración.”.

De de los diputados y diputadas Alejandra Sepúlveda Orbenes, Carlos Abel Jarpa Wevar, Carolina Goic Boroevic, Cristián Campos Jara, Denise Pascal Allende, Enrique Accorsi Opazo, Enrique Jaramillo Becker, Felipe Harboe Bascuñán, Fidel Espinoza Sandoval, Guillermo Teillier Del Valle, Hugo Gutiérrez Gálvez, Juan Luis Castro González, Lautaro Carmona Soto, Luis Lemus Aracena, Manuel Monsalve Benavides, Marcelo Díaz Díaz, Marcelo Schilling Rodríguez, Marco Antonio Núñez Lozano, María Antonieta Saa Díaz, Mario Venegas Cárdenas, Osvaldo Andrade Lara, Pedro Araya Guerrero, René Saffirio Espinoza, Roberto León Ramírez, Tucapel Jiménez Fuentes, Víctor Torres Jeldes y Ximena Vidal Lázaro.

20.- Para reemplazar el artículo 88 ter por el siguiente:

“Artículo 88 ter.- Los trabajadores que se desempeñen en labores agrícolas de lecherías, podrán acordar con su empleador una distribución diaria de la jornada que sea adecuada a los horarios inherentes a dichas faenas, pudiendo pactar hasta tres períodos o turnos de trabajo interrumpidos entre sí; sumados dichos períodos o turnos a las interrupciones, no podrán en total exceder de doce horas, en un lapso de veinticuatro. De tal forma, el trabajador tendrá derecho a un descanso continuo de doce horas en un lapso de veinticuatro horas.

El acuerdo señalado en el inciso anterior, deberá constar por escrito y deberá contener lo siguiente:

a) La descripción de las actividades sobre las cuales se celebra el acuerdo;

b) La enumeración de los puestos de trabajo sobre los que recae el acuerdo;

c) La distribución de la jornada diaria;

d) La compensación económica acordada para las horas de interrupción de jornada, la que no podrá ser inferior a uno y medio Ingreso Mínimo Mensual sobre una jornada de cuarenta y cinco horas.

En caso que los trabajadores que prestan servicios en las faenas descritas en el inciso primero sean cincuenta o más, el acuerdo deberá celebrarse con el o los sindicatos a que se encuentren afiliados; en caso de no existir éstos, el acuerdo deberá ser aprobado por la mayoría de los trabajadores involucrados mediante asamblea celebrada al efecto ante un Inspector del Trabajo.

Si el trabajador permanece en el lugar de trabajo durante las horas de interrupción, dicho lapso se entenderá trabajado para todos los efectos legales.

El acuerdo señalado en este artículo, deberá ser registrado en la Inspección del Trabajo dentro de los cinco días siguientes a su celebración.”.

-De los diputados y diputadas Alejandra Sepúlveda Orbenes, Carlos Abel Jarpa Wevar, Carolina Goic Boroevic, Cristián Campos Jara, Denise Pascal Allende, Enrique Jaramillo Becker, Felipe Harboe Bascuñán, Guillermo Teillier Del Valle, Hugo Gutiérrez Gálvez, Juan Luis Castro González, Lautaro Carmona Soto, Luis Lemus Aracena. Manuel Monsalve Benavides, Marcelo Díaz Díaz, Marcelo Schilling Rodríguez, Marco Antonio Núñez Lozano, María Antonieta Saa Díaz, Mario Venegas Cárdenas, Matías Walker Prieto, Orlando Vargas Pizarro, Osvaldo Andrade Lara, Pedro Araya Guerrero, René Saffirio Espinoza, Roberto León Ramírez, Tucapel Jiménez Fuentes, Víctor Torres Jeldes y Ximena Vidal Lázaro.

21.- En subsidio de la indicación número 20, para modificar el artículo 88 ter, del modo siguiente:

a) Intercalar, en el inciso primero, entre las frases “trabajos agrícolas de lechería” y “podrán acordar con el empleador”, lo siguiente: “específicamente en labores de extracción de leche u ordeña”; y para reemplazar la frase final del inciso “siempre que la suma de las interrupciones entre los turnos no exceda de 6 horas” por la siguiente: “no pudiendo la suma de dichos períodos de trabajo y sus interrupciones, exceder de doce horas en un lapso de veinticuatro”.

b) Reemplazar, en el inciso segundo, el vocablo “diez” por “doce”.

c) Intercalar un inciso cuarto, nuevo, del siguiente tenor:

“Tratándose de empresas de 50 o más trabajadores, el acuerdo deberá celebrarse con el o los respectivos sindicatos a que se encuentren afiliados; y en caso de no existir estos, deberá ser aprobado por la mayoría de los trabajadores involucrados mediante asamblea celebrada al efecto ante un Inspector del Trabajo.”.

d) Intercalar, en el inciso cuarto, entre las frases “de la jornada de trabajo” y “deberán constar”, lo siguiente: “, así como las compensaciones a que diere lugar las interrupciones de la jornada a que se refiere el inciso siguiente,”; y para reemplazar el punto final por una coma, agregando a continuación la frase “por igual período”.

e) Reemplazar, en el inciso quinto, el punto (.) seguido de dicho párrafo por una coma (,) y agregar a continuación de dicha coma (,) la frase “pero deberán ser compensadas en dinero, de común acuerdo entre las partes, no pudiendo ser dicha compensación inferior al valor por hora correspondiente a uno y medio ingreso mínimo mensual sobre una jornada de cuarenta y cinco horas”.

-De los diputados y diputadas Alejandra Sepúlveda Orbenes, Carlos Abel Jarpa Wevar, Carolina Goic Boroevic, Cristián Campos Jara, Denise Pascal Allende, Enrique Accorsi Opazo, Enrique Jaramillo Becker, Felipe Harboe Bascuñán, Guillermo Teillier Del Valle, Hugo Gutiérrez Gálvez, Juan Luis Castro González, Lautaro Carmona Soto, Luis Lemus Aracena, Manuel Monsalve Benavides, Marcelo Díaz Díaz, Marcelo Schilling Rodríguez, Marco Antonio Núñez Lozano, María Antonieta Saa Díaz, Mario Venegas Cárdenas, Matías Walker Prieto, Orlando Vargas Pizarro, Osvaldo Andrade Lara, Pedro Araya Guerrero, René Saffirio Espinoza, Roberto León Ramírez, Rodrigo González Torres, Tucapel Jiménez Fuentes, Víctor Torres Jeldes y Ximena Vidal Lázaro.

22.- En subsidio de las indicaciones números 20 y 21, para eliminar el artículo 88 ter.
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Al Artículo 94:
-De la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural.

23.- Para reemplazar, en el inciso segundo, la palabra “Pactos” por “Convenios”.

NÚMERO 6)

Al artículo 95 quater:
-De los diputados y diputadas Alejandra Sepúlveda Orbenes, Carlos Abel Jarpa Wevar, Carolina Goic Boroevic, Cristián Campos Jara, Denise Pascal Allende, Enrique Accorsi Opazo, Enrique Jaramillo Becker, Felipe Harboe Bascuñán, Fidel Espinoza Sandoval, Guillermo Teillier Del Valle, Hugo Gutiérrez Gálvez, Juan Luis Castro González, Lautaro Carmona Soto, Luis Lemus Aracena, Manuel Monsalve Benavides, Marcelo Díaz Díaz, Marcelo Schilling Rodríguez, Marco Antonio Núñez Lozano, María Antonieta Saa Díaz, Mario Venegas Cárdenas, Orlando Vargas Pizarro, Osvaldo Andrade Lara, Pedro Araya Guerrero, René Saffirio Espinoza, Roberto León Ramírez, Tucapel Jiménez Fuentes, Víctor Torres Jeldes y Ximena Vidal Lázaro.

24.- Para reemplazar los incisos primero y segundo del artículo 95 quáter, por el siguiente:

“Artículo 95 quater.- En casos de existir saldos de remuneración que no hayan sido pagados al trabajador, los empleadores deberán depositarlos, dentro del plazo máximo de 15 días, contado desde la fecha de término de la relación laboral, en la cuenta individual del seguro de desempleo creado por la ley N° 19.728, salvo que el trabajador disponga por escrito de otra forma. Los dineros depositados conforme a este inciso serán siempre de libre disposición para el trabajador. Las empresas principales y usuarias responderán de estos pagos de conformidad a lo establecido en los artículos 183 B, 183 C y 183 D.”.

-De la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural.

25.- Para reemplazar, en el inciso segundo, la oración: “En todo caso, los empleadores deberán depositar los saldos dentro del plazo máximo de quince días, contado desde la fecha de término de la relación laboral,” por la siguiente: “En todo caso y, dentro del plazo de quince días contados desde la fecha de término de la relación laboral, los empleadores deberán depositar los saldos no pagados directamente al trabajador”.

NÚMERO 7)

-De los diputados y diputadas Alejandra Sepúlveda Orbenes, Carlos Abel Jarpa Wevar, Carolina Goic Boroevic, Cristián Campos Jara, Denise Pascal Allende, Enrique Accorsi Opazo, Enrique Jaramillo Becker, Felipe Harboe Bascuñán, Fidel Espinoza Sandoval, Guillermo Teillier Del Valle, Hugo Gutiérrez Gálvez, Juan Luis Castro González, Lautaro Carmona Soto, Luis Lemus Aracena, Manuel Monsalve Benavides, Marcelo Díaz Díaz, Marcelo Schilling Rodríguez, Marco Antonio Núñez Lozano, María Antonieta Saa Díaz, Mario Venegas Cárdenas, Orlando Vargas Pizarro, Osvaldo Andrade Lara, Pedro Araya Guerrero, René Saffirio Espinoza, Roberto León Ramírez, Rodrigo González Torres, Tucapel Jiménez Fuentes, Víctor Torres Jeldes y Ximena Vidal Lázaro.

26.- Para reemplazar todos los artículos del párrafo 3° propuesto, por el siguiente:

“Artículo 95 quinquies.- Sin perjuicio de las reglas generales sobre negociación colectiva, los trabajadores comprendidos en los párrafos del presente capítulo, podrán celebrar un pacto colectivo sobre las condiciones de empleo y remuneraciones que les hayan de ser aplicables, para la realización de una o más faenas con el mismo empleador. Especialmente, se podrán pactar aquellos aspectos considerados en el artículo 314 bis B de este Código.

El pacto colectivo señalado en el inciso anterior, deberá suscribirse con las organizaciones sindicales que existan en la empresa o a las que se encuentren afiliados los trabajadores; en caso de no existir éstas, el acuerdo deberá ser aprobado por la mayoría de los trabajadores involucrados mediante asamblea celebrada al efecto ante un Inspector del Trabajo.

El pacto solamente tendrá efectos sobre los trabajadores que concurran a su aprobación en la forma señalada en los incisos anteriores. No se podrá suscribir el pacto colectivo, posteriormente, por trabajadores en forma individual, salvo que se pactare con sindicatos agrícolas de temporada la contratación futura de un número o porcentaje de los trabajadores en las diferentes faenas.”.

Al epígrafe del Párrafo 3°:

-De la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural.

27.- Para reemplazar la palabra “pactos” por “convenios”.

Al artículo 95 quinquies:

-De la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural.

28.- Para remplazar el inciso primero por los siguientes incisos:

“Artículo 95 quinquies.- Sin perjuicio de las reglas generales sobre negociación colectiva, los trabajadores agrícolas de temporada comprendidos en este capítulo y su respectivo empleador, podrán celebrar un convenio colectivo por cada faena, o un convenio colectivo que comprenda dos o más faenas diferentes y consecutivas, cuando en este último caso se cuente con el acuerdo de la mayoría absoluta de los trabajadores que concurrieron al convenio. 

Para los efectos de este párrafo se entenderá por faena aquella obra o trabajo que por su naturaleza intrínseca tenga el carácter de momentánea o temporal, circunstancia esta que deberá ser determinada en cada caso particular.

Los trabajadores agrícolas permanentes podrán celebrar un convenio colectivo por cada predio o predios colindantes de un mismo empleador, aplicándose además lo dispuesto en el artículo 316 del Código del Trabajo, cuando en este último caso se cuente con el acuerdo de la mayoría absoluta de los trabajadores que concurrieron al convenio.

Con todo, los trabajadores agrícolas permanentes que así lo deseen podrán adherirse a los convenios colectivos por faena en los términos del inciso final del artículo 95 quinquies A.”
-De la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural.

29.- Sustituir, en los incisos segundo y tercero, la palabra “pactos, por “convenios” y, en el inciso final, el vocablo “pacto” por “convenio”.

Al artículo 95 quinquies A:

-De la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural.

30.- Para reemplazar, en el inciso primero, la frase “respectiva faena involucrada en la negociación” por la siguiente: “respectivo predio o faena involucrado en la negociación, según sea el caso,”
31.- Reemplazar, en los incisos segundo y cuarto, las palabras “pacto” por “convenio”, y en el inciso sexto el vocablo “pactos” por “convenios”.

Al artículo 95 quinquies B:

-De la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural.

32.- Para reemplazar el artículo por el siguiente:

“Artículo 95 quinquies B.- Los convenios colectivos deberán ser incorporados al registro señalado en el artículo 94 de este Código, dentro de los cinco días siguientes a su celebración y depositados ante la respectiva Inspección del Trabajo en el mismo plazo, la que podrá formular observaciones dentro del término de quince días, sin perjuicio de la fiscalización posterior el cumplimiento del convenio por parte de la Inspección del Trabajo.”
Al artículo 95 quinquies C:

-De la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural.

33.- Para reemplazar, en el inciso primero, la palabra “pactos” por “convenios” y suprimir la expresión “control de asistencia”.

34.- Para reemplazar, en el inciso segundo, la palabra “pacto” por “convenio”, y agregar, a continuación del punto (.) aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Con todo, la vigencia del convenio colectivo no podrá exceder de un año.”
35.- Para eliminar el inciso tercero.

36.- Para reemplazar, en el inciso cuarto, que pasaría a ser tercero, la palabra “pacto” por “convenios”.

-De los diputados y diputadas Alejandra Sepúlveda Orbenes, Carlos Abel Jarpa Wevar, Carolina Goic Boroevic, Cristián Campos Jara, Denise Pascal Allende, Enrique Accorsi Opazo, Enrique Jaramillo Becker, Felipe Harboe Bascuñán, Fidel Espinoza Sandoval, Guillermo Teillier Del Valle, Hugo Gutiérrez Gálvez, Juan Luis Castro González, Lautaro Carmona Soto, Luis Lemus Aracena, Manuel Monsalve Benavides, Marcelo Díaz Díaz, Marco Antonio Núñez Lozano, María Antonieta Saa Díaz, Mario Venegas Cárdenas, Orlando Vargas Pizarro, Osvaldo Andrade Lara, Pedro Araya Guerrero, René Saffirio Espinoza, Roberto León Ramírez, Rodrigo González Torres, Tucapel Jiménez Fuentes, Víctor Torres Jeldes y Ximena Vidal Lázaro.

37.- En subsidio de la indicación número 26, que reemplaza todos los artículos del Párrafo 3°, para introducirle las siguientes modificaciones::

a) reemplazar el inciso tercero del artículo 95 quinquies por el siguiente:

“El pacto colectivo solamente tendrá efecto respecto de los trabajadores que concurran a su aprobación. No se podrá suscribir el pacto colectivo, posteriormente, por trabajadores en forma individual, salvo que se pactare con sindicatos agrícolas de temporada la contratación futura de un número o porcentaje de los trabajadores en las diferentes faenas.”.

b) reemplazar el artículo 95 quinquies A, por el siguiente: 

“Artículo 95 quinquies A.- Para la negociación y aprobación de los pactos colectivos, las partes se sujetarán a las normas establecidas en el artículo 314 bis de este cuerpo legal. “.

c) reemplazar el inciso primero del artículo 95 quinquies C, por el siguiente:

“Artículo 95 quinquies C.- Los pactos colectivos regulados en este párrafo podrán versar sobre todas aquellas materias señaladas en el artículo 314 bis B de este código”. 

-De los diputados y diputadas Alejandra Sepúlveda Orbenes, Carlos Abel Jarpa Wevar, Carolina Goic Boroevic, Cristián Campos Jara, Denise Pascal Allende, Enrique Accorsi Opazo, Enrique Jaramillo Becker, Felipe Harboe Bascuñán, Fidel Espinoza Sandoval, Guillermo Teillier Del Valle, Hugo Gutiérrez Gálvez, Juan Luis Castro González, Lautaro Carmona Soto, Luis Lemus Aracena, Manuel Monsalve Benavides, Marcelo Díaz Díaz, Marcelo Schilling Rodríguez, Marco Antonio Núñez Lozano, María Antonieta Saa Díaz, Mario Venegas Cárdenas, Orlando Vargas Pizarro, Osvaldo Andrade Lara, Pedro Araya Guerrero, René Saffirio Espinoza, Roberto León Ramírez, Rodrigo González Torres, Tucapel Jiménez Fuentes, Víctor Torres Jeldes y Ximena Vidal Lázaro.

38.- En subsidio de la indicación número 37, para eliminar el párrafo 3°, nuevo, “De los pactos colectivos para faenas agrícolas determinadas”, que se incorpora a continuación del artículo 95 quáter que se propone, y todos los artículos que contiene”.
-o-

VIII. PROYECTOS DE ACUERDO

RECHAZO A TRASPASO DE CONICYT DESDE MINISTERIO DE EDUCACIÓN A MINISTERIO DE ECONOMÍA, FOMENTO Y TURISMO (Votación)

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Corresponde votar por última vez el proyecto de acuerdo N° 781.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 56 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 4 abstenciones.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Cornejo González Aldo; De Urresti Longton Alfonso; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Kort Garriga Issa; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Harboe Bascuñán Felipe; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Lemus Aracena Luis; Lorenzini Basso Pablo; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Monsalve Benavides Manuel; Nogueira Fernández Claudia; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Saa Díaz María Antonieta; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Baltolú Rasera Nino; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Sauerbaum 
Muñoz Frank.

IMPLEMENTACIÓN DE PLANES PREVENTIVOS DE ENFERMEDADES
PROFESIONALES EN LA MINERÍA

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la parte dispositiva del proyecto de acuerdo N° 782.

El señor ROJAS (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo N° 782, del diputado señor Espinosa, don Marcos; de la diputada señora Muñoz, doña Adriana, y de los diputados señores Teillier, Schilling, Meza, Pérez, don José; Andrade, Ascencio, Baltolú y Lemus, que en su parte dispositiva establece lo siguiente:

La Cámara de Diputados acuerda:

Solicitar a su excelencia el Presidente de la República que instruya al Ministerio de Salud para que, junto con la Superintendencia de Seguridad Social, puedan implementar un plan preventivo de enfermedades profesionales en el rubro de la minería, lo que deberá incluir:

1.- Un catastro de las enfermedades que mayormente afectan a los trabajadores que se desempeñan en el rubro minero, y

2.- Llevar a cabo exámenes médicos cada un año a todos aquellos trabajadores que se desempeñen en faenas mineras, de empresas públicas como privadas, los que estarán a cargo de las mutuales de seguridad y las comisiones médicas que ejecutan las prestaciones sociales de la ley N° 16.744.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Para apoyar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Marcos Espinosa.

El señor ESPINOSA (don Marcos).- Señor Presidente, el proyecto de acuerdo en discusión tiene por objeto resguardar y priorizar la salud de los trabajadores vinculados a la actividad minera.

Cada vez es más creciente el número de casos de enfermedades asociadas al trabajo minero, como la silicosis, la cual provoca graves problemas pulmonares.

Por esa razón, sobre todo en los distritos conformados por comunas cuya principal actividad laboral es la minería, se requiere la implementación de planes preventivos de enfermedades profesionales en el rubro de la minería, a fin de pesquisar con premura las enfermedades asociadas a ambientes altamente contaminantes.

En ese sentido, el objeto del proyecto de acuerdo es solicitar al Presidente de la República que instruya al Ministerio de Salud y a la Superintendencia de Seguridad Social la implementación de un plan preventivo de enfermedades profesionales en el rubro de la minería, para lo cual se requiere la elaboración de un catastro de las enfermedades que mayormente afectan a sus trabajadores, así como la práctica de exámenes médicos cada un año a todos los trabajadores que cumplen sus labores en faenas mineras de empresas públicas o privadas, exámenes que deberán estar a cargo de las mutuales de seguridad y de las comisiones médicas que ejecutan las prestaciones sociales establecidas en la ley N° 16.744.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Para apoyar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Manuel Rojas.

El señor ROJAS.- Señor Presidente, junto con expresar que votaré a favor el proyecto de acuerdo, quiero plantear que estamos frente a una materia supercompleja, que dice relación con las enfermedades profesionales que afectan a muchos trabajadores mineros, especialmente a los que se desempeñan a gran altura sobre el nivel del mar. En este sentido la implementación de planes preventivos de enfermedades profesionales en la minería, de alguna manera tiene por objeto cuidar la salud de esos trabajadores.

Sin embargo, a futuro se nos puede presentar un problema en relación con los exámenes médicos practicados para determinar la existencia de alguna enfermedad profesional, por ejemplo, cuando algún trabajador termine su vínculo laboral con una faena con la intención de comenzar a desempeñarse en otra. 

Votaré a favor el proyecto de acuerdo, con la finalidad de apoyar la elaboración de un catastro de las enfermedades que en forma mayoritaria afectan a los trabajadores que se desempeñan en el rubro minero, pero creo que se debe dejar constancia de que los exámenes practicados no deben constituir una limitante para que los trabajadores puedan postular a otra faena minera.

En consecuencia, con la salvedad señalada, reitero que votaré a favor el proyecto de acuerdo.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para impugnar el proyecto de acuerdo.

Ofrezco la palabra.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 51 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Auth Stewart Pepe; Baltolú Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bobadilla Muñoz Sergio; Campos Jara Cristián; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Cornejo González Aldo; De Urresti Longton Alfonso; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Kort Garriga Issa; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; Harboe Bascuñán Felipe; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Isasi Barbieri Marta; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Lemus Aracena Luis; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Monsalve Benavides Manuel; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Vallespín López Patricio; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías.

POLÍTICAS PÚBLICAS PARA GENERAR CONCIENCIA EN MATERIA DE
EFICIENCIA ENERGÉTICA, ENERGÍAS RENOVABLES NO CONVENCIONALES Y
CUIDADO DEL MEDIO AMBIENTE

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la parte dispositiva del proyecto de acuerdo N° 783.

El señor ROJAS (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo N° 783, de los diputados señores Rosales, Rojas, Sandoval, Baltolú, Vilches, Von Mühlenbrock, Letelier, Van Rysselberghe, Estay y Hernández, que, en su parte dispositiva, establece lo siguiente:

La Cámara de Diputados acuerda:

Solicitar a su excelencia el Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echenique, que disponga que, a través del Ministerio de Energía, el Ministerio de Educación y el Ministerio del Medio Ambiente, se elaboren iniciativas y políticas públicas que tengan por objeto contribuir a la instauración de prácticas de vida en toda la población, con el fin de concientizar y sensibilizar respecto de la eficiencia energética, las energías renovables no convencionales y el cuidado del medio ambiente, las que deben considerar los siguientes contenidos mínimos:

1.- Compromisos de acción de forma transversal, y con el apoyo de privados, en relación a dar cumplimiento a los objetivos propuestos en materia de eficiencia energética.

2.- Establecer objetivos de forma descentralizada que contengan:

A.- Fomento a los gobiernos regionales y locales y de las comunidades para la ejecución de proyectos de eficiencia energética y energías limpias.

B) Difusión de acciones locales que cumplan con los objetivos propuestos.

C) Capacitación a autoridades, miembros de la comunidad escolar, líderes comunitarios y dirigentes de juntas de vecinos.

3. Establecer objetivos que persigan la participación ciudadana, así como el patrocinio de programas, proyectos o iniciativas y difundir estos mismos.

4. Establecer campañas públicas y masivas que contribuyan a conocer los beneficios del uso de energías renovables no convencionales.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para hablar a favor del proyecto de acuerdo.

El señor SANDOVAL.- Pido la palabra.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra su señoría.

El señor SANDOVAL.- Señor Presidente, considero que este proyecto de acuerdo es muy importante, fundamentalmente por el hecho de que en el último tiempo se ha venido insistiendo, en diferentes ámbitos, reuniones, seminarios y muchas otras instancias, sobre la necesidad de poner énfasis en la eficiencia energética. 

Algunos temas que nos preocupan a todos son las energías renovables no convencionales, el cuidado del medio ambiente y la forma en que podemos transformar los discursos en acciones concretas. Junto con la diputada Andrea Molina, Presidenta de la Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente, y los diputados Manuel Rojas, Patricio Vallespín y Leopoldo Pérez siempre hemos estado planteando esta necesidad, porque creemos que va en la dirección correcta.

Estamos convencidos de que falta entender que es necesario llevar a cabo una acción promocional con la mayor fuerza posible, involucrar a los gobiernos locales y regionales en la promoción y ejecución de proyectos de eficiencia energética y de todas las acciones que apunten a una difusión cultural para que la gente entienda que la eficiencia energética, el uso de las energías renovables no convencionales, el cuidado del medio ambiente y tantas otras posibilidades deben estar en el centro de las políticas públicas. 

Es más, creemos necesario impulsar una campaña nacional de promoción sobre esta materia, porque los discursos y los seminarios no pueden quedar dentro de las paredes de los edificios, sino que deben salir al exterior para transformar las buenas ideas en acciones permanentes de toda la comunidad, de manera que todos podamos contribuir al esfuerzo de lograr eficiencia energética, promover el uso de las energías renovables no convencionales y el cuidado del medio ambiente. 

Esperamos que este proyecto de acuerdo sea aprobado por los colegas presentes, porque ello nos permitirá transformar las palabras y los discursos en acciones y hechos concretos.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado Patricio Vallespín.

El señor VALLESPÍN.- Señor Presidente, solo para felicitar a los autores del proyecto de acuerdo y reforzar sus planteamientos. 

No cabe duda de que avanzar hacia una matriz energética sustentable que permita que nuestras actividades productivas tengan mayor competitividad a nivel internacional pasa por mejorar el desempeño de nuestro país en materia de eficiencia energética. La mayor fuente de generación de energía en Chile es la eficiencia energética, mecanismo mediante el cual podemos llegar a niveles de ahorro de energía del orden del 20 por ciento de la demanda actual.

Por lo tanto, es fundamental concientizar a la población en esta materia. Respecto de las energías renovables no convencionales, Chile podría ser la envidia de muchos países, porque tiene una gran cantidad de fuentes que serían un gran aporte a nuestra matriz energética sustentable. Pero, para logarlo, es necesario que la gente las conozca y las valore, y que el sector productivo las incorpore en sus procesos como parte fundamental de la generación energética. Además, es menester crear alianzas estratégicas entre el Estado y los privados para poder sacar adelante muchos proyectos relacionados con energías renovables no convencionales. No cabe duda de que la generación de energía tiene que ir de la mano con la protección y el resguardo del medio ambiente.

Lo que se solicita en el proyecto de acuerdo va en la línea de lo que el país necesita; es decir, aumentar sus posibilidades para tener mayor competitividad sustentable. Si se dan estos pasos desde la institucionalidad pública será posible avanzar de verdad en una forma distinta de generar nuestra energía, dejando de depender de los combustibles fósiles -tema fundamental-, y así hacer un aporte al desarrollo del país.

Por lo tanto, llamo a los colegas a votar favorablemente el proyecto de acuerdo y así iniciar, desde el ámbito público, una acción mucho más concreta en esta materia.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para hablar en contra del proyecto de acuerdo.

Ofrezco la palabra.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 39 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- No hay quorum.

Se va a repetir la votación.

-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 54 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Auth Stewart Pepe; Baltolú Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Espinosa Monardes Marcos; Farías Ponce Ramón; Kort Garriga Issa; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Harboe Bascuñán Felipe; Hernández Hernández Javier; Isasi Barbieri Marta; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Martínez Labbé Rosauro; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Morales Muñoz Celso; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Lahsen Leopoldo; Rojas Molina Manuel; Saa Díaz María Antonieta; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Letelier Aguilar Cristian; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías.

AUMENTO DEL PORCENTAJE DE PENSIONES DE SOBREVIVENCIA,
DE VIUDEZ O MONTEPÍOS

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura al siguiente proyecto de acuerdo, por el cual se solicita el aumento del porcentaje de las pensiones de sobrevivencia, viudez y montepíos.

El señor ROJAS (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo N° 784, de los diputados señores Rosales, Sandoval, Rojas, Letelier, señora Mónica Zalaquett; señores Hernández, Van 
Rysselberghe, Estay, Baltolú y señora Claudia Nogueira, que en su parte dispositiva dice lo siguiente:

La Cámara de Diputados acuerda: 

Solicitar a su excelencia el Presidente de la República, señor Sebastián Piñera, que disponga, por medio de los ministerios de Hacienda y del Trabajo y Previsión Social, la elaboración de un proyecto de ley que aumente los porcentajes de las pensiones de sobrevivencia, de viudez o montepíos en ambos sistemas previsionales.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para hablar a favor del proyecto de acuerdo.

Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra para hablar en contra del proyecto de acuerdo.

Ofrezco la palabra.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 43 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Auth Stewart Pepe; Baltolú Rasera Nino; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Harboe Bascuñán Felipe; Isasi Barbieri Marta; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Martínez Labbé Rosauro; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Lahsen Leopoldo; Rincón González Ricardo; Salaberry Soto Felipe; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Letelier Aguilar Cristian; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías

-Los textos íntegros de los proyectos de acuerdo figuran en la página de internet de la Cámara de Diputados, cuya dirección es:

http://www.camara.cl/trabajamos/pacuerdos.aspx
IX. INCIDENTES

INFORMACIÓN SOBRE INSERCIÓN PUBLICADA EN PERIÓDICO
“PUENTE ALTO AL DÍA” (Oficio)

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité de Renovación Nacional, que dispone de ocho minutos y medio.

Tiene la palabra, por cinco minutos, el diputado Leopoldo Pérez.

El señor PÉREZ (don Leopoldo).- Señor Presidente, intervengo en Incidentes para solicitar información a los órganos correspondientes y al Servel respecto de la publicación de una inserción en la edición impresa del periódico “Puente Alto al Día” -se acompaña al oficio como anexo N° 1-, que en su título dice lo siguiente: “Soledad Alvear consigue local de votación para vecinos de Bajos de Mena”. 

En el cuerpo de la misma inserción se señala: “Por primera vez en su historia, los vecinos de Bajos de Mena tendrán un local de votación para las elecciones de noviembre próximo. Esta decisión de gran justicia se concretó gracias a la gestión realizada por la senadora Soledad Alvear ante el Servel...”.

No obstante, con posterioridad este diputado recurrió ante la autoridad competente del Servicio Electoral para verificar la procedencia de tal decisión administrativa. Así, con fecha 29 de julio de 2013 se presentó un oficio que fue evacuado con el N° 12.306, fechado el 5 de agosto de 2013, en el que se señalaban varias preguntas al respecto. Dicho oficio se acompaña como anexo N° 2 a esta presentación.

El citado oficio fue respondido con fecha 19 de agosto de 2013 por la referida directora subrogante del Servel, respuesta que se acompaña como anexo N° 3 de este oficio. En su respuesta, en el punto 4, la autoridad fue enfática en señalar: “Aún no se han determinado los locales de votación con ocasión de las elecciones de noviembre próximo, lo que por disposición legal debe publicarse el día 26 de octubre de 2013.”
Ante esta evidente contradicción y sobre la base de las normas legales y reglamentarias ya citadas, solicito a las entidades correspondientes y a la directora del Servicio Electoral que aclaren la contradicción entre la información aparecida en la prensa y la entregada por dicho servicio.

Adjunto la solicitud respectiva.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

REITERACIÓN DE SOLICITUD DE SUSPENSIÓN DE PAGO DE
CONTRIBUCIONES EN FAVOR DE PEQUEÑOS Y MEDIANOS
AGRICULTORES AFECTADOS POR LA SEQUÍA (Oficio)

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- El Comité de Renovación Nacional ha cedido tres minutos y medio de su tiempo a la diputada señora Andrea Molina. 

Tiene la palabra su señoría.

La señora MOLINA (doña Andrea).- Señor Presidente, en primer lugar, agradezco al Comité de Renovación Nacional por cederme estos minutos.

Quiero plantear un tema relevante, sobre el que venimos trabajando desde hace muchos años. Me refiero a la aplicación del decreto de zona de catástrofe en diferentes zonas de nuestro país. Una de las posibilidades que otorga dicho decreto de catástrofe es detener el pago de las contribuciones, específicamente de los pequeños y medianos agricultores que se han visto afectados por la grave sequía que sufren la provincia de Petorca, en la Quinta Región, y provincias de la Cuarta Región.

En estos años, hemos hablado con todas las autoridades involucradas entre otras, con el ministro y el subsecretario de Hacienda, e, incluso, con el propio Presidente de la República. Hemos enviado todos los oficios habidos y por haber, y hemos pedido informes al Servicio de Impuestos Internos para saber cuánto dejarán de recibir las arcas fiscales si se produce el congelamiento del pago de las contribuciones de los pequeños y medianos agricultores afectados por la sequía.

Es fundamental dar una mano a nuestros pequeños y medianos agricultores, y tenemos una herramienta que puede ser usada para ayudarlos. Chile depende del desarrollo agrícola, de la posibilidad de que nuestras temporeras y nuestros temporeros tengan trabajo, de que el país siga exportando. Las zonas afectadas por la sequía son tremendamente complejas en términos de trabajo y de cesantía. 

Por eso, solicito nuevamente, mediante oficio, que el Ejecutivo tome cartas en el asunto, pues todavía estamos a tiempo de detener el pago de las contribuciones de los pequeños y medianos agricultores.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados que así lo indican a la Mesa.

INFORMACIÓN SOBRE MATERIALIZACIÓN DE PROYECTO
BICENTENARIO PARQUE LA AGUADA (Oficio)

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Pedro Browne.

El señor BROWNE.- Señor Presidente, quiero manifestar mi preocupación con respecto a la materialización del proyecto Bicentenario Parque La Aguada, que se está llevando adelante en las comunas de San Miguel y de San Joaquín, y que en el futuro contempla también la comuna de Pedro Aguirre Cerda.

Hace unos años este parque fue comprometido como una obra Bicentenario, pero no se materializó en esa época. Se prometió que este parque se iba a convertir en el nuevo pulmón verde del sector sur de Santiago, tal como sucedió en el centenario de nuestra República con el Parque Forestal.

La verdad es que hoy solo las áreas inundables, con las que se pretende contener futuras inundaciones del zanjón de La Aguada, presenta una cantidad razonable de áreas verdes, el resto es una explanada de cemento y de maicillo, con árboles muy pequeños. Más que las características de un parque, que tiene las de una explanada que, seguramente, no será el lugar de esparcimiento prometido para las familias de ese sector, sino que será utilizado para la instalación de ferias persas.

Hoy, solo cuenta con 18 por ciento de áreas verdes, lo que es una cifra bajísima. Mi preocupación es que no corresponde a lo que se prometió. Siempre se dijo -no solo por este Gobierno, sino por otros anteriores- que el Parque La Aguada sería un gran pulmón verde, un gran parque para el sector, pero hoy vemos que está convertido en una explanada dura, entre cemento y maicillo, que no cumple con las características ni con las necesidades y requerimientos que tiene ese sector de la ciudad. La gente que vive en esa zona se siente discriminada, porque ve que en otros lugares de la ciudad se generan parques de buena calidad, de gran infraestructura, y que, en cambio, en los sectores más vulnerables no se destina la misma cantidad de recursos para materializar áreas verdes.

Por eso, solicito que se oficie a la ministra de Obras Públicas para que se realice una comparación entre lo que se publicitó, lo que se comprometió en el proyecto y lo que hoy se está entregando a la comunidad. Con esa información, tendremos certeza y podremos fiscalizar que lo que la comunidad está esperando sea efectivamente lo que se entregará con este proyecto.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

LECTURA DE TEXTO DE PROYECTO DE ACUERDO SOBRE CONMEMORACIÓN DE CUARENTA AÑOS DE GOLPE DE ESTADO EN CHILE (Oficio)
El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Restan dos minutos del tiempo del Comité de Renovación Nacional.

Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

El Comité Socialista ha cedido parte de su tiempo al diputado señor Tucapel Jiménez.

Tiene la palabra su señoría

El señor JIMÉNEZ (de pie).- Señor Presidente, hoy se cumplen cuarenta años del golpe militar en Chile, y el mejor homenaje que podemos hacer a las personas que cayeron luchando por la libertad y la democracia en este país es comprometernos con un verdadero “nunca más”; un “nunca más” que necesariamente debe pasar por verdad y justicia.

A continuación, voy a dar lectura a un proyecto de acuerdo que debiera haberse leído en la hora destinada a los proyectos de acuerdo. Sin embargo, una vez más la UDI no estuvo a la altura de las circunstancias, pues no dio la unanimidad para leerlo y votarlo en esa parte de la sesión. Por eso, le doy lectura en Incidentes.

Se trata de un proyecto de acuerdo firmado por 62 señores diputados, integrantes de las bancadas del Partido Demócrata Cristiano, del Partido Regionalista, del Partido Radical Social Demócrata, de la Izquierda Ciudadana, del Partido Comunista, del Partido Socialista y del Partido por la Democracia, más tres independientes. Dice: “Proyecto de acuerdo sobre los cuarenta años del golpe militar en Chile.

Considerando:

1° Que esta Cámara mediante los acuerdos que adopta puede pronunciarse sobre temas de interés general, tanto nacionales como internacionales, que expresen su preocupación por ellos.

2° Que el actual período legislativo de la Cámara de Diputados, 2010-2014, coincide con los cuarenta años de la fecha en que trágicamente nuestra República sufrió un golpe de Estado, que conmovió la conciencia de las personas humanitarias de Chile y el mundo ante la violencia política y represión de los derechos humanos cometidos por una oprobiosa dictadura impuesta más allá de toda razón y con un abuso despiadado de la fuerza.

3° Que a esta Corporación le es propio unir su quehacer legislativo y labor fiscalizadora a una permanente pedagogía de los valores de la democracia y los derechos humanos

La Cámara de Diputados acuerda:

Primero.- Compartir con el pueblo de Chile y los pueblos del mundo la lección aprendida hace cuatro décadas y que hoy nuestra memoria democrática nos pide reiterar por su plena vigencia: si la democracia es intervenida militarmente, y sus instituciones políticas dejan de someterse a la soberanía del pueblo expresada en elecciones libres, aunque ello ocurra con el argumento de que será por un tiempo breve o excepcional, es inevitable que los derechos humanos terminen siendo afectados de manera grave con un severo perjuicio para la integridad y la libertad de las personas.

Segundo.- Aclarar que a cuarenta años del golpe militar del 11 de Septiembre de 1973, la Cámara de Diputados de la República de Chile no acepta ninguna justificación del alzamiento militar que condujo al establecimiento de la dictadura de la Junta de Gobierno, presidida por el general de Ejército Augusto Pinochet y otros jefes de las Fuerzas Armadas.

En particular, esta Corporación no puede sino impugnar como carente de validez democrática el decreto ley N° 27, de 1973, que disolvió entonces el Congreso Nacional, y que dejó a la República sin sus cámaras legislativas por un período de diecisiete años.

Tercero.- Afirmar sin reservas que jamás una crisis política, social o económica en Chile debe resolverse mediante un golpe de Estado, el establecimiento de una dictadura o la violación de los derechos humanos.

Cuarto.- Sostener que es el Congreso Nacional, por su misión, el lugar donde las diferencias pueden parlamentarse y los antagonismos dar paso a la construcción de acuerdos. Por más profundos o duraderos que sean los conflictos que puedan eventualmente dividir al país, nunca será la violencia el modo de resolverlos. Confiamos en que solo la democracia y el irrenunciable respeto a los derechos humanos son la condición para un desarrollo inclusivo y una convivencia pacífica”.

(Aplausos)
Pido enviar, mediante oficio, este proyecto de acuerdo al Presidente de la República.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados presentes en la Sala que así lo indican, de lo cual Secretaría toma debida nota.

El señor CORNEJO.- Señor Presidente, pido la palabra.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente)- Tiene la palabra su señoría.

El señor CORNEJO.- Señor Presidente, solicito que ponga en votación el oficio relativo al proyecto de acuerdo que leyó el diputado Jiménez.

Si se vota, el Presidente de la República, de acuerdo con la Constitución, tiene treinta días para responder, por madio del ministro que corresponda, el acuerdo adoptado por la mayoría de los diputados presentes.

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- En Incidentes no se puede votar, señor diputado, salvo que se trate de un oficio de fiscalización a que se refiere el artículo 52, N°1), letra a), de la Carta Fundamental.

El señor CORNEJO.- Señor Presidente, en ese caso, le pido que mande el oficio.

INFORMACIÓN SOBRE ENTREVISTA A GENERAL (R) MANUEL CONTRERAS
EN SU LUGAR DE RECLUSIÓN (Oficios)

El señor DELMASTRO (Vicepresidente).- El turno siguiente corresponde al Comité Mixto, conformado por el Partido Radical Social Demócrata, Partido Comunista e Izquierda Ciudadana, el que ha cedido su tiempo al Comité Socialista.

Tiene la palabra el diputado señor Fidel Espinoza.

El señor ESPINOZA (don Fidel).- Señor Presidente, como integrante de la bancada del Partido Socialista, deseo señalar nuestro repudio más absoluto a la situación que vivió ayer el país: la declaración del señor Manuel Contreras en un centro de Gendarmería.

Es increíble que este genocida, el más brutal de los asesinos, un gusano y cobarde que violentó de manera brutal los derechos humanos, se haya permitido una vez más violentar el alma de nuestra nación con sus declaraciones.

Solicito el envío de un oficio a la señora ministra de Justicia, con el objeto de que se investiguen cada uno de los hechos que motivaron las entrevistas dadas por este señor al inte-
rior del recinto penitenciario donde cumple condena por casi cuatrocientos años, toda vez que el país conoce la forma como él ha burlado de manera sistemática las normativas de reclusión. Ha sido parte de una estrategia que, lamentablemente, ha contado con el beneplácito de unos directivos de Gendarmería, para, por ejemplo, la obtención de largas licencias médicas en el Hospital Militar durante bastante tiempo.

Reitero que lo que hizo ayer violenta el alma no solo de los socialistas, de los comunistas o de la gente de Izquierda, sino de toda nuestra nación. Al pretender ocultar hechos que son parte de la realidad, lo que hace es provocar heridas más profundas en un país que busca reconciliarse a base de verdad y justicia.

Por eso, pido oficiar a la ministra de Justicia y al Presidente de la República, a fin de que se investigue si está permitido que dé una entrevista de estas características -una verdadera conferencia de prensa al interior de un recinto penitenciario- un criminal de la calaña de Manuel Contreras; un criminal, reitero, que refleja el alma más oscura que puede haber en este país, después de la del general Pinochet. Ambos fueron parte de un sistema genocida que torturó y violó los derechos más elementales de los seres humanos.

Desde ese punto de vista, sin perjuicio del repudio generalizado por todo lo ocurrido, incluso de parte de sectores de la Derecha y del ministro del Interior, quien acaba de rechazar esos dichos, los presentes creemos que lo ocurrido es inaceptable.

No podemos dejar pasar que hechos como el mencionado acontezcan en nuestras cárceles, y que se permita dar entrevistas de ese tipo. Por eso, queremos saber quién entregó la autorización.

He dicho.

El señor DELMASTRO (Presidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados que están alzando la mano, de lo cual la Secretaría toma debida nota.

Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 14.06 horas.

TOMÁS PALOMINOS BESOAÍN,

Jefe de la Redacción de Sesiones.
X. ANEXO DE SESIÓN

COMISIÓN ESPECIAL DE SOLICITUDES DE INFORMACIÓN
Y DE ANTECEDENTES

-Se abrió la sesión a las 13.48 horas.

El señor LORENZINI (Presidente accidental).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

INFORMACIÓN SOBRE RAZONES PARA DISPONER DE DISPOSITIVO DE
CARABINEROS AL INTERIOR DE LA MUNICIPALIDAD DE COPIAPÓ, Y SOBRE DETENCIÓN DE PRESIDENTE DE LA CUT PROVINCIAL Y ACTUAL CANDIDATO A CONSEJERO REGIONAL (Oficios)

El señor LORENZINI (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Lautaro Carmona.

El señor CARMONA.- Señor Presidente, pido que se oficie al alcalde subrogante de Copiapó, con copia al alcalde titular de dicha comuna, con el objeto de que expliquen por qué en la mañana de hoy, 11 de septiembre, cuarenta años después del golpe de Estado, al inte-
rior de ese municipio existía un desproporcionado dispositivo de carabineros, lo que redundó en la detención de gran cantidad de estudiantes menores de 18 años y también del presidente de la CUT provincial y candidato a consejero regional, señor Javier Castillo, por el solo hecho de ir a dejar un documento en que se solicita que la avenida circunvalación pase a llamarse avenida Circunvalación Salvador Allende Gossens.

Pido, entonces, que el alcalde subrogante y el alcalde titular nos expliquen quién los orientó y sus razones.

Solicito, además, que se remita copia de este oficio al presidente de la CUT Provincial de Copiapó; a los concejales de Copiapó, a los presidentes de las federaciones de estudiantes, al intendente y a los consejeros regionales.

El señor LORENZINI (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría. 

SOLIDARIDAD CON TRABAJADORES EN PARO DE POTRERILLOS,
DIVISIÓN EL SALVADOR, DE CODELCO (Oficios)

El señor CARMONA.- Señor Presidente, en segundo lugar, quiero manifestar mi solidaridad con los trabajadores de planta de los sindicatos Nºs. 6 y 2, de Potrerillos, División El Salvador, de Codelco, quienes actualmente se encuentran en paro. 

Pido que se oficie a la gerencia de dicha División a fin de consultar por qué no se escucha la voz de los trabajadores, primero, la Fundación de Educacional El Salvador; después, de los subcontratistas vinculados a El Salvador por medio de la Aramark, y ahora, a los de sindicatos de trabajadores de planta. 

El gerente de la División El Salvador, de Coldeco, debe entregar la explicación del caso.

Por último, pido que se remita copia del oficio a los presidentes de los sindicatos mencionados, al presidente de la CUT provincial de Chañaral, al alcalde de Diego de Almagro y a los concejales de esa comuna. 

He dicho.

El señor CHAHÍN (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, a los cuales se adjuntará copia de su intervención, con la adhesión de quien preside accidentalmente.

AGILIZACIÓN DE TRÁMITES PARA OPERACIÓN DE VECINA DE CURACAUTÍN. PREOCUPACIÓN POR TARDANZA DE ATENCIÓN DE PERSONAS EN LISTA DE ESPERA EN HOSPITAL REGIONAL DE TEMUCO (Oficios)

El señor CARMONA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado Fuad Chahín.

El señor CHAHÍN.- Señor Presidente, solicito que se oficie al ministro de Salud, con copia a la Comisión Asesora Presidencial del Defensor Ciudadano, a fin de agilizar los siguientes trámites:

Primero -quizá el más importante-, el relativo a la señora Carmen Celina Martínez Valdebenito, cédula de identidad Nº 7.424.713-k, -dejaré en poder de la Secretaría su domicilio-, quien vive en Curacautín y padece de cálculos biliares desde 1996. 

En el 2000 fue hospitalizada por un grave ataque a la vesícula biliar y trasladada al hospital de Victoria para ser operada. Sin embargo, no la intervinieron, sino que la citaron para otra ocasión, y hasta ahora no ha sido intervenida. Hasta el momento ha tenido que soportar varias crisis por ataques a la vesícula, lo que le ha generado un conjunto de dificultades. 

Como dije, hasta ahora, en pleno 2013, todavía no la intervienen quirúrgicamente. 

La afectada dice haber enviado una carta a la Defensoría Popular, pero me imagino que se trata de la Comisión Asesora Presidencial del Defensor Ciudadano. Voy a dejar copia de esa carta en poder de la Secretaría. Pido que se remita copia de ella al ministro de Salud y a la Comisión Asesora Presidencial del Defensor Ciudadano, a fin de que adopten las medidas para que la señora Carmen sea operada a la brevedad. 

Asimismo, pido que se remita copia de esta intervención a la señora Carmen Martínez. 

En el mismo oficio, pido información del caso que afecta a la señora María Isolina Riquelme Sandoval, cédula de identidad Nº 9.366.307-1, de Vilcún -dejaré su número telefónico en poder de la Secretaría-, para quien pido que se remita copia del oficio. Ella se encuentra en lista de espera para atención de especialidad desde el 2007. 

Lo mismo respecto de la señora Irma Ruth Jara Véjar, cédula de identidad Nº 8.450.329-0, -dejaré su número de teléfono en poder de la Secretaría para que le envíen copia-, quien está desde 2011 en lista para atención de un endocrinólogo. 

Quiero que se sume a estos tres casos el de la señora Carmen Gloria Huilipán Mariano, quien espera desde 2012 hora para atención de un endocrinólogo. Su cédula de identidad es la Nº 10.375.548-4. Dejaré su número de teléfono en poder de la Secretaría para que le remitan copia de mi intervención. 

Quiero destacar que, a raíz de intervenciones de quien habla en esta Comisión, se han resuelto varios casos. Por lo tanto, me parece una buena vía para resolver este tipo de situaciones. 

Por último, pido que se incorpore el caso de la señora Nataly Acuña Soto, quien se encuentra con derivación o interconsulta para atención en hematología en el Hospital Doctor Hernán Henríquez, también conocido como Hospital Regional de Temuco. Voy a dejar copia de la solicitud de interconsulta, y espero que se agilice el trámite respectivo

He dicho.
El señor CARMONA (Presidente accidental). Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 13.58 horas.

TOMÁS PALOMINOS BESOAÍN,

Jefe de la Redacción de Sesiones.
XI. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1. Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que se inicia un proyecto de ley que establece excepción para la pesca artesanal con línea de mano de la especie jurel y que modifica regulación para establecimiento y ampliación de régimen de áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos.
(boletín Nº 9097-21).

“Honorable Cámara de Diputados:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que busca modificar el artículo 3° de la Ley General de Pesca y Acuicultura con el objeto de agregar un nuevo inciso en el literal c) relativo a eximir a la pesca artesanal de jurel con línea de mano de la cuota anual de captura y modificar asimismo, el artículo vigésimo segundo transitorio de la ley Nº 20.657, que estableció una suspensión para el establecimiento y ampliación de nuevas áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos. 

I. ANTECEDENTES.

1) Línea de mano.

El antiguo literal a) del artículo 24 de la ley 19.713, que estableció los Límites Máximos de Captura por Armador, disponía en el inciso segundo una excepción para la actividad pesquera artesanal que se ejercía con línea de mano respecto de la especie Jurel, la cual tenía por objeto reconocer una actividad de subsistencia que siempre se realizó sobre este recurso, que no afectaba la sustentabilidad del mismo.

La norma antes citada quedó sin efecto producto del vencimiento de la ley N° 19.713, hecho que se produjo el 31 de diciembre de 2012, no quedando contemplada una disposición igual en la ley N° 20.657, que modificó la Ley General de Pesca y Acuicultura, produciéndose en la práctica una situación que afecta a los pequeños pescadores artesanales que realizan la extracción con el arte de pesca línea de mano sobre el recurso Jurel, con una finalidad de subsistencia.

2) Artículo 22 transitorio de la ley N° 20.657.

Asimismo, mediante la ley N° 20.657, que modificó la Ley General de Pesca y Acuicultura, se establecieron diversas modificaciones al régimen de las áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos, destacando entre otras, la derogación de las patentes que debían pagar las organizaciones de pescadores artesanales titulares de estas áreas.

En virtud de este cambio legal se incorporó un artículo transitorio cuya intención era no entregar nuevas áreas de manejo durante el plazo de tres años desde la entrada en vigencia de la ley, permitiéndose solamente que durante este plazo se resolvieran las solicitudes de nuevas áreas y ampliaciones a las mismas que hubieren sido presentadas con anterioridad a la ley N° 20.657, agregándose además de aquellas presentadas durante los primeros seis meses de entrada en vigencia dicha ley.

Sin embargo, la redacción final del artículo vigésimo segundo transitorio de la ley 
N° 20.657 señala que no se otorgarán nuevas áreas de manejo ni ampliaciones a las mismas durante el plazo de tres años a contar de la entrada en vigencia de dicha ley, agregando que en ambos casos se considerarán ingresadas, para efectos de la ley, todas aquellas solicitudes presentadas hasta seis meses después de la entrada en vigencia de la misma sin establecer ningún tipo de excepción respecto de estas últimas. 

II. OBJETIVO DEL PROYECTO DE LEY.

En virtud de lo anterior, se presenta este proyecto de ley que agrega un nuevo inciso en el artículo 3° letra c) de la Ley General de Pesca y Acuicultura, estableciendo la excepción a la cuota global de captura respecto de la extracción de jurel que realicen los pescadores artesanales con línea de mano a bordo de embarcaciones artesanales de hasta 12 metros de eslora.

Asimismo este proyecto de ley propone la modificación del artículo vigésimo segundo transitorio de la ley N° 20.657, en el sentido de modificar la redacción del mismo, permitiendo que se puedan seguir estableciendo aquellas áreas de manejo y ampliación de las mismas que fueron solicitadas con anterioridad a la ley N° 20.657, como de aquellas que sean presentadas hasta el 9 de agosto de 2013, fecha que da cuenta del transcurso de seis meses contados desde la publicación en el diario oficial de la ley N° 20.657.

III. CONTENIDO DEL PROYECTO DE LEY.

El presente proyecto de ley aborda dos problemas: a) la omisión de la excepción que contenía el artículo 24 letra a) de la ley N° 19.713, respecto de la captura de la especie Jurel con línea de mano a bordo de embarcaciones artesanales de hasta 12 metros; b) la aclaración del sentido del artículo vigésimo segundo transitorio de la ley Nº 20.657, clarificando la intención que tuvo el legislador al momento de establecer una suspensión en el ingreso de nuevas solicitudes para el establecimiento de áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos y su ampliación.

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE LEY:

Artículo 1°.- Agrégase el siguiente inciso 9° en el artículo 3° de la Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por DS. N° 430 de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, hoy Ministerio de Economía, Fomento y Turismo:

“El desarrollo de la actividad de pesca artesanal de jurel ejercida sólo con línea de mano a bordo de embarcaciones sin cubierta de hasta 12 metros de eslora quedarán exentas de la cuota global de captura, pudiendo para estos efectos la Subsecretaría establecer un límite anual de las toneladas que quedarán exentas.”.

Artículo 2°.- Reemplázase en el artículo vigésimo segundo transitorio de la ley N° 20.657, la frase a continuación del punto seguido (.) por la siguiente: 

“Con todo, en el plazo antes señalado, podrán establecerse las áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos y ampliaciones a áreas decretadas, cuyo establecimiento u ampliación haya sido solicitado hasta el 9 de agosto de 2013 inclusive.”. 

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; FÉLIX DE VICENTE MINGO, Ministro de Economía, Fomento y Turismo.”
2. Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de acuerdo que aprueba el tratado de libre comercio entre Chile y Hong Kong, China, suscrito en Vladivostok, Federación de Rusia, el 7 de septiembre de 2012. (boletín N° 9096-10)
“Honorable Cámara de Diputados:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración, el Tratado de Libre Comercio entre Chile y Hong Kong, China, suscrito en Vladivostok, Federación de Rusia, el 7 de septiembre de 2012.

I. ANTECEDENTES


Con el objetivo de lograr una mayor apertura económica, por más de dos décadas, Chile ha enfocado su política comercial en la negociación y firma de Acuerdos de Libre Comercio. Esto ha llevado a nuestro país a concretar Acuerdos Comerciales con más del 85% del PIB mundial, convirtiéndose en un ejemplo de inserción internacional en un mundo cada vez más globalizado.

Durante la última década, Chile ha enfocado su inserción en la región del Asia, firmando Acuerdos Comerciales con Corea (2003), China (2005), P4 (Nueva Zelanda, Singapur y Brunei Darussalam - 2005), India (2006), Japón (2007), Australia (2008), Malasia (2010) y Vietnam (2011).
Hong Kong, China, es parte integral de la República Popular China, y posee el estatus de una Región Especial Administrativa (Hong Kong SAR, por sus siglas en inglés). De este modo, Hong Kong SAR, bajo el concepto “Un País, Dos Sistemas”, le ha permitido un alto grado de autonomía e independencia en el plano económico comercial. Desde 1990, la Región Especial Administrativa de Hong Kong, China, se rige por la Ley Básica de Hong Kong la cual le permite, entre otras cosas, conducir sus relaciones comerciales de manera independiente de la República Popular China.
La ubicación geográfica de Hong Kong, China, en la costa sudeste de la República Popular China, le entrega una posición estratégica privilegiada en la región Asia-Pacífico, permitiendo fortalecerse como la “puerta de entrada y salida” de bienes, servicios e inversiones desde y hacia la República Popular China y el resto de los países emergentes de esa área.
Hong Kong, China, es un mercado de aproximadamente 7 millones de habitantes, con características muy atractivas para los exportadores chilenos, dado el alto estándar de vida de su población (en 2011 el PIB per cápita fue cercano a los US$ 50.000). Además, Hong Kong, China, es dueña de una de las economías más abiertas y competitivas del planeta, habiéndose transformado en una potencia en el comercio de servicios, especialmente financieros, aéreos y marítimos.
La negociación de este Acuerdo Comercial marca un antes y un después en la relación bilateral entre ambas economías, y permitirá entre otras cosas ayudar a fortalecer el proceso de consolidación de productos, servicios e inversiones chilenas en la región.

II. EL COMERCIO DE CHILE CON HONG KONG, CHINA

La relación comercial entre Chile y Hong Kong, China ha experimentado un importante crecimiento desde el año 2003. Desde esa fecha hasta el 2011, el intercambio de bienes subió de US$ 175 millones a US$ 448 millones, lo que representa una tasa anual de expansión de 12,4%.

El dinamismo de las exportaciones chilenas se ha traducido en que, en los últimos cinco años, el saldo del comercio ha sido favorable a Chile, exhibiendo una superávit de US$ 238 millones el 2011, cifra muy superior al excedente de US$ 4 millones registrado el 2003.

Hasta el mes de agosto del presente año, el intercambio comercial ha sido de US$ 278 millones y el superávit favorable a Chile ha alcanzado los US$ 120 millones. Los embarques chilenos de frutas frescas y alimentos procesados (incluyendo salmón) concentran, en lo que va transcurrido del año, 86,9% de las exportaciones a Hong Kong, China.

En el 2011, los embarques de productos chilenos a Hong Kong, China, exhibieron un crecimiento de 6,7% respecto del año anterior, logrando US$ 339 millones. El incremento de éstos derivó, fundamentalmente, de la expansión de 30% registrado por las exportaciones de productos no mineros ni celulosa.

Las importaciones a Chile de productos de Hong Kong, China fueron de US$ 109 millones (en valores CIF), durante el 2011, y también registraron un incremento respecto del año anterior, en este caso del 50,7%. Los principales productos que explican esta variación son los aparatos de conmutación y encaminamiento, y las partes de aparatos para la recepción, conversión y transmisión o regeneración de voz.

1. Evolución de las Exportaciones

Acumuladas a Agosto del 2012, las exportaciones chilenas a Hong Kong, China, se han contraído este año en 20,9% respecto al mismo período del año anterior. Esto se debe principalmente a los menores valores registrados por los embarques de frutas, salmón, y otros alimentos procesados (excluyendo salmón).

El número de productos cubiertos en la canasta de exportaciones chilenas a Hong Kong, China, registra una clara tendencia a crecer en los últimos años, obteniendo una cifra de 230 productos el 2011. Por otra parte, el número de empresas chilenas que exportan a Hong Kong, China también ha aumentado, en este caso de manera significativa, desde 131 empresas el 2003 a las 488 registradas el 2011, lo que representa un aumento de 273%.

Las exportaciones chilenas a Hong Kong, China, actualmente se concentran en las cerezas frescas y las uvas frescas, las que en conjunto equivalen al 53,7% de las exportaciones realizadas a ese mercado en el 2011, y el 42,9% en lo que va del año 2012.

2. Evolución de las Importaciones

Acumuladas a agosto del presente año, las importaciones desde Hong Kong, China, han aumentado en 19% en comparación al mismo período del año anterior. La tendencia en los últimos años ha sido de un aumento, si bien irregular, de éstas, registrando una tasa promedio anual de 2,7% entre el 2003 y el 2011.

Chile importa una amplia canasta de productos de Hong Kong, China, contabilizando el 2011 la internación de 750 productos, en tanto que el número de empresas chilenas importadoras de productos provenientes de Hong Kong, China ha disminuido de 705 a 602, entre el 2003 y el 2011.

Los principales productos importados desde Hong Kong, China entre enero y agosto del presente año, son los aparatos de conmutación y encaminamiento; las partes de aparatos para la recepción, conversión y transmisión o regeneración de voz; los aparatos de recepción, conversación y transmisión; y los teléfonos celulares (móviles) y los de otras redes.

III. ESTRUCTURA Y CONTENIDO DEL TRATADO

El Tratado de Libre Comercio entre Chile y Hong Kong, China, es un tratado de carácter comprehensivo que consta de un Preámbulo y 19 Capítulos y su respectivos Anexos. En su contenido, el Tratado aborda distintas disciplinas, tales como: Acceso a Mercados, Reglas de Origen, Compras Públicas, Defensa Comercial, Servicios, Servicios Financieros y Asuntos Medioambientales, entre otras. Además, cabe destacar que en los márgenes de esta negociación, se acordó también la firma de un Memorándum de Entendimiento en Cooperación Laboral.

Por otro lado, Chile y Hong Kong, China, acordaron que una vez entrado en vigor el Tratado de Libre Comercio, se iniciarán negociaciones con vistas a materializar un Acuerdo en Inversiones, con el propósito de promover y proteger las inversiones en ambos territorios.
1. Comercio de Mercancías

El Capítulo 3 (Comercio de Mercancías) del Tratado de Libre Comercio es de cobertura amplia, bajo el cual prácticamente todos los productos tendrán un acceso preferencial a los respectivos mercados desde el momento de la entrada en vigencia del Acuerdo. Adicionalmente, el Tratado establece la posibilidad de consolidar las condiciones de acceso preferencial otorgadas por Hong Kong, China, a Chile en el futuro, con un 100% de preferencia para todo el universo arancelario.
En cuanto a la institucionalidad de este capítulo, las Partes acordaron la creación de un Comité de Mercancías, el cual se reunirá a solicitud de cualquiera de las Partes o de la Comisión de Libre Comercio, a fin de considerar cualquier asunto comprendido bajo este capítulo, el Capítulo 4 (Reglas de Origen), el Capítulo 5 (Procedimientos Aduaneros y Cooperación) o el Capítulo 8 (Defensa Comercial).

Respecto de las restricciones al comercio, las Partes se comprometieron a no adoptar ni mantener ninguna prohibición para exportar o importar productos cubiertos por este Tratado. Además, tampoco se podrán imponer cargos o impuestos distintos a los estrictamente relacionados con las transacciones comerciales, que impliquen una protección indirecta a la producción doméstica, o para incrementar las recaudaciones fiscales.

a. Evaluación de la Eliminación Arancelaria

En la actualidad Hong Kong, China mantiene arancel cero para todo el universo arancelario para todos los países. Como resultado de las negociaciones, Hong Kong, China, consolidó su arancel, evitando de ésta manera que a futuro pueda incrementar sus aranceles para las exportaciones originarias de nuestro país. 

b. Apertura Comercial de Chile

Por su parte, Chile otorgó a Hong Kong, China, una oferta arancelaria que incluye 3 categorías. A saber: Inmediata, 3 años y Exclusiones. Cabe destacar que buena parte de la oferta arancelaria entregada a Hong Kong, China, se basa en el Acceso a Mercado entregado con anterioridad a la República Popular China.
Como resultado de lo anterior, un 88% del universo arancelario de Hong Kong, China se beneficiará con arancel cero al momento de entrada en vigencia del Acuerdo, quedando en excepciones sólo un 2,3% de éste. En esta última categoría, se incluyen los productos con sensibilidades internas presentadas por nuestro sector privado. Entre otros, productos en banda de precios, algunos textiles y confecciones, aceros, cemento, neumáticos usados, productos de línea blanca.

c. Indicaciones Geográficas

Dentro del Capítulo 3 (Comercio de Mercancías), se incluyó un artículo relativo a Indicaciones Geográficas, el cual incorpora en un Anexo la lista de Indicaciones Geográficas protegidas en Chile conforme al ordenamiento jurídico interno. Cabe destacar, que la protección de estos productos quedará supeditada al registro marcario que tiene Hong Kong, China.
Lo anterior significa que, Hong Kong, China, otorgó un reconocimiento a las indicaciones geográficas chilenas, dentro de las cuales se encuentra el Pisco, las denominaciones de origen para vinos producidos en Chile conforme al Decreto 464 de 1994 del Ministerio de Agricultura, el Limón de Pica y la Langosta de Juan Fernández. En este contexto, puede destacarse que por primera vez se incluye en un Tratado de Libre Comercio al Limón de Pica y la Langosta de Juan Fernández, ambas indicaciones geográficas registradas recientemente en el Instituto Nacional de Propiedad Industrial.

2. Reglas de Origen

El régimen de origen del Tratado de Libre Comercio está contenido en el Capítulo 4 (Reglas de Origen) y contempla un texto normativo dividido en 2 Secciones, a saber: la Sección A, relativa a Determinación de Origen, y la Sección B, correspondiente a Procedimientos Operacionales. Además, el texto incluye un Anexo con las Reglas Específicas de Origen por producto.


En lo relativo a la Sección A (Determinación de Origen), los aspectos normativos abarcados en este Tratado incluyen: Criterios de Origen; Mercancías Totalmente Obtenidas o Producidas; Cálculo del Valor de Contenido Regional; Acumulación de Origen; Proceso y Operaciones Mínimas que no Confieren Origen; De Minimis; Expedición Directa; Tratamiento de Materiales de Empaque y Contenedores; Accesorios, Repuestos, Herramientas u Otros Materiales de Instrucción o Información; Materiales Indirectos; y Materiales Idénticos o Intercambiables.


A lo largo del capítulo se establecen los siguientes criterios para que las mercaderías adquieran el carácter de originarias: a) que sea totalmente obtenida o producida en el Área de una Parte, según lo establecido en el artículo correspondiente; b) que sea producida en el Área de una o ambas Partes, a partir de materiales originarios de una o ambas Partes; c) que sea producida en el Área de una o ambas Partes, utilizando materiales no originarios de conformidad con la Reglas Específicas definidas en el anexo correspondiente; d) que cumpla toda otra disposición aplicable de este capítulo.

En cuanto a la Sección B (Procedimientos Operacionales), ésta incluye las siguientes disposiciones: Envío directo de mercancías, Comité de Reglas de Origen y Administración Aduanera; Certificación de origen; Rectificación al certificado, Verificación de origen; Obligaciones de la autoridad competente, de los importadores y exportadores; Excepciones al certificado de origen; Determinación del origen, registros y confidencialidad; y Devolución de aranceles aduaneros y facturación por un tercer operador.

En relación al envío de mercancías que pasan por un tercer país, el Tratado contempla la posibilidad de fraccionar las mercancías y no perder el carácter originario, pudiendo entonces una parte de dichas mercancías acogerse a trato arancelario preferencial. Este elemento solamente se encuentra en los Tratados con Turquía y Malasia, el cual responde a las actuales prácticas de comercio exterior. Esta disposición permitirá que los exportadores envíen sus mercancías a algún centro de acopio y desde ahí re-destinarlas hacia otros países con los que Chile tenga acuerdos comerciales que incluyan esta disposición, disminuyendo los costos de envío en la transacción.
El proceso de certificación de origen se realiza a través de Auto certificación y contempla una futura implementación de un sistema de certificación de origen electrónico, es decir, el exportador podrá emitir el certificado de origen desde su oficina y enviarlo directamente al importador vía correo electrónico, mecanismo que facilitará de manera importante el comercio entre ambos territorios. 

En lo relativo a Reglas Específicas por Producto, el texto consta de reglas que son beneficiosas conforme a la oferta exportable de Chile. Asimismo, los sectores considerados sensibles quedaron cubiertos con una regla que contempla los intereses chilenos. En particular, se pueden destacar beneficios en lo que respecta a productos agroindustriales, plásticos, sector textil (especialmente en lo referente a prendas y complementos de vestir), fundiciones de hierro y acero (como alambre, alambrón, barras y perfiles), cobre, aluminios y sus manufacturas, artefactos mecánicos (como refrigeradores, congeladores, centrifugas, secadoras, máquinas) y material eléctrico (como aparatos eléctricos con motor de uso doméstico, calentadores, etc.), entre otros.

3. Procedimientos Aduaneros y Cooperación

El Capítulo 5 (Procedimientos Aduaneros y Cooperación) incluye el compromiso de facilitar el despacho de mercancías e intercambio de información entre ambas aduanas. Además, se acordó un compromiso entre las Partes de implementar procedimientos tales como: i) Resoluciones anticipadas para clasificación arancelaria y de origen; ii) Tecnologías de la información en sus operaciones, particularmente en el comercio sin papeles; y iii) Procedimientos que garanticen el despacho de las mercancías a más tardar dentro de las 48 horas de su arribo.

Otros elementos de este capítulo hacen mención a Publicación Anticipada, Puntos de Contacto y Cooperación Aduanera. 

Cumple además el mismo con el estándar de los capítulos vigentes en esta materia, con disposiciones que aseguran que los procedimientos aduaneros de cada Parte sean consistentes y transparentes. Igualmente, permitirá promover que los procedimientos mencionados observen los estándares y prácticas recomendadas por la Organización Mundial de Aduanas.

4. Medidas Sanitarias y Fitosanitarias.

El Capítulo 6 (Medidas Sanitarias y Fitosanitarias) se basa en los principios del Acuerdo sobre la Aplicación de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias (MSF) de la OMC y agrega compromisos que van más allá de sus disciplinas, a objeto de enfatizar los principios de transparencia, equivalencia y adaptación a las condiciones regionales.
El texto de este capítulo está basado en el Tratado de Libre Comercio con la República Popular China y tiene importantes similitudes a los Tratados suscritos por Chile con Vietnam y Malasia.
El objetivo del capítulo es facilitar el comercio de productos afectos a las medidas sanitarias y fitosanitarias de las Partes, mediante la implementación del Acuerdo MSF de la OMC y del establecimiento de canales de comunicación efectivos entre las Partes.

Además, el capítulo contempla un Sub Comité de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias, que permite reunir periódicamente a los responsables técnicos de cada Parte. Esta instancia tiene como propósito resolver dificultades y/o contingencias relacionadas con el comercio de productos agropecuarios a través de un ambiente de cooperación.

Finalmente, cabe señalar que este capítulo está sujeto al mecanismo de solución de controversias del Tratado. Además, contempla un artículo de Consultas, las que se deben llevar a cabo en un plazo de 30 días, sin perjuicio de la instancia contemplada en el capítulo de Solución de Controversias del Tratado.

5. Obstáculos Técnicos al Comercio


El Capítulo 7 (Obstáculos Técnicos al Comercio) tiene por objetivo facilitar el comercio mediante el establecimiento de un marco que evite que las normas, reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la conformidad, se transformen en una barrera innecesaria al comercio y, por otro lado, incrementar la cooperación bilateral en estas materias.


Un aspecto relevante de este capítulo es la incorporación de obligaciones relativas a transparencia, que van más allá de lo establecido en el Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio de la OMC. En este sentido, cabe destacar aquellos elementos relacionados con el proceso de notificación, aspectos de cooperación técnica bilateral, mecanismos de facilitación de comercio o cooperación regulatoria en materia de obstáculos técnicos al comercio y el establecimiento de un Sub Comité de Obstáculos Técnicos al Comercio bilateral. 


El Sub Comité de Obstáculos Técnicos al Comercio corresponde a un mecanismo para tratar los problemas bilaterales que puedan surgir entre las Partes relacionados con estas materias. Además, podrá trabajar en áreas específicas en materia de normas, reglamentos técnicos o procedimientos de evaluación de la conformidad.

6. Defensa Comercial

El Capítulo 8 (Defensa Comercial) establece que las Partes mantienen los derechos y obligaciones contraídos en el marco de los acuerdos de la OMC, en relación con la aplicación de salvaguardias, derechos antidumping y derechos compensatorios. 

Sin perjuicio de lo anterior, las Partes acordaron incluir disposiciones especiales relacionadas con la transparencia y procedimientos, en el evento que surjan solicitudes de medidas o se resuelva la apertura de investigaciones. En el caso del inicio de investigaciones por salvaguardias, se estableció el compromiso de notificar dicha circunstancia prontamente. En derechos compensatorios, se establece el compromiso de notificar por escrito antes del inicio de una investigación que involucre a la otra Parte, y a sostener consultas destinadas a encontrar una solución mutuamente aceptable. Ante solicitudes de derechos antidumping, las Partes se comprometen a notificar por escrito la recepción de una solicitud que involucre a empresas de la otra Parte.

7. Compras Públicas


El Capítulo 9 (Compras Públicas) incorpora las disciplinas y principios fundamentales de los acuerdos suscritos por Chile en esta materia, a saber: ámbito de aplicación, transparencia, principios generales (no discriminación, trato nacional, reglas de origen, offsets, valoración de la contratación), métodos de contratación, aspectos institucionales y mecanismos destinados a garantizar los derechos de los proveedores. 


Asimismo, se negociaron mejoras en las disciplinas de contratación pública, tales como transparencia en los procedimientos de publicación y adjudicación de licitaciones, o el uso de medios electrónicos en sus procesos de contratación, sin que ello imponga obligaciones adicionales a las ya comprometidas por Chile mediante su legislación y tratados internacionales previos. Junto a ello, se estandarizan los plazos para la presentación de ofertas, se establecen como métodos de contratación la licitación pública, selectiva y restringida (trato directo) y se reafirma el derecho a recurrir ante una autoridad jurisdiccional independiente frente a cualquier violación de los principios señalados. Además, se establecen obligaciones para las Partes destinadas a garantizar la existencia de sanciones penales o administrativas para enfrentar la corrupción en sus contrataciones públicas.


En relación al ámbito de aplicación de este capítulo, están cubiertas todas las contrataciones de bienes, servicios y servicios de construcción hechas por las entidades listadas por cada Parte.

Además, se contempla la creación de una Comité de Contratación Pública, cuya principal función será velar por la correcta implementación del Tratado, amén de promover la cooperación bilateral en materia de comunicaciones electrónicas, intercambio de estadísticas, entendimiento de los respectivos sistemas de contratación pública, entre otros. 

En cuanto a cobertura, el capítulo otorgará a las empresas chilenas acceso a las contrataciones públicas que realicen todas las entidades de gobierno central hongkonés (60 entidades), en igualdad de condiciones con los proveedores hongkoneses. 

En relación a los umbrales, se adoptaron los siguientes: 130.000 Derechos Especiales de Giro (DEG) para bienes y servicios y 5.000.000 DEG para servicios de construcción, que son los mismos que Hong Kong, China, tiene en sus acuerdos con EFTA, Nueva Zelanda y OMC-GPA. Chile, en tanto, tiene estos umbrales en los Tratados con la Unión Europea y EFTA.
8. Establecimiento

El Capítulo 10 (Establecimiento), garantiza a las personas naturales o jurídicas un trato no discriminatorio, para poder constituir, adquirir, o mantener una persona jurídica, sucursal u oficina de representación en el territorio de dicha Parte a fin de realizar una actividad económica.

Los compromisos recaen sobre los sectores del comercio de bienes incorporados en un anexo específico para éste capítulo. 
Cabe señalar, que los compromisos asumidos se complementan con aquellos establecidos en inversiones en servicios (modo 3 presencia comercial), correspondiente al Capítulo 11 (Comercio de Servicios). 
9. Comercio de Servicios

El Capítulo 11 (Comercio de Servicios), estableció un enfoque similar al Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios (AGCS) de la OMC. De esta manera, se contemplan compromisos para los cuatro modos de prestación (suministro transfronterizo, consumo en el extranjero, presencia comercial y presencia de personas físicas) en un sistema de listas positivas. Asimismo, cada Parte decide en su lista los sectores ante los cuales está dispuesto a asumir compromisos, junto con las condiciones específicas en que éstos serán asumidos.
De este modo, se abren determinados sectores de la economía, se crea certeza jurídica respecto de las restricciones, y se asume el compromiso de no aumentar estas limitaciones en el futuro. En este marco, la liberalización se realiza sobre la base de las disciplinas de Trato Nacional (trato no menos favorable que a los nacionales) y Acceso a los Mercados (restricción a las limitaciones numéricas no discriminatorias). 
En el texto del capítulo, además de las disciplinas antes mencionadas, se incorporan otras como: Reglamentación Nacional (regulación interna que no constituya limitaciones innecesarias al comercio de servicios), Reconocimiento (de educación o experiencia), Subsidios (incorporación de compromisos AGCS), y Denegación de Beneficios (a empresas “de papel”).
En el caso de Chile, la lista de compromisos es similar a la contemplada en el Acuerdo Suplementario de Servicios Chile - China, incluyendo además algunos sectores ya comprometidos por Chile en el marco de AGCS. Hong Kong, China, por su parte, asumió compromisos en sectores y subsectores no contemplados en su lista AGCS, tales como Servicios Arquitectónicos, Servicios de Ingeniería, Servicios Veterinarios, Servicios de Seguridad, Servicios de Investigación, Servicios de Empaquetado, Servicios de Imprenta y Publicación, Servicios Educacionales, Servicios de Alcantarillado, Servicios de Entretenimiento y Servicios de Acabado de Edificios. Asimismo, en varios sectores ya comprendidos en AGCS, se mejoró el nivel de sus compromisos. Por lo tanto, el nivel de apertura logrado, es sustancialmente mayor al de la OMC. 

10. Servicios Financieros

El Capítulo 12 (Servicios Financieros) proporciona acceso a los mercados y liberalización en el sector de servicios financieros. Es importante destacar que Hong Kong, China, se compromete a tratar a las instituciones financieras chilenas de la mima manera que a sus competidoras en el mercado Hongkonés.

En virtud de este Tratado, las instituciones financieras hongkonesas y chilenas podrán establecer o adquirir instituciones financieras en sus respectivos mercados. Hong Kong, China, y Chile estuvieron de acuerdo con algunas excepciones limitadas a este compromiso. Por ejemplo, con el fin de garantizar que en el caso de suministrar un servicio financiero a través de la presencia comercial, la persona jurídica debe estar constituida conforme a la legislación de esa Parte. En todos los casos, todas las instituciones financieras deben cumplir con los requisitos de capital, de concesión de licencias y otras regulaciones establecidas por las autoridades financieras.

Las empresas hongkonesas y chilenas serán capaces de suministrar un conjunto definido de servicios financieros en sus respectivos mercados. En el sector bancario y de valores, los servicios incluyen servicios de asesoramiento, información financiera y procesamiento de datos y servicios de gestión de carteras de fondos de inversión, entre otros. En los seguros, estos servicios incluyen seguros de vida y no vida, los servicios auxiliares de los seguros, servicios de consultoría de seguros, evaluación de riesgos e indemnización de siniestros.

En línea con la práctica de Chile, Hong Kong, China, acordó publicar en general, los proyectos de reglamentos de servicios financieros con antelación y dar a las personas interesadas una oportunidad razonable para comentar sobre ellos.

Además, el Tratado establece un marco para que los expertos de Hong Kong, China y Chile puedan discutir temas relacionados a los servicios financieros.

11. Competencia

En el Capítulo 13 (Competencia) las Partes reconocen la importancia de promover mercados abiertos y competitivos, a través de la aplicación efectiva de políticas de competencia. Además, se comprometen a dar especial atención a las prácticas anticompetitivas para evitar que eventuales restricciones o distorsiones en la competencia, afecten el intercambio de bienes y servicios.
Se incluyen compromisos en materia de promoción de la competencia, relativos a transparencia y cooperación entre las autoridades de comercio y competencia. También se acordaron compromisos en cooperación e intercambio de información, a través de asistencia técnica y notificaciones. Además, las Partes acordaron sostener consultas sobre prácticas anticompetitivas que puedan afectar el comercio y las inversiones. Otro compromiso en este ámbito es la revisión del capítulo en tres años, con vista a establecer etapas adicionales considerando los desarrollos en esta área.
Por último, y como ha sido habitual en los acuerdos comerciales suscritos por nuestro país, los compromisos en esta materia no están sujetos al mecanismo de solución de controversias del Tratado. 
12. Medioambiente

El Capítulo 14 (Medioambiente) es de carácter comprehensivo y acorde con la política seguida por Chile en estas materias, destinada a incorporar la dimensión ambiental en los Tratados de Libre Comercio con sus socios comerciales.

El contenido de este capítulo es similar a los Acuerdos de Cooperación Ambiental del P4 y Panamá y al Tratado firmado por Chile con Colombia. Entre sus objetivos destaca el mejoramiento de las capacidades y potencialidades de las Partes para abordar las materias ambientales; promover mediante un enfoque colaborativo el cumplimiento de los compromisos asumidos por las Partes; y facilitar el diálogo y la interacción de una manera colaborativa con el fin de fortalecer la más amplia relación entre las Partes.

En él las Partes confirman su intención de continuar esforzándose para alcanzar altos niveles de protección ambiental y cumplir con sus respectivos compromisos ambientales multilaterales; reconocen que es inapropiado establecer o utilizar sus leyes, regulaciones, políticas y prácticas ambientales con fines comerciales proteccionistas, y que es inapropiado debilitar o abstenerse de hacer cumplir o administrar sus leyes y regulaciones ambientales para alentar el comercio y la inversión; y se comprometen a respetar el derecho soberano de cada una de ellas para establecer, administrar y hacer cumplir sus propias leyes, regulaciones y políticas ambientales de acuerdo con sus prioridades.
Por otro lado, las Partes acuerdan establecer un marco de colaboración como un instrumento que proporciona mayores oportunidades para profundizar los compromisos comunes relativos a la protección medio ambiental en el marco de este capítulo, teniendo en cuenta sus respectivas prioridades y recursos disponibles. Las Partes podrán fomentar la creación y desarrollo de contactos directos, incluyendo los sectores no gubernamentales y otras organizaciones, según corresponda, en el ámbito de la protección del medio ambiente.

Se establece una institucionalidad simple, representada por un punto nacional de contacto a objeto de facilitar la comunicación entre las Partes. Se contempla además la posibilidad de que la Partes se reúnan para el diálogo en materias de interés mutuo y considerar áreas potenciales de cooperación.

Se establece asimismo un mecanismo de consultas para resolver cualquier cuestión que pudiera surgir entre las Partes respecto a la interpretación y aplicación del capítulo. En caso que la cuestión no sea resuelta en el proceso de consultas iniciales, se prevé la posibilidad de remitirla posteriormente a la Comisión de Libre Comercio del Tratado para su discusión.

El Tratado, entre otras cosas, contribuirá a que Chile sea reconocido y valorado como un país que adhiere firmemente a los principios de desarrollo sostenible, y se esfuerza por armonizar el crecimiento económico con la equidad social, la protección del medio ambiente y la conservación de los recursos naturales.

13. Transparencia


El Capítulo 15 (Transparencia) contempla las reglas generales en materia de transparencia aplicables a todo el Tratado, sin perjuicio de reglas particulares que pudiesen existir en determinados capítulos.


De esta forma, se contempla la obligación de publicar o poner a disposición pública las leyes y regulaciones relativas a cualquier asunto cubierto por el Tratado. Del mismo modo, se establece la obligación de notificar toda medida que pueda afectar el funcionamiento del Tratado y proporcionar información y responder preguntas sobre tales medidas. 


Además, se establecen principios relativos al debido proceso en los procedimientos administrativos, y la obligación de contar con tribunales y procedimientos para revisar y, eventualmente, corregir decisiones administrativas. 


Finalmente, se establecen puntos de contacto para facilitar las comunicaciones entre las Partes.

14. Administración


El Tratado establece en el Capítulo 16 (Administración) una Comisión de Libre Comercio compuesta por funcionarios de gobierno de cada Parte y co-presidida por funcionarios de gobierno de alto rango de las Partes, que será la responsable de la administración del Tratado y de su apropiada implementación. Dentro de sus atribuciones le corresponde, entre otras, revisar el funcionamiento general del Tratado, supervisar el trabajo de los Comités, Sub Comités, grupos de trabajo y puntos de contacto, buscar resolver las controversias entre las Partes, considerar y recomendar enmiendas al Tratado y, en general, cumplir cualquier otra función que las Partes puedan acordar. 


La Comisión de Libre Comercio se reunirá por primera vez durante el primer año de vigencia del Tratado y posteriormente, con la frecuencia que las Partes acuerden. 

15. Solución de Controversias


El Tratado contempla en el Capítulo 17 (Solución de Controversias), un mecanismo aplicable a la prevención o solución de controversias entre las Partes relativas a la interpretación, implementación o aplicación del mismo.

El mecanismo consta de dos etapas: consultas y arbitraje. No obstante, las Partes podrán, en cualquier momento, solicitar buenos oficios, la conciliación o la mediación.


Si el asunto no se resuelve en las consultas, la Parte reclamante puede solicitar el establecimiento de un tribunal arbitral, compuesto de tres árbitros. Este tribunal emitirá, en primera instancia, un proyecto de informe y, posteriormente, un informe definitivo y vinculante para las Partes.


Si la Parte reclamada no cumple el informe en los plazos correspondientes, las Partes deben iniciar negociaciones con el objeto de alcanzar una compensación satisfactoria. Si no se alcanza un acuerdo a este respecto, la Parte reclamante puede suspender la aplicación a la Parte demandada de concesiones y otras obligaciones previstas en el Tratado.


Además, se incluye una cláusula de elección de foro, mediante la cual, si el asunto que origina la controversia está previsto tanto en el Tratado como en otro acuerdo en que las Partes sean parte, la Parte reclamante puede elegir el foro ante el cual se resolverá la controversia.

16. Excepciones


Dentro del Capítulo 18 (Excepciones), se incorporan al Tratado, mutatis mutandis, el Artículo XX del GATT 1994 y sus notas interpretativas, y el Artículo XIV del GATS, incluidos sus pies de página.


Se establecen, además, excepciones fundadas en razones de seguridad, balanza de pagos, tributación y divulgación de la información.

17. Disposiciones Finales


El último capítulo del Tratado establece las disposiciones relativas a los anexos y notas a pie de página, modificaciones, sucesión de tratados o acuerdo internacionales, Memorándum de Entendimiento en Cooperación Laboral, entrada en vigor y terminación y textos auténticos del Tratado. 


Asimismo, se acordó una cláusula evolutiva en virtud de la cual las Partes iniciarán negociaciones para un capítulo de Inversiones, una vez que el Tratado haya entrado en vigor. Para este efecto, las Partes intercambiaron Notas Diplomáticas en las cuales se fijaron los términos de referencia de la futura negociación.

PROYECTO DE ACUERDO:

“ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébase el “Tratado de Libre Comercio entre Chile y Hong Kong, China”, suscrito en Vladivostok, Federación de Rusia el 7 de septiembre de 2012.”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; ALFREDO MORENO CHARME, Ministro de Relaciones Exteriores; FELIPE LARRAÍN 
BASCUÑÁN, Ministro de Hacienda; FÉLIX DE VICENTE MINGO, Ministro de Economía, Fomento y Turismo; LUIS MAYOL BOUCHON, Ministro de Agricultura.”
Informe Financiero
Proyecto de Acuerdo que aprueba el Tratado de Libre Comercio entre Chile y Hong Kong, China, suscrito en Vladivostok, Federación de Rusia,

el 07 de septiembre de 2012.
Mensaje Nº 015-361
I. ANTECEDENTES

El Tratado que se somete a consideración en el presente proyecto de acuerdo se compone de un Preámbulo y 19 Capítulos y sus respectivos Anexos. En su contenido, el Tratado aborda distintas disciplinas, tales como: Acceso a los Mercados, Reglas de Origen, Compras Públicas, Defensa Comercial, Servicios Financieros y Asuntos Medioambientales, entre otras. Además, acuerda la firma de un Memorándum de Entendimiento sobre Cooperación Laboral.

II. EFECTO DEL PROYECTO SOBRE EL PRESUPUESTO FISCAL.

1. El presente proyecto contempla una desgravación progresiva del comercio con Hong Kong, China, que, en el caso de las exportaciones desde ese país a Chile, se lleva a efecto en tres etapas y en plazo máximo de tres años. Específicamente, el Tratado contempla que, aproximadamente el 88% del valor de los productos importados en Chile desde Hong Kong, China, ingresará al mercado nacional con arancel cero desde su entrada en vigencia. El resto de las importaciones, verá reducido progresivamente el arancel que las grava, llegando al 97,7% de las importaciones en el tercer año desde su entrada en vigencia. El 2,3% restante cae dentro de la categoría, se incluyen los productos tales como: productos en bandas de precios, algunos textiles y confecciones, aceros, cemento, neumáticos usados y productos de línea blanca.


2. El impacto fiscal del Tratado está dado por la menor recaudación por concepto de arancel aduanero e IVA asociado a importaciones, registrados como impuestos en el Presupuesto de la Partida 50, Tesoro Público.


Los cálculos del impacto han sido efectuados sobre la base de la información asociada a importaciones ingresadas, informadas por Aduanas. Éstas alcanzaron a US$ 24,6 millones, utilizando el esquema de desgravación detallado en el Tratado. Este monto de importaciones registradas el año 2012 se utilizará durante los tres años de desarrollo del Tratado, hasta llegar a la situación en régimen, suponiendo un escenario sin variación en ese valor.


3. La cuantificación de los menores ingresos fiscales se realiza comparando la recaudación de arancel aduanero e IVA para cada categoría de productos, definida ésta según el calendario de desgravación de ambos escenarios, es decir, con y sin Tratado. Esa recaudación es el resultado de la fórmula [M*(t+(1+t)*0,19)], donde M es igual al valor de las importaciones en dólares desde Hong Kong, China, de cada categoría y t, es la tasa porcentual arancelaria.


4. Suponiendo que el Tratado sometido a aprobación entra en vigor en el mes de enero de 2014, los menores ingresos fiscales en dicho año por concepto de aranceles e IVA de importaciones totalizan US$ 1.445 miles.


Este impacto se acrecienta progresivamente, con las etapas de reducción de la tasa arancelaria, hasta alcanzar los US$ 1.682 miles en régimen el año 2016, según se detalla a continuación:

	Menores ingresos anuales por impuestos por aplicación del Tratado de Libre Comercio con Hong Kong, China.



	-Primer año:
	US$ 1.445 miles

	-Segundo año:
	US$ 1.563 miles

	-Tercer año:
	US$ 1.682 miles


5. Por último, cabe destacar que el presente proyecto no implica gastos para el Fisco.


(Fdo.): ROSANNA COSTA COSTA, Directora de Presupuestos.”
3. Oficio de S.E. el Presidente de la República. (boletín N° 7976-13)

Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del siguiente proyecto de ley:

	7976-13
	Modifica las normas de los trabajadores agrícolas establecidas en el Código del Trabajo.

	
	



Dios guarde a V.E.


(Fdo.): SEBASTIAN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Ministro Secretario General de la Presidencia.”
4. Oficio del Senado. (boletín N° 9078-07)
“Valparaíso, 10 de septiembre de 2013.


Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que, con motivo de la Moción, informe y antecedentes que se adjuntan, el Senado ha dado su aprobación a la siguiente iniciativa, correspondiente al Boletín número 9078-07:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Constitución Política de la República:


1) Sustitúyese el inciso primero del artículo 47, por el siguiente:


“La Cámara de Diputados está integrada por miembros elegidos en votación directa por distritos electorales. La ley orgánica constitucional respectiva determinará el número de diputados, los distritos electorales y la forma de su elección.”.


2) Reemplázanse los incisos segundo y tercero de la disposición decimotercera transitoria, por el siguiente:


“Las modificaciones a la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios que digan relación con el número de senadores y diputados, las circunscripciones y distritos existentes, y el sistema electoral vigente, requerirán del voto conforme de las tres quintas partes de los diputados y senadores en ejercicio.”.”.

-o-

Hago presente a Vuestra Excelencia que este proyecto de reforma constitucional fue aprobado, tanto en general cuanto en particular, con el voto favorable de 25 Senadores, de un total de 38 en ejercicio, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 de la Constitución Política de la República.

-o-

Dios guarde a Vuestra Excelencia.

(Fdo.): JORGE PIZARRO SOTO, Presidente del Senado; MARIO LABBÉ ARANEDA, Secretario General del Senado.”
5. Oficio del Senado. (boletín N° 8576-11)

“Valparaíso, 10 de septiembre de 2013.


Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el Senado ha aprobado la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas con ocasión de la tramitación del proyecto de ley que sanciona la comercialización del hilo curado, correspondiente al Boletín N° 8576-11.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a Vuestra Excelencia.

(Fdo.): JORGE PIZARRO SOTO, Presidente del Senado; MARIO LABBÉ ARANEDA, Secretario General del Senado.”
Informe de la Comision Mixta encargada de proponer la forma y modo de superar las discrepancias producidas entre el Senado y la Cámara de Diputados, respecto del proyecto de ley que sanciona la comercialización del hilo curado. (boletín Nº 8576-11)

“Honorable Senado:

Honorable Camara de Diputados:


La Comisión Mixta constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponer la forma y modo de resolver las divergencias surgidas entre el Senado y la Cámara de Diputados, durante la tramitación del proyecto de ley individualizado en la suma, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín, Francisco Chahuán Chahuán, Fulvio Rossi Ciocca, Mariano Ruiz-Esquide Jara y Gonzalo Uriarte Herrera.


El Senado, en sesión de fecha 4 de septiembre de 2013, designó como miembros de la Comisión Mixta a los integrantes de su Comisión de Salud, los Honorables Senadores señora Ximena Rincón González y señores Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín, Fulvio Rossi Ciocca y Gonzalo Uriarte Herrera.


La Cámara de Diputados, por su parte, en sesión de fecha 5 del mismo mes, designó como integrantes de dicha Comisión a los Honorables Diputados señoras Andrea Molina Oliva y Marisol Turres Figueroa y señores Enrique Accorsi Opazo, Leopoldo Pérez Lahsen y Matías Walker Prieto. Porsteriormente la Cámara reemplazó al Honorable Diputado señor Leopoldo Pérez Lahsen por el Honorable Diputado señor Pedro Browne Urrejola. 

.
Citada por el señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 10 de septiembre en curso, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señora Ximena Rincón González y señores Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín, Fulvio Rossi Ciocca y Gonzalo Uriarte Herrera y Honorables Diputados señoras Andrea Molina Oliva y Marisol Turres Figueroa y señores Enrique Accorsi Opazo, Pedro Browne Urrejola y Matías Walker Prieto. Se eligió en forma unánime como Presidenta a la Honorable Senadora señora Ximena Rincón González y de inmediato la Comisión Mixta se abocó al cumplimiento de su cometido.


A la sesión en que se consideró este asunto asistieron, además de los miembros de la Comisión Mixta, la Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Cecilia Pérez Jara; su Jefe de Gabinete, señor Pablo Urquízar; la asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Danielle Courtin Díaz, y los asesores de los Honorables Senadores señora Rincón y señor Chahuán y de la Honorable Diputada señora Molina, señora Labibe Yumha, señor Marcelo Sanhueza y señora Francisca Navarro, respectivamente.

-o-
LAS DISCREPANCIAS


Se hace presente que el Senado, en el tercer trámite constitucional, rechazó todas las enmiendas que introdujo la Cámara de Diputados en el segundo trámite, en el ánimo de abrir una instancia que permitiera perfeccionar la iniciativa, a fin de asegurar su eficacia. La Comisión Mixta las resolvió en conjunto, mediante la proposición que se consigna más adelante.

Artículo 1°


El Senado, en el primer trámite constitucional, aprobó un texto del siguiente tenor:


“Artículo 1°.- El que use o facilite la utilización de hilo curado será sancionado con multa de dos a diez unidades tributarias mensuales.


El que produzca, acopie o comercialice hilo curado será castigado con la pena de presidio menor en su grado mínimo y multa de diez a cien unidades tributarias mensuales.”.


La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, lo reemplazó por el siguiente:


“Artículo 1°.- El que fabrique, transporte, comercialice o utilice cualquier clase de hilo curado, será sancionado con la pena de reclusión menor en su grado mínimo y multa de entre cien y quinientas unidades tributarias mensuales.


Sólo estará eximido de este tipo penal quien transporte o utilice hilo curado para actividades de volantinismo, en los términos de los artículos 3° y 4° de esta ley, siempre y cuando el hilo curado cumpla con las especificaciones de un hilo de competencia establecido en el 
artículo siguiente.


Las penas establecidas en el inciso primero de este artículo se impondrán sin perjuicio de las que correspondan a los demás delitos que se cometieren con motivo o con ocasión de la utilización del material a que se refiere dicho inciso.


La autoridad competente dispondrá el decomiso y destrucción inmediata del hilo curado confiscado.”.

Artículo 2°


El Senado, en el primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto:


“Artículo 2°.- Para los efectos de esta ley se entenderá por hilo curado cualquier hilo, ya sea de algodón, plástico, fibra sintética, lino o metal, recubierto por un pegamento unido a un abrasivo, como cristal, vidrio, elemento mineral o polvo metálico de cualquier naturaleza.


Se entenderá por hilo de competencia aquel hilo de algodón de grosor número 24, recubierto por una mezcla de gelatina industrial de origen animal y cuarzo microgranulado entre 0,042 y 0,053 micras.


No estarán afectas a las sanciones del artículo 1° la producción, acopio, comercialización, facilitación y uso de hilo de competencia por personas afiliadas a organizaciones o asociaciones deportivas de volantinismo reconocidas oficialmente, destinado a su empleo en competencias de dicha disciplina deportiva.”.


En el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados incorporó, en el inciso tercero, después del vocablo “oficialmente”, la expresión “por el Ministerio del Deporte”.

Artículo 3°


El Senado, en el primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto:


“Artículo 3°.- La actividad de volantinismo con hilo de competencia sólo podrá ser desarrollada por mayores de edad con inscripción al día en los clubes y asociaciones constituidos conforme a la ley N° 19.712.


Dicha actividad se deberá ejercer en los lugares que determine la autoridad competente, los que deberán tener el equipamiento de primeros auxilios respectivo y estar, a lo menos, a quinientos metros de distancia de cualquier sitio en que la integridad física de las personas pueda resultar expuesta en cualquier forma.”.


La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, sustituyó, en el inciso segundo, la expresión “la autoridad competente” por “el municipio respectivo”.

Artículo 4°


En el primer trámite constitucional, el Senado aprobó un texto del siguiente tenor:


“Artículo 4°.- La elaboración del hilo de competencia deberá realizarse por fabricantes registrados, autorizados y sometidos a fiscalización por la autoridad competente.


No se comprenderá en la definición del artículo 2° el hilo de competencia que se utilice por los volantinistas con inscripción al día en los clubes y asociaciones constituidos conforme a la ley N° 19.712.”.


La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, sustituyó, en el inciso primero, la expresión “la autoridad competente” por “el municipio respectivo”.

-o-
DEBATE Y VOTACIÓN


La moción original, que ingresó a tramitación el 5 de septiembre de 2012, constaba de un único artículo, que penalizaba la producción, comercialización, tenencia, uso o facilitación del uso de hilo curado. En la misma época los Honorables Diputados señores Leopoldo Pérez Lahsen, Pedro Browne Urrejola, Pepe Auth Stewart, Mario Bertolino Rendic, Rosauro Martínez Labbé, Cristián Mockeberg Bruner, David Sandoval Plaza, Alejandro Santana Tirachini, Frank Sauerbaum Muñoz y Matías Walker Prieto presentaron una moción de contenido similar, sin embargo, por encontrarse ambas iniciativas en diferentes trámites legislativos, no resultaba posible fusionarlas.


En el trámite reglamentario de segundo informe la idea matriz se desarrolló, en el sentido de distinguir y definir hilo curado e hilo de competencia, de excluir de sanción y regular este último, así como la actividad del volantinismo, que emplea precisamente hilo de competencia, y de diferenciar la sanción, según la diferente gravedad de la conducta típica penalizada.


En el segundo trámite constitucional, ya en la discusión en Sala, la Cámara de Diputados introdujo modificaciones en lo relativo a elevar las penas y a especificar en algunos preceptos que la autoridad competente en las materias que en ellos se regula es la municipal o la deportiva.


En esta etapa, la Comisión Mixta propone un texto que recoge las ideas y aportes efectuados por la Cámara de Diputados y sus integrantes, reordena las disposiciones del proyecto, comienza por definir algunos conceptos, sienta las bases regulatorias de la actividad del volantinismo en armonía con las leyes N° 19.712, Ley del Deporte, y N° 20.686, que crea el Ministerio del Deporte, y armoniza las sanciones a las infracciones a sus normas, de manera que ellas sean efectivamente disuasivas de actividades que el legislador configura como ilícitas y se integren armónicamente en el ordenamiento punitivo chileno.


Es así como el artículo 1° define hilo de competencia e hilo curado. En la descripción del primero se han incorporado elementos aportados por la Agrupación Cultural y Social de Artesanos del Volantín de Chile. Estas definiciones son necesarias para que las conductas tipificadas en el artículo 4° no sean una ley penal en blanco.


El artículo 2° regula la actividad productiva y comercial relacionada con el volantín y dispone que quienes se dediquen a ellas deberán estar inscritos y autorizados por la autoridad sanitaria y municipal que de acuerdo con las respectivas normas vigentes tienen competencia para ello. Lo mismo se aplica a la fiscalización de ambas actividades.


Es de destacar que, siguiendo un criterio sugerido por la Agrupación Cultural y Social arriba mencionada, inspirado en un principio precautorio que vela por la seguridad de las personas, se prohíbe la venta a menores.


El artículo 3° se ocupa del volantinismo y diseña las bases de un marco normativo para su ejercicio. La actividad podrá ser desarrollada por mayores de edad que integren clubes constituidos según la normativa de la Ley del Deporte. También se especifican algunas medidas de seguridad en resguardo de la integridad de las personas, que serán aplicadas por los municipios, de acuerdo con las atribuciones que les otorga su ley orgánica constitucional, contenida en el decreto con fuerza de ley 

N° 1, del Ministerio del Interior, de 2006.


Finalmente, se ha colocado como artículo 4° y final el que impone sanciones a distintas conductas violatorias de las normas del proyecto. 


Allí se diferencian las penas según el grado de gravedad de la conducta. En el caso de fabricantes, acopiadores y comerciantes, además de la pena corporal, se consulta una multa elevada, entre 100 y 500 unidades tributarias mensuales, porque la finalidad es impedir que una actividad que puede ser muy lucrativa permita incorporar a los costos la sanción pecuniaria. Multas de menor entidad, entre 2 y 50 unidades tributarias mensuales, se pueden imponer a quienes usen o faciliten el uso de hilo curado y a los que fabriquen o usen hilo de competencia infringiendo las normas que regulan esas actividades.


En el caso del transporte, se exige dolo específico, para evitar castigar que quien ejerza esa actividad ignorando el contenido de lo que transporta, como puede ser el conductor de un bus que recibe una encomienda, por ejemplo.


Cabe destacar que el inciso tercero tiene por finalidad hacer posible la detención y, por consecuencia, la incautación del hilo curado o de competencia que haya servido para el delito. Además, se estipula que las penas por los ilícitos tipificados en el proyecto no excluyen aquellas en que puedan incurrir sus autores por la comisión de otros delitos, por ejemplo, lesiones, muerte o daños.


-Las disposiciones del texto alternativo que se propone fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Rincón y señores Chahuán, Girardi, Rossi y Uriarte y los Honorables Diputados señoras Molina y Turres y señores Accorsi, Browne y Walker.

-o-
PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA


En mérito de lo expuesto, vuestra Comisión Mixta, a fin de resolver las discrepancias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional con ocasión de la tramitación de la iniciativa legal en informe, propone aprobar, en una sola votación, el siguiente 

“PROYECTO DE LEY:


Artículo 1°.- Es hilo de competencia el que tiene un color visible y está conformado exclusivamente de algodón, de no más de tres hebras trenzadas, que no excede 0,5 milímetros de grosor, al cual se adhiere, con un adhesivo constituido únicamente por gelatina de origen animal o vegetal, cuarzo microgranulado de tamaño entre 0,042 y 0,053 micras, producido por fabricantes autorizados conforme al artículo siguiente.


Es hilo curado el que no cumple con las especificaciones del inciso anterior, por ejemplo, el que incluye plástico, fibra sintética, lino o metal o al cual se ha adherido algún elemento o compuesto abrasivo o cortante como cristal o vidrio molido, elemento mineral, polvo esmeril o metálico o granos de cuarzo de mayor aspereza.


Artículo 2°.- La fabricación y comercialización del hilo de competencia deberá realizarse por personas registradas, autorizadas y sometidas a fiscalización por la autoridad sanitaria y municipal competente, según determine el reglamento de esta ley. Se prohíbe la venta a menores de edad.


Artículo 3°.- La actividad de volantinismo con hilo de competencia sólo podrá ser desarrollada por personas mayores de edad, con inscripción al día en clubes y asociaciones constituidos conforme a la ley N° 19.712.


Dicha actividad se deberá ejercer en los lugares que determine la autoridad municipal competente, los que deberán estar señalizados, tener el equipamiento de primeros auxilios respectivo y estar ubicados, a lo menos, a doscientos metros de distancia de cualquier sitio en que la integridad física de las personas pueda resultar expuesta en cualquier forma o en que puedan ser afectados los tendidos eléctricos.


Artículo 4°.- El que fabrique, acopie o comercialice hilo curado será castigado con la pena de presidio menor en su grado mínimo y multa de cien a quinientas unidades tributarias mensuales. 


El que use o facilite el uso de hilo curado será sancionado con multa de dos a cincuenta unidades tributarias mensuales. La misma sanción se aplicará al que a sabiendas transporte hilo curado y al que fabrique o use hilo de competencia con infracción de lo dispuesto en los artículos 2° y 3°.


En el caso del inciso anterior será aplicable lo que dispone el inciso cuarto del artículo 134 del Código Procesal Penal.


Las penas anteriores se impondrán sin perjuicio de las que correspondan a otros delitos que se cometieren con motivo u ocasión de las conductas descritas en este artículo.”.

-o-

Acordado en sesión realizada con fecha de hoy, con asistencia de los Honorables Senadores señora Ximena Rincón González y señores Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín, Fulvio Rossi Ciocca y Gonzalo Uriarte Herrera y Honorables Diputados señoras Andrea Molina Oliva y Marisol Turres Figueroa y señores Enrique Accorsi Opazo, Pedro Browne Urrejola y Matías Walker Prieto.


Valparaíso, a 10 de septiembre de 2013.


(Fdo.): FERNANDO SOFFIA CONTRERAS, Secretario de la Comisión Mixta”.

6. Certificado de la Comisión de la Cultura y las Artes. (boletín N° 7970-24)

“Valparaíso, 10 de septiembre de 2013.


La Secretaria de Comisiones que suscribe, certifica:


Que el proyecto de ley originado en un moción de los Diputados Sergio Aguiló Melo, Lautaro Carmona Soto, Cristina Girardi Lavín, Hugo Gutiérrez Gálvez, Marcelo Schilling Rodríguez, Guillermo Teillier Del Valle y Pedro Velásquez Seguel que establece el día nacional de las personas de edad (Boletín Nº 7.970-24), fue tratado en esta Comisión de Cultura y las Artes, en la sesión de hoy 10 de septiembre de 2013, con la asistencia de los Diputados señores De Urresti, Espinosa, Goic, Farías, Schilling y Torres (Presidente).


Dicha sesión tuvo el sólo efecto de conocer, en primer tramite constitucional y segundo reglamentario, una indicación de la diputada señora Carolina Goic, y de los diputados señores Alfonso De Urresti, Enrique Jaramillo, Tucapel Jiménez, Sergio Ojeda, Leopoldo Pérez, Manuel Rojas, René Saffirio, David Sandoval, Guillermo Teillier, Jorge Ulloa, Carlos Vilches y Felipe Ward, para sustituir el título del proyecto por el siguiente:


“Proyecto de ley que establece el día nacional del adulto mayor.”.


Dicha indicación, sin discusión, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes (6 votos a favor), señores De Urresti, Espinosa, Goic, Farías, Schilling y Torres (Presidente).


Por acuerdo unánime de los Diputados presentes, se acordó asimismo, emitir un certificado a modo de informe, que permita a la Sala tomar conocimiento de la aprobación de dicha indicación.


Por acuerdo unánime, se determinó que informara a la Sala el Diputado Víctor Torres Jelves.


Por tanto, el proyecto de ley que se propone aprobar es del siguiente tenor:

“ESTABLECE EL DÍA NACIONAL DEL ADULTO MAYOR”

“Artículo único.- Establécese el 1 de octubre como Día Nacional del Adulto Mayor.  En ese día se programarán diversas actividades en todo el país para celebrar y relevar los principios y derechos de los adultos mayores.”.

(Fdo.): ANA MARÍA SKONIC DEFILIPPIS, Abogada Secretaria de la Comisión”.

7. Informe de la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo rural
recaído en el proyecto de ley que modifica las normas de los trabajadores
agrícolas establecidas en el Código del Trabajo. (boletín N° 7976-13).

“Honorable Cámara:


La Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural, en cumplimiento del acuerdo adoptado por la Sala de la Corporación en sesión 91ª, de fecha 5 de octubre de 2011, pasa a informar el proyecto de ley del epígrafe, de origen en un mensaje, en primer trámite constitucional y primero reglamentario.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.

1) Idea matriz o fundamental del proyecto.


La idea matriz del proyecto de ley, según lo expresa el informe de la Comisión técnica, es modificar las normas del Código del Trabajo que rigen el trabajo de los trabajadores agrícolas, la que se encuentra desarrollada en un artículo único y uno transitorio.

2) Normas de carácter orgánico constitucional o de quórum calificado.


La Comisión suscribe la calificación efectuada por la Comisión de Trabajo y Seguridad Social en orden que a no existen en este proyecto de ley normas de quórum calificado.


No obstante, considera que el inciso primero del artículo 88 bis tendría el carácter de ley orgánica constitucional de aprobarse la indicación propuestas por esta Comisión a dicho inciso. 

3) Normas que requieren conocimiento de la Comisión de Hacienda.


La Comisión al igual que lo hizo la técnica, concuerda en que no hay disposiciones que requieran ser conocidas por la Comisión de Hacienda.

4) Aprobación en general del proyecto.


El proyecto de ley ha sido aprobado en general por la Comisión de Trabajo y Seguridad Social.


Por tanto, esta Comisión sólo se pronunciará sobre el texto de la iniciativa legal aprobada por dicha instancia legislativa.

5) Diputado informante.


Se designó como diputado informante al señor Frank Sauerbaum Muñoz.

-o-

Durante el análisis de esta iniciativa legal, la Comisión contó con la colaboración del Ministro de Agricultura, don Luis Mayol; del asesor legislativo del Ministerio de Agricultura, don Andrés Meneses; de representantes de organizaciones campesinas; empresarios agrícolas; agricultores y de expertos en el área de regulación laboral.

II. ANTECEDENTES Y FUNDAMENTOS DEL PROYECTO DE LEY.

a) Antecedentes.


El proyecto de ley ingresó a tramitación en octubre del año 2011, y tenía por objetivo reestructurar el Capítulo II, contenido en el Título II del Libro I del Código del Trabajo, que regula el contrato de los trabajadores agrícolas, e incorporar nuevas disposiciones para adecuar la normativa a la realidad agrícola. Con ello, se materializaba un anuncio de S.E. el Presidente de la República realizado el 21 de mayo de ese año.


El mensaje, destaca que desde hace algunos años estamos frente a un proceso de profundos cambios en la forma en que se desarrolla el trabajo en el campo, que es realizado por más de dos millones de personas para los que la agricultura es mucho más que una actividad económica, es una forma y un estilo de vida, donde se desarrollan nuestras mejores tradiciones, costumbres y valores, personas que hoy en día, sienten la necesidad de buscar un equilibrio entre su vida laboral y familiar. En efecto, el mensaje añade que factores como la incorporación de la mujer al mundo laboral, han impulsado cambios normativos destinados a ir recogiendo esta realidad. 


Asimismo, se enfatiza que esta rama de la actividad económica del país no ha quedado ajena a los cambios y así es como da cuenta de la participación femenina, que ha resultado ser un factor determinante en la mano de obra del sector. De hecho, de acuerdo a datos del Instituto Nacional de Estadísticas, durante el año 2010, de un total de 650.000 trabajadores en el punto más alto de la temporada, 198.000 fueron mujeres. Además, se ha venido dando un fenómeno cada vez más masivo, consistente en la migración de la fuerza laboral desde las localidades rurales hacia la ciudad.


Todo ello, ha llevado al Gobierno a potenciar esta actividad, para lo cual una de las medidas adoptadas es el proyecto de ley en informe que comprende normas que conforman un estatuto especial para el trabajador agrícola.


El mensaje, además, destaca que esta iniciativa legal se inserta dentro de una política de diálogo social. En efecto, el contenido de esta propuesta fue desarrollado por los propios actores del sector, quienes en un esfuerzo por mejorar la legislación laboral aplicable a su actividad, buscaron soluciones a las dificultades a las que hoy se ven enfrentados diariamente. 


Se hace presente que, tras diversas instancias previas de diálogo, en el año 2010 se suscribió el Protocolo de Acuerdo para la constitución de la “Comisión Bilateral Nacional Agrícola de Diálogo Laboral y Social” o “Mesa Nacional Agrícola Bipartita”. Esta Comisión, tenía como objetivo “crear condiciones laborales que favorezcan el desarrollo y la productividad de las empresas agrícolas mejorando las condiciones de vida de los trabajadores y empleadores”. Hecho que constituye un hito de enorme importancia para el referido sector, dado que trabajadores y productores lograron superar sus diferencias, prevaleciendo el consenso y la búsqueda de soluciones a un problema común.


Posteriormente, producto del debate en la Comisión de Trabajo, el Ejecutivo introdujo ciertas modificaciones al proyecto a través de las indicaciones presentadas en enero de 2013. 


Estas modificaciones abarcaron las siguientes materias:


a) Eliminar la referencia a trabajadores silvoagropecuarios, lo cual acota el ámbito de aplicación de la iniciativa a trabajadores solamente agrícolas en los términos en que ya lo define el propio Código del Trabajo;


b) Introducir a nivel legal los requisitos que permiten distribuir la jornada diaria de trabajo (artículo 88 bis);


c) Incorporar una norma especial (artículo 88 ter) para la distribución de la jornada de trabajo de aquellos trabajadores que prestan servicios en labores propias de lechería;


d) Ordenar las materias contenidas en el Capítulo II del Título II, Libro I del Código del Trabajo, las que quedarán comprendidas en tres párrafos: el primero correspondiente a “normas generales”, el segundo denominado “normas especiales para los trabajadores agrícolas de temporada” y el tercero que regula “los Pactos Colectivos para faenas agrícolas determinadas”;


e) Disminuir, respecto de la regulación de los trabajadores agrícolas de temporada, el periodo de escrituración del contrato a 5 días e incrementar a 10 días el periodo de remisión a la Inspección del Trabajo respectiva;


f) Reforzar la irrenunciabilidad de los derechos laborales, en lo que dice relación con los pactos colectivos para faenas agrícolas determinadas.

III. CONTENIDO DEL PROYECTO DE LEY.


El proyecto de ley aprobado por la Comisión de Trabajo y Seguridad Social consta de un artículo único y uno transitorio, con el siguiente contenido:


a) Incorporación del vocablo “trabajadoras”: Se agrega este vocablo, tanto en el epígrafe del Capítulo II como en el inciso primero del artículo 87.


b) Distribución de la jornada diaria: Se incorpora el artículo 88 bis el cual permite dividir la jornada diaria de trabajo, en atención a la naturaleza y tipo de actividad, hasta en tres partes, con la exigencia de no permanecer el trabajador más de 12 horas continuas en el lugar de trabajo. Esta división deberá acordarse por escrito y tendrá una vigencia no superior a tres meses, pudiendo renovarse dicho pacto por acuerdo de las partes. Se establece también que las interrupciones de la jornada no se considerarán trabajadas y que al menos uno de estos periodos intermedios debe ser igual o superior a media hora. El registro de las interrupciones se llevará conforme al libro de asistencia o por reloj control, de acuerdo a lo establecido en el artículo 33 del Código. 


c) Trabajadores agrícolas de lechería: Mediante la incorporación del artículo 88 ter se regula la división de la jornada de trabajo de los trabajadores que se desempeñen en las obras o trabajos agrícolas de lechería. Se establece que en este caso podrá acordarse la división de la jornada de trabajo hasta en tres partes, pero la suma de las interrupciones entre los turnos no podrá exceder de 6 horas y debe existir un descanso mínimo ininterrumpido de diez horas dentro de cada veinticuatro horas. Los acuerdos de división de la jornada deberán constar por escrito y ser registrados en la respectiva Inspección del Trabajo. Su vigencia no podrá ser superior a 12 meses, pudiendo renovarse por acuerdo de las partes. Se mantiene la regulación en cuanto a que las interrupciones de la jornada no se considerarán trabajadas y que al menos uno de estos periodos intermedios debe ser igual o superior a media hora, como asimismo respecto al registro de las interrupciones conforme al libro de asistencia o por reloj control, de acuerdo a lo establecido en el artículo 33 del Código. Sin embargo, se añade para estos casos que si los trabajadores no residen en el predio y la distancia al lugar de trabajo es superior a tres kilómetros, el empleador deberá proporcionar la movilización necesaria. 


d) Trabajadores agrícolas de temporada: Respecto de estos trabajadores, el proyecto de ley regula las siguientes materias:


i. Definición: El artículo 93 establece que se entenderá por trabajadores agrícolas de temporada a todos aquellos que desempeñen servicios de carácter transitorio o estacional en las distintas faenas que se desarrollan en el proceso de producción silvoagropecuario y comerciales o industriales derivadas de la agricultura, para uno o más empleadores, cuya duración estará determinada por el tiempo que exija o determine la naturaleza de la faena que se pacte. Se añade además, que los trabajadores que hubieren prestado servicios continuos o discontinuos para un mismo empleador, en virtud de más de dos contratos por faena agrícola determinada, que sumen diez o más meses dentro de un período de doce meses, contados desde la primera contratación, se presumirá que han sido contratados por una duración indefinida.


ii. Requisitos formales: El contrato individual de los trabajadores agrícolas de temporada deberá escriturarse en dos ejemplares dentro de los cinco días siguientes a la incorporación del trabajador a las faenas. Además, cuando la duración de las faenas para las que se contrata sea superior a veintiocho días, los empleadores deberán remitir una copia del contrato a la respectiva Inspección del Trabajo, dentro de los diez días siguientes a su escrituración, salvo que el empleador ingrese los datos respectivos al Registro de Trabajadores Agrícolas de Temporada y Pactos Colectivos (artículo 94).


iii. Remuneración: La remuneración de un trabajador de temporada, para los efectos de obtener los beneficios de seguridad social, subsidios u otros beneficios de origen estatal o municipal, corresponderá a la suma de las remuneraciones que ha percibido en los doce meses inmediatamente anteriores, dividida por doce (artículo 95 ter). Se deberá convenir la forma y plazo en que se pagará al trabajador agrícola de temporada los saldos de remuneración que al término del contrato no les hayan sido pagados por el empleador, saldo que en ningún caso podrá exceder de un 10% de la remuneración del trabajador. Con todo, dichos saldos deberán pagarse siempre al momento de otorgarse el finiquito y en todo caso, deberán depositarse los saldos dentro del plazo máximo de quince días desde el término de la relación laboral (artículo 95 quáter).


e) Registro de Trabajadores Agrícolas de Temporada y Pactos Colectivos: El artículo 94 hace alusión al Registro de Trabajadores Agrícolas de Temporada y Pactos Colectivos, cuyo funcionamiento será regulado en un reglamento del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, y será administrado por la Dirección del Trabajo.


f) Pactos colectivos para faenas agrícolas determinadas: Se incorpora un párrafo tercero que dispone que los trabajadores agrícolas y su respectivo empleador, podrán celebrar un pacto colectivo por cada faena, o un pacto colectivo que comprenda dos o más faenas diferentes y consecutivas. Estos pactos podrán celebrarse con las organizaciones sindicales o con grupos de trabajadores formados para estos efectos dentro de cada faena. Los artículos 95 quinquies, 95 quinquies A (representación de los trabajadores y del empleador), 95 quinquies B (incorporación al registro de pactos colectivos), y 95 quinquies C (objeto de los pactos) regulan los requisitos, formalidades y alcances de estos pactos. Se establece como límites a estos pactos que:


i. No podrán alterar la duración de la jornada ordinaria de trabajo.


ii. En exceso de las horas extraordinarias reguladas en el Código, se podrá pactar un máximo mensual de veinticuatro horas extraordinarias adicionales, con un límite semanal de ocho horas. En este caso, su pago no podrá ser inferior al recargo sobre el 75% sobre el sueldo convenido para la jornada ordinaria y dichas horas deberán liquidarse conjuntamente con las remuneraciones ordinarias.


iii. Se podrá exceptuar a los trabajadores del descanso establecido en el artículo 35, debiendo otorgárseles un día de descanso a la semana en compensación a las actividades desarrolladas en día domingo, y otro por cada festivo en que los trabajadores debieron prestar servicios, y al menos dos de los días de descanso en el respectivo mes calendario deberán necesariamente otorgarse en día domingo, salvo trabajadores contratados por treinta días o menos, aquellos cuya jornada ordinaria no sea superior a veinte horas semanales o que se contraten exclusivamente para trabajar los días sábado, domingo o festivos.


g) Artículo Transitorio: Establece que el reglamento modificado por esta ley, deberá ser dictado dentro de los dos meses siguientes a la publicación de este cuerpo legal.

-Normas legales relacionadas o que se modifican.


El proyecto de ley modifica el Capítulo II, “Del contrato de trabajadores agrícolas”, contenido en el Título II del Libro I del Código del Trabajo.

IV. SÍNTESIS DE LA DISCUSIÓN EN LA COMISIÓN, Y ACUERDOS ADOPTADOS.

a) Análisis en general del proyecto de ley.


La Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural, destinó siete sesiones al análisis del proyecto de ley aprobado por la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, para lo cual recibió la opinión de representantes del Ejecutivo como de los trabajadores agrícolas y empresarios del sector.

a.1) Síntesis de las opiniones entregadas por los invitados


1.- Ministro de Agricultura, don Luis Mayol.


Explicó que el origen de este proyecto de ley se remonta a la Mesa Bipartita que se estableció para tratar el tema, producto de la cual surgió una propuesta que se presentó a los Ministerios de Trabajo y de Agricultura y que culminó en la presentación de esta iniciativa legal. En definitiva, destacó que el objetivo del proyecto es adecuar la legislación laboral, pues esta es eminentemente urbana y no se condice con las necesidades del sector agrícola.

2.- Asesor del Ministerio de Agricultura, don Andrés Meneses.


Expresó que los tres grandes pilares del proyecto son:


i) la división de la jornada;


ii) la adaptabilidad pactada, y


iii) la sistematización de beneficios laborales y sociales.


Sobre la división de la jornada señaló que, por medio de un acuerdo individual entre las partes, se establece la posibilidad de dividir la jornada de trabajo hasta en tres partes. Acuerdo que deberá constar por escrito y tendrá una vigencia no superior a tres meses, renovables.


Asimismo, se establece que el trabajador no podrá permanecer en el lugar de trabajo por más de 12 horas continuas, sumadas la jornada ordinaria, extraordinaria y periodos intermedios; las interrupciones de la jornada no se considerarán trabajadas para computar la duración de esta, siendo a lo menos, uno de estos periodos intermedios, igual o superior a media hora; y el registro de las interrupciones se llevará conforme a lo establecido en el artículo 33 del Código, es decir mediante reloj control o libro de asistencia.

Además, precisó que la versión original de este artículo proponía que las condiciones para la división de la jornada se establecerían en un Reglamento, sin embargo, fruto del debate en la Comisión de Trabajo, se decidió que estos límites pasaran a ser parte de la ley propiamente tal.


Agregó que el proyecto dedica un artículo a la situación específica de las lecherías, señalando que, por medio de un acuerdo individual entre las partes, se establece la posibilidad de dividir la jornada de trabajo hasta en tres partes; los periodos de interrupción no podrán superar las 6 horas; y los trabajadores deberán tener un descanso mínimo e ininterrumpido de diez horas dentro de cada 24 horas. También, se estableció que deberá constar por escrito este acuerdo, debiendo ser registrados en la Inspección del Trabajo respectiva, teniendo una vigencia no superior a doce meses, renovables por acuerdo de las partes, y que si el trabajador vive a más de 3 kilómetros, el empleador deberá proporcionar los medios de movilización necesarios.

Para clarificar la posible situación en que quedarían los trabajadores de lecherías, se presentaron los dos modelos posibles de regulación de jornada:

a) Modelo de trabajo lechería en 3 turnos
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b) Modelo de trabajo lechería en 2 turnos
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En cuanto a la adaptabilidad pactada, se precisó que actualmente es posible, pero que los requerimientos establecidos en el artículo 314 bis A del Código del Trabajo la vuelven prácticamente inaplicable. Es por ello, que el proyecto formaliza la posibilidad de concretar una Negociación Pactada, entre un grupo de trabajadores o trabajadoras agrícolas, ya sea organizados en un Sindicato o no, con su empleador. Además, se crea la figura de los Pactos Colectivos por Faena Agrícola determinada. 


Respecto a las posibles materias que podrá abordar la negociación, se precisó que esta no permite vulnerar los derechos irrenunciables de los trabajadores, y que podrá abordar materias como: la jornada diaria, remuneraciones y bonos, capacitaciones, etc. El proyecto resguarda que las horas sobre las extraordinarias de trabajo, acordadas mediante el proceso de negociación pactada, sean pagadas con al menos un 75% de recargo.


Entre las ventajas de esta negociación pactada se mencionó que permite formalizar acuerdos que respondan de mejor manera a la realidad productiva y estacional de la actividad agrícola; favorece la fiscalización por parte de la Inspección del Trabajo sobre el cumplimiento de los acuerdos; y aumentará considerablemente el poder de negociación de los trabajadores agrícolas.


Sobre la sistematización de beneficios laborales, sociales y previsionales, el proyecto dispone de presunciones de contratos indefinidos, para atacar la figura conocida como “el temporero permanente”. El proyecto establece que el trabajador agrícola que preste servicios a un mismo empleador, por 10 o más meses y bajo sucesivos contratos temporales, en un periodo de 12 meses, se presumirá que posee una relación laboral de carácter indefinido o permanente en el trabajo y podrá acceder a los mismos derechos de los trabajadores permanentes o bajo contrato indefinido. 


Además, se establece que para efectos de solicitar beneficios sociales municipales, subsidios u otros beneficios estatales, se considerará el promedio de los sueldos o ingresos mensuales trabajados en el periodo de un año, con lo cual se regulariza el criterio de asignación de este tipo de beneficios, al considerar la verdadera realidad laboral y socio-económica del trabajador/a agrícola en los 12 meses inmediatamente anteriores a la solicitud del beneficio.


También se explicó que este proyecto establecerá un Registro Informático de Trabajadores de Temporada y Pactos Colectivos, lo que permitirá agilizar el proceso de contratación y facilitará la fiscalización por parte de la Inspección del Trabajo.


Por último, se regula que los saldos de la remuneración del trabajador/a no cancelados, deberán ser pagados en un plazo máximo de 15 días, desde la fecha de término de la relación laboral, lo que representa una disminución del plazo establecido actualmente y que alcanza los 60 días. Asimismo, se establece la obligación por parte del empleador de proporcionar alojamiento y alimentación, hasta que se ejecute el pago de los saldos y se dispone que el saldo no podrá exceder del 10% de la remuneración.

3.- Presidente del Movimiento Unitario Campesino y Etnias de Chile (Mucech) y Presidente de la Confederación Nehuén, don Rigoberto Turra.


Manifestó que la experiencia en la Mesa de Diálogo no fue fácil y que requirió muchos años de trabajo, para poder satisfacer esta antigua necesidad de contar con una regulación efectiva para los temporeros. Explicó que estas agrupaciones reúnen organizaciones muy diversas y que han trabajado desde las bases, por lo que no compartió las críticas de la CUT que los acusaron de no ser representativos del mundo agrícola. Señaló que a su juicio, este proyecto es positivo para los trabajadores agrícolas y que apunta a una necesidad que no puede seguir esperando.


Posteriormente, dando respuesta a diversas consultas de los integrantes de la Comisión, indicó que comparte lo señalado respecto del potencial debilitamiento del sindicalismo. Sin embargo, a su juicio, el proyecto asegura que cuando exista un sindicato se deberá negociarse con él, pero si no existe se abre la posibilidad de negociar con un grupo de trabajadores creado para este efecto. 


En cuanto a la contraposición entre productividad y derechos de los trabajadores, señaló que el proyecto busca cautelar ambos aspectos conciliándolos más que confrontándolos.


Respecto a los descansos entre turnos, se mencionó que era preocupante que estos no fueran pagados. No obstante, consideró necesario contextualizar cuál es la situación de los trabajadores agrícolas, y en particular de los lecheros. Estos trabajadores suelen vivir en los mismos predios en los que trabajan, lo que significa que pueden dedicarse a sus labores domésticas o simplemente a descansar en esos periodos. Explicó que el caso de las lecherías se discutió profundamente en la Mesa Agrícola y con concurrencia de la gran mayoría de los sindicatos de ordeñadores. 


Sobre la ausencia de una definición de faena, consideró que esta falencia podría paliarse con el Dictamen N° 2389/100 de la Dirección del Trabajo del año 2004, que señala que:


“1) Contrato por obra o faena es aquella convención en virtud de la cual el trabajador se obliga con el respectivo empleador a ejecutar una obra material o intelectual específica y determinada, cuya vigencia se encuentra circunscrita o limitada a la duración de aquella.


2) Constituyen contratos por obra o faena transitoria, aquellos que se celebran para la ejecución de una obra o trabajo que por su naturaleza intrínseca tiene el carácter de momentánea o temporal, circunstancia ésta que deberá ser determinada en cada caso particular, debiendo entenderse así reconsiderada la doctrina contenida en Ord. Nº 881/42, de 9.02.94.


3) Sólo se encuentran impedidos de negociar colectivamente, los trabajadores afectos a contratos por obra o faena transitoria, entendiéndose por tales para estos efectos de acuerdo a lo señalado en el punto 2), aquellos que se celebran para la ejecución de una obra o trabajo que por su naturaleza intrínseca tiene el carácter de momentánea o temporal, circunstancia ésta que deberá ser determinada en cada caso particular.


4) No revestirían el carácter de contratos por obra o faena aquellos que implican la realización de labores de carácter permanente, las que, como tales, no cesan o concluyen conforme a su naturaleza, requisito, que, como ya se expresara, resulta esencial para configurar contratos de este tipo.


5) No resulta jurídicamente procedente la contratación sucesiva por obra o faena, si la labor convenida por el trabajador no ha finalizado y continúa siendo desarrollada por la empresa hasta su total finalización, sucedería, por ejemplo, si éste hubiere sido contratado primeramente para la construcción de 10 kms. de un camino que abarca un total de 100 kms., siendo finiquitado y recontratado posteriormente para la construcción de otros 10 y así, sucesivamente. 


6) Atendido que el término de la obra o faena precisa para la cual fue contratado el dependiente debe importar el término de la respectiva relación laboral, no resulta posible la renovación de un contrato de tal naturaleza, sin perjuicio de que una vez que aquélla haya finalizado y finiquitado, éste pueda ser recontratado para una faena distinta a la primitiva.”

Además, señaló que se debe tener en cuenta que existen muchos pequeños productores agrícolas en el país que no necesariamente estarían en condiciones de pagar todos los fraccionamientos de jornada. 


Por último, reiteró que las modificaciones que se realizaron al proyecto, no respondieron al interés de favorecer a un sector en desmedro de otro, sino al objetivo de ir mejorando este proyecto. 

4.- Presidente de la Confederación Nacional El Triunfo Campesino, don Enrique Mellado.


Compartió la opinión en orden a que este proyecto de ley apunta a solucionar el tema de los temporeros, que son muchos en el mundo agrícola y que no están representados a cabalidad en ninguna organización. También destacó que este proyecto haya surgido desde una instancia de diálogo y luego de un trabajo que se remonta al año 2008. Reafirmó que actualmente es inaplicable la negociación colectiva para los temporeros, mientras que con esta ley podría realizarse cuando ya están iniciadas las labores, ya sea por la faena específica o no, con el sindicato o con un grupo de trabajadores. Esto permitirá cierta continuidad de la relación laboral. Destacó también otros aspectos del proyecto, como la anualización de remuneraciones y la división de jornada, pero insistió en que lo esencial es el establecimiento del pacto de negociación. 

5.- Gerente General de la Asociación Gremial de Plantas Faenadoras Frigoríficas de Carnes (Faenacar), don Jorge Muñoz.


Señaló que ellos también se sienten parte del sector agrícola y que en este sentido consideran que el proyecto en cuestión representa una mejora respecto de la legislación actual. 

6.- Presidente de la Confederación Nacional Campesina y Trabajadores del Agro de Chile A.G. (Conagro), don Luis Retamales.


Valoró la instancia de diálogo que se desarrolló en la Comisión Nacional. Señaló que en un principio, su organización no estuvo de acuerdo con el documento que se trabajó en esa instancia y por eso se separaron. Pero luego se reintegraron, conscientes de que era necesario avanzar en este tema y buscar consensos, lo que los hace valorar aún más los acuerdos alcanzados en esa instancia. 

7.- Secretaria General de la Confederación Nehuén, doña Clara Urbina.


Señaló que también es importante considerar las necesidades de las mujeres en el sector agrícola, pues son parte fundamental de esta actividad, y de ahí el interés en este tema de su organización. Coincidió con los demás intervinientes en que es necesario buscar las soluciones que requiere el sector, más allá de las perspectivas ideologizadas. A su juicio, en este tema tiene que prevalecer una mirada de futuro.

8.- Presidente de Frusexta, don Felipe García-Huidobro.


Opinó que este proyecto recoge un anhelo de los trabajadores agrícolas y los empresarios del sector, porque adecúa las normas laborales a sus necesidades. De lo contrario, tanto trabajadores como empleadores se ven obligados a vulnerar la normativa, pues esta no se condice con la realidad del sector agrícola. Señaló que esta experiencia debería servir como fundamento para poder otorgar mayores recursos a mesas de diálogos, pues fomentan la paz social y el entendimiento. Señaló que este proyecto no solucionará todos los problemas del sector, pero representa un avance significativo. En cuanto a la posibilidad de regular negociaciones a nivel comunal o nacional, consideró que sería muy complejo pues cada campo es una situación particular, y por lo tanto, lo que beneficia a algunos no necesariamente es positivo para otros. Por último, consideró que es justo anualizar las remuneraciones, para evitar que los trabajadores pierdan beneficios sociales y para combatir la informalidad (evitar pagar cotizaciones para no perder beneficios sociales).

9.- Presidente del Sindicato Pedro Aguirre Cerda, Comuna Rupanco y Secretario de la Federación de Trabajadores Agrícolas de Osorno, don Luis Alberto Muñoz.


Señaló que ellos tradicionalmente no han estado de acuerdo con los empresarios agrícolas, pero en este proyecto han logrado consensuar luego de un arduo trabajo en conjunto. A su juicio, este proyecto logrará transparentar el sector agrícola.

10.- Presidenta de la Asociación Nacional de Mujeres Rurales e Indígenas (Anamuri), doña Florencia Aróstica.


Planteó su desacuerdo con lo señalado por Mucech y rechazó tajantemente el proyecto de ley.


Según explicó, este proyecto originalmente fue pensado solo para el sector frutícola y luego se expandió hacia otros sectores, desvirtuando su concepción original. Afirmó que en el rubro agrícola existe una explotación de los trabajadores y particularmente de las mujeres que laboran en este sector, no hay reconocimiento de las horas extras, se trabaja en condiciones muy duras y riesgosas, y sin embargo, el proyecto de ley no comprende ninguna de estas preocupaciones. En definitiva, señaló que, a su juicio, este proyecto vulnera los derechos laborales de estos trabajadores.

11.- Representante de la Comisión de Asalariadas (Anamuri), doña Alicia Muñoz.


Expresó que este proyecto no responde a lo que ellas esperarían de un real estatuto del temporero y temporera, sino que se trata de reformas para el “trabajador agrícola” en general. Les preocupa el riesgo que asumen las trabajadoras rurales, el horario que deben soportar, las condiciones de trabajo, el uso de plaguicidas, etc.

12.- Asesora de Anamuri, doña Marcela Bona.


Reiteró que el estatuto del temporero debería recoger estas preocupaciones y resolver la desigualdad que se genera por el pago de remuneraciones a las temporeras, monto que no se condice con las ganancias de la industria. A su juicio, este proyecto solo agiliza la contratación sin beneficiar realmente a los trabajadores y trabajadoras. 

13.- Secretario General de la Sociedad Nacional de Agricultura, SNA, don Juan Pablo Matte.


Explicó que los principios que informan el trabajo de la Mesa han sido el respeto y horizontalidad en la discusión; la no exclusión de materias; la prescindencia de ideologías y/o prejuicios que perjudiquen la adopción de acuerdos; la equidad en las propuestas y acuerdos, -se busca favorecer a ambas partes- y el compromiso por mantener los acuerdos y trabajar para materializarlos.


En cuanto a los integrantes de la Mesa, explicó que se han ido sumando nuevas organizaciones y que actualmente incluye a los siguientes miembros:


Respecto del proyecto de ley en análisis, señaló que probablemente no resuelva todos los temas y preocupaciones del sector, pero que significa un avance logrado con un amplio consenso en la Mesa. Asimismo, hizo presente que siguen trabajando en otros temas.


Las ideas generales que fundamentan esta iniciativa legal y los objetivos que se pretenden lograr, son los siguientes:


a) El encuentro Trabajador-Empleador: Nuevo paradigma entre los actores mencionados;


b) Creer en los trabajadores: Ellos son capaces de tomar las mejores decisiones; y


c) Proteger a pequeños productores: La columna vertebral de nuestra actividad agropecuaria. 


Luego, enumeró los beneficios que la aprobación del proyecto de ley acarrearía para el trabajador agrícola:


a) “Temporero Permanente”: Se presumirá indefinido el vínculo que cumpla con las siguientes condiciones:


(i) preste servicios mediante 2 o más contratos a un mismo empleador;


(ii) por un espacio de 10 o más meses, y 


(iii) dentro de un período de un año desde la primera contratación.


b) Alternativas frente a las formalidades de la contratación: Plazo de 10 días para enviar el contrato a la Inspección del Trabajo y mayores opciones de entrega: copia física del contrato o vía Internet: Inscripción del mismo en un registro de la Dirección del Trabajo.


c) Anualización de las rentas percibidas durante la temporada: De este modo podrán optar a los beneficios o subsidios otorgados por el Estado en relación a monto de las remuneraciones o ingresos; período en el cual se ha desempeñado laboralmente; o ambos. 


d) Mejoras en los saldos de remuneración no pagadas: se establece un plazo de 15 días para pagar saldos de remuneración al término de la relación laboral, de acuerdo a los siguientes requisitos:


(i) no debe superar el 10% de la remuneración mensual de trabajador;


(ii) se puede pagar de la manera que el trabajador disponga; y


(iii) pendiente el pago, el empleador debe continuar proporcionado alimentación y alojamiento cuando así lo contemplaba el contrato de trabajo antes suscrito.


Además, señaló que este proyecto logra adaptar la legislación laboral a la realidad agropecuaria, destacando especialmente la figura de los pactos colectivos, materia en la cual se reguló las partes negociadoras, las materias que pueden comprender los pactos y los límites que los rigen. También hizo referencia a la posibilidad de dividir la jornada diaria en tres partes, ya sea para labores agropecuarias en general y para labores agrícolas de lechería. 


Concluyendo, señaló que considera necesario fomentar una cultura de diálogo en nuestro país, dada la positiva experiencia que resultó de la Mesa Agrícola, pues si bien no soluciona toda la problemática agropecuaria, han logrado un avance concreto que se debe apoyar; y que fue elaborado buscando mejorar la situación de todos los actores del agro.

14.- Ex Director del Trabajo, don Marcelo Albornoz.


Señaló que en nuestra legislación, actualmente, no existe una norma que permita dividir la jornada laboral. En el caso de los trabajadores agrícolas, el artículo 88 del Código del Trabajo menciona la necesidad de aplicar modalidades en la jornada considerando las particularidades propias de la agricultura, y se remite a un reglamento que en la práctica no se aplica. Sin embargo, esta ultima norma establece un máximo de 8 horas diarias de trabajo, mientras que el proyecto establece 12 horas, lo que no le parece justificado, menos aún considerando que los trabajadores agrícolas deben desplazarse varios kilómetros desde el lugar donde viven al centro laboral y, generalmente, en difíciles condiciones. 


Enfatizó que el régimen de “jornada partida” que busca establecer el proyecto, debe ser una situación excepcionalísima, sin embargo, en el proyecto se hace una redacción demasiado general y amplia, lo que acarrea el riesgo de que pase a transformarse en una situación de regular ocurrencia. 


En cuanto al caso de las lecherías (artículo 88 ter del proyecto), señaló que existe una justificación histórica para permitir la división de la jornada, y de hecho ha así fue reconocido por antiguos Dictámenes de la Dirección del Trabajo. No obstante, también indicó que puede resultar complejo legislar en base a circunstancias tan específicas y que hay que ser cuidadoso de que la excepción para lecherías se limite a las actividades de ordeña y no se extienda a las actividades de empresas lecheras.


Sistematizando sus observaciones respecto a la regulación de la jornada de trabajo, señaló que lo ideal sería contar con una norma que de forma excepcional acepte la división de jornada, pero que esté redactada de forma acotada, en base a requisitos específicos y que ojalá cuente con ejemplos para aclarar su sentido y alcance. 


En cuanto a la modificación de los artículos 93 y siguientes propuestos en el proyecto, señaló que él participó en los orígenes de la Mesa Agrícola y entiende que algunas de estas disposiciones se remontan a ese trabajo. Respecto al artículo 93, estimó que es una definición acertada, pues le da identidad al trabajador, a pesar de que no queda enteramente claro qué se debe entender por “faena”. También valoró el inciso segundo de la disposición, pues busca evitar el abuso de esconder contratos indefinidos en sucesivos contratos por faena.

A su vez, estimó valiosa la norma que dispone el registro de contratos (artículo 94), pues permitirá evitar el trámite formal de envío de copias del contrato y facilitará la labor de fiscalización de la Dirección del Trabajo.

Sobre la actualización de las remuneraciones conemplada en el nuevo artículo 95, señaló que es una norma positiva porque ayudará a reducir la informalidad del sector agrícola, en tanto muchos trabajadores preferían no firmar contratos para no perder otros beneficios sociales.


Respecto del articulo 95 quater, señaló que la actual disposición que dispone que los saldos de remuneraciones y finiquitos se depositen en la cuenta del seguro de cesantía, surgió a raíz de una antigua preocupación de la Dirección del Trabajo, que constató que, en innumerables ocasiones, los trabajadores no eran ubicables por trasladarse entre faenas y no recibían la totalidad de pagos que les correspondían. A su juicio, la norma propuesta en el proyecto es un retroceso a la que hoy está actualmente vigente, ya que permite negociar este aspecto a las partes.

Por último, en cuanto a los pactos colectivos en faenas agrícolas, señaló que la idea de contar con normas especiales en material de relaciones colectivas surge de la inquietud de los trabajadores de generar nuevas alternativas que fomenten la sindicalización y de los empleadores para lograr un instrumento que valide el surgimiento de normas especiales. Tradicionalmente, la negociación colectiva ha estado muy ausente del sector agrícola. Sin embargo, opinó que establecer un grupo de trabajadores como ente negociador sin ninguna formalidad, no constituye un real avance, y que los quórums de trabajadores exigidos no son realistas (no debería ser inferior a ocho trabajadores). 

15.- Encargado del Departamento Campesino y Pueblos Originarios de la CUT, don José Figueroa.


Señaló que ellos apoyaban la idea de un tarifado de los productos agrícolas, como medio para garantizar una igualdad de remuneraciones. Plantearon su política al Ejecutivo, pero no han obtenido respuesta.

Por otra parte, hizo presente que no fueron consultados sobre las disposiciones contenidas en este proyecto de ley y que no lo apoyan ni comparten sus proposiciones. Añadió que al interior de la CUT hay sindicalización de trabajadores agrícolas y que es gente que conoce del tema. Además, indicó que no son los únicos que han planteado su rechazo al proyecto, también se han opuesto las organizaciones Anamuri, Ranquil, Federación Tierra Nueva, Federación Cordillera, y otras organizaciones que se han retirado de la Mesa Agrícola. A su juicio, eso demuestra que este es un proyecto problemático y que algunos trabajadores lo consideran un grave retroceso en sus condiciones laborales.


Continuó señalando que lo que ellos demandaban era una nueva institucionalidad laboral, con un verdadero reconocimiento al derecho a organizarse sindicalmente, con derecho a huelga, con posibilidad de crear sindicatos comunales, etc.


Agregó que las organizaciones que apoyan el proyecto están formadas por pequeños productores y no precisamente por temporeros, lo que a su parecer implica haber actuado como “juez y parte” en el proceso de creación de este proyecto. 

16.- Presidente de la Confederación Ranquil, don Osvaldo Zuñiga.


Señaló que la realidad de los temporeros, y especialmente de las temporeras, es muy dura. Reconoció los inicios de este proyecto en las movilizaciones de los trabajadores agrícolas del año 2007, ocasión en que buscaban un tarifado nacional. A raíz de estas movilizaciones surgió la Mesa Agrícola. Manifestó que para ellos lo fundamental es que se cumplan las buenas prácticas laborales y que se dote de mayor número de fiscalizadores a la Inspección del Trabajo, especialmente en verano.


Explicó que Confederación Ranquil se retiró de la Mesa Agrícola porque estimaron que no estaban logrando nada. Señaló que la sindicalización está muy castigada en el sector y que es común que los dirigentes pasen a formar “listas negras”. Sin embargo, a su juicio, la sindicalización puede ser positiva para trabajadores y empleadores, pues significa que los trabajadores estarán en mejores condiciones para trabajar. 


Estimo que el proyecto es demasiado acotado y que sería necesario avanzar hacia la derogación del artículo 314 bis del Código del Trabajo, la sindicalización automática y el tarifado nacional para este sector. 

17.- Dirigenta de la Confederación Campesina Ranquil, doña Sonia Sagredo.


Reiteró que este proyecto no fue una propuesta de los trabajadores agrícolas temporeros, sino de los pequeños productores agrícolas. Rechazó aquellas disposiciones que regulan la jornada partida, pues para las temporeras implicará estar fuera de sus casas por muchas horas diarias. A su juicio, se requieren organizaciones sindicales fuertes y negociación colectiva. 

a.2) Opiniones de las señoras diputadas y de los señores diputados durante el estudio en general


Durante el estudio, en general de la iniciativa legal, los señores diputados y señoras diputadas hicieron sus comentarios y consultas, señalando la diputada Sepúlveda que es muy importante recoger la visión de los trabajadores que día a día realizan las actividades del sector. Celebró también que se hayan logrado avances, pero a su juicio aún es necesario mejorar y revisar el tema por cuanto estimó que esta iniciativa legal no responde a las expectativas que genera la tramitación de un llamado estatuto del trabajador agrícola, ya que, en su opinión, son normas que si bien representan un avance no pueden ser consideradas como un estatuto propiamente tal. En todo caso, consideró que se debe tender a resolver problemas prácticos de los trabajadores del sector, enfocándose en las condiciones laborales en las que trabajan, fortalecer la sindicalización y no limitarla, como se hace con los pactos colectivos.


El diputado Pérez Arriagada consideró que este proyecto puede otorgar la seguridad y estabilidad que requieren los trabajadores agrícolas, por lo que celebró que tanto trabajadores como empleadores hayan trabajado juntos para obtener mejores condiciones laborales, lo que requerirá de la debida fiscalización por parte de la Inspección del Trabajo. Asimismo, concordó en que el sector agrícola es muy diversos y, por tanto, es necesario recoger esta diversidad y, por ende, podría ser necesario diferenciar entre los distintos subsectores o actividades.


El diputado Andrade, coincidió en valorar el acuerdo del sector, pero advirtió que el proyecto de ley no recogió el acuerdo de la mesa exactamente en los mismos términos en que éste se entregó al Ministerio. Por ejemplo, el proyecto establecía la posibilidad de regular la jornada en el Reglamento, lo que fue modificado por la Comisión del Trabajo. A su juicio, estos acuerdos deberían abordar tanto las necesidades de productividad del sector como los derechos laborales y en este caso, se enfatizó más en lo primero.

El diputado Chahín, sostuvo que es importante legislar sobre este tema y aprovechar esta oportunidad para fortalecer el sector agrícola, y si bien también valoró el acuerdo, cree que siempre es posible introducir mejoras y correcciones, especialmente para asegurar el debido respeto a los elementos esenciales de la relación laboral, como es la jornada de trabajo. Es por eso que señaló que hay que ser cuidadosos al regular estos temas y le pareció discutible que no se pague el tiempo intermedio entre la jornada dividida si el trabajador estará disponible para el empleador. El impacto en la sindicalización es otro tema que debe ser evaluado en este proyecto.


En su opinión cuando existen sindicatos se debe favorecer la negociación colectiva sindical y no la celebración de estos pactos colectivos, ya que si existen sindicatos se deberían aplicar las normas de la negociación colectiva, llevando a cabo las reformas necesarias a la normas vigentes o propuestas pero no sustituyendo la negociación por el pacto colectivo, ya que lo único que se está haciendo con esta figura es debilitar la sindicalización en el mundo agrícola.


La diputada Pascal concordó con el diputado Chahín y la diputada Sepúlveda en cuanto a la preocupación por la sindicalización, y señaló que si bien en algunos aspectos el proyecto representa un avance, cree que se puede progresar aún más en estas materias, para lo cual es necesario difundir y socializar el proyecto para recoger la perspectiva de los trabajadores agrícolas.

El diputado Barros valoró las exposiciones y la explicación que se hizo del proyecto y de su origen, y señaló que la Comisión de Trabajo ya evaluó y mejoró el proyecto, por lo que a esta Comisión le corresponde analizarlo en un tiempo prudente para poder lograr su pronta aplicación. En este sentido, consideró que sería útil contar con una Unidad especial en la Dirección del Trabajo para la aplicación, fiscalización y posterior evaluación de este proyecto.


La diputada Muñoz, reiteró lo señalado por el diputado Andrade, en el sentido de que aspectos centrales del acuerdo no se recogieron en el proyecto, por lo tanto, vale la pena revisarlo y asegurarse de que realmente se está beneficiando a los trabajadore/as.

Por último, los diputados Sabag y Hernández se pronunciaron en el sentido de reconocer que el sector agrícola requiere urgentemente una adecuación de las normas laborales que le son aplicables, y que este proyecto representa una evidente mejora respecto de la legislación actual.

b) Discusión particular.


Se hace presente que los números 1, 2 y 4 del artículo único permanente y su artículo transitorio no fueron objeto de indicaciones. 


Consecuentemente, la discusión sólo versó respecto de aquellas disposiciones que fueron objeto de indicaciones. 

Artículo único.


Introduce diversas modificaciones en el Libro I del Código del Trabajo.

N° 3, intercala los siguientes artículos 88 bis y 88 ter, nuevos.


El diputado señor Chahín formuló indicación para refundir los artículos 88 bis y 88 ter.


Según explicó, resulta conveniente refundir estos artículos para regular en una sola disposición la división de la jornada de trabajo, estableciendo los requisitos generales para su procedencia y considerando las particularidades de casos especiales como el trabajo de ordeña en lecherías.


Sometida a votación, esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (6), señora Sepúlveda y señores Álvarez-Salamanca, Barros, Chahín, Martínez y Urrutia. 
Artículo 88 bis.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1.- De las señoras Muñoz y Pascal, para reemplazarlo, por el siguiente:


“Artículo 88 bis.- Las partes podrán acordar por escrito la división de la jornada diaria de trabajo hasta dos partes interrumpidas por hasta cinco horas, concurriendo las siguientes condiciones:


a.- Que el respectivo acuerdo sobre la distribución de la jornada y las compensaciones económicas por el período de interrupción, conste por escrito;


b.- Que exista fundamento suficiente para la adopción de esta medida, entendiéndose por tal la prevención de daños graves, productivos o económicos en la faena; dicho fundamento deberá constar por escrito en el respectivo acuerdo, y,


c.- Que, tratándose de empresas de cincuenta o más trabajadores, el acuerdo sea celebrado con el o los respectivos sindicatos; en caso de no existir éstos, el acuerdo deberá ser aprobado por la mayoría de los trabajadores involucrados mediante asamblea celebrada al efecto ante un Inspector del Trabajo.


El acuerdo señalado en el inciso anterior, tendrá una vigencia de hasta tres meses, debiendo constar por escrito su prórroga por similar período. En caso de haber sido celebrado en conformidad a la letra c) del inciso anterior, la prórroga deberá acordarse igualmente en forma colectiva, cada seis meses.


Las horas de interrupción no se imputarán a la jornada de trabajo, pero deberán ser compensadas en dinero, de común acuerdo entre las partes; dicha compensación no podrá ser inferior al valor por hora correspondiente a uno y medio Ingreso Mínimo Mensual sobre una jornada de cuarenta y cinco horas. Las horas diarias ordinarias efectivamente trabajadas no podrán ser superiores a diez.


A los trabajadores que hubieren suscrito el acuerdo señalado en el inciso primero, y que acuerden ir a su domicilio o lugar de alojamiento durante la interrupción de la jornada, el empleador deberá proveerles o costear los medios de transporte necesarios para ello. Si las partes acuerdan que el trabajador permanecerá en el lugar de trabajo, deberá hacerlo en lugares especialmente habilitados por el empleador, y bajo ninguna circunstancia podrá prestar servicios durante el lapso de interrupción. Si el trabajador así lo hiciere, con conocimiento del empleador, éste será sancionado con la multa de hasta 10 UTM por cada trabajador afectado y el acuerdo caducará de pleno derecho.


La suma de las horas correspondientes a la jornada ordinaria, extraordinaria y las horas de interrupción de la jornada pactada en conformidad a este artículo, no podrá ser superior a doce.


El acuerdo señalado en este artículo deberá ser registrado en la respectiva Inspección del Trabajo dentro de los cinco días siguientes a su celebración.”

La diputada Pascal señaló que este nuevo artículo propuesto, buscaba regular y perfeccionar la división de jornada de los trabajadores agrícolas, recogiendo las inquietudes que habían recibido de los mismos, a saber:


(a) que pudiera llegar a establecerse tres jornadas;


(b) que no se contabilizaran las horas de descanso;


(c) que les resultara imposible trasladarse a sus hogares o que no tuvieran donde descansar durante las interrupciones, y


(d) que los sindicatos quedaran relegados de la negociación de estos acuerdos.

El asesor del Ministerio de Agricultura, don Andrés Meneses, aclaró que el artículo 88 bis no establecía tres jornadas, sino que permitía la división de la jornada hasta en tres partes. Además, señaló que originalmente, los requisitos y limitaciones para hacer esta división estarían en un Reglamento, pero a raíz del debate en el seno de la Comisión de Trabajo, se reguló en el propio articulado como debía procederse para esta división de jornada. En definitiva, estimó que la redacción que se dio al artículo en la Comisión de Trabajo resulta preferible a la propuesta por la indicación.


El diputado Barros estimó que esta indicación altera parte esencial del articulado, que era poder dividir la jornada en tres partes. Recordó que este proyecto proviene de un acuerdo del sector y que responde las necesidades prácticas del rubro.

La diputada Pascal replicó que no todos los trabajadores agrícolas estuvieron de acuerdo en este proyecto y añadió que la división de la jornada en tres partes, implica que es casi imposible para los trabajadores volver a sus hogares en el tiempo de descanso. Es por ello que estimó que el artículo propuesto protege a los trabajadores.


La diputada Sepúlveda añadió que es importante tener en cuenta el desequilibrio entre las partes en el mundo agrícola, lo que afecta el poder negociador de los trabajadores, por lo que destacó la presencia de un Inspector del Trabajo, elemento que incorpora esta indicación.


El diputado Chahín, por su parte, señaló que la indicación está muy bien intencionada, pero no comparte la proposición de dividir la jornada solo en dos. A su juicio, es más relevante precisar qué actividades serán susceptibles de jornada dividida, de ahí que él proponga que la Dirección del Trabajo pueda intervenir en esta decisión.

El señor Meneses, asesor del Ministerio de Agricultura, destacó que los sectores que no participaron del acuerdo de la Mesa Agrícola, fueron invitados a ser parte de la misma, pero se han negado. Explicó que el artículo 88 bis no establece una división de jornada de forma unilateral, sino que establece condiciones y representa una mejora respecto del actual artículo 12 del Código de Trabajo que regula esta materia. En cuanto a la fiscalización de los tiempos de descanso, explicó que precisamente por eso se alude al artículo 33 del Código, para que pueda llevarse registro de las horas trabajadas. Por último, indicó que los sindicatos ya han sido incluidos en el proyecto, cuando estos existen.

Puesta en votación, la indicación fue rechazada por cinco votos en contra (5 de 9) de los diputados Alvarez-Salamanca, Barros, Martínez, Sauerbaum y Urrutia; tres a votos a favor (3 de 9) de las diputadas Pascal y Sepúlveda y del diputado Chahín; y la abstención (1 de 9) del diputado Hernández. 


2.- Del señor Chahín, para reemplazar el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 88 bis.- Si por la especial naturaleza y particularidad de la actividad agrícola de que se trate, se requiera necesariamente desarrollar la jornada de trabajo diaria en intervalos de tiempo, esta podrá ser dividida hasta en tres partes. Esto se aplicará especialmente para las actividades de ordeña en lecherías. Salvo este último caso, cuando exista duda de si una actividad debe o no necesariamente dividir su jornada diaria, la Inspección del Trabajo respectiva, de oficio o a petición de parte, resolverá fundadamente la procedencia de tal división, resolución que podrá reclamarse ante el Juzgado de Letras del Trabajo en virtud de lo dispuesto en el artículo 504 del Código del Trabajo.”

El diputado Chahín explicó que esta indicación busca precisar cuándo es posible dividir la jornada y establece la posibilidad de reclamar de esta decisión. Aclaró que la referencia a las lecherías es solo para hacer excepción de estos requisitos, ya que dicha actividad permite automáticamente la división de jornada. Destacó que con esta indicación, la norma incorporará controles adicionales al solo acuerdo de las partes, ya que establece un control administrativos (por la decisión de la Inspección del Trabajo) y judicial (por la posibilidad de reclamar dicha decisión).


Puesta en votación, la indicación fue aprobada por siete votos a favor (7 de 9) de los diputados Alvarez-Salamanca, Barros, Chahín, Hernández, Martínez, Sauerbaum y Urrutia; y las abstenciones (2 de 9) de las diputadas Pascal y Sepúlveda.


3.- De las señoras Muñoz y Pascal, en subsidio de la indicación signada con el número 1, para introducir las siguientes modificaciones:


a) Al inciso primero, para sustituir la palabra “tres”, por “dos”; y


b) Al inciso segundo, para reemplazar la palabra “tres”, por “dos”.


Sin mayor debate, puesta en votación, la indicación fue rechazada por cinco votos en contra (5 de 9) de los diputados Alvarez-Salamanca, Barros, Martínez, Sauerbaum y Urrutia; y cuatro votos a favor (4 de 9) de las diputadas Pascal y Sepúlveda y de los diputados Chahín y Hernández.


4.- Del señor Chahín y la diputada Sepúlveda, al inciso segundo, para reemplazar el guarismo “12” por “11”.


El diputado Chahín explicó que esta indicación busca asegurar que el trabajador esté al menos la mitad del día fuera del lugar de trabajo, considerando una hora de traslado a su hogar.


La diputada Pascal, consideró que incluso debería establecerse en 10 horas el máximo para permanecer en el lugar de trabajo. El diputado Barros, por su parte, explicó que esta división de jornada será excepcional por lo que no debería afectar a más del 2 o 3% del sector agrícola. 


Puesta en votación, la indicación fue rechazada por cinco votos en contra (5 de 9) de los diputados Alvarez-Salamanca, Barros, Hernández, Martínez y Urrutia; tres a votos a favor (3 de 9) de las diputadas Pascal y Sepúlveda y del diputado Chahín; y la abstención (1 de 9) del diputado Sabag.


5.- Del señor Chahín y la diputada Sepúlveda, para eliminar el inciso tercero.


Según se explicó, estas referencias a los artículos que determinan cómo computar la jornada de trabajo se eliminan solo para ordenar el articulado. Dado que los artículos 88 bis y 88 ter han sido refundidos, no es necesario repetir esta disposición y basta mantener esta referencia en el inciso que originalmente formaba parte del artículo 88 ter.


Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (10), señoras Pascal y Sepúlveda y señores Alvarez-Salamanca, Barros, Chahín, Hernández, Martínez, Sabag, Sauerbaum y Urrutia.


6.- De las señoras Muñoz y Pascal, para intercalar el siguiente inciso cuarto:


“Tratándose de empresas de 50 o más trabajadores, el acuerdo deberá celebrarse con el o los respectivos sindicatos a que se encuentren afiliados; y en caso de no existir éstos, deberá ser aprobado por la mayoría de los trabajadores involucrados mediante asamblea celebrada al efecto ante un Inspector del Trabajo.”.


La diputada Pascal explicó que esta indicación introduce la lógica de los pactos colectivos en este proyecto, de modo tal de evitar los acuerdos individuales al interior de las empresas.


La diputada Sepúlveda agregó que hay que ser cuidadosos con los grupos negociadores en el rubro agrícola, pues es usual que estos no representen a la totalidad de los trabajadores y solo dificulten la negociación colectiva.


El señor Meneses; Asesor del Ministerio de Agricultura, replicó que exigir una asamblea ante un Inspector del Trabajo volvería demasiado lento estos procesos, y que de todas formas la intervención de la Inspección del Trabajo ya estaría asegurada con la indicación del señor Chahín que resultó aprobada.


El diputado Barros añadió que además los acuerdos son enviados a la Inspección del Trabajo, y que en la práctica resultaría imposible contar con un Inspector para cada asamblea donde se plantea un posible acuerdo de división de jornada. 


Puesta en votación, la indicación fue rechazada por seis votos en contra (6 de 10) de los diputados Alvarez-Salamanca, Barros, Hernández, Martínez, Sauerbaum y Urrutia; y cuatro votos a favor (4 de 10) de las diputadas Pascal y Sepúlveda y de los diputados Chahín y Sabag.


7.- De las señoras Muñoz y Pascal, al inciso cuarto, para intercalar entre las frases “conforme a este artículo” y “deberá acordarse por escrito”, el siguiente párrafo: “, así como las compensaciones a que diere lugar las interrupciones de la jornada a que se refiere el inciso siguiente,”; y para reemplazar el punto (.) final por una coma, agregando a continuación la frase “por igual período”.


La diputada Pascal señaló que el objetivo de esta indicación es que los acuerdos recojan por escrito las compensaciones económicas a que diere lugar la división de jornada. 


El señor Meneses, asesor del Ministerio de Agricultura, estimó que debería rechazarse esta indicación, pues también se rechazó aquella indicación que obligaba a establecer estas compensaciones económicas. 


Puesta en votación, la indicación fue rechazada por seis votos en contra (6 de 9) de los diputados Alvarez-Salamaca, Barros, Hernández, Martínez, Sauerbaum y Urrutia; y tres votos a favor (3 de 9) de las diputadas Pascal y Sepúlveda y del diputado Chahín.


8.- Del señor Chahín y la diputada Sepúlveda, al inciso cuarto:


a) Para reemplazar el vocablo “acordarse” por “pactarse”.


b) Para intercalar a continuación de la palabra “escrito” la siguiente frase “especificando la actividad especial de que se trata y los fundamentos de la división de la jornada diaria, pacto que”, y suprimir la conjunción “y” que antecede a la expresión “tendrá una vigencia”. 


c) Para agregar, a continuación, de la expresión “de las partes” lo siguiente: “hasta en un máximo de dos renovaciones. Copia de estos pactos deberán remitirse a la Inspección del Trabajo respectiva dentro de los 10 días siguientes a su celebración.”

El diputado Chahín explicó que esta indicación busca adecuar el articulado a un lenguaje más jurídico, precisar la actividad que se desarrollará con jornada dividida y limitar las posibles renovaciones de un acuerdo en este sentido.

Sometida a votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (9), señoras Pascal y Sepúlveda y señores Barros, Chahín, Hernández, Martínez, Sabag, Sauerbaum y Urrutia.


9.- De las señoras Muñoz y Pascal, al inciso quinto, para reemplazar el punto (.) seguido de dicho párrafo por una coma (,) y agregar a continuación la frase “pero deberán ser compensadas en dinero, de común acuerdo entre las partes, no pudiendo ser dicha compensación inferior al valor por hora correspondiente a uno y medio ingreso mínimo mensual sobre una jornada de cuarenta y cinco horas”.


La diputada Pascal insistió en que es necesario compensar económicamente a los trabajadores que verán dividida su jornada, y añadió que así se ha aprobado tratándose de otros rubros como el turístico.

El señor Meneses, asesor del Ministerio de Agricultura, por su parte, explicó que el sector agrícola es distinto al rubro turístico y que no pueden aplicársele los mismos términos. Don Sergio Soto, asesor de ODEPA, añadió que el pago que introduce esta indicación sería igual al pago de una hora extraordinaria, a pesar de que el trabajador no estaría desarrollando labor alguna.

Frente a la consulta de la diputada Sepúlveda por las cifras de empleo en el sector agrícola, el señor Soto, asesor de Odepa, explicó que el sector agrícola tiene una mayor tasa de empleo temporal (62% vs un 28% en el total de trabajadores). Sin embargo, también indicó que a diferencia de otros sectores, como el minero, los trabajadores agrícolas tienen mayor tasa de educación básica, por lo que la comparación entre los diversos rubros no debe ser tan automática.

Puesta en votación, la indicación fue rechazada por cuatro votos en contra (4 de 8) de los diputados Barros, Martínez, Sauerbaum y Urrutia; dos votos a favor (2 de 8) de las diputadas Pascal y Sepúlveda; y las abstenciones (2 de 8) de los diputados Chahín y Sabag.


10.- Del señor Chahín y la diputada Sepúlveda, para eliminar el inciso sexto.


El diputado Chahín, señaló que el contenido de este inciso estaba previsto también en el artículo 88 ter, por lo que al refundirse estas disposiciones se vuelve innecesario volver a repetirlo.


Sometida a votación, la indicación fue aprobada por siete votos a favor (7 de 8) de la diputada Sepúlveda y de los diputados Barros, Chahín, Martínez, Sabag, Sauerbaum y Urrutia; y la abstención (1 de 8) de la diputada Pascal. 


11.- De las señoras Muñoz, Pascal y Sepúlveda, y los señores Chahín y Urrutia, para agregar un inciso final, del siguiente tenor:


“Respecto de aquellos trabajadores sujetos a lo dispuesto en este artículo, que pacten ir a su domicilio o lugar de alojamiento durante la interrupción de la jornada, el empleador deberá proveerles o costear los medios de transporte necesarios para ello, en caso que medie una distancia igual o superior a dos kilómetros. Si las partes pactan que el trabajador permanecerá en el lugar de trabajo, deberá hacerlo en lugares especialmente habilitados por el empleador, y bajo ninguna circunstancia podrá prestar servicios durante el lapso de interrupción. Si el trabajador así lo hiciere, con conocimiento del empleador, éste será sancionado con la multa de hasta diez unidades tributarias mensuales por cada trabajador afectado y el pacto caducará de pleno derecho.”

La diputada Pascal señaló que esta indicación persigue asegurar la posibilidad de que los trabajadores puedan volver a su hogar durante la interrupción de la jornada. 


Se debatió si era conveniente que la indicación estableciera la distancia mínima desde la cual regiría la obligación del empleador de proveer o costear un medio de transporte para los trabajadores. En este sentido, el señor Meneses, asesor del Ministerio de Agricultura, señaló que para el caso de las lecherías se precisa que rige esta obligación si la distancia es igual o superior a tres kilómetros, que es también la distancia que menciona el artículo 95 del Código del Trabajo para efectos de otorgar el beneficio del traslado.


Sin embargo, el diputado Chahín fue de la opinión que una distancia de dos kilómetros ya era suficiente para establecer esta obligación, pues de lo contrario, aquellos trabajadores que estén a esa distancia de su hogar no regresarían durante la interrupción de la jornada. Precisó que la regulación de este caso no es equiparable a la establecida en el artículo 95 del Código del Trabajo, pues tratándose de jornada dividida existe un mayor número de traslados en el día y con un lapso de tiempo menor para realizarlos. Tanto la diputada Pascal como el diputado Barros coincidieron con estos argumentos, señalando además este último, que no hay que olvidar que se tratará de casos excepcionales. 


Sometida a votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (9), señoras Pascal y Sepúlveda y señores Alvarez-Salamanca, Barros, Chahín, Martínez, Sabag, Sauerbaum y Urrutia.


12.- De las señoras Muñoz y Pascal, en subsidio de las indicaciones anteriores (que modificaban el artículo 88 bis) para eliminar el artículo 88 bis.


Sin mayor debate, puesta en votación la indicación fue rechazada por la unanimidad de los diputados presentes (9), señoras Pascal y Sepúlveda y señores Alvarez-Salamanca, Barros, Chahín, Martínez, Sabag, Sauerbaum y Urrutia.

(Artículo 88 ter, suprimido)1
Se presentaron las siguientes indicaciones:


1.- De las señoras Muñoz y Pascal, para reemplazarlo, por el siguiente:


“Artículo 88 ter.- Los trabajadores que se desempeñen en labores agrícolas de lecherías, podrán acordar con su empleador una distribución diaria de la jornada que sea adecuada a los horarios inherentes a dichas faenas, pudiendo pactar hasta tres períodos o turnos de trabajo interrumpidos entre sí; sumados dichos períodos o turnos a las interrupciones, no podrán en total exceder de doce horas, en un lapso de veinticuatro. De tal forma, el trabajador tendrá derecho a un descanso continuo de doce horas en un lapso de veinticuatro horas.


El acuerdo señalado en el inciso anterior, deberá constar por escrito y deberá contener lo siguiente:


a) La descripción de las actividades sobre las cuales se celebra el acuerdo;


b) La enumeración de los puestos de trabajo sobre los que recae el acuerdo;


c) La distribución de la jornada diaria;


d) La compensación económica acordada para las horas de interrupción de jornada, la que no podrá ser inferior a uno y medio Ingreso Mínimo Mensual sobre una jornada de cuarenta y cinco horas.


En caso que los trabajadores que prestan servicios en las faenas descritas en el inciso primero sean cincuenta o más, el acuerdo deberá celebrarse con el o los sindicatos a que se encuentren afiliados; en caso de no existir éstos, el acuerdo deberá ser aprobado por la mayoría de los trabajadores involucrados mediante asamblea celebrada al efecto ante un Inspector del Trabajo.


Si el trabajador permanece en el lugar de trabajo durante las horas de interrupción, dicho lapso se entenderá trabajado para todos los efectos legales.


El acuerdo señalado en este artículo, deberá ser registrado en la Inspección del Trabajo dentro de los cinco días siguientes a su celebración.”

La diputada Pascal señaló que reconocía la situación particular de las lecherías, pero estimó que era necesario establecer algunas modificaciones a este artículo para establecer los debidos resguardos de los derechos de los trabajadores. En este sentido, destacó que esta indicación aumentaba el descanso continuo a doce horas, especifica que estos acuerdos solo regirán para las actividades de ordeña, establece las compensaciones de las interrupciones de jornada y favorece los acuerdos colectivos. 


El señor Meneses, asesor del Ministerio de Agricultura, señaló que la redacción del proyecto recogía el Dictamen de la Inspección del Trabajo sobre la materia, aumentando incluso el actual descanso de siete horas a diez horas. Agregó que una regulación como la propuesta no se ajusta al ciclo biológico de las vacas y a los requerimientos de las lecherías. En similar sentido, indicó que las compensaciones propuestas por la diputada volverían demasiado costoso el negocio de las lecherías.


El diputado Barros añadió que la redacción del proyecto responde a las propias recomendaciones de los lecheros que fueron escuchados en la Comisión del Trabajo. 


El diputado Chahín señaló que tal vez sería conveniente distinguir las lecherías que funcionan con un sistema de praderas, cuya jornada debería dividirse solo en dos, y aquellas que operan en forma tabulada, que podrían dividir la jornada en tres. Frente a esta propuesta el señor Meneses señaló que la norma establece que la jornada podrá dividirse “hasta en tres jornadas”, por lo que recoge ambas posibilidades. A su juicio, sería complicar la norma distinguir situaciones tan particulares.


Puesta en votación, la indicación fue rechazada por siete votos en contra (7 de 9) de los diputados Alvarez-Salamanca, Barros, Hernández, Martínez, Sabag, Sauerbaum y Urrutia; y dos votos a favor (2 de 9) de las diputadas Pascal y Sepúlveda.


2.- Del señor Chahín y de la diputada Sepúlveda, al inciso primero del artículo 88 ter, actual inciso sexto del artículo 88 bis, para reemplazar la frase “Los trabajadores que se desempeñen en las obras o trabajos agrícolas de lechería, podrán acordar con el empleador que la jornada de trabajo se divida hasta en tres partes” por la siguiente: “En el caso especial de los trabajadores que desempeñen labores de ordeña en lecherías la división hasta en tres partes procederá.”

Sin mayor debate, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (10), señoras Pascal y Sepúlveda y señores Alvarez-Salamanca, Barros, Chahín, Hernández, Martínez, Sabag, Sauerbaum y Urrutia.


3.- De las señoras Muñoz y Pascal, en subsidio de la indicación anterior (para sustituir el artículo) para intercalar, en el inciso primero del artículo 88 ter, entre las frases “trabajos agrícolas de lechería” y “podrán acordar con el empleador”, lo siguiente: “específicamente en labores de extracción de leche u ordeña”; y para reemplazar la frase final del inciso “siempre que la suma de las interrupciones entre los turnos no exceda de 6 horas” por la siguiente: “no pudiendo la suma de dichos períodos de trabajo y sus interrupciones, exceder de doce horas en un lapso de veinticuatro”.


Dado que se aprobó una indicación que reemplazaba el inciso primero, que pasó a ser sexto, esta indicación se da por rechazada, reglamentariamente. 


4.- De la señora Sepúlveda y el señor Chahín, al inciso segundo del artículo 88 ter, actual inciso séptimo del artículo 88 bis, para intercalar entre los vocablos “trabajadores” y “que” la expresión “de lecherías”, y agregar, a continuación de la palabra “jornada” la palabra “diarias”.


Sin mayor debate, puesta en votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (6), señora Sepúlveda y señores Álvarez-Salamanca, Barros, Bertolino (en reemplazo del señor Martínez), Hernández y Urrutia. 


5.- De las señoras Muñoz y Pascal, en el inciso segundo del artículo 88 ter, actual inciso séptimo del artículo 88 bis, para reemplazar el vocablo “diez” por “doce”.


Puesta en votación, la indicación fue rechazada por cinco votos en contra (5 de 9) de los señores Álvarez-Salamanca, Barros, Bertolino (en reemplazo del señor Martínez), Hernández, y Urrutia; tres votos a favor (3 de 9) de las señoras Pascal y Sepúlveda y del señor Pérez Arriagada; y la abstención (1 de 9) del señor Chahín.


6.- De la señora Sepúlveda y el señor Chahín, para suprimir el inciso tercero del artículo 88 ter.


El diputado Chahín señaló que el contenido de este inciso se traslada a un nuevo inciso penúltimo del artículo, sólo por razones de técnica legislativa.


Sin mayor debate, puesta en votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (9), señoras Pascal y Sepúlveda y señores Álvarez-Salamanca, Barros, Bertolino (en reemplazo del señor Martínez), Chahín, Hernández, Pérez Arriagada y Urrutia. 


7.- De las señoras Muñoz y Pascal, para intercalar un inciso octavo, nuevo, del siguiente tenor:


“Tratándose de empresas de 50 o más trabajadores, el acuerdo deberá celebrarse con el o los respectivos sindicatos a que se encuentren afiliados; y en caso de no existir éstos, deberá ser aprobado por la mayoría de los trabajadores involucrados mediante asamblea celebrada al efecto ante un Inspector del Trabajo”.


El Asesor del Ministerio de Agricultura, señaló que no habría inconvenientes en añadir un inciso de ese tenor, siempre y cuando se detallara mejor a cuales trabajadores se aplicará, precisando por ejemplo que sería aplicable a los “trabajadores dedicados a las labores de ordeña”.


El diputado Barros, en cambio, consideró que resultaba impracticable exigir la presencia de un Inspector del Trabajo en cada uno de estos acuerdos y que debería bastar con remitirlos a la Inspección.


La diputada Sepúlveda, no estuvo de acuerdo en añadir al frase que proponía el asesor del Ministerio, pues a su juicio, se restringiría demasiado la aplicación de la norma. Además, señaló que la hipótesis de la norma (empresas de 50 o más trabajadores) no es tan común, por lo que no debería ser problemático exigir la presencia de un Inspector del Trabajo.

En similar sentido, se pronunció el diputado Chahín a quien le pareció que la disposición respeta el principio general de la negociación colectiva por empresa y no sólo por un grupo limitado de sus trabajadores. Además, destacó que la norma establece que cuando no existen sindicatos, el acuerdo se realizará con “la mayoría de los trabajadores involucrados” y eso apunta a aquellos involucrados en labores de ordeña.

Puesta en votación, la indicación fue rechazada por seis votos en contra (6 de 10) de los señores Álvarez-Salamanca, Barros, Bertolino (en reemplazo del señor Martínez), Hernández, Pérez Lahsen (en reemplazo del señor Sauerbaum) y Urrutia; y cuatro votos a favor (4 de 10) de las señoras Pascal y Sepúlveda y de los señores Chahín y Sabag.


8.- De la señora Sepúlveda y el señor Chahín, para reemplazar el inciso cuarto del artículo 88 ter, que pasaría a ser el inciso octavo del artículo 88 bis, por el siguiente:


“Los pactos de división de la jornada de trabajo del personal de ordeña en lecherías podrán tener una vigencia no superior a 12 meses, pudiendo renovarse por acuerdo de las partes.”

Sin mayor debate, sometida a votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (10), señoras Pascal y Sepúlveda y señores Álvarez-Salamanca, Barros, Bertolino (en reemplazo del señor Martínez), Chahín, Hernández, Pérez Lahsen (en reemplazo del señor Sauerbaum) Sabag, y Urrutia. 


9.- De las señoras Muñoz y Pascal, al inciso cuarto del artículo 88 ter, que pasaría a ser el inciso octavo del artículo 88 bis, para intercalar entre las frases “de la jornada de trabajo” y “deberán constar”, lo siguiente: “, así como las compensaciones a que diere lugar las interrupciones de la jornada a que se refiere el inciso siguiente,”; y para reemplazar el punto final por una coma, agregando a continuación la frase “por igual período”.


Dada la aprobación de una indicación que reemplaza el inciso cuarto, que pasaría a ser octavo, la indicación se da por rechazada. 


10.- De la señora Sepúlveda y el señor Chahín, para reemplazar el inciso quinto del artículo 88 ter, que pasaría a ser el inciso noveno del artículo 88 bis, por el siguiente:


“En caso que los trabajadores de ordeña no residan en el respectivo predio y tengan su domicilio o lugar de alojamiento a una distancia superior a dos kilómetros, el empleador deberá proporcionar los medios de movilización necesarios entre ambos puntos.”.


Sin mayor debate, puesta en votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (9), señoras Pascal y Sepúlveda y señores Álvarez-Salamanca, Barros, Bertolino (en reemplazo del señor Martínez), Chahín, Hernández, Pérez Lahsen (en reemplazo del señor Sauerbaum) y Urrutia.

11.- De las señoras Muñoz y Pascal, para agregar en el inciso quinto del artículo 88 ter, que pasaría a ser el inciso noveno del artículo 88 bis, a continuación del punto (.) final, que pasa a ser seguido, la siguiente frase: “Si el trabajador permanece en el lugar de trabajo durante las horas de interrupción, dicho lapso se entenderá trabajado para todos los efectos legales”.


El diputado Chahín señaló que sería positivo incorporar esta norma, siempre y cuando se establezca que regirá en caso de que el trabajador permanezca en el lugar del trabajo por causa imputable al empleador y no por arbitrio del propio trabajador. En este sentido, propuso añadir la palabra “obligado” o la frase “si por causa imputable al empleador”.


El diputado Barros añadió que también sería necesario excluir de esta norma a aquellos trabajadores que viven en el mismo predio. No obstante, el diputado Chahín consideró que estos casos quedan excluidos de la norma, pues esta señala “si el trabajador permanece en el lugar de trabajo”, no en “el predio”.


El Asesor del Ministerio de Agricultura, sugirió añadir la frase “si desempeñan funciones durante la interrupción”, para resolver estos casos. Sin embargo, la diputada Pascal no coincidió con este criterio, pues la norma busca cubrir también los casos en que aunque no estén trabajando, no se les proporcione los medios de transporte a los trabajadores para volver a sus hogares durante las interrupciones de jornada. Siguiendo este razonamiento, el señor Meneses consideró preferible añadir entonces la frase “si no se proveen los medios de transporte”, pues la fórmula del diputado Chahín es más difícil de fiscalizar y su aplicación resultará más ambigua. La diputada Sepúlveda estuvo de acuerdo en que es necesario evitar ambigüedades, sin embargo, cree que no debería limitarse solo al caso en que no se provean medios de transporte.


En razón de estos argumentos, se decidió presentar una nueva indicación, por lo que esta fue rechazada por la unanimidad de los diputados presentes (10), señoras Pascal y Sepúlveda y señores Álvarez-Salamanca, Barros, Bertolino (en reemplazo del señor Martínez), Chahín, Hernández, Sabag, Pérez Lahsen (en reemplazo del señor Sauerbaum) y Urrutia. 


12.- De las señoras Pascal y Muñoz y del señor Chahín para agregar, en el nuevo inciso noveno, luego del punto (.) final que pasa a ser punto (.) seguido, el siguiente párrafo:


“Si el empleador no cumpliere con la referida obligación, las horas de interrupción de la jornada se entenderán trabajadas para todos los efectos legales. Lo mismo se aplicará en aquellos casos en que, tratándose de una distancia inferior a dos kilómetros, el empleador impidiere al trabajador, durante los lapsos de interrupción, dirigirse al lugar de descanso dispuesto por éste último para tal efecto.”

Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (8), señora Sepúlveda y señores Álvarez-Salamanca, Barros, Becker (en reemplazo del señor Martínez), Chahín, Hernández, Sauerbaum y Urrutia. 


13.- De las señoras Muñoz y Pascal, al inciso quinto del artículo 88 ter, que pasaría a ser el inciso noveno del artículo 88 bis, para reemplazar el punto (.) seguido de dicho párrafo por una coma (,), y agregar a continuación de dicha coma la frase “pero deberán ser compensadas en dinero, de común acuerdo entre las partes, no pudiendo ser dicha compensación inferior al valor por hora correspondiente a uno y medio ingreso mínimo mensual sobre una jornada de cuarenta y cinco horas.”.


Sin debate, puesta en votación, la indicación fue rechazada por seis votos en contra (6 de 9) de los señores Álvarez-Salamanca, Barros, Bertolino (en reemplazo del señor Martínez), Hernández, Pérez Lahsen (en reemplazo del señor Sauerbaum) y Urrutia; y tres votos a favor (3 de 9) de las señoras Pascal y Sepúlveda y del señor Chahín.


14.- De la señora Sepúlveda y el señor Chahín, para agregar el siguiente inciso décimo, nuevo:


“En los casos que trata este artículo, la jornada ordinaria y extraordinaria de trabajo se determinará de acuerdo a lo estipulado en los artículos 22, 30, 31, 32 y 33.”

Sin mayor debate, sometida a votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (10), señoras Pascal y Sepúlveda y señores Álvarez-Salamanca, Barros, Bertolino (en reemplazo del señor Martínez), Chahín, Hernández, Sabag, Pérez Lahsen (en reemplazo del señor Sauerbaum) y Urrutia. 


15.- De la señora Sepúlveda y el señor Chahín, al inciso sexto del artículo 88 ter, que pasaría a ser el inciso décimo primero del artículo 88 bis, para reemplazar la expresión “las interrupciones”, por “los pactos”.


Sin debate, puesta en votación la indicación fue aprobada por la misma votación anterior. 


16.- De la señora Sepúlveda y el señor Chahín para eliminar el inciso final (inciso séptimo del artículo 88 ter).


Sin debate, puesta en votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes en las dos votaciones anteriores. 


17.- De las señoras Muñoz y Pascal, en subsidio de las indicaciones anteriores, para eliminar, el artículo 88 ter propuesto.


Dada la aprobación de las indicaciones precedentes, se da por rechazada la indicación.

N° 5, Reemplaza el actual artículo 94

Artículo 94


El diputado Chahín presentó una indicación para reemplazar la palabra “Pactos” por “Convenios” en el inciso segundo del artículo. Sometida a votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (6), señora Sepúlveda y señores Álvarez-Salamanca, Barros, Chahín, Martínez y Urrutia. 
N° 6, Agrega a continuación del artículo 95 bis, los artículos 95 ter y 95 quáter.

Artículo 95 quáter.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1.- De las señoras Muñoz y Pascal, para reemplazar, los incisos primero y segundo del artículo 95 quáter, por el siguiente:


“Artículo 95 quater.- En casos de existir saldos de remuneración que no hayan sido pagados al trabajador, los empleadores deberán depositarlos, dentro del plazo máximo de 15 días, contado desde la fecha de término de la relación laboral, en la cuenta individual del seguro de desempleo creado por la ley N° 19.728, salvo que el trabajador disponga por escrito de otra forma. Los dineros depositados conforme a este inciso serán siempre de libre disposición para el trabajador. Las empresas principales y usuarias responderán de estos pagos de conformidad a lo establecido en los artículos 183 B, 183 C y 183 D.”.


El asesor del Ministerio de Agricultura, don Andres Meneses señaló que no estaba de acuerdo con esta propuesta pues implicaba eliminar la mención al límite máximo de los saldos de remuneración impagos, que el proyecto establece que no podrán exceder de un 10% de la remuneración del trabajador. El diputado Barros coincidió en que era inconveniente aprobar esta indicación, pues el articulado del proyecto otorga mayores garantías a los trabajadores.

Puesta en votación, la indicación fue rechazada por seis votos en contra (6 de 8) de los señores Álvarez-Salamanca, Barros, Becker (en reemplazo de don Rosauro Martínez), Hernández, Sauerbaum y Urrutia; con el voto favorable (1 de 8) de la señora Sepúlveda; y la abstención (1 de 8) del señor Chahín.


2.- De la señora Sepúlveda y del señor Chahín, para reemplazar en el inciso segundo, la oración: “En todo caso, los empleadores deberán depositar los saldos dentro del plazo máximo de quince días, contado desde la fecha de término de la relación laboral,” por la siguiente: “En todo caso y, dentro del plazo de quince días contados desde la fecha de término de la relación laboral, los empleadores deberán depositar los saldos no pagados directamente al trabajador”.


El diputado Chahín señaló que el objeto de esta indicación era asegurar que estos pagos lleguen al trabajador directamente.


Sometida a votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (8), señora Sepúlveda y señores Álvarez-Salamanca, Barros, Becker (en reemplazo del señor Martínez), Chahín, Hernández, Sauerbaum y Urrutia. 

N° 7, Incorpora el Párrafo 3°, a continuación del artículo 95 quáter.

Párrafo 3º

De los pactos colectivos para faenas agrícolas determinadas.


El diputado Chahín formuló indicación al epígrafe del párrafo tercero, para reemplazar la palabra “pactos” por “convenios”.


Sometida a votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (6), señora Sepúlveda y señores Álvarez-Salamanca, Barros, Chahín, Martínez y Urrutia. 

Artículo 95 quinquies.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1.- De las señoras Muñoz y Pascal, para reemplazar todos los artículos del párrafo 3° propuesto, por el siguiente:


“Artículo 95 quinquies.- Sin perjuicio de las reglas generales sobre negociación colectiva, los trabajadores comprendidos en los párrafos del presente capítulo, podrán celebrar un pacto colectivo sobre las condiciones de empleo y remuneraciones que les hayan de ser aplicables, para la realización de una o más faenas con el mismo empleador. Especialmente, se podrán pactar aquellos aspectos considerados en el artículo 314 bis B de este Código.


El pacto colectivo señalado en el inciso anterior, deberá suscribirse con las organizaciones sindicales que existan en la empresa o a las que se encuentren afiliados los trabajadores; en caso de no existir éstas, el acuerdo deberá ser aprobado por la mayoría de los trabajadores involucrados mediante asamblea celebrada al efecto ante un Inspector del Trabajo.


El pacto solamente tendrá efectos sobre los trabajadores que concurran a su aprobación en la forma señalada en los incisos anteriores. No se podrá suscribir el pacto colectivo, posteriormente, por trabajadores en forma individual, salvo que se pactare con sindicatos agrícolas de temporada la contratación futura de un número o porcentaje de los trabajadores en las diferentes faenas.”.


El asesor del Ministerio de Agricultura, señaló que no estaba de acuerdo con esta propuesta pues reemplaza todo el párrafo por un solo artículo e introduce ciertos requisitos que resultan impracticables de cumplir, como exigir la presencia de un inspector del Trabajo en la asamblea donde se acuerde el pacto. Además, estimó negativo suprimir la posibilidad de otros trabajadores que no estaban presentes en la asamblea de adherir al pacto.


El diputado Barros señaló que resulta razonable exigir que una copia de estos acuerdos sea enviada a la Inspección del Trabajo, pero no exigir que un inspector se encuentre presente, pues no existen suficientes inspectores para llevar a cabo esa tarea. Tampoco consideró conveniente restringir la posibilidad de adherir a los pactos. 


Puesta en votación, la indicación fue rechazada por la unanimidad de los diputados presentes (6), señores Álvarez-Salamanca, Barros, Becker (en reemplazo del señor Martínez), Chahín, Sauerbaum y Urrutia. 


2.- Del diputado Chahín para:


a) Reemplazar el inciso primero por los siguientes incisos:


“Articulo 95 quinquies.- Sin perjuicio de las reglas generales sobre negociación colectiva, los trabajadores agrícolas de temporada comprendidos en este capítulo y su respectivo empleador, podrán celebrar un convenio colectivo por cada faena, o un convenio colectivo que comprenda dos o más faenas diferentes y consecutivas, cuando en este último caso se cuente con el acuerdo de la mayoría absoluta de los trabajadores que concurrieron al convenio.

Para los efectos de este párrafo se entenderá por faena aquella obra o trabajo que por su naturaleza intrínseca tenga el carácter de momentánea o temporal, circunstancia esta que deberá ser determinada en cada caso particular.


Los trabajadores agrícolas permanentes podrán celebrar un convenio colectivo por cada predio o predios colindantes de un mismo empleador, aplicándose además lo dispuesto en el artículo 316 del Código del Trabajo, cuando en este último caso se cuente con el acuerdo de la mayoría absoluta de los trabajadores que concurrieron al convenio.


Con todo, los trabajadores agrícolas permanentes que así lo deseen podrán adherirse a los convenios colectivos por faena en los términos del inciso final del artículo 95 quinquies A.”

b) Sustituir, en los incisos segundo y tercero, que pasarían a ser quinto y sexto la palabra “pactos”, por “convenios” y, en el inciso final, el vocablo “pacto” por “convenio”.


Sometida a votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (6), señores Álvarez-Salamanca, Barros, Becker (en reemplazo del señor Martínez), Chahín, Sauerbaum y Urrutia.


3.- De las señoras Muñoz y Pascal, en subsidio de la indicación anterior (que reemplazaba los tres artículos del Párrafo 3°, por un artículo), para sustituir inciso tercero del artículo 95 quinquies por el siguiente:


“El pacto colectivo solamente tendrá efecto respecto de los trabajadores que concurran a su aprobación. No se podrá suscribir el pacto colectivo, posteriormente, por trabajadores en forma individual, salvo que se pactare con sindicatos agrícolas de temporada la contratación futura de un número o porcentaje de los trabajadores en las diferentes faenas.”.


Dada la aprobación de las indicaciones precedentes, esta indicación se dio por rechazada.

Artículo 95 quinquies A.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1.- De las señoras Muñoz y Pascal, en subsidio de la indicación que reemplaza los tres artículos que conforman el Párrafo 3°, por un artículo, para reemplazar el artículo 95 quinquies A, por el siguiente: 


“Artículo 95 quinquies A.- Para la negociación y aprobación de los pactos colectivos, las partes se sujetarán a las normas establecidas en el artículo 314 bis de este cuerpo legal. “.


Sin mayor debate, sometida a votación la indicación fue rechazada por la unanimidad de los diputados presentes (6), señores Álvarez-Salamanca, Barros, Becker (en reemplazo del señor Martínez), Chahín, Sauerbaum y Urrutia.


2.- Del diputado Chahín para reemplazar la frase “respectiva faena involucrada en la negociación” por “respectivo predio o faena involucrado en la negociación, según sea el caso,”

Sometida a votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (6), señores Álvarez-Salamanca, Barros, Becker (en reemplazo del señor Martínez), Chahín, Sauerbaum y Urrutia.

Artículo 95 quinquies B.


El diputado Chahín formuló indicación para reemplazarlo por el siguiente:


“Los convenios colectivos deberán ser incorporados al registro señalado en el artículo 94 de este Código, dentro de los cinco días siguientes a su celebración y depositados ante la respectiva Inspección del Trabajo en el mismo plazo, la que podrá formular observaciones dentro del término de quince días, sin perjuicio de la fiscalización posterior el cumplimiento del convenio por parte de la Inspección del Trabajo.”

Sin mayor debate, puesta en votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (6), señores Álvarez-Salamanca, Barros, Becker (en reemplazo del señor Martínez), Chahín, Sauerbaum y Urrutia.

Artículo 95 quinquies C.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1.- De las señoras Muñoz y Pascal, en subsidio de la indicación que reemplaza los tres artículos que conforman el Párrafo 3°, por un artículo, para reemplazar el inciso primero del artículo 95 quinquies C, por el siguiente:


“Artículo 95 quinquies C.- Los pactos colectivos regulados en este párrafo podrán versar sobre todas aquellas materias señaladas en el artículo 314 bis B de este código”. 


Sin mayor debate, sometida a votación, la indicación fue rechazada por la unanimidad de los diputados presentes (6), señores Álvarez-Salamanca, Barros, Becker (en reemplazo del señor Martínez), Chahín, Sauerbaum y Urrutia.


2.- De la señora Sepúlveda y el señor Chahín, al inciso primero, para reemplazar la palabra “pactos” por “convenios” y suprimir la expresión “control de asistencia”.


Sometida a votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (6), señores Álvarez-Salamanca, Barros, Becker (en reemplazo de señor Martínez), Chahín, Sauerbaum y Urrutia.


3.- Del diputado Barros para incorporar, en el inciso segundo, la siguiente frase final: “Con todo, la vigencia del convenio colectivo no podrá exceder de un año.”

Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (6), señores Álvarez-Salamanca, Barros, Becker (en reemplazo del señor Martínez), Chahín, Sauerbaum y Urrutia.


4.- De las señoras Muñoz, Pascal y Chahín, para eliminar el inciso tercero.


Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (6), señores Álvarez-Salamanca, Barros, Becker (en reemplazo del señor Martínez), Chahín, Sauerbaum y Urrutia.


5.- De la señora Sepúlveda y el señor Chahín, para reemplazar en el encabezado del inciso cuarto, la palabra “pactos” por “convenios”.


Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (6), señores Álvarez-Salamanca, Barros, Chahín, Becker (en reemplazo del señor Martínez), Sauerbaum y Urrutia.


6.- De las señoras Muñoz y Pascal, en subsidio de las indicaciones anteriores (que modifican los artículos que conforman el Párrafo 3°), para eliminar todos los artículos comprendidos en el párrafo 3°: De los pactos colectivos para faenas agrícolas determinadas.


Dada la aprobación de las indicaciones precedentes, y por no encontrarse presentes sus autoras, la indicación se da por rechazada.

V. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADAS E INADMISIBLES.

a) Artículos rechazados.


No existen artículos rechazados.2
b) Indicaciones rechazadas.

Al artículo único

N° 3, agrega los artículo 83 bis y 88 ter.


1.- De las señoras Muñoz y Pascal, para reemplazar el artículo 88 bis, por el siguiente:


“Artículo 88 bis.- Las partes podrán acordar por escrito la división de la jornada diaria de trabajo hasta dos partes interrumpidas por hasta cinco horas, concurriendo las siguientes condiciones:


a.- Que el respectivo acuerdo sobre la distribución de la jornada y las compensaciones económicas por el período de interrupción, conste por escrito;


b.- Que exista fundamento suficiente para la adopción de esta medida, entendiéndose por tal la prevención de daños graves, productivos o económicos en la faena; dicho fundamento deberá constar por escrito en el respectivo acuerdo, y,


c.- Que, tratándose de empresas de cincuenta o más trabajadores, el acuerdo sea celebrado con el o los respectivos sindicatos; en caso de no existir éstos, el acuerdo deberá ser aprobado por la mayoría de los trabajadores involucrados mediante asamblea celebrada al efecto ante un Inspector del Trabajo.


El acuerdo señalado en el inciso anterior, tendrá una vigencia de hasta tres meses, debiendo constar por escrito su prórroga por similar período. En caso de haber sido celebrado en conformidad a la letra c) del inciso anterior, la prórroga deberá acordarse igualmente en forma colectiva, cada seis meses.


Las horas de interrupción no se imputarán a la jornada de trabajo, pero deberán ser compensadas en dinero, de común acuerdo entre las partes; dicha compensación no podrá ser inferior al valor por hora correspondiente a uno y medio Ingreso Mínimo Mensual sobre una jornada de cuarenta y cinco horas. Las horas diarias ordinarias efectivamente trabajadas no podrán ser superiores a diez.


A los trabajadores que hubieren suscrito el acuerdo señalado en el inciso primero, y que acuerden ir a su domicilio o lugar de alojamiento durante la interrupción de la jornada, el empleador deberá proveerles o costear los medios de transporte necesarios para ello. Si las partes acuerdan que el trabajador permanecerá en el lugar de trabajo, deberá hacerlo en lugares especialmente habilitados por el empleador, y bajo ninguna circunstancia podrá prestar servicios durante el lapso de interrupción. Si el trabajador así lo hiciere, con conocimiento del empleador, éste será sancionado con la multa de hasta 10 UTM por cada trabajador afectado y el acuerdo caducará de pleno derecho.


La suma de las horas correspondientes a la jornada ordinaria, extraordinaria y las horas de interrupción de la jornada pactada en conformidad a este artículo, no podrá ser superior a doce.


El acuerdo señalado en este artículo deberá ser registrado en la respectiva Inspección del Trabajo dentro de los cinco días siguientes a su celebración.”

2.- De las señoras Muñoz y Pascal, en subsidio de la anterior, para modificar el artículo 88 bis, en el forma que se indica:


a) Al inciso primero, para sustituir la palabra “tres”, por “dos”.


b) Al inciso segundo, para reemplazar la palabra “tres”, por “dos”.


3.- Del señor Chahín y de la señora Sepúlveda, al inciso segundo del artículo 88 bis, para reemplazar el guarismo “12” por “11”.


4.- De las señoras Muñoz y Pascal, al artículo 88 bis.


a) Para intercalar el siguiente inciso cuarto:


“Tratándose de empresas de 50 o más trabajadores, el acuerdo deberá celebrarse con el o los respectivos sindicatos a que se encuentren afiliados; y en caso de no existir éstos, deberá ser aprobado por la mayoría de los trabajadores involucrados mediante asamblea celebrada al efecto ante un Inspector del Trabajo.”.


b) Al inciso cuarto, (que pasaría a ser quinto), para intercalar entre las frases “conforme a este artículo” y “deberá acordarse por escrito”, el siguiente párrafo: “, así como las compensaciones a que diere lugar las interrupciones de la jornada a que se refiere el inciso siguiente,”; y para reemplazar el punto (.) final por una coma, agregando a continuación la frase “por igual período”.


c) Al inciso quinto, (que pasaría a ser sexto), para reemplazar el punto (.) seguido de dicho párrafo por una coma (,) y agregar a continuación la frase “pero deberán ser compensadas en dinero, de común acuerdo entre las partes, no pudiendo ser dicha compensación inferior al valor por hora correspondiente a uno y medio ingreso mínimo mensual sobre una jornada de cuarenta y cinco horas”.


d) De las mismas señoras diputadas, en subsidio de las indicaciones anteriores, para eliminar el artículo 88 bis.


5.- De las señoras Muñoz y Pascal, al artículo 88 ter:


i) Para reemplazarlo, por el siguiente:


“Artículo 88 ter.- Los trabajadores que se desempeñen en labores agrícolas de lecherías, podrán acordar con su empleador una distribución diaria de la jornada que sea adecuada a los horarios inherentes a dichas faenas, pudiendo pactar hasta tres períodos o turnos de trabajo interrumpidos entre sí; sumados dichos períodos o turnos a las interrupciones, no podrán en total exceder de doce horas, en un lapso de veinticuatro. De tal forma, el trabajador tendrá derecho a un descanso continuo de doce horas en un lapso de veinticuatro horas.


El acuerdo señalado en el inciso anterior, deberá constar por escrito y deberá contener lo siguiente:


a) La descripción de las actividades sobre las cuales se celebra el acuerdo;


b) La enumeración de los puestos de trabajo sobre los que recae el acuerdo;


c) La distribución de la jornada diaria;


d) La compensación económica acordada para las horas de interrupción de jornada, la que no podrá ser inferior a uno y medio Ingreso Mínimo Mensual sobre una jornada de cuarenta y cinco horas.


En caso que los trabajadores que prestan servicios en las faenas descritas en el inciso primero sean cincuenta o más, el acuerdo deberá celebrarse con el o los sindicatos a que se encuentren afiliados; en caso de no existir éstos, el acuerdo deberá ser aprobado por la mayoría de los trabajadores involucrados mediante asamblea celebrada al efecto ante un Inspector del Trabajo.


Si el trabajador permanece en el lugar de trabajo durante las horas de interrupción, dicho lapso se entenderá trabajado para todos los efectos legales.


El acuerdo señalado en este artículo, deberá ser registrado en la Inspección del Trabajo dentro de los cinco días siguientes a su celebración.”

ii) En subsidio de la indicación anterior (para sustituir el artículo artículo 88 ter) para intercalar en el inciso primero, entre las frases “trabajos agrícolas de lechería” y “podrán acordar con el empleador”, lo siguiente: “específicamente en labores de extracción de leche u ordeña”; y para reemplazar la frase final del inciso “siempre que la suma de las interrupciones entre los turnos no exceda de 6 horas” por la siguiente: “no pudiendo la suma de dichos períodos de trabajo y sus interrupciones, exceder de doce horas en un lapso de veinticuatro”.


iii) Al inciso segundo, para reemplazar el vocablo “diez” por “doce”.


iv) Para intercalar un inciso cuarto, nuevo, del siguiente tenor:


“Tratándose de empresas de 50 o más trabajadores, el acuerdo deberá celebrarse con el o los respectivos sindicatos a que se encuentren afiliados; y en caso de no existir éstos, deberá ser aprobado por la mayoría de los trabajadores involucrados mediante asamblea celebrada al efecto ante un Inspector del Trabajo”.


v) Al inciso cuarto, para intercalar entre las frases “de la jornada de trabajo” y “deberán constar”, lo siguiente: “, así como las compensaciones a que diere lugar las interrupciones de la jornada a que se refiere el inciso siguiente,”; y para reemplazar el punto final por una coma, agregando a continuación la frase “por igual período”.


vi) Al inciso quinto, para, reemplazar el punto (.) seguido de dicho párrafo por una coma (,), y agregar a continuación de dicha coma (,) la frase “pero deberán ser compensadas en dinero, de común acuerdo entre las partes, no pudiendo ser dicha compensación inferior al valor por hora correspondiente a uno y medio ingreso mínimo mensual sobre una jornada de cuarenta y cinco horas”.


vii) Al inciso final, para agregar, la siguiente oración final: “Si el trabajador permanece en el lugar de trabajo durante las horas de interrupción, dicho lapso se entenderá trabajado para todos los efectos legales”.


6.- De las señoras Muñoz y Pascal, en subsidio de las indicaciones anteriores, para eliminar el artículo 88 ter.

N° 6, agrega, a continuación del artículo 95 bis, los artículo 95 ter y 95 quater.


-De las señoras Muñoz y Pascal, para reemplazar, los incisos primero y segundo del 
artículo 95 quáter, por el siguiente:


“Artículo 95 quater.- En casos de existir saldos de remuneración que no hayan sido pagados al trabajador, los empleadores deberán depositarlos, dentro del plazo máximo de 15 días, contado desde la fecha de término de la relación laboral, en la cuenta individual del seguro de desempleo creado por la ley N° 19.728, salvo que el trabajador disponga por escrito de otra forma. Los dineros depositados conforme a este inciso serán siempre de libre disposición para el trabajador. Las empresas principales y usuarias responderán de estos pagos de conformidad a lo establecido en los artículos 183 B, 183 C y 183 D.”.

N° 7, Incorpora el Párrafo 3°, a continuación del artículo 95 quáter.


1.- De las señoras Muñoz y Pascal, para reemplazar todos los artículos del párrafo 3°, por el siguiente artículo:


“Artículo 95 quinquies.- Sin perjuicio de las reglas generales sobre negociación colectiva, los trabajadores comprendidos en los párrafos del presente capítulo, podrán celebrar un pacto colectivo sobre las condiciones de empleo y remuneraciones que les hayan de ser aplicables, para la realización de una o más faenas con el mismo empleador. Especialmente, se podrán pactar aquellos aspectos considerados en el artículo 314 bis B de este Código.


El pacto colectivo señalado en el inciso anterior, deberá suscribirse con las organizaciones sindicales que existan en la empresa o a las que se encuentren afiliados los trabajadores; en caso de no existir éstas, el acuerdo deberá ser aprobado por la mayoría de los trabajadores involucrados mediante asamblea celebrada al efecto ante un Inspector del Trabajo.


El pacto solamente tendrá efectos sobre los trabajadores que concurran a su aprobación en la forma señalada en los incisos anteriores. No se podrá suscribir el pacto colectivo, posteriormente, por trabajadores en forma individual, salvo que se pactare con sindicatos agrícolas de temporada la contratación futura de un número o porcentaje de los trabajadores en las diferentes faenas.”.


2.- De las mismas señoras diputadas, en subsidio de la indicación anterior, para:


a) Reemplazar el inciso tercero del artículo 95 quinquies, por el siguiente:


“El pacto colectivo solamente tendrá efecto respecto de los trabajadores que concurran a su aprobación. No se podrá suscribir el pacto colectivo, posteriormente, por trabajadores en forma individual, salvo que se pactare con sindicatos agrícolas de temporada la contratación futura de un número o porcentaje de los trabajadores en las diferentes faenas.”.


b) Reemplazar el artículo 95 quinquies A, por el siguiente: 


“Artículo 95 quinquies A.- Para la negociación y aprobación de los pactos colectivos, las partes se sujetarán a las normas establecidas en el artículo 314 bis de este cuerpo legal. “.


c) Reemplazar el inciso primero del artículo 95 quinquies C, por el siguiente:


“Artículo 95 quinquies C.- Los pactos colectivos regulados en este párrafo podrán versar sobre todas aquellas materias señaladas en el artículo 314 bis B de este código”. 


3.- De las mismas señoras diputadas Muñoz y Pascal, en subsidio de las indicaciones anteriores (que modifican los artículos que conforman el Párrafo 3°), para eliminar todos los artículos comprendidos en el párrafo 3°: De los pactos colectivos para faenas agrícolas determinadas.

c) Indicaciones inadmisibles.


No existen indicaciones que hayan sido declaradas inadmisibles.

VI. MENCIÓN DE LAS ADICIONES Y ENMIENDAS QUE LA COMISIÓN APROBÓ EN LA DISCUSIÓN PARTICULAR.


De conformidad a los acuerdos adoptados la Comisión deja constancia que propone introducir las siguientes enmiendas al texto propuesto por la Comisión de Trabajo y Seguridad Social.

Artículo único

Número 3, agrega los artículos 88 bis y 88 ter.


Refundir los artículos 88 bis y 88 ter

En el artículo 88 bis.

.
1. Reemplazar el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 88 bis.- Si por la especial naturaleza y particularidad de la actividad agrícola de que se trate, se requiera necesariamente desarrollar la jornada de trabajo diaria en intervalos de tiempo, esta podrá ser dividida hasta en tres partes. Esto se aplicará especialmente para las actividades de ordena en lecherías. Salvo este último caso, cuando exista duda de si una actividad debe o no necesariamente dividir su jornada diaria, la Inspección del Trabajo respectiva, de oficio o a petición de parte, resolverá fundadamente la procedencia de tal división, resolución que podrá reclamarse ante el Juzgado de Letras del Trabajo en virtud de lo dispuesto en el artículo 504 del Código del Trabajo.”

2.- Eliminar el inciso tercero.


3.- Introducir las siguientes modificaciones, en el inciso cuarto, que pasaría a ser tercero:


a) Reemplazar el vocablo “acordarse” por “pactarse”.


b) Intercalar a continuación de la palabra “escrito” la siguiente frase “especificando la actividad especial de que se trata y los fundamentos de la división de la jornada diaria, pacto que” y, suprimir la conjunción “y” que antecede a la expresión “tendrá una vigencia”. 


c) Agregar a continuación, de la expresión “de las partes” lo siguiente: “hasta en un máximo de dos renovaciones. Copia de estos pactos deberán remitirse a la Inspección del Trabajo respectiva dentro de los 10 días siguientes a su celebración.”

4.- Eliminar el inciso sexto.


5.- Agregar, el siguiente inciso quinto nuevo:


“Respecto de aquellos trabajadores sujetos a lo dispuesto en este artículo, que pacten ir a su domicilio o lugar de alojamiento durante la interrupción de la jornada, el empleador deberá proveerles o costear los medios de transporte necesarios para ello, en caso que medie una distancia igual o superior a dos kilómetros. Si las partes pactan que el trabajador permanecerá en el lugar de trabajo, deberá hacerlo en lugares especialmente habilitados por el empleador, y bajo ninguna circunstancia podrá prestar servicios durante el lapso de interrupción. Si el trabajador así lo hiciere, con conocimiento del empleador, éste será sancionado con la multa de hasta 10 UTM por cada trabajador afectado y el pacto caducará de pleno derecho.”
En el artículo 88 ter, refundido.


1.- Reemplazar, en el inciso primero del artículo 88 ter, que pasa ser inciso sexto del 
artículo 88 bis, la frase “Los trabajadores que se desempeñen en las obras o trabajos agrícolas de lechería, podrán acordar con el empleador que la jornada de trabajo se divida hasta en tres partes” por la siguiente: “En el caso especial de los trabajadores que desempeñen labores de ordeña en lecherías la división hasta en tres partes procederá.”

2.- Intercalar, en el inciso segundo del artículo 88 ter, que pasa ser inciso séptimo del 
artículo 88 bis, entre el vocablo “trabajadores” y el pronombre “que” la expresión “de leche-
rías”, y agregar, a continuación de la palabra “jornada” el vocablo “diarias”.


3.- Suprimir el inciso tercero del artículo 88 ter.


4.- Reemplazar los incisos cuarto y quinto del artículo 88 ter, que han pasado a ser octavo y noveno del artículo 88 bis, por los siguientes:


“Los pactos de división de la jornada de trabajo del personal de ordeña en lecherías podrán tener una vigencia no superior a 12 meses, pudiendo renovarse por acuerdo de las partes.”

En caso que los trabajadores de ordeña no residan en el respectivo predio y tengan su domicilio o lugar de alojamiento a una distancia superior a dos kilómetros, el empleador deberá proporcionar los medios de movilización necesarios entre ambos puntos. Si el empleador no cumpliere con la referida obligación, las horas de interrupción de la jornada se entenderán trabajadas para todos los efectos legales. Lo mismo se aplicará en aquellos casos en que, tratándose de una distancia inferior a dos kilómetros, el empleador impidiere al trabajador, durante los lapsos de interrupción, dirigirse al lugar de descanso dispuesto por éste último para tal efecto.”

5.- Agregar el siguiente inciso décimo, nuevo:


“En los casos que trata este artículo, la jornada ordinaria y extraordinaria de trabajo se determinará de acuerdo a lo estipulado en los artículos 22, 30, 31, 32 y 33.”

6.- Reemplazar, en el inciso sexto del artículo 88 ter, que ha pasado a ser inciso decimo primero del artículo 88 bis, la expresión “las interrupciones”, por “los pactos”.


7.- Eliminar el inciso final del artículo 88 ter.

N° 5, Reemplaza el actual artículo 94

En el Artículo 94


Reemplazar la palabra “Pactos” por “Convenios” en el inciso segundo del artículo 94.

N° 6, agrega, a continuación del artículo 95 bis, los siguientes artículo 95 ter y 95 quater.

En el artículo 95 quater.


-Reemplazar en el inciso segundo, la oración: “En todo caso, los empleadores deberán depositar los saldos dentro del plazo máximo de quince días, contado desde la fecha de término de la relación laboral,” por la siguiente: “En todo caso y, dentro del plazo de quince días contados desde la fecha de término de la relación laboral, los empleadores deberán depositar los saldos no pagados directamente al trabajador”.

N° 7, incorpora, a continuación del artículo 95 quater, un Párrafo 3°, De los pactos
colectivos para faenas agrícolas determinadas.


-Reemplazar, en el epígrafe del párrafo 3°, la palabra “pactos” por “convenios” 

En el artículo 95 quinquies.


a) Reemplazar el inciso primero por los siguientes incisos:


“Articulo 95 quinquies.- Sin perjuicio de las reglas generales sobre negociación colectiva, los trabajadores agrícolas de temporada comprendidos en este capítulo y su respectivo empleador, podrán celebrar un convenio colectivo por cada faena, o un convenio colectivo que comprenda dos o más faenas diferentes y consecutivas, cuando en este último caso se cuente con el acuerdo de la mayoría absoluta de los trabajadores que concurrieron al convenio. 


Para los efectos de este párrafo se entenderá por faena aquella obra o trabajo que por su naturaleza intrínseca tenga el carácter de momentánea o temporal, circunstancia esta que deberá ser determinada en cada caso particular.


Los trabajadores agrícolas permanentes podrán celebrar un convenio colectivo por cada predio o predios colindantes de un mismo empleador, aplicándose además lo dispuesto en el artículo 316 del Código del Trabajo, cuando en este último caso se cuente con el acuerdo de la mayoría absoluta de los trabajadores que concurrieron al convenio.


Con todo, los trabajadores agrícolas permanentes que así lo deseen podrán adherirse a los convenios colectivos por faena en los términos del inciso final del artículo 95 quinquies A.”

b) Sustituir, en los incisos segundo y tercero, que pasarían a ser quinto y sexto la palabra “pactos, por “convenios” y, en el inciso final, el vocablo “pacto” por “convenio”.

En el artículo 95 quinquies A.


a) Reemplazar, en el inciso primero, la frase “respectiva faena involucrada en la negociación” por la siguiente: “respectivo predio o faena involucrado en la negociación, según sea el caso,”

b) Reemplazar, en los incisos segundo y cuarto, las palabras “pacto” por “convenio”, y en el inciso sexto el vocablo “pactos” por “convenios”.

En el artículo 95 quinquies B.


Reemplazar el artículo por el siguiente:


“Artículo 95 quinquies B.- Los convenios colectivos deberán ser incorporados al registro señalado en el artículo 94 de este Código, dentro de los cinco días siguientes a su celebración y depositados ante la respectiva Inspección del Trabajo en el mismo plazo, la que podrá formular observaciones dentro del término de quince días, sin perjuicio de la fiscalización posterior el cumplimiento del convenio por parte de la Inspección del Trabajo.”
En el artículo 95 quinquies C.


a) Reemplazar, en el inciso primero, la palabra “pactos” por “convenios” y suprimir la expresión “control de asistencia”.


b) Reemplazar, en el inciso segundo, la palabra “pacto” por “convenio”, y agregar, a continuación del punto (.) aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Con todo, la vigencia del convenio colectivo no podrá exceder de un año.”
c) Eliminar el inciso tercero.


d) Reemplazar, en el inciso cuarto, que pasaría a ser tercero, la palabra “pacto” por “convenios”.

-o-

En razón de lo expuesto y por las razones que dará a conocer el Diputado Informante, la Comisión recomienda aprobar las modificaciones propuestas 


Para una mejor comprensión, el texto del proyecto quedaría como sigue si se acogen las indicaciones de la Comisión.
TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Introdúzcase las siguientes modificaciones al Libro I del Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2002, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social: 


1) Intercálese al epígrafe de su Capítulo II, a continuación de la palabra “trabajadores”, la frase “y trabajadoras”.


2) Sustitúyase en el inciso primero del artículo 87 la frase “los trabajadores” por la siguiente oración: “al trabajador y trabajadora, en adelante los trabajadores o el trabajador,”. 


3) Intercálase el siguiente artículo 88 bis nuevo:


“Artículo 88 bis.- Si por la especial naturaleza y particularidad de la actividad agrícola de que se trate, se requiera necesariamente desarrollar la jornada de trabajo diaria en intervalos de tiempo, esta podrá ser dividida hasta en tres partes. Esto se aplicará especialmente para las actividades de ordeña en lecherías. Salvo este último caso, cuando exista duda de si una actividad debe o no necesariamente dividir su jornada diaria, la Inspección del Trabajo respectiva, de oficio o a petición de parte, resolverá fundadamente la procedencia de tal división, resolución que podrá reclamarse ante el Juzgado de Letras del Trabajo en virtud de lo dispuesto en el artículo 504 del Código del Trabajo.


En aquellos casos donde se divida la jornada de trabajo diaria en tres partes, el trabajador no podrá permanecer más de 12 horas continuas en el lugar de trabajo, sumadas la jornada ordinaria, extraordinaria y periodos intermedios.


La división de la jornada conforme a este artículo deberá pactarse por escrito especificando la actividad especial de que se trata y los fundamentos de la división de la jornada diaria, pacto que tendrá una vigencia no superior a tres meses, pudiendo renovarse dicho pacto por acuerdo de las partes hasta en un máximo de dos renovaciones. Copia de estos pactos deberán remitirse a la Inspección del Trabajo respectiva dentro de los 10 días siguientes a su celebración.


Las interrupciones de la jornada no se considerarán trabajadas para computar la duración diaria de ésta. A lo menos uno de estos períodos intermedios deberá ser igual o superior a media hora.


Respecto de aquellos trabajadores sujetos a lo dispuesto en este artículo, que pacten ir a su domicilio o lugar de alojamiento durante la interrupción de la jornada, el empleador deberá proveerles o costear los medios de transporte necesarios para ello, en caso que medie una distancia igual o superior a dos kilómetros. Si las partes pactan que el trabajador permanecerá en el lugar de trabajo, deberá hacerlo en lugares especialmente habilitados por el empleador, y bajo ninguna circunstancia podrá prestar servicios durante el lapso de interrupción. Si el trabajador así lo hiciere, con conocimiento del empleador, éste será sancionado con la multa de hasta 10 unidades tributarias mensuales por cada trabajador afectado y el pacto caducará de pleno derecho.


En el caso especial de los trabajadores que desempeñen labores de ordeña en lecherías la división hasta en tres partes procederá, siempre que la suma de las interrupciones entre los turnos no exceda de 6 horas.


Los trabajadores de lecherías que hubieren acordado la división de la jornada diaria, deberán tener un descanso mínimo ininterrumpido de diez horas dentro de cada veinticuatro horas.


Los pactos de división de la jornada de trabajo del personal de ordeña en lecherías podrán tener una vigencia no superior a 12 meses, pudiendo renovarse por acuerdo de las partes.


En caso que los trabajadores de ordeña no residan en el respectivo predio y tengan su domicilio o lugar de alojamiento a una distancia superior a dos kilómetros, el empleador deberá proporcionar los medios de movilización necesarios entre ambos puntos. Si el empleador no cumpliere con la referida obligación, las horas de interrupción de la jornada se entenderán trabajadas para todos los efectos legales. Lo mismo se aplicará en aquellos casos en que, tratándose de una distancia inferior a dos kilómetros, el empleador impidiere al trabajador, durante los lapsos de interrupción, dirigirse al lugar de descanso dispuesto por éste último para tal efecto.


En los casos que trata este artículo, la jornada ordinaria y extraordinaria de trabajo se determinará de acuerdo a lo estipulado en los artículos 22, 30, 31, 32 y 33.


El registro de los pactos a los que se refiere este artículo se llevará conforme a lo establecido en el artículo 33.”

4) Agregáse, el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 93:


“Los trabajadores que hubieren prestado servicios continuos o discontinuos para un mismo empleador, en virtud de más de dos contratos por faena agrícola determinada, que sumen diez o más meses dentro de un período de doce meses, contados desde la primera contratación, se presumirá que han sido contratados por una duración indefinida”.


5) Reemplázase el actual artículo 94 por el siguiente:


“Artículo 94.- El contrato individual de los trabajadores agrícolas de temporada deberá escriturarse en dos ejemplares, dentro de los cinco días siguientes a la incorporación del trabajador a las faenas. Cuando la duración de las faenas para las que se contrata sea superior a veintiocho días, los empleadores deberán remitir una copia del contrato a la respectiva Inspección del Trabajo, dentro de los diez días siguientes a su escrituración.


No se exigirá la remisión de las copias del contrato que establece el inciso primero, en caso que el empleador ingrese los datos respectivos al Registro de Trabajadores Agrícolas de Temporada y Convenios Colectivos, acreditando de esta forma el vínculo laboral. En dicho registro el empleador deberá ingresar la nómina de contratos, consignando el nombre completo, la cédula de identidad y el domicilio de los trabajadores que se contraten, junto con señalar las labores convenidas, el monto, la forma, el período de pago de la remuneración acordada, la duración y la distribución de la jornada de trabajo.


Un reglamento del Ministerio del Trabajo y Previsión Social regulará el funcionamiento del registro señalado, el que será administrado por la Dirección del Trabajo.

El reglamento regulará, además, el establecimiento de un Sistema Informático de Registro de Contratos Agrícolas, el que podrá ser utilizado por los empleadores agrícolas. Dicho reglamento establecerá la forma en que los empleadores deberán ingresar la información respectiva, las modalidades de suscripción de contrato aceptadas por medios electrónicos y, en general, el funcionamiento del Sistema, procurando establecer los medios más expeditos que aseguren su celeridad, así como la autenticidad y seguridad de la información allí contenida; todo ello de conformidad a lo establecido en la ley N° 19.628 sobre protección de datos personales.

La Dirección del Trabajo velará por la privacidad de los datos personales y sensibles contenidos en el Registro y en el Sistema Informático a que se refiere este artículo, y le estará prohibido proporcionar dicha información a terceros; sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deba proporcionar de conformidad a la ley. La publicidad, comunicación o conocimiento de la información disponible en el registro se presumirá que afecta los derechos de las personas, particularmente, la esfera de su vida privada y sus derechos de carácter comercial o económico.”.


6) Agregánse, a continuación del artículo 95 bis, los siguientes artículos 95 ter y 95 quáter: 


“Artículo 95 ter.- La remuneración de un trabajador de temporada, para los efectos de obtener los beneficios de seguridad social, subsidios u otros de origen estatal o municipal, que se otorgan en relación al monto de las remuneraciones o ingresos, al periodo en el cual el trabajador se ha desempeñado laboralmente, o ambos, y para recibir asistencia jurídica y de defensa judicial en los casos en que la ley las otorga; corresponderá a la suma de las remuneraciones que ha percibido en los doce meses inmediatamente anteriores, dividida por doce.


Artículo 95 quáter.- El contrato deberá contener una estipulación, de común acuerdo, que establezca la forma y plazo en que se pagará al trabajador agrícola de temporada, los saldos de remuneración que, al término del contrato no les hayan sido pagados por el empleador, saldo que en ningún caso podrá exceder de un 10% de la remuneración del trabajador. Con todo, dichos saldos deberán pagarse siempre al momento de otorgarse el finiquito.


En todo caso y, dentro del plazo de quince días contados desde la fecha de término de la relación laboral, los empleadores deberán depositar los saldos no pagados directamente al trabajador, en la cuenta individual del seguro de desempleo creado por la ley Nº 19.728, salvo que el trabajador disponga por escrito de otra forma, sea a través de una cuenta personal bancaria, a través del sistema de giro bancario o postal, o por medio de la entrega física del monto adeudado al acreedor del saldo. Los dineros depositados conforme a este inciso serán siempre de libre disposición para el trabajador. Las empresas principales y usuarias responderán de estos pagos de conformidad a lo establecido en los artículos 183 B, 183 C, y 183 AB del Código del Trabajo, según corresponda.


La obligación de proporcionar alojamiento y alimento de acuerdo a lo establecido en el artículo 95 de este Código, será exigible al empleador hasta el pago efectivo del total de la remuneración del trabajador.”.


7) Incorpórase el siguiente Párrafo 3°, nuevo, a continuación del artículo 95 quáter, nuevo, al que se refiere el numeral anterior:

“Párrafo 3º

De los convenios colectivos para faenas agrícolas determinadas

Artículo 95 quinquies.- Sin perjuicio de las reglas generales sobre negociación colectiva, los trabajadores agrícolas de temporada comprendidos en este capítulo y su respectivo empleador, podrán celebrar un convenio colectivo por cada faena, o un convenio colectivo que comprenda dos o más faenas diferentes y consecutivas, cuando en este último caso se cuente con el acuerdo de la mayoría absoluta de los trabajadores que concurrieron al convenio.


Para los efectos de este párrafo se entenderá por faena aquella obra o trabajo que por su naturaleza intrínseca tenga el carácter de momentánea o temporal, circunstancia esta que deberá ser determinada en cada caso particular.


Los trabajadores agrícolas permanentes podrán celebrar un convenio colectivo por cada predio o predios colindantes de un mismo empleador, aplicándose además lo dispuesto en el artículo 316 del Código del Trabajo, cuando en este último caso se cuente con el acuerdo de la mayoría absoluta de los trabajadores que concurrieron al convenio.


Con todo, los trabajadores agrícolas permanentes que así lo deseen podrán adherirse a los convenios colectivos por faena en los términos del inciso final del artículo 95 quinquies A.


Estos convenios colectivos podrán celebrarse entre el empleador y una o más organizaciones sindicales existentes en la empresa o, a falta de éstas, por un grupo de trabajadores especialmente formado al efecto dentro de cada faena. En caso de tratarse de un grupo negociador, deberá involucrar a la mitad más uno de la totalidad de los trabajadores de la faena para la cual se pacta dicho acuerdo.


Las estipulaciones contenidas en estos convenios obligarán a todos los trabajadores afiliados a la respectiva organización sindical o que formen parte del grupo negociador, en su caso, y se aplicarán por sobre las normas que, respecto de las mismas materias, contenga el Código del Trabajo, sin perjuicio de los límites que en este capítulo se establecen y sin que esto afecte los derechos irrenunciables de los trabajadores.


Respecto de los trabajadores regidos por este capítulo que no se encontraren regulados por un convenio colectivo, la relación laboral se regirá por las normas generales de este Código.


Artículo 95 quinquies A.- Para la aprobación de los convenios colectivos se requerirá mayoría absoluta de los trabajadores del respectivo predio o faena involucrada en la negociación, según sea el caso, sea que estos se celebren con una organización sindical o con un grupo de trabajadores.


Si el convenio colectivo es celebrado por una organización sindical, la representación de los trabajadores estará a cargo del directorio sindical respectivo. Si, por el contrario, dicho convenio colectivo es celebrado por grupo de trabajadores, serán representados por uno o más trabajadores, según sea el caso, de acuerdo a las reglas que a continuación se establecen:


a) Si el grupo reúne desde tres hasta ocho trabajadores, éstos serán representados por un miembro;


b) Si el grupo reúne entre nueve y veinticuatro trabajadores, la comisión negociadora estará compuesta por tres miembros;


c) Si el grupo reúne entre veinticinco y ciento cuarenta y nueve trabajadores, la comisión negociadora estará compuesta por cinco miembros;


d) Si el grupo reúne entre ciento cincuenta y doscientos cuarenta y nueve trabajadores, la comisión negociadora estará compuesta por siete miembros, y


e) Si el grupo reúne doscientos cincuenta o más trabajadores, la comisión negociadora estará compuesta por nueve miembros.


De la elección en que se designe a los representantes de los trabajadores se dejará constancia en un acta por el trabajador que se designe como secretario para estos efectos, acta que será remitida por éste a la Inspección del Trabajo respectiva, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la elección.


Durante la negociación y vigencia del convenio colectivo, el o los representantes de los trabajadores señalados en este artículo gozarán de fuero establecido en el artículo 243, desde la recepción de la propuesta de convenio por el empleador. Sin embargo y de conformidad al inciso final del artículo 243, el citado fuero los amparará sólo durante la vigencia del respectivo convenio, y cesará de pleno derecho al finalizar su vigencia, sin que se requiera solicitar su desafuero al término de cada uno de ellos.


Por su parte, el empleador será representado por su representante legal o quienes él designe.


En todo caso, a los convenios colectivos celebrados podrá adherirse cualquier trabajador que se incorpore a la misma faena con posterioridad a la celebración de aquellos, mediante acuerdo individual celebrado por escrito con el empleador.


Artículo 95 quinquies B.- Los convenios colectivos deberán ser incorporados al registro señalado en el artículo 94 de este Código, dentro de los cinco días siguientes a su celebración y depositados ante la respectiva Inspección del Trabajo en el mismo plazo, la que podrá formular observaciones dentro del término de quince días, sin perjuicio de la fiscalización posterior al cumplimiento del convenio por parte de la Inspección del Trabajo.

Artículo 95 quinquies C.- Los convenios colectivos regulados en este párrafo podrán establecer acuerdos sobre diversas materias relacionadas con las condiciones de trabajo, tales como distribución de la jornada ordinaria y extraordinaria, incluida la del artículo 39 de este Código, descansos, remuneraciones, bonos de producción y capacitación, sin que esto afecte los derechos irrenunciables de los trabajadores.


La vigencia de cada convenio colectivo estará determinada por el tiempo que exija o determine la naturaleza de la faena que se pacte. Con todo, la vigencia del convenio colectivo no podrá exceder de un año.


Los convenios colectivos estarán sujetos a los siguientes límites:


a) No podrán alterar la duración de la jornada ordinaria de trabajo establecida de conformidad con el artículo 88 de este Código, la cual se contabilizará desde el momento en que el trabajador se presente a la faena para la cual haya sido destinado. Se considerará también dentro de la jornada ordinaria, el tiempo en que el trabajador se encuentre a disposición del empleador sin realizar labor, por causas que no le sean imputables. En ningún caso la jornada diaria de trabajo podrá superar las doce horas;


b) En exceso de las horas extraordinarias reguladas de acuerdo a las normas generales de este Código, se podrá pactar un máximo mensual de veinticuatro horas extraordinarias adicionales, con un límite semanal de ocho horas. En este caso, su pago no podrá ser inferior al recargo sobre el 75% sobre el sueldo convenido para la jornada ordinaria. Dichas horas deberán liquidarse y pagarse conjuntamente con las remuneraciones ordinarias del respectivo período, y

c) Los trabajadores podrán quedar exceptuados del descanso establecido en el artículo 35, debiendo otorgárseles un día de descanso a la semana en compensación a las actividades desarrolladas en día domingo, y otro por cada festivo en que los trabajadores debieron prestar servicios. Sin embargo, al menos dos de los días de descanso en el respectivo mes calendario deberán necesariamente otorgarse en día domingo, salvo a los trabajadores que se contraten por un plazo de treinta días o menos, y de aquellos cuya jornada ordinaria no sea superior a veinte horas semanales o se contraten exclusivamente para trabajar los días sábado, domingo o festivos.”.


Artículo transitorio.- El reglamento señalado en el artículo 94 del Código del Trabajo, modificado por esta ley, deberá ser dictado dentro de los dos meses siguientes a la publicación de este cuerpo legal.”.

-o-

Se designó diputado informante al señor Frank Sauerbaum Muñoz.

-o-

Tratado y acordado, según consta en las actas correspondientes a las sesiones de los días 18 de Junio, 02 y 30 de Julio, 13 y 27 de Agosto, 4 y 10 de septiembre de 2013; con la asistencia de las diputadas señoras Adriana Muñoz D´Albora, Denise Pascal Allende y Alejandra Sepúlveda Órbenes y de los diputados señores René Alinco Bustos, Pedro Pablo Álvarez-Salamanca Ramírez, Ramón Barros Montero, Javier Hernández Hernández, Rosauro Martínez Labbé, José Pérez Arriagada, Jorge Sabag Villalobos, Frank Sauerbaum Muñoz e Ignacio Urrutia Bonilla (Presidente).


Asistieron, además, reemplazando a diputados de sus respectivas bancadas los diputados señores Osvaldo Andrade Lara, Germán Becker Alvear, Mario Bertolino Rendic, Eduardo Cerda García y Leopoldo Pérez Lahsen.


Sala de la Comisión, a 10 de septiembre de 2013.

(Fdo.): MARÍA TERESA CALDERÓN ROJAS, Abogada Secretaria de Comisiones”.
8. Segundo informe de la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo rural recaído en el proyecto de ley que crea un registro voluntario de
contratos agrícolas. (boletín Nº 8829-01 (2)).

“Honorable Cámara:


La Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural pasa a informar acerca del proyecto de ley del epígrafe, originado en un mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional y segundo reglamentario, con urgencia calificada de “suma”.


Como se expresó en el primer informe de la Comisión, el proyecto de ley tiene por objeto crear un registro electrónico, único, público y voluntario de contratos agrícolas, en el cual los usuarios inscribirán sus contratos por medio de un formulario suscrito ante notario o mediante firma electrónica avanzada; cuyo efecto será que por el hecho de registrarse el contrato será oponible a terceros. Asimismo, se contemplan sanciones y efectos específicos para el incumplimiento del contrato registrado.


Durante la realización de este trámite, la Comisión contó con la asistencia del Asesor del Ministerio de Agricultura don Andrés Meneses.


Por oficio N° 10.904, de 3 de septiembre de 2013, se remitió a la Comisión el proyecto de ley para que se evacuara un segundo informe sobre el mismo dando con ello cumplimiento a lo acordado por los Comités Parlamentarios con esa misma fecha.


De conformidad con lo establecido en el artículo 130 del Reglamento de la Corporación, este informe recae sobre el proyecto aprobado en general por la Cámara en sesión 67ª, de 3 de septiembre del año en curso, con la indicación formulada por la Comisión de Hacienda, así como las indicaciones formuladas durante la discusión en la Comisión.

I. CONSTANCIAS PREVIAS.


En conformidad con lo dispuesto en el artículo 288 del Reglamento de la Corporación, en este informe se debe dejar constancia de lo siguiente:
II. ARTÍCULOS QUE NO HAN SIDO OBJETO DE INDICACIONES DURANTE LA DISCUSIÓN DEL PRIMER INFORME EN LA SALA NI DE MODIFICACIONES DURANTE LA DISCUSIÓN Y VOTACIÓN DEL SEGUNDO EN LA COMISIÓN.


Se encuentran en esta situación los artículos 1° al 8°, inclusive; 10 al 13, inclusive; 16, que pasa a ser 15; 17, que pasa a ser 16; 19 que pasa a ser 18; todas disposiciones de carácter permanentes, y los artículos primero, segundo y tercero transitorios; los cuales deben entenderse reglamentariamente aprobados de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 131 del Reglamento de la Corporación.


No obstante que el artículo 18, que pasa a ser 17, no fue objeto de modificaciones, se hace presente que dicha disposición tiene el carácter de orgánico constitucional.

III. ARTÍCULOS CALIFICADOS COMO NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.


Se ha calificado como norma de carácter orgánico constitucional el artículo 18 del proyecto que ha pasado a ser 17, en virtud de lo establecido en el artículo 77 de la Constitución Política de la República.

IV. ARTÍCULOS SUPRIMIDOS.


Se encuentra en esta situación el artículo 15.

V. ARTÍCULOS MODIFICADOS.


En este trámite se han modificado los siguientes artículos.

Artículo 9°.


La Comisión de Hacienda, ha propuesto sustituir, en el inciso tercero, la expresión “un ente externo” por “una entidad externa”.

Artículo 14.


La señora Sepúlveda y los señores Barros y Chahín presentaron una indicación para eliminar los incisos tercero y cuarto de esta disposición. 

Artículo 15.


La señora Sepúlveda y los señores Barros y Chahín presentaron una indicación para suprimir esta disposición. 


Sin debate y en atención a los argumentos entregados en la Sala durante la discusión general, se procedió a votas las indicaciones anteriormente señaladas, las cuales fueron aprobadas por la unanimidad de los diputados presentes (6), señora Sepúlveda y señores Álvarez-Salamanca, Barros, Chahín, Martínez y Urrutia.

VI. ARTÍCULOS NUEVOS INTRODUCIDOS.


No hay.
VII. ARTÍCULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.


En este trámite reglamentario las disposiciones que fueron conocidas por la Comisión de Hacienda no fueron objeto de nuevas modificaciones, salvo que se aprobó la indicación propuesta al artículo 9°.

VIII. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS.


El artículo 15 del proyecto de ley fue rechazado.


No existen indicaciones en esta situación.

IX. DISPOSICIONES LEGALES QUE EL PROYECTO MODIFIQUE O DEROGUE.


No existen disposiciones legales en esta situación.

X. TEXTO ÍNTEGRO DEL PROYECTO TAL COMO HA SIDO APROBADO POR LA COMISIÓN.

PROYECTO DE LEY

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones Generales


Artículo 1°.- Esta ley tiene por objeto establecer un sistema de inscripción voluntaria de los contratos de compraventa de productos agrícolas con entrega a plazo en un registro público, nacional y único.


Artículo 2°.- Las disposiciones de esta ley serán aplicables a los contratos agrícolas con entrega a plazo que consten por escrito, siempre que se trate de la primera transacción de dichos productos.


Artículo 3°.- Para los efectos de la presente ley se entenderá por:


a) Contrato agrícola o contrato: aquellos contratos de compraventa de productos agrícolas celebrados entre un productor agrícola y un agroindustrial o un intermediario.


b) Producto agrícola o producto: el que provenga directamente de la agricultura, esto es, aquella materia prima de origen vegetal o animal obtenida del cultivo de la tierra o de la ganadería, sea que se encuentre cosechada o pendiente.


c) Productor agrícola, productor o agricultor: persona natural o jurídica que produce las materias primas a que se refiere la letra b) de este artículo.


d) Agroindustrial: persona natural o jurídica que procese o utilice el producto agrícola. 


e) Intermediario: persona natural o jurídica que concurra a la primera transacción de productos agrícolas como comprador con ánimo de vender, posteriormente, dichos productos.


f) Primera transacción: aquella en la que participen, por una parte, como vendedor, el agricultor y, por la otra, como comprador, el agroindustrial o intermediario.


g) Formulario: extracto electrónico que contiene las menciones del contrato agrícola o las de su modificación o cancelación, que serán publicadas en el registro.


h) Registro: el Registro de Contratos de Compraventa de Productos Agrícolas con Entrega a Plazo.


i) Fecha de término del contrato o fecha de término: aquella estipulada por las partes que fija la época de cumplimiento de la última de las obligaciones principales del contrato, esto es, la entrega de los productos vendidos o el pago del precio.


Artículo 4°.- Las partes de los contratos agrícolas que se acojan a la presente ley, deberán suscribir el formulario a que se refiere la letra g) del artículo precedente, ante Notario Público, quien deberá estampar su firma electrónica avanzada. Con todo, el formulario podrá también ser suscrito a través de la firma electrónica avanzada de las partes, y en tal caso no se requerirá la intervención notarial. Una vez suscrito dicho formulario, se incorporará al Registro de Contratos de Compraventa de Productos Agrícolas con Entrega a Plazo y producirá los efectos establecidos en el Título IV de esta Ley.


Para todos los efectos de esta Ley la fecha del contrato será la de su registro.

TÍTULO I
De la inscripción del contrato de compraventa de productos agrícolas con entrega a plazo, de su modificación y su cancelación


Artículo 5°.- El formulario del contrato agrícola o de su modificación o cancelación, se inscribirá en el registro a que se refiere la letra h) del artículo 3.


Las partes que se acojan a la presente ley deberán autorizar expresamente el tratamiento de los datos que contenga el formulario.


Artículo 6°.- El formulario de inscripción del contrato agrícola contendrá las siguientes menciones:


a) Nombres y apellidos o razón social, y número de R.U.T., R.U.N., pasaporte o documento de identidad, según corresponda, de las partes contratantes;


b) Fecha de término del contrato agrícola;


c) Rol de avalúo del bien raíz en que se producen los bienes objeto del contrato;


d) En caso de que el productor agrícola no sea el dueño de la propiedad raíz, la identificación precisa del título en virtud del cual explota el predio a que se refiere la letra precedente;


e) La indicación de los productos objeto del contrato;


f) Total de la superficie cuya producción sea objeto del contrato y el rendimiento de la producción estimada en volumen o peso;


g) La indicación de estar comprándose el total o una parte de la producción señalada en el contrato agrícola, de conformidad a la letra f) anterior;


h) La autorización expresa de las partes para el tratamiento de los datos que contenga el formulario;


i) La cláusula penal, en caso de pactarse, que se hará efectiva ante el incumplimiento de cualquiera de las partes;


j) La estipulación expresa de que las partes acuerdan someterse a las normas de esta ley; y


k) En general, aquellas menciones que las partes convengan en publicar.


Artículo 7°.- En el formulario de modificación de los contratos agrícolas se registrarán:


a) El número de inscripción que se modifica;


b) Nombres y apellidos o razón social, y número de R.U.T., R.U.N., pasaporte o documento de identidad, según corresponda, de las partes concurrentes, las cuales deben ser las mismas que concurrieron a la primera inscripción, o sus representantes o continuadores legales y;


c) Toda mención de las señaladas en el artículo anterior que se modifique.


Artículo 8°.- En el formulario de cancelación de los contratos agrícolas se registrarán:


a) El número de inscripción que se cancela;


b) Nombres y apellidos o razón social, y número de R.U.T., R.U.N., pasaporte o documento de identidad, según corresponda, de las partes concurrentes, las cuales deben ser las mismas que concurrieron a la primera inscripción, o sus representantes o continuadores legales y;


c) Causal que se invoca para la cancelación.

TÍTULO II
Del Registro de Contratos de Compraventa de Productos Agrícolas con entrega a plazo


Artículo 9°.- Créase el Registro de Contratos de Compraventas de Productos Agrícolas con entrega a plazo, que deberá constar en un sitio electrónico y al que se incorporarán los contratos agrícolas que se acojan a esta ley, su modificación y cancelación, para los efectos que se indican en el Título IV de la misma.


Este Registro es único, rige en todo el territorio de la República, es público y deberá estar permanentemente actualizado, de manera que asegure la fiel y oportuna publicidad de la información incorporada en él. Todo interesado podrá consultar gratuitamente los contratos agrícolas inscritos en el Registro.


El Ministerio de Economía, Fomento y Turismo estará encargado de su administración y de que dicho Registro cumpla en todo tiempo las normas de la presente ley y de su Reglamento. Para estos efectos, estará facultado para licitar la administración del Registro a una entidad externa, en cuyo caso mantendrá la responsabilidad de velar por el cumplimiento de las normas antes señaladas. El administrador del Registro podrá certificar las inscripciones, modificaciones y cancelaciones que se practiquen. 


Artículo 10.- Una vez suscrito el formulario de inscripción por todos quienes hubiesen comparecido al acto en conformidad con esta ley y su Reglamento, se incorporará automáticamente y sin más trámite en el Registro. Asimismo, toda modificación o cancelación del extracto ya inscrito, será incorporada de inmediato y sin más trámite al Registro. La fecha de registro del contrato será aquella en que el formulario sea suscrito por la última de las partes que concurran a él.


Artículo 11.- El Reglamento determinará la forma en que los formularios serán incorporados al Registro, así como los demás aspectos necesarios para su correcto funcionamiento y publicidad.


La incorporación de los contratos al registro se hará por estricto orden de ingreso.

TÍTULO III
De la suscripción de los formularios


Artículo 12.- La suscripción de los formularios de inscripción, modificación o cancelación, se realizará mediante documento electrónico con firma electrónica avanzada, de un Notario Público o de las partes, si la tuvieran.


El Reglamento determinará la forma en que se deberá acreditar la firma de los formularios por parte de los contratantes.


Los Notarios Públicos sólo podrán cobrar por la firma electrónica avanzada que estampen la tarifa fijada mediante decreto supremo del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, emitido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” y suscrito, además, por el Ministro de Justicia.


Artículo 13.- Se tendrá por no suscrito el formulario que no fuere firmado por todas las partes que comparecen al contrato, dentro del plazo de siete días hábiles contado desde la fecha en que se hubiere firmado ante notario, o estampado la primera firma electrónica. 


El Reglamento dispondrá la manera de identificar el formulario, una vez que las partes hubieren comenzado a completar sus campos. Con la suscripción de una de las partes, dicho formulario no podrá modificarse posteriormente.

TÍTULO IV
De los efectos del Registro


Artículo 14.- El Registro de un contrato efectuado de la forma que se indica en la presente Ley y su Reglamento, lo hará oponible a terceros, dará a las partes los derechos e impondrá las obligaciones que se señalan en la presente Ley.

Dicha inscripción producirá sus efectos mientras no se cancele mediante el procedimiento establecido en esta ley. Sin perjuicio de lo anterior, se eliminarán del Registro todas las inscripciones de contratos agrícolas, transcurrido un año contado desde la fecha de término del contrato.


En caso de existir discordancia entre lo señalado en el contrato objeto de inscripción, su modificación o cancelación, y lo consignado en el formulario, primará respecto de terceros, lo establecido en el formulario. 


Artículo 15.- Sin perjuicio de otras normas particulares aplicables, la inscripción del contrato en el Registro hará fe entre las partes:


a) Del hecho de haberse otorgado el contrato respectivo y su fecha;


b) De las partes del mismo; 


c) Del objeto del contrato; 


d) De la fecha de término y; 


e) Las demás disposiciones del contrato.


Respecto de terceros, sólo hará fe de lo señalado en la letra a) anterior 


Artículo 16.- Cuando una persona distinta de quien hubiere comparecido como comprador al contrato agrícola registrado adquiera los productos objeto de dicha convención, ella será para todos los efectos legales, solidariamente responsable con quien hubiere comparecido como vendedor a dicho contrato, por los perjuicios causados a aquel comprador.


La responsabilidad solidaria a la que se refiere este artículo no se extenderá a las ventas posteriores a aquella a la que se refiere la letra f) del artículo 3°.


Para los efectos de esta Ley y de los del Código Civil, se presumirá la mala fe del vendedor y de los terceros adquirentes a los que se refiere el inciso primero del presente artículo.


Artículo 17.- Toda controversia entre las partes relativa a la interpretación, aplicación o ejecución de los contratos regidos por las normas de la presente ley, se sustanciará mediante el Procedimiento Sumario contenido en el Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil, ante el Juez de Letras en lo Civil del domicilio del productor.


Artículo 18.- La inscripción del contrato conforme a esta Ley, en ningún caso afectará los derechos reales que correspondan a personas distintas del productor agrícola, constituidos sobre el predio en el cual se produzcan los bienes objeto del contrato.


Corresponderá a la contraparte del productor agrícola en los contratos regulados en esta Ley verificar el título al cual el productor explota el predio en el cual se producen los bienes objeto del contrato.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia transcurridos seis meses desde su publicación en el Diario Oficial.


Artículo segundo.- El Reglamento de esta Ley deberá dictarse en el plazo de tres meses a contar de su publicación en el Diario Oficial, y será suscrito por los Ministerios de Agricultura y Economía, Fomento y Turismo.


Artículo tercero.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el año de su publicación, se financiará con cargo al ítem de la partida presupuestaria Tesoro Público.”.

-o-

Se designó Diputado informante al señor Rosauro Martínez Labbé.


Sala de la Comisión, a 10 de septiembre de 2013.


Acordado en sesión de fecha 10 de septiembre de 2013, con la asistencia de las diputadas señoras Alejandra Sepúlveda Órbenes y Denise Pascal Allende; y señores Rene Alinco Bustos, Pedro Pablo Álvarez-Salamanca Ramírez, Ramón Barros Montero, Fuad Chahín Valenzuela, Javier Hernández Hernández, Rosauro Martínez Labbé, José Pérez Arriagada, Jorge Sabag Villalobos, Frank Sauerbaum Muñoz e Ignacio Urrutia Bonilla (Presidente).

(Fdo.): MARÍA TERESA CALDERÓN ROJAS, Abogada Secretaria de la Comisión.”
9. Informe de la Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano recaído en el
proyecto que modifica la Ley N° 17.635, de 1972, que establece normas sobre cobro ejecutivo de créditos para la vivienda que indica. (boletín Nº 9018-14).

“Honorable Cámara:

La Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano pasa a informar el proyecto de ley referido en el epígrafe, de origen en mensaje de S.E. el Presidente de la República, y que cumple su primer trámite constitucional y reglamentario.
Durante el tratamiento del proyecto de ley, la Comisión contó con la asistencia y participación de las siguientes autoridades y particulares: ministro de Vivienda y Urbanismo, señor Rodrigo Pérez; subsecretario de dicha Cartera, señor Francisco Irarrázabal; asesores jurídicos del ministerio, señora Bernardita Zuloaga y señor Pablo Sepúlveda; director del Serviu Metropolitano, señor Daniel Johnson; el gerente general y el sociólogo de la firma consultora Dictuc, señores Felipe Bahamondes y José Monardes, respectivamente. 
I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS

1.- Idea matriz o fundamental del proyecto

La idea matriz del proyecto consiste en modificar la ley N°17.635, que establece normas sobre cobro ejecutivo de créditos de la Corporación de la Vivienda, Corporación de Servicios habitacionales, Corporación de Mejoramiento Urbano y Corporación de Obras Urbanas, en el sentido de asegurar el cumplimiento de las obligaciones derivadas del otorgamiento de subsidios habitacionales de los programas del ministerio de Vivienda y Urbanismo.

2.- Normas de carácter orgánico constitucional o de quórum calificado


Todas las normas del proyecto en informe son de quórum simple.

3.- Trámite de hacienda

El proyecto no requiere ser conocido por la Comisión de Hacienda.

4.- Aprobación en general del proyecto

La iniciativa fue aprobada, en general, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes al momento de la votación, diputadas señoras Claudia Nogueira y Denise Pascal, y diputados señores Pedro Browne, Romilio Gutiérrez, Carlos Abel Jarpa, Juan Carlos Latorre, Iván Norambuena, Felipe Salaberry y Pedro Velásquez. 

5.- Diputado informante.

Se designó Diputado informante al señor PEDRO VELÁSQUEZ. 

II. ANTECEDENTES GENERALES

EL MENSAJE

1) La Política Habitacional del Estado

i) Década de 1960

En la primera parte, el mensaje efectúa una reseña de la legislación sobre vivienda desde 1960, señalando que a comienzos de esa década existían en el país, a lo menos, 28 instituciones dependientes de otros tantos ministerios, que intervenían en asuntos de vivienda, urbanización y equipamiento. El gobierno de la época decidió entonces instaurar una política sobre la materia aplicable a todo el país y reorganizar la institucionalidad del sector, creando al efecto el año 1965, mediante la ley N° 16.391, el ministerio de Vivienda y Urbanismo, y otros organismos, como la Corporación de Servicios Habitacionales (Corhabit) y la Corporación de Mejoramiento Urbano (Cormu). 

La labor del ministerio de Vivienda y Urbanismo se orientó entonces, fundamentalmente, a planificar, formular, implementar y controlar la aplicación de políticas y normativas habitacionales y urbanas, que incentivaran la construcción de viviendas, barrios y ciudades integradas, seguras y sustentables, principalmente para los sectores más vulnerables. 

Institucionalmente, las corporaciones se crearon con la máxima autonomía posible, al darles el estatus jurídico de servicios del Estado con personalidad jurídica de derecho público y patrimonio distinto del fisco, de duración indefinida y que se relacionarían con el gobierno a través del ministerio de Vivienda y Urbanismo.

ii) Décadas de 1970 y 1980

Con posterioridad, en la década de 1970, se cambiaron la estructura y las atribuciones del ministerio y las corporaciones. Así, mediante el decreto ley N° 575, de 1974, del ministerio del Interior, se estableció que los ministerios se desconcentrarían territorialmente mediante secretarías regionales ministeriales (Seremías), a las que les correspondería ejecutar las políticas regionales y coordinar la labor de los servicios de su sector, de acuerdo a las instrucciones del intendente regional y con las normas técnicas de los respectivos ministerios.

En armonía con lo anterior, a través del decreto ley N° 1.305, de 1976, se reestructuró el ministerio de Vivienda y Urbanismo (Minvu), desconcentrándose a través de una Secretaría Ministerial Metropolitana y Secretarías Regionales Ministeriales, fijándose las funciones y atribuciones que corresponden a esta Secretaría de Estado y a los nuevos servicios que se relacion con el gobierno a través del Minvu.

El citado decreto ley N°1.305 estableció que las Secretarías Regionales Ministeriales y Metropolitana tendrían como misión concretar la política nacional de vivienda y urbanismo en su área territorial respectiva, para lo cual realizarían actividades de planificación, programación, evaluación, control y promoción de dicha política. Al mismo tiempo, se fusionaron las cuatro corporaciones existentes: Corporación de Servicios Habitacionales (Corhabit), de Mejoramiento Urbano (Cormu), de la Vivienda (Corvi) y de Obras Urbanas (Cou), estableciéndose un Servicio Regional de Vivienda y Urbanización (Serviu) en cada una de las regiones.

Los Serviu regionales, de acuerdo al mismo decreto ley, tendrían el carácter de instituciones autónomas del Estado y se relacionarían con el gobierno a través del ministerio de Vivienda y Urbanismo, dotándolos con personalidad jurídica de derecho público y patrimonio distinto del fisco, de duración indefinida y ejecutores de las políticas, planes y programas del ministerio.

Durante la década de 1970, la política habitacional estuvo estructurada básicamente en torno al Sistema Nacional de Ahorro y Préstamo (Sinap), que atendía a los sectores medios y altos, y el ministerio de Vivienda, que se ocupaba de los sectores de ingresos bajos. Con la desaparición del Sinap, la situación cambió sustancialmente, ya que el Estado abandonó la labor de financiamiento y construcción de viviendas permanentes, para concentrarse en el subsidio habitacional y las viviendas sociales. En otros términos, la construcción y el financiamiento de viviendas quedarían a cargo del sector privado y el Estado sólo actuaría como facilitador.

Sin embargo, el Estado debió asumir un papel más activo que el previsto originalmente, cuando quedó de manifiesto que las empresas constructoras y los bancos no se interesaban por edificar y financiar viviendas económicas. Así, el Minvu pasó a contratar directamente con empresas privadas la construcción de viviendas de bajo costo, para distribuirlas entre los beneficiarios inscritos en una lista nacional. El gobierno tuvo que otorgar en forma directa los préstamos suplementarios que necesitaban los beneficiarios de bajos ingresos para pagar las viviendas, toda vez que los bancos no se interesaron en financiar estos préstamos.

Por otro lado, una de las principales reformas del período, específicamente a partir de 1978, fue el cambio de subsidio a la oferta por el mecanismo de subsidio a la demanda. En efecto, en 1978 se crearon los subsidios habitacionales a la demanda. Este nuevo sistema supone que el individuo es el responsable directo para alcanzar la solución a su problema habitacional. Junto al subsidio otorgado por el Estado, al beneficiario se le exige un esfuerzo previo, reflejado en un ahorro inicial mínimo necesario para optar al subsidio, el cual, sumado al crédito hipotecario, le permite completar el precio de la vivienda. 

En la década de 1980 se desarrollaron varios programas habitacionales basados en el esquema de subsidio a la demanda, como por ejemplo el Subsidio Rural (1986), el Programa Especial para Trabajadores, PET (1985) y el Subsidio Unificado (1984). Este último año se creó también el Programa de Vivienda Básica (PVP), destinado a atender la marginalidad habitacional.

iii) Desde 1990 a la fecha

Durante la década de 1990 se realizaron mejoramientos para ampliar la red de acceso a los programas habitacionales, a la vez que se dio un impulso a la descentralización para asignar de mejor manera los recursos habitacionales. También se introdujeron cambios al sistema de financiamiento, con una significativa ampliación del subsidio a la demanda, bajo un esquema que permitía desarrollar la orientación hacia los sectores de menores ingresos y la conformación de una red de programas de vivienda y desarrollo urbano. Durante esos años el Estado implementó una gran variedad de programas habitacionales para atender a los sectores vulnerables, tales como el Programa de Mejoramiento de Barrios del ministerio del Interior, el Programa de Vivienda Progresiva Privada, el Programa de Vivienda Básica y el Subsidio de Atención al Sector Rural. Estos programas fueron complementados por acciones dirigidas a sectores medios, como el Programa Especial para Trabajadores, PET; y el Sistema de Subsidio Unificado.
El año 2006 el Minvu impulsó una Nueva Política Habitacional, destinada a lograr avances sustantivos en cuanto al mejoramiento de la vivienda y la integración social, para disminuir drásticamente el déficit habitacional de los sectores más vulnerables de la población, aumentar la superficie de las viviendas y continuar prestando ayuda a los sectores medios que necesitan el apoyo del Estado para alcanzar su vivienda propia.

En esa época se consolidó el Fondo Solidario de Vivienda (FSV), distinguiendo entre el FSV I, dirigido a prestar atención habitacional a familias que viven en condiciones de pobreza o indigencia, de acuerdo a la Ficha CAS, en el que el Minvu participa otorgando subsidios habitacionales para su financiamiento y, en el caso de proyectos de construcción, efectuando, además, la inspección técnica de obras, o contratándola por su cuenta y cargo; y el FSV II, destinado preferentemente a la atención habitacional de las familias comprendidas dentro del 40% de los hogares con mayor vulnerabilidad, esto es, los que no califican bajo la línea de pobreza, pero debido a su fragilidad económica e inestabilidad laboral tienen dificultades para obtener crédito hipotecario, por lo cual dicho subsidio les permite obtener una casa sin deuda. El año 2010, a través del decreto supremo N°104, de Vivienda y Urbanismo, se incorporó la obligación, para el beneficiario y su grupo familiar, de habitar personalmente la vivienda, gravándose esta con hipoteca, prohibición de enajenar y de celebrar acto o contrato alguno que importe la cesión del uso y goce de la misma, a título gratuito u oneroso.
Posteriormente, en 2012 se publicó el decreto supremo N° 49, de Vivienda y Urbanismo, que aprueba el reglamento del Programa Fondo Solidario de Elección de Vivienda, y que sucede y complementa al Fondo Solidario de Vivienda (FSV), el cual está enfocado en la entrega de beneficios a las familias vulnerables, a través de un nuevo subsidio que permite obtener o construir viviendas sin deuda, nuevas o usadas.
2) Fundamentos del proyecto de ley

El mensaje reconoce que el sistema de subsidio habitacional, en cualquiera de sus modalidades, ha sido un factor determinante en la política habitacional del Minvu en las últimas décadas, permitiendo al Estado abandonar las labores de financiamiento y construcción de viviendas permanentes, para concentrarse en un rol de facilitador en la obtención de viviendas sociales, mediante la entrega de un apoyo económico individual, denominado subsidio habitacional. Este se complementa con otros subsidios indirectos que se otorgan al beneficiario, como el subsidio implícito y de originación, el subsidio destinado al pago de la prima del seguro de desempleo o de incapacidad temporal, cuando corresponda, y el subsidio para asesoría social o asistencia técnica.

Como contraprestación a esta ayuda estatal gratuita, la vivienda que se construye o adquiere debe ser habitada personalmente por el beneficiario del subsidio y/o los miembros de su grupo familiar declarado al momento de su postulación, a lo menos durante cinco años contados desde la entrega material. Asimismo, durante el plazo de cinco años el beneficiario no puede gravar ni enajenar la vivienda, ni celebrar acto o contrato alguno que importe cesión de uso y goce de la misma, sea a título gratuito u oneroso, sin autorización escrita del Serviu. Para ello, el Serviu puede realizar las acciones que correspondan, destinadas a supervisar el cumplimiento de las obligaciones y prohibiciones referidas, las que deben inscribirse en el respectivo registro del Conservador de Bienes Raíces competente. Con dicha finalidad, el Serviu ha implementado un sistema de control del cumplimiento de las referidas obligaciones y prohibiciones. Una vez transcurrido el plazo referido, contado desde la inscripción, se procede al alzamiento de las prohibiciones, bastando el solo requerimiento del interesado. Con todo, en casos debidamente justificados y por resolución fundada, a solicitud del beneficiario del subsidio o de quien lo suceda en sus derechos, el Serviu puede autorizar la enajenación, el gravamen o la cesión del uso y goce de la vivienda antes del vencimiento del plazo de las mencionadas prohibiciones, conforme al citado decreto supremo N°49, de 2012, del Minvu.

Por su parte, el decreto supremo N° 174, de 2006, de Vivienda y Urbanismo, señala que la infracción por parte del beneficiario de cualquiera de las obligaciones antes indicadas, faculta al Serviu para exigir la restitución de la totalidad de los dineros recibidos por concepto de subsidio, al valor de la unidad de fomento vigente a la fecha de la restitución. 

No obstante las obligaciones y prohibiciones consignadas se ha podido constar, a través de denuncias de particulares, controles de ocupación efectuados por los Serviu y avisos a diversos medios de comunicación, que un gran número de beneficiarios no da cumplimiento a la obligación de ocupar personalmente la vivienda, incluyendo a su grupo familiar, encontrándose aquella desocupada u ocupada por personas distintas a los beneficiarios del subsidio estatal. Se ha dado incluso el caso de sectores costeros donde los propietarios arriendan las viviendas subsidiadas durante el verano o fines de semana, a turistas o veraneantes, desvirtuándose totalmente el propósito del subsidio en comento, esto es, contribuir a la obtención de una vivienda económica definitiva para familias que han asegurado tener graves problemas de carencia habitacional.

Lo anterior determinó que el subsecretario de Vivienda y Urbanismo, mediante oficio 
N° 244, de 12 de abril de 2012, instruyera a los Serviu regionales para que, en el ejercicio de sus facultades, iniciaran acciones judiciales destinadas a obtener la devolución del subsidio habitacional por parte de los beneficiarios infractores.

Vinculado a lo anterior, el mensaje subraya que desde hace algunos años ha sido una preocupación constante del Minvu levantar catastros a nivel nacional, con el objetivo de disponer de información actualizada acerca de la situación de ocupación de las viviendas. Así, se determinó a diciembre de 2011 un total de 3.857 viviendas no ocupadas por sus beneficiarios, abordando en la actualidad dicha problemática con la contratación de un estudio a nivel nacional sobre la desocupación y mal uso de viviendas subsidiadas. 
Lo anterior se ha traducido en la interposición, por parte de los Serviu, de distintas acciones tendientes a la recuperación del subsidio entregado al propietario, y no necesariamente a la restitución del inmueble, lo que debiera ocurrir para dar una solución habitacional a otras familias que sí necesitan acceder a su vivienda definitiva, que es el objetivo y el espíritu de la normativa sobre la materia. 

La diversidad de acciones deducidas obedece fundamentalmente a que en los respectivos reglamentos de los Programas de Subsidio Habitacional no se contempló una fórmula única para demandar la restitución del beneficio. De hecho, el ministerio y los Serviu no son acreedores hipotecarios de los beneficiarios, como sí lo son los bancos que otorgan créditos hipotecarios que sirven de complemento al subsidio y al ahorro para la adquisición de una vivienda.

De ahí surge la necesidad de legislar sobre la materia, en términos de establecer que el subsidio, en caso de incumplimiento del beneficiario, sea considerado un crédito, vinculando además dicha infracción a un procedimiento judicial que contemple las acciones adecuadas y otorgue a las entidades demandantes el derecho a concurrir de manera preferente en la adjudicación de la vivienda, a fin de recuperar el monto total del subsidio aplicado en la compraventa del inmueble y poder reasignar dicha vivienda a quien efectivamente cumpla con los requisitos para obtenerla.

III. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN GENERAL
Durante el estudio en general de esta iniciativa, la Comisión contó con la asistencia y participación de las siguientes autoridades y particulares, cuyas exposiciones pasan a sintetizarse: 

1) Señor Francisco Irarrázabal, subsecretario de Vivienda y Urbanismo


El señor subsecretario destacó que, según el estudio encargado a la empresa Dictuc sobre la situación a nivel nacional de las viviendas sociales desocupadas, el 9,5% de aquellas presenta una ocupación irregular y, por ende, son susceptibles de ser reasignadas a otras familias. Sin embargo, el procedimiento actual para tal efecto es complejo, pese a los perfeccionamientos introducidos al sistema. Al respecto, cabe recalcar que, según la modificación incorporada en 2010 al Fondo Solidario de Vivienda, se exige a los beneficiarios de subsidios habitar la vivienda asignada por un plazo de 5 años, contado desde la entrega material. También se incluyó en esa modificación la prohibición de enajenar o celebrar actos que importen la cesión del uso o goce de la vivienda; la constitución de hipoteca de primer grado a favor del Serviu para asegurar el cumplimiento de la obligación precedente; y la declaración jurada del postulante sobre condición de vulnerabilidad, en cuanto a la necesidad del subsidio y la identificación del grupo familiar. 

Pese a lo anterior, que indudablemente representó un avance, existe la dificultad práctica de ejecutar la hipoteca en comento, pues no está asociada a un crédito ni a un juicio hipotecario. Por lo tanto, la única vía judicial para obtener la restitución del subsidio es a través de un juicio ordinario, y en tal virtud se instruyó a los Serviu para iniciar los juicios correspondientes. Actualmente se sustancian unos 320 procesos de esta naturaleza, y sólo en una minoría (3 casos) el Serviu ha obtenido una sentencia favorable. Cabe agregar que algunos Serviu también han demandado la restitución por la vía ejecutiva, con resultados disímiles.


Enfatizó que el proyecto es flexible y garantista, en cuanto permite en ciertos casos que la vivienda permanezca desocupada, al menos de forma temporal, aduciendo causales como la hospitalización del beneficiario o el hecho de encontrarse este cumpliendo una condena. 


Conforme a la situación expuesta, el proyecto de ley pretende, mediante un juicio de rápida tramitación, obtener la devolución de la vivienda asignada en el evento de infracción de los objetivos del otorgamiento del subsidio, para reasignar la unidad a quien cumpla con los requisitos. Para la consecución de lo anterior se proponen las siguientes medidas: 1) Se incorporan dos nuevos títulos ejecutivos, que son los siguientes: -La escritura pública de la primera inscripción de la propiedad, con la certificación de incumplimiento de la obligación de habitar la vivienda por al menos 5 años; y -La escritura pública con la sentencia condenatoria firme por el delito de fraude al fisco (artículo 470 N°8 del Código Penal); 2) Se constituye al Serviu como adjudicatario preferente en la primera subasta de la vivienda respectiva, es decir, cuando no concurren otros interesados, o bien sus ofertas no superan el valor de tasación del inmueble; 3) Se reduce de 6 meses a 90 días el plazo de restitución de la vivienda.


Sobre el proceso de certificación de incumplimiento de la obligación de morar en la vivienda, explicó que se contemplan 3 visitas, no pudiendo mediar menos de cinco días entre cada una de ellas, y dentro de un lapso total de dos meses. El proceso se inicia únicamente cuando en ninguna de las visitas ha podido constatarse la presencia de moradores.

Una vez concluida su exposición, y respondiendo a inquietudes de algunos miembros de la Comisión, precisó que el incumplimiento de la obligación de habitar la vivienda por parte del beneficiario comprende situaciones como el arrendamiento y el comodato de aquella. Agregó que el proyecto va a permitir recuperar un gran número de viviendas que en la actualidad están abandonadas o son ocupadas de manera irregular. Sobre la alternativa de no inscribir las viviendas desde el momento mismo de la entrega material, sino con posterioridad, afirmó que ello presenta varios inconvenientes, entre ellos el cobro de las cuentas asociadas a servicios domiciliarios. A juicio del ministerio, lo fundamental es asignar correctamente el inmueble desde el comienzo y se han tomado medidas en ese sentido. También se está procurando evitar asignar más de una vivienda a una misma familia, que es un problema que se presenta con cierta frecuencia. Por último, otra preocupación de las autoridades es adjudicar la vivienda en el lugar donde realmente la necesita la familia postulante.
2) Ministro de Vivienda y Urbanismo, señor Rodrigo Pérez


El señor ministro intervino en una sesión posterior a la presentación del proyecto que realizó el subsecretario de la Cartera, razón por la cual se circunscribió a complementar o destacar algunas ideas del mensaje, como pasa a exponerse.


En primer lugar, señaló que el proyecto de ley se enmarca en un trabajo que viene haciendo desde hace tiempo el ministerio sobre la materia. En efecto, se llevaron a cabo tres catastros, encuestándose a los moradores de más de 87 mil viviendas, comprobándose entre un 4 y un 5% de casas desocupadas. En esos catastros se detectaron las causas de la ocupación irregular o desocupación. Ya antes del envío del presente proyecto al Parlamento se procuró resolver o, al menos, mitigar el problema generado por las viviendas desocupadas u ocupadas irregularmente, a través de modificaciones reglamentarias, específicamente los decretos 
N° 174 y N°49, y de inspecciones o fiscalizaciones in situ, por parte de los Serviu. También se iniciaron acciones legales contra los infractores. El proyecto refuerza esta política, creando dos títulos ejecutivos que facilitan la recuperación de las viviendas que se hallan en alguno de los supuestos indicados. Agregó que el estudio que hizo la empresa Dictuc sobre las causas del abandono u ocupación anómala es muy revelador. A juicio del Ejecutivo, el proyecto de ley “ataca” al menos dos aspectos relacionados con esta temática, que son la vulnerabilidad del sistema de asignación de viviendas y la rentabilidad que algunos han procurado obtener de las viviendas adjudicadas. No obstante, reconoció que el proceso de selección nunca va a ser perfecto. Sobre el tópico de la rentabilidad, el proyecto contempla una sanción penal, por fraude al fisco. De esta forma, los potenciales infractores percibirán el costo que implica transgredir la ley. Respecto al tiempo de espera en la entrega de las viviendas y su incidencia en el problema que se busca subsanar, admitió que indudablemente en algunos casos se ha dado ese inconveniente. En tal virtud se han tomado medidas, con lo cual estiman que se van a acortar significativamente los plazos de postulación y, consecuentemente, se asignarán de mejor modo los recursos. Por último, en lo que se refiere al tamaño de las viviendas y la lejanía de los servicios, también mencionados como factores con incidencia en la desocupación y ocupación irregular, indicó que se trata de aspectos muy complejos, que no se pueden resolver sino a través de políticas de largo plazo.
3) Señor Pablo Sepúlveda, asesor legal del ministerio de Vivienda y Urbanismo

Se refirió a algunos aspectos jurídicos del proyecto. En primer lugar, explicó que para recuperar la vivienda en caso de desocupación o de fraude al fisco (artículo 470 N°8 del Código Penal), es necesaria una transferencia forzada, a través del remate. No cabe, pues, la confiscación u otra medida de la autoridad. Por otro lado, admitió que en el ministerio se analizó la posibilidad de adjudicar las viviendas bajo alguna condición (suspensiva o resolutoria), pero finalmente ello fue descartado. También se desechó la idea de imponer al beneficiario de la vivienda la carga de la prueba en cuanto a la habitabilidad del inmueble, por estimarse que atentaría contra el carácter garantista del sistema. Por último, sostuvo que, en el caso de que el remate genere una plusvalía, ella no debería entregarse al beneficiario del subsidio.
4) Señor Daniel Johnson, director del Serviu Metropolitano


Indicó que, según los antecedentes de esa repartición, en la región Metropolitana habría alrededor de un 10% de viviendas desocupadas u ocupadas irregularmente. Fruto de la fiscalización ejercida por un equipo del Serviu a partir de junio de 2012, y que comprende un universo de 1.750 unidades (63 proyectos), se iniciaron 86 procesos criminales por fraude al fisco. Respecto al proyecto de ley, subrayó que un aspecto muy importante del mismo radica en que soluciona algunos inconvenientes que se han detectado y, específicamente, norma la forma en que han de constituirse las pruebas para definir cuándo debe entenderse deshabitada una vivienda. Otro punto significativo del proyecto es que facilita la restitución de la vivienda cuando corresponde, para poder reasignarla lo más pronto posible a una familia que la requiere. Cabe precisar al respecto que hoy día tiende a recuperarse el monto del subsidio, pero no la vivienda.
5) Señores Felipe Bahamondes y José Monardes, gerente general y sociólogo, respectivamente, de la empresa consultora Dictuc


El objetivo del estudio realizado por la firma Dictuc fue determinar la magnitud de la desocupación y la ocupación inadecuada de viviendas sociales entre 2007 y 2010, y las causales de ello. La metodología empleada consistió en un muestreo aleatorio, a nivel nacional, procurando resguardar el principio de proporcionalidad, esto es, encuestando más hogares en la región Metropolitana que en otras regiones del país. Se detectó que, tratándose de viviendas construidas (es decir, usadas), las ocupadas irregularmente alcanzaban al 8,8%, y las desocupadas al 1,3% (10,1% en total); mientras que en las viviendas nuevas los guarismos son 7,4% y 1,6%, en el mismo orden. En un análisis más pormenorizado, uno de los datos más interesantes del resultado del estudio es que las regiones de O´Higgins y del Maule son las que tienen las tasas más altas de desocupación y ocupación irregular, una de cuyas causas es la vulnerabilidad del sistema de selección de los postulantes, esto es, que se beneficia a familias que no lo necesitan, o bien son menos prioritarias que otras (los denominados “falsos” pobres). También influyen, en una u otra situación, el tamaño de la vivienda, el tiempo de entrega de la misma, la rentabilidad que esta puede brindar eventualmente, a través del arriendo (caso de las regiones de Antofagasta y Valparaíso, por ejemplo), y la lejanía del conjunto habitacional en relación con los lugares donde se encuentran servicios como educación, salud, etc., pudiendo citarse en esta última situación las viviendas construidas en la localidad de Alerce, al norte de Puerto Montt. 

Un resumen del informe elaborado por la referida empresa se acompaña en calidad de anexo.

-o-
En el marco de la discusión general, la mayoría de los miembros de la Comisión valoró la iniciativa legal en informe.

El diputado señor León respaldó el proyecto, argumentando que en varias oportunidades ha escuchado reclamos por viviendas sociales desocupadas o arrendadas, situación esta última que revela que hay personas que han obtenido subsidio habitacional, no necesitándolo, en desmedro de quienes sí requieren una vivienda. A su juicio, el proyecto debería ser aun más estricto en la materia, invirtiendo el peso de la prueba, es decir, exigiendo al beneficiario que demuestre que habita la vivienda que se adjudicó. Agregó que al final de la administración de la ex Presidenta Bachelet se planteó la necesidad de avanzar en la dirección indicada, para poner coto a los abusos.
A su vez, la diputada señora Pascal reconoció que es necesario legislar en la materia, aunque matizó que existen distintas alternativas para recuperar las viviendas ocupadas ilegalmente. Recordó, acerca de este tópico, que en la administración del ex Presidente Eduardo Frei se instauró la política de efectuar la inscripción de las viviendas sociales recién a los seis meses desde que eran habitadas, como una manera de verificar que en ellas había efectivamente moradores. Ese modus operandi cambió durante el mandato del ex Presidente Ricardo Lagos. Acotó que, tratándose de las viviendas desocupadas u ocupadas irregularmente que se recuperen, debe tenerse especial cuidado en revisar las listas de espera, de modo de dar prioridad a los que habitan en la zona respectiva y no traer familias afuerinas. Además, hay que tener sensibilidad para atender los casos especiales, como de quienes no pueden ocupar la casa que se les asignó, debido a trabajos esporádicos en lugares alejados. Finalmente, indicó que la experiencia demuestra que, después de varios años de uso (10 o más), las viviendas suelen quedar abandonadas, porque ha disminuido significativamente su valor, convirtiéndose en focos de delincuencia. El proyecto de ley debería hacerse cargo de este tema.
Por su parte, el diputado señor Browne dijo que el proyecto de ley es positivo, porque es de justicia que cuando el Estado otorga un beneficio, en este caso una vivienda, el goce del mismo recaiga únicamente en el asignatario, y no en un tercero. Respecto a la forma de comprobar la habitabilidad de la vivienda adjudicada, sostuvo que la modalidad que se aplicó durante algún tiempo, consistente en los “6 meses a prueba”, es discutible, porque pone en tela de juicio la buena fe de las personas. Por último, destacó que el proyecto contempla un mecanismo para verificar cuándo una vivienda está desocupada, lo que no difícil constatar en situ, por diversas circunstancias (falta de consumo de servicios básicos, como luz y agua, por ejemplo).
El diputado señor Gutiérrez (don Romilio) afirmó que el proyecto del Ejecutivo viene a resolver un problema grave en cuanto al uso de las viviendas sociales. En efecto, ha ocurrido que al entregarse conjuntos habitacionales, como ha sucedido en su distrito, se ha constatado que algunos de los beneficiarios no necesitaban o no reunían los requisitos para que les adjudicaran viviendas. Si bien, como indicó, la iniciativa del Ejecutivo apunta en la dirección correcta, deberían explorarse otras alternativas, distintas de la sanción, para verificar el cumplimiento de los requisitos legales, pues ocurre con alguna frecuencia que el beneficiario de la vivienda tiene motivos justificados para no ocuparla temporalmente.

A su turno, la diputada señora Nogueira elogió el proyecto de ley, pues corrige una injusticia y sanciona a quienes han abusado del sistema que nos rige en materia de ocupación de viviendas sociales, a la vez que da esperanza a las familias que legítimamente optan a una solución habitacional. No obstante, y tal como lo han planteado otros parlamentarios, es necesario contemplar situaciones de excepción que justifican ser beneficiario sin ocupar la vivienda, al menos transitoriamente. En otro plano, manifestó que el proyecto debería perfeccionarse en lo que concierne al tema de la subasta de las viviendas, en términos de que en esa situación el Serviu sea el único adjudicatario, para que pueda reasignar las unidades a adultos mayores o darles un destino de beneficencia social. Así, se evitaría que particulares o incluso comités de viviendas participen en la subasta con el solo fin de lucrar.
Por su lado, el diputado señor Latorre expresó que con motivo de la fiscalización que han estado ejerciendo los funcionarios del ministerio de Vivienda para verificar la habitabilidad de las viviendas sociales asignadas, se han cometido arbitrariedades e incluso atropellos de los derechos de los ciudadanos. Es lo que ha ocurrido, por ejemplo, en la villa Don Horacio, de la comuna de Santa Cruz, región de O´Higgins. Lamentablemente, la autoridad no ha tomado en cuenta que en muchos casos las viviendas no están ocupadas, debido a que los asignatarios de las mismas son trabajadores agrícolas que por motivos estrictamente laborales han debido cambiar de domicilio.
-o-
Puesto en votación general el proyecto, fue aprobado por asentimiento unánime, según consta en el capítulo de las constancias reglamentarias previas.

IV. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN PARTICULAR

El proyecto de ley en análisis consta de un solo artículo, subdividido en 20 numerales, que fueron objeto, por parte de la Comisión, del tratamiento que se indica a continuación:
Artículo único

Introduce varias modificaciones en la ley N° 17.635, que establece normas sobre cobro ejecutivo de créditos de la Corporación de la Vivienda, Corporación de Servicios Habitacionales, Corporación de Mejoramiento Urbano y Corporación de Obras Urbanas.

N° 1

Su texto es el siguiente:

“1) Agrégase en el artículo 1°, a continuación de la letra c), los siguientes incisos:

“Podrá además impetrar dicha acción, para la restitución del subsidio, si el beneficiario de un programa que permita la construcción o adquisición de una vivienda sin deuda incurriere en alguna de las siguientes situaciones:

i) Ser condenado por el delito contemplado en el artículo 470, N°8 del Código Penal, cuando éste se refiera a la obtención de un subsidio habitacional.

ii) No habitarla personalmente él o uno cualquiera de los miembros de su grupo familiar declarado al momento de la postulación al respectivo subsidio habitacional por al menos cinco años contados desde su tradición o no darle un uso principalmente habitacional.

Para los efectos descritos en la letra precedente, se entenderá incurrir en la causal antes indicada, cuando la vivienda se encuentre sin moradores; cuando se encuentre ocupada de manera habitual, exclusiva y a cualquier título por moradores que no sean miembros del grupo familiar declarado por el beneficiario al momento de la postulación o cuando la vivienda se destine a un uso no habitacional, comprendiéndose dentro de esta circunstancia, su uso exclusivo como sede o recinto que acoja actividades comunitarias, local comercial, o algún otro uso que reporte beneficio pecuniario distinto a los fines para los cuales fue otorgado el subsidio.

Sólo en casos debidamente justificados y por resolución fundada del Director del Servicio de Vivienda y Urbanización respectivo, a solicitud del beneficiario o de quien le suceda en sus derechos, se deberán autorizar excepciones a las obligaciones establecidas en la letra ii) precedente.

Para tal efecto, constituirán excepciones a tales obligaciones, que el beneficiario o uno cualquiera de los miembros de su grupo familiar, que deba habitar la vivienda o hacer uso de ella, se encuentre realizando trabajos transitorios en otra localidad; hospitalizado; cumpliendo una pena privativa de libertad; o cuidando a un familiar cercano hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, entre otras.

Ingresada la solicitud de autorización, el Director del Servicio de Vivienda y Urbanización respectivo deberá pronunciarse dentro de un plazo de 15 días hábiles. Si transcurrido dicho plazo no hubiese pronunciamiento, se entenderá que la autorización ha sido otorgada. No podrán iniciarse los procedimientos de certificación, ni de embargo, que contempla la presente ley, mientras se encuentre pendiente la autorización.
Sin perjuicio de lo señalado precedentemente, la solicitud de autorización podrá interponerse una vez iniciado cualquiera de los referidos procedimientos. En este último caso, el Servicio, o en su defecto el aparente o presunto infractor, deberá solicitar la suspensión del mismo, pudiendo solo reiniciarse una vez resuelta la petición de este último.
Si una vez iniciado el procedimiento de ejecución se otorga y acompaña la autorización, deberá dictarse sentencia absolutoria.
El beneficiario infractor se entenderá deudor del monto del subsidio otorgado y el Servicio, a su vez, acreedor del mismo.”.”.

-o-
El nuevo inciso segundo propuesto incorporar al artículo 1° de la ley en referencia fue objeto de una indicación de la diputada señora Nogueira y de los diputados señores Browne, Cardemil, Jarpa, Kort, Latorre, Salaberry y Velásquez, que sustituye la voz “impetrar” por “interponer”.

A su vez, el nuevo inciso cuarto propuesto incorporar al artículo 1° de la ley en referencia fue objeto de una indicación suscrita por los mismos diputados, que reemplaza la expresión “se deberán autorizar excepciones a” por “aquel deberá autorizar la exención a”.

Finalmente, el nuevo inciso quinto que se propone agregar al artículo 1° de la ley recibió una indicación de los diputados antes individualizados, que sustituye el vocablo “excepciones” por la expresión “causales de exención”.

La Comisión aprobó por unanimidad el numeral 1), conjuntamente, y por análoga votación, con las indicaciones recaídas en los nuevos incisos segundo, cuarto y quinto del artículo 1° de la ley. Participaron en la votación la diputada señora Nogueira y los diputados señores Cardemil, Jarpa, Kort, Latorre y Velásquez. 

N° 2

El numeral 2) señala lo siguiente:

“2) Reemplázase en la letra b) del artículo 3° la expresión “que contenga la nómina”, por “que contengan los títulos ejecutivos”.”.

El numeral 2) fue aprobado por asentimiento unánime, con los votos de la diputada señora Nogueira y de los diputados señores Cardemil, Jarpa, Kort, Latorre y Velásquez. 

N° 3

El texto del numeral 3) es el que se consigna a continuación:

“3) Modifícase el artículo 4° del siguiente modo:

a) Reemplázase en su inciso segundo la expresión “La nómina podrá contener”, por, “Los títulos ejecutivos podrán contener”. 

b) Intercálase a continuación de su inciso segundo, los siguientes incisos:

“Constituirán título ejecutivo, para los casos contemplados en la letra i) del artículo primero de la presente ley, la sentencia firme y ejecutoriada que condene al beneficiario del subsidio, junto con la escritura pública o instrumento privado extendido de conformidad al artículo 68 de la ley N° 14.171, según correspondiere, en el que conste la aplicación del subsidio al pago de la vivienda.

Tratándose del incumplimiento descrito en la letra ii) del artículo primero de la presente ley, constituirán título ejecutivo la escritura pública o instrumento privado extendido de conformidad al artículo 68 de la ley N° 14.171, según correspondiere, en el que conste la aplicación del subsidio al pago de la vivienda, junto con el certificado al que se refiere el inciso siguiente de este artículo.

Se certificará el incumplimiento de la obligación a que se refiere la letra ii) del artículo 1° de la presente ley indistintamente por un Ministro de Fe especialmente designado para estos efectos por el Servicio, por un Notario Público o por un Oficial del Registro Civil, a través de tres visitas a la vivienda adquirida o construida con aplicación de subsidio, en días diferentes, mediando entre ellas a lo menos cinco días hábiles en un período que no podrá ser inferior a dos meses.

En cada visita practicada se entregará un aviso en el que se indicará el nombre de la persona que debe dar cumplimiento a las mencionadas obligaciones, así como el derecho que le asiste de solicitar la autorización establecida en el artículo 1° de esta ley.

Este aviso se entregará a cualquier persona adulta que se encuentre en la morada y si nadie hay allí, se fijará en la puerta.

Acreditado el incumplimiento en las tres visitas el ministro de fe respectivo emitirá el correspondiente certificado. 

En ningún caso podrá certificarse el incumplimiento estando pendiente de resolución la solicitud de autorización.

En todo caso previo al inicio del procedimiento de certificación, el ministro de fe deberá solicitar al director del Servicio de Vivienda y Urbanización respectivo, un certificado en el que conste que no existen solicitudes de autorización, pendientes de conocimiento y resolución.”.”.

La Comisión aprobó por unanimidad el numeral 3), con los votos de la diputada señora Nogueira y de los diputados señores Cardemil, Jarpa, Kort, Latorre y Velásquez. 

N° 4

Señala textualmente:

“4) Modifícase el artículo 5° del siguiente modo:

a) Reemplázase en su inciso primero la expresión “la nómina”, por, “el título ejecutivo”.

b) Reemplázase en su inciso tercero la expresión “la nómina respectiva, sin perjuicio de la facultad del Servicio demandante de excluir de ella, en cualquier estado de la causa, a determinados deudores.”, por, “el título ejecutivo respectivo, sin perjuicio de la facultad del Servicio demandante de excluir de ella, en cualquier estado de la causa, a determinados deudores, cuando se trate de una nómina.”.”.

La Comisión aprobó por unanimidad el numeral 4), con los votos de la diputada señora Nogueira y de los diputados señores Cardemil, Jarpa, Kort, Latorre y Velásquez. 

N° 5

Dice lo siguiente:

“5) Derógase el artículo 6°.”.

La Comisión aprobó por unanimidad el numeral 5), con los votos de la diputada señora Nogueira y de los diputados señores Cardemil, Jarpa, Kort, Latorre y Velásquez. 

N° 6

Su tenor literal es el que sigue:

“6) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 7° la expresión “la nómina”, por “el título ejecutivo”.”.
Este numeral fue objeto de una indicación sustitutiva de la diputada señora Nogueira y de los diputados señores Browne, Cardemil, Jarpa, Kort, Latorre, Salaberry y Velásquez, que tiene por finalidad agregar en el artículo 7° inciso segundo de la ley, a continuación del vocablo “nómina”, la expresión “o título ejecutivo”.

La Comisión aprobó por asentimiento unánime la aludida indicación, con los votos de la diputada señora Nogueira y los diputados señores Cardemil, Jarpa, Kort, Latorre y Velásquez. 

N° 7

El numeral 7) del artículo único dice lo siguiente:

“7) Reemplázase en el artículo 8° la expresión “a la nómina”, por “al título ejecutivo”.”.
El numeral supra recibió una indicación de idéntico tenor a la señalada precedentemente, esto es, agrega luego de la voz “nómina” la expresión “o título ejecutivo”, la cual fue aprobada con la misma votación.
N° 8

Su tenor literal es el que pasa a reproducirse:
“8) Reemplázanse en los artículos 9 y 10 las expresiones “la nómina”, por, “el título ejecutivo”.”.

El numeral 8) fue objeto, asimismo, de una indicación de análogo alcance a las dos precedentes, que fue aprobada con la votación a que se hizo referencia.
Cabe hacer presente que, para un mejor ordenamiento, la modificación al artículo 10 de la ley se incluye en el texto del proyecto en un numeral aparte (el 10), alterándose por ende la numeración de los que vienen a continuación. 

N° 9

Señala textualmente:

“9) Intercálase entre los artículos 9 y 10 el siguiente artículo 9 bis, nuevo:

“Artículo 9 bis.- Tratándose del requerimiento de pago de la obligación derivada de las infracciones contenidas en las letras i) y ii) del artículo primero de la presente ley, se efectuará conforme a las normas establecidas en artículo 54 del Código de Procedimiento Civil, indicándose para estos efectos el día, hora y lugar para practicar el requerimiento. No concurriendo a esta citación el deudor, se hará inmediatamente y sin más trámite el embargo.”.”.

El numeral 9) fue aprobado por unanimidad, con los con los votos de la diputada señora Nogueira y los diputados señores Cardemil, Jarpa, Kort, Latorre y Velásquez. 

N° 10 (pasa a ser 11)

Su texto es el siguiente:

“10) Reemplázanse en el artículo 11 las expresiones “departamento”, por “territorio jurisdiccional”.”.

La Comisión aprobó por asentimiento unánime la aludida indicación, con los votos de la diputada señora Nogueira y los diputados señores Cardemil, Jarpa, Kort, Latorre y Velásquez. 

N° 11 (pasa a ser 12)

El numeral de la referencia establece lo siguiente:
“11) Reemplázase el artículo 12, por el siguiente:

“Artículo 12.- En estos juicios sólo podrán oponerse las siguientes excepciones:
1a.- La incompetencia del tribunal ante quien se haya presentado la demanda;

2a.- El pago de la deuda;

3a.- La remisión por ley de la misma;

4a.- La existencia de plazo pendiente para el pago de ella, si procediere;

5a.- La prescripción de la deuda o sólo de la acción ejecutiva;

6a.- La de no empecer el título al ejecutado por error de hecho en la confección del título ejecutivo;

7a.- Que la certificación no se haya efectuado de conformidad al inciso quinto del artículo 4°, pero en ningún caso podrá discutirse la existencia de la obligación en virtud de la interposición de las excepciones 6ª y 7ª; 

8a.- La transacción;

9ª.- La autorización otorgada por el Director del Servicio según lo dispuesto en el artículo 1°.

10a.- La cosa juzgada.

Para que sean admitidas a tramitación, las excepciones deberán fundarse en algún antecedente escrito o aparecer revestidas de fundamento plausible. Si no concurrieren estos requisitos, el tribunal las desechará de plano.

La prescripción de la acción ejecutiva correrá desde la fecha de vencimiento del plazo convencional que rija para el pago total de la obligación, desde la certificación practicada conforme al inciso quinto del artículo 4° o del que estableciere la ley.”.”.

La Comisión aprobó por unanimidad el numeral en referencia, conjuntamente, y por análoga votación, con una indicación de la diputada señora Nogueira y de los diputados señores Browne, Cardemil, Jarpa, Kort, Latorre, Salaberry y Velásquez, que agrega en el literal 6 del texto sustitutivo del artículo 12 de la ley, a continuación de la expresión “del título ejecutivo”, la frase “, si se trata de aquellos cuya confección corresponde al Servicio”. Participaron en la votación la diputada señora Nogueira y los diputados señores Cardemil, Jarpa, Kort, Latorre y Velásquez.
N° 12 (pasa a ser 13)

Dice así:
“12) Modifícase el artículo 14 del siguiente modo:

a) Suprímase en su inciso primero la expresión “, en cuaderno separado”.

b) Suprímase en su frase final la expresión “, si no hubiere hecho dicha designación.”.”.

La Comisión aprobó por asentimiento unánime el numeral de la referencia, con los votos de la diputada señora Nogueira y los diputados señores Cardemil, Jarpa, Kort, Latorre y Velásquez.
N° Nuevo (pasa a ser 14)

Este numeral, que obedece a una indicación de la diputada señora Nogueira y de los diputados señores Browne, Cardemil, Jarpa, Kort, Latorre, Norambuena y Salaberry, incorpora el siguiente artículo 15 bis en la ley en referencia:
“Artículo 15 bis.- No se aplicará el procedimiento de remate establecido en los artículos 16 al 22 de la presente ley, tratándose de las acciones interpuestas en virtud de los títulos ejecutivos contemplados en los incisos tercero y cuarto del artículo cuarto.
En dichos casos, con el sólo mérito de la resolución que ordenó requerir de pago y proceder al embargo, o de la sentencia definitiva que falló las excepciones opuestas por el ejecutado, en su caso, el tribunal dispondrá la adjudicación de la propiedad embargada al Servicio de Vivienda y Urbanización correspondiente, para lo cual extenderá la respectiva escritura de adjudicación.
Para los efectos de este artículo, el valor de tasación del inmueble adjudicado será el equivalente al monto del subsidio otorgado, más aportes complementarios de otros organismos de la Administración del Estado, si los hubiere, restituyéndose el ahorro aportado por el beneficiario, si fuere el caso.

Si el ejecutado paga la deuda y las costas pendiente el plazo que fije el tribunal para extender la referida escritura, el que no podrá exceder de 45 días, se declarará sin efecto la adjudicación”.”.

La Comisión aprobó por asentimiento unánime el numeral de la referencia, con los votos de la diputada señora Nogueira y los diputados señores Cardemil, Jarpa, Kort, Latorre y Velásquez.
N° 13 (pasa a ser 15)

Este numeral señala lo siguiente:

“13) Modifícase el artículo 16 del siguiente modo:

a) Reemplázase en su inciso primero la expresión “de una nómina de los deudores que hasta entonces se encuentren morosos y contra”, por “del título ejecutivo que corresponda en contra de”.

b) Reemplázase en su inciso segundo “La nómina”, por, “El título ejecutivo”.

c) Reemplázase en su inciso tercero la expresión “en la nómina, que se decrete el remate de los inmuebles individualizados en la nómina”, por, “en el título ejecutivo, el que deberá corresponder al monto del subsidio más el ahorro que permitió la construcción o adquisición de la vivienda, que se decrete el remate de los inmuebles individualizados en el título ejecutivo”.”.

La Comisión aprobó por asentimiento unánime la modificación comprendida en la letra a) del numeral en referencia.

La letra b), por su parte, recibió una indicación sustitutiva, de idéntico tenor a la contenida en los numerales 6), 7), 8) y 10), suscrita por la diputada señora Nogueira y por los diputados señores Browne, Cardemil, Jarpa, Kort, Latorre, Salaberry y Velásquez, la cual fue aprobada por asentimiento unánime, con los votos de la diputada señora Nogueira y de los diputados señores Cardemil, Jarpa, Kort, Latorre y Velásquez.

A su vez, la letra c) recibió una indicación de la diputada señora Nogueira y de los diputados señores Browne, Cardemil, Jarpa, Kort, Latorre, Norambuena y Salaberry, aprobada también por unanimidad y por los mismos señores diputados, que suprime dicha letra.
N° 14 (pasa a ser 16)

Estipula lo siguiente:

“14) Reemplázanse en el artículo 17 las expresiones “del departamento”, por, “de la provincia” y “cabecera de la provincia, si en aquél no lo hubiere”, por “capital regional, si en aquella no hubiere”.”.

El numeral supra fue aprobado por asentimiento unánime, conjuntamente, y por idéntica votación, con una indicación de la diputada señora Nogueira y los diputados señores Browne, Cardemil, Jarpa, Kort, Latorre, Salberry y Velásquez, que sustituye en el inciso primero del aludido artículo la oración “Si los bienes estuvieren ubicados en un departamento distinto de aquel en que se sigue el juicio, el remate se anunciará también en él”, por la siguiente: “Si los bienes estuvieren ubicados en una provincia distinta de aquella en que ser sigue el juicio, el remate se anunciará también en esta.”. Participaron en la votación la diputada señora Noguiera y los diputados señores Cardemil, Jarpa, Kort, Latorre y Velásquez.

N° 15 (pasa a ser 17)

Su texto es el que sigue:

“15) Reemplázase en el artículo 18 la expresión “la nómina”, por, “el título ejecutivo”.”.

La Comisión aprobó por unanimidad el referido numeral, con los votos de la diputada Nogueira y de los diputados señores Cardemil, Jarpa, Kort, Latorre y Velásquez. 

N° 16 (pasa a ser 18)

El numeral en referencia establece lo siguiente:

“16) Reemplázase el artículo 19 por el siguiente: 

“Artículo 19.- Los postores concurrentes a la subasta realizarán sus posturas y si ninguna de las posturas supera el valor de tasación o si no concurriere ningún postor al remate, el Servicio ejecutante podrá adjudicarse en ese valor el inmueble preferentemente. En este caso el Servicio pagará el precio imputando a él, el monto del respectivo crédito, con reajustes y costas, consignando el saldo, y en cualquier caso, el ahorro aportado por el beneficiario al momento de la asignación del subsidio, si lo hubiere, en el tribunal, dentro del plazo que éste fije, que no podrá exceder de 45 días.
Si el Servicio no ejerciere el derecho preferente antes señalado porque las posturas superan el valor de tasación del inmueble, el postor que ofrezca el mayor valor en el remate podrá adjudicarse el inmueble, consignando en el tribunal el precio ofrecido, del que deberá pagarse al Servicio el monto correspondiente a su crédito, con costas y al beneficiario deberá restituírsele el ahorro aportado al momento de la asignación del subsidio, ambos debidamente reajustados, y el saldo, dentro del plazo que fije el tribunal, que no podrá exceder de 45 días. Si el ejecutado paga la deuda y las costas, pendiente el plazo, se declarará sin efecto la adjudicación.”.”.

La Comisión aprobó por unanimidad el referido numeral, con los votos de la diputada Nogueira y de los diputados señores Cardemil, Jarpa, Kort, Latorre y Velásquez. 

N° 17 (pasa a ser 19)

Señala textualmente lo que sigue:

“17) Reemplázase en el artículo 23 el guarismo “seis”, por, “tres”.”.

La Comisión aprobó por unanimidad el referido numeral, con los votos de la diputada Nogueira y de los diputados señores Cardemil, Jarpa, Kort, Latorre y Velásquez. 

N° 18 (pasa a ser 20)

Establece lo siguiente:

“18) Suprímase en el artículo 24 la expresión “, el que se concederá en el solo efecto devolutivo” y derógase el inciso tercero.”.

La Comisión aprobó por unanimidad el referido numeral, con los votos de la diputada Nogueira y de los diputados señores Cardemil, Jarpa, Kort, Latorre y Velásquez. 

N° 19 (pasa a ser 21)

Su tenor literal es el siguiente:

“19) Reemplázase en el artículo 27 la expresión “de la instancia”, por, “del procedimiento”.”.

La Comisión aprobó por unanimidad el referido numeral, con los votos de la diputada Nogueira y de los diputados señores Cardemil, Jarpa, Kort, Latorre y Velásquez. 

N° 20 (pasa a ser 22)

Es del siguiente tenor:

“20) Agréganse los siguientes artículos 28 y 29, nuevos:

“Artículo 28.- Las viviendas que se adjudicare el Servicio en virtud de las disposiciones de la presente ley se pondrán a disposición del Ministerio de Vivienda y Urbanismo para que éste, dentro de un plazo de 90 días las asigne a personas que se encuentren en situaciones especiales de urgente necesidad habitacional, derivadas de casos fortuitos, fuerza mayor u otros debidamente calificadas por éste, así como para la atención de damnificados por sismos o catástrofes en zonas que el Ministerio del Interior y Seguridad Pública declare como afectadas por tales catástrofes conforme a la ley N° 16.282, cuyo texto refundido fue fijado por el decreto supremo N° 104, de Interior, de 1977.

Artículo 29.- Las viviendas construidas o adquiridas con la aplicación de subsidios habitacionales de programas del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, estarán afectas a la prohibición de celebrar actos y contratos durante los plazos que se indiquen en los respectivos reglamentos que regulen dichos programas y deberán inscribirse en el Registro de Prohibiciones e Interdicciones del Conservador de Bienes Raíces respectivo.”.”.


El artículo 28 propuesto agregar por el numeral en referencia fue objeto de una indicación de la diputada señora Nogueira y los diputados señores Browne, Cardemil, Jarpa, Kort, Latorre, Norambuena y Salaberry, que lo reemplaza por el siguiente texto:

“Artículo 28.- Las viviendas que se adjudicare el Servicio en virtud de las disposiciones de la presente ley se pondrán a disposición del ministerio de Vivienda y Urbanismo para que éste, dentro de un plazo de 90 días, las asigne a personas que se encuentren en situación de urgente necesidad habitacional, privilegiándose a aquellas familias que residen en la misma comuna en que se encuentren situadas las viviendas adjudicadas, así como aquellas que presenten una mayor antigüedad en la postulación a los programas habitacionales del ministerio. Esta asignación se publicará en un diario de circulación regional o comunal, para fines de publicidad.”.

La Comisión aprobó por unanimidad el numeral supra; conjuntamente, y por análoga votación, con la indicación de marras. Participaron en la votación la diputada señora Nogueira y los diputados señores Cardemil, Jarpa, Kort, Latorre y Velásquez. 

V. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS POR LA COMISIÓN

En la situación antedicha se encuentra el artículo 28 que propone agregar en la ley 
N° 17.635 el numeral 20 del artículo único del mensaje, y cuyo tenor es el siguiente: 

“Artículo 28.- Las viviendas que se adjudicare el Servicio en virtud de las disposiciones de la presente ley se pondrán a disposición del Ministerio de Vivienda y Urbanismo para que éste, dentro de un plazo de 90 días las asigne a personas que se encuentren en situaciones especiales de urgente necesidad habitacional, derivadas de casos fortuitos, fuerza mayor u otros debidamente calificadas por éste, así como para la atención de damnificados por sismos o catástrofes en zonas que el Ministerio del Interior y Seguridad Pública declare como afectadas por tales catástrofes conforme a la ley N° 16.282, cuyo texto refundido fue fijado por el decreto supremo N° 104, de Interior, de 1977.”.

VI. INDICACIONES DECLARADAS INADMISIBLES


No hay indicaciones que se encuentren en la situación descrita en el epígrafe. 

-o-
Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, y por las otras consideraciones que dará a conocer en su oportunidad el señor Diputado Informante, la Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano recomienda aprobar el siguiente

PROYECTO DE LEY

“Artículo Único: Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 17.635, que establece normas sobre cobro ejecutivo de créditos de la Corporación de la Vivienda, Corporación de Servicios Habitacionales, Corporación de Mejoramiento Urbano y Corporación de Obras Urbanas:

1) Agréganse en el artículo 1°, a continuación de la letra c), los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo y noveno, pasando el actual segundo a ser inciso décimo:

“Podrá además interponer dicha acción para la restitución del subsidio, si el beneficiario de un programa que permita la construcción o adquisición de una vivienda sin deuda incurriere en alguna de las siguientes situaciones:

i) Ser condenado por el delito contemplado en el artículo 470, N°8 del Código Penal, cuando este se refiera a la obtención de un subsidio habitacional.

ii) No habitarla personalmente él o uno cualquiera de los miembros de su grupo familiar declarado al momento de la postulación al respectivo subsidio habitacional por al menos cinco años, contados desde su tradición, o no darle un uso principalmente habitacional.

Para los efectos descritos en la letra precedente, se entenderá incurrir en la causal antes indicada cuando la vivienda se encuentre sin moradores; cuando se encuentre ocupada de manera habitual, exclusiva y a cualquier título por moradores que no sean miembros del grupo familiar declarado por el beneficiario al momento de la postulación; o cuando la vivienda se destine a un uso no habitacional, comprendiéndose dentro de esta circunstancia su uso exclusivo como sede o recinto que acoja actividades comunitarias, local comercial, o algún otro uso que reporte beneficio pecuniario distinto a los fines para los cuales fue otorgado el subsidio.

Sólo en casos debidamente justificados, y por resolución fundada del Director del Servicio de Vivienda y Urbanización respectivo, a solicitud del beneficiario o de quien le suceda en sus derechos, aquel deberá autorizar la exención a las obligaciones establecidas en la letra ii) precedente.

Para tal efecto, constituirán causales de exención a tales obligaciones la circunstancia de que el beneficiario, o uno cualquiera de los miembros de su grupo familiar, que deba habitar la vivienda o hacer uso de ella, se encuentre realizando trabajos transitorios en otra localidad; hospitalizado; cumpliendo una pena privativa de libertad; o cuidando a un familiar cercano hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, entre otras.

Ingresada la solicitud de autorización, el Director del Servicio de Vivienda y Urbanización respectivo deberá pronunciarse dentro del plazo de 15 días hábiles. Si transcurrido dicho plazo no hubiese pronunciamiento, se entenderá que la autorización ha sido otorgada. No podrán iniciarse los procedimientos de certificación, ni de embargo, que contempla esta ley, mientras se encuentre pendiente la autorización.
Sin perjuicio de lo señalado precedentemente, la solicitud de autorización podrá interponerse una vez iniciado cualquiera de los referidos procedimientos. En este último caso, el Servicio, o en su defecto el aparente o presunto infractor, deberá solicitar la suspensión del mismo, pudiendo solo reiniciarse una vez resuelta la petición de este último.
Si una vez iniciado el procedimiento de ejecución se otorga y acompaña la autorización, deberá dictarse sentencia absolutoria.
El beneficiario infractor se entenderá deudor del monto del subsidio otorgado y el Servicio, a su vez, acreedor del mismo.”.
2) Reemplázase en la letra b) del artículo 3° la expresión “que contenga la nómina”, por “que contengan los títulos ejecutivos”.

3) Incorpóranse las siguientes enmiendas en el artículo 4°:

a) Reemplázase en su inciso segundo la expresión “La nómina podrá contener”, por “Los títulos ejecutivos podrán contener”.
b) Intercálanse, a continuación de su inciso segundo, los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno y décimo, pasando el actual tercero a ser undécimo:

“Constituirán título ejecutivo, para los casos contemplados en la letra i) del artículo primero de esta ley, la sentencia firme y ejecutoriada que condene al beneficiario del subsidio, junto con la escritura pública o instrumento privado extendido de conformidad al artículo 68 de la ley N° 14.171, según correspondiere, en el que conste la aplicación del subsidio al pago de la vivienda.

Tratándose del incumplimiento descrito en la letra ii) del artículo primero de esta ley, constituirán título ejecutivo la escritura pública o instrumento privado extendido de conformidad al artículo 68 de la ley N° 14.171, según correspondiere, en el que conste la aplicación del subsidio al pago de la vivienda, junto con el certificado al que se refiere el inciso siguiente de este artículo.

Se certificará el incumplimiento de la obligación a que se refiere la letra ii) del artículo 1° de esta ley indistintamente por un ministro de fe especialmente designado para estos efectos por el Servicio, por un notario público o por un oficial del registro civil, a través de tres visitas a la vivienda adquirida o construida con aplicación de subsidio, en días diferentes, mediando entre ellas a lo menos cinco días hábiles, en un período que no podrá ser inferior a dos meses.

En cada visita practicada se entregará un aviso en el que se indicará el nombre de la persona que debe dar cumplimiento a las mencionadas obligaciones, así como el derecho que le asiste de solicitar la autorización establecida en el artículo 1° de esta ley.

Este aviso se entregará a cualquier persona adulta que se encuentre en la morada y, si nadie hay allí, se fijará en la puerta.

Acreditado el incumplimiento en las tres visitas, el ministro de fe respectivo emitirá el correspondiente certificado. 

En ningún caso podrá certificarse el incumplimiento estando pendiente de resolución la solicitud de autorización.

En todo caso, previo al inicio del procedimiento de certificación, el ministro de fe deberá solicitar al director del Servicio de Vivienda y Urbanización respectivo un certificado en el que conste que no existen solicitudes de autorización pendientes de conocimiento y resolución.”.

4) Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 5°:

a) Reemplázase en su inciso primero la expresión “la nómina en que la funde, la” por “el título ejecutivo en que la funde, el”.

b) Sustitúyese en su inciso tercero la frase “la nómina respectiva, sin perjuicio de la facultad del Servicio demandante de excluir de ella, en cualquier estado de la causa, a determinados deudores.” Por la siguiente: “el título ejecutivo respectivo, sin perjuicio de la facultad del Servicio demandante de excluir de ella, en cualquier estado de la causa, a determinados deudores, cuando se trate de una nómina.”.

5) Suprímese el artículo 6°.

6) Agrégase en el inciso segundo del artículo 7°, a continuación del vocablo “nómina”, la expresión “o título ejecutivo”.
7) Agrégase en el artículo 8°, a continuación del vocablo “nómina”, la expresión “o título ejecutivo”.
8) Agrégase en el inciso primero del artículo 9°, a continuación del vocablo “nómina”, la expresión “o título ejecutivo”.
9) Intercálase, entre los artículos 9° y 10, el siguiente artículo 9° bis:

“Artículo 9° bis.- Tratándose del requerimiento de pago de la obligación derivada de las infracciones contenidas en las letras i) y ii) del artículo 1° de esta ley, se efectuará conforme a las normas establecidas en el artículo 54 del Código de Procedimiento Civil, indicándose para estos efectos el día, hora y lugar para practicar el requerimiento. No concurriendo a esta citación el deudor, se hará inmediatamente y sin más trámite el embargo.”.

10) Agrégase en el inciso primero del artículo 10, a continuación del vocablo “nómina”, la expresión “o título ejecutivo”.
11) Sustitúyese en el artículo 11 el vocablo “departamento”, las dos veces que aparece, por la expresión “territorio jurisdiccional”.

12) Reemplázase el artículo 12 por el siguiente:

“Artículo 12.- En estos juicios sólo podrán oponerse las siguientes excepciones: 

1a.- La incompetencia del tribunal ante quien se haya presentado la demanda;

2a.- El pago de la deuda;

3a.- La remisión por ley de la misma;

4a.- La existencia de plazo pendiente para el pago de ella, si procediere;

5a.- La prescripción de la deuda o sólo de la acción ejecutiva;

6a.- La de no empecer el título al ejecutado, por error de hecho en la confección del título ejecutivo, si se trata de aquellos cuya confección corresponde al Servicio;

7a.- Que la certificación no se haya efectuado de conformidad al inciso quinto del artículo 4°, pero en ningún caso podrá discutirse la existencia de la obligación en virtud de la interposición de las excepciones 6ª y 7ª; 

8a.- La transacción;

9ª.- La autorización otorgada por el Director del Servicio, según lo dispuesto en el artículo 1°.

10a.- La cosa juzgada.

Para que sean admitidas a tramitación, las excepciones deberán fundarse en algún antecedente escrito o aparecer revestidas de fundamento plausible. Si no concurrieren estos requisitos, el tribunal las desechará de plano.

La prescripción de la acción ejecutiva correrá desde la fecha de vencimiento del plazo convencional que rija para el pago total de la obligación, desde la certificación practicada conforme al inciso quinto del artículo 4°, o del que estableciere la ley.”.

13) Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 14:

a) Suprímese en su inciso primero la expresión “, en cuaderno separado”.

b) Elimínase en su inciso final la expresión “, si no hubiere hecho dicha designación”.

14) Intercálase, entre los artículos 15 y 16, el siguiente artículo 15 bis:

“Artículo 15 bis.- No se aplicará el procedimiento de remate establecido en los artículos 16 al 22 de la presente ley, tratándose de acciones interpuestas en virtud de los títulos ejecutivos contemplados en los incisos tercero y cuarto del artículo 4°
En dichos casos, con el solo mérito de la resolución que ordenó requerir de pago y proceder al embargo, o de la sentencia definitiva que falló las excepciones opuestas por el ejecutado, en su caso, el tribunal dispondrá la adjudicación de la propiedad embargada al Servicio de Vivienda y Urbanización correspondiente, para lo cual extenderá la respectiva escritura de adjudicación.
Para los efectos de este artículo, el valor de tasación del inmueble adjudicado será el equivalente al monto del subsidio otorgado más aportes complementarios de otros organismos de la Administración del Estado, si los hubiere, restituyéndose el ahorro aportado por el beneficiario si fuere el caso.

Si el ejecutado paga la deuda y las costas pendiente el plazo que fije el tribunal para extender la referida escritura, el que no podrá exceder de 45 días, se declarará sin efecto la adjudicación.”.

15) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 16:

a) Reemplázase en su inciso primero la frase “de una nómina de los deudores que hasta entonces se encuentren morosos y contra” por la siguiente: “del título ejecutivo que corresponda en contra de”.

b) Agrégase en su inciso segundo, a continuación del vocablo “nómina”, la expresión “o título ejecutivo”.

16) Reemplázanse en el inciso primero del artículo 17 las expresiones “del departamento” por “de la provincia” y “cabecera de la provincia, si en aquél no lo hubiere” por “capital regional, si en aquella no hubiere”; y sustitúyese la oración “Si los bienes estuvieren ubicados en un departamento distinto de aquel en que se sigue el juicio, el remate se anunciará también en él”, por la siguiente: “Si los bienes estuvieren ubicados en una provincia distinta de aquella en que se sigue el juicio, el remate se anunciará también en esta”.

17) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 18 la expresión “la nómina” por “el título ejecutivo”.

18) Reemplázase el artículo 19 por el siguiente: 

“Artículo 19.- Los postores concurrentes a la subasta realizarán sus posturas y si ninguna de ellas supera el valor de tasación, o si no concurriere ningún postor al remate, el Servicio ejecutante podrá adjudicarse en ese valor el inmueble preferentemente. En este caso, el Servicio pagará el precio imputando al mismo el monto del respectivo crédito, con reajustes y costas, consignando el saldo y, en cualquier caso, el ahorro aportado por el beneficiario al momento de la asignación del subsidio, si lo hubiere, en el tribunal, dentro del plazo que este fije, que no podrá exceder de 45 días.
Si el Servicio no ejerciere el derecho preferente antes señalado porque las posturas superan el valor de tasación del inmueble, el postor que ofrezca el mayor valor en el remate podrá adjudicarse el inmueble, consignando en el tribunal el precio ofrecido, del que deberá pagarse al Servicio el monto correspondiente a su crédito, con costas, y al beneficiario deberá restituírsele el ahorro aportado al momento de la asignación del subsidio, ambos debidamente reajustados, y el saldo, dentro del plazo que fije el tribunal, que no podrá exceder de 45 días. Si el ejecutado paga la deuda y las costas pendiente el plazo, se declarará sin efecto la adjudicación.”.

19) Reemplázase en el artículo 23 el guarismo “seis” por “tres”.

20) Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 24:

a) Elimínase en el inciso primero la expresión “, el que se concederá en el solo efecto devolutivo”.

b) Suprímese el inciso tercero.

21) Reemplázase en el artículo 27 la expresión “de la instancia” por “del procedimiento”.

22) Agréganse los siguientes artículos 28 y 29:

“Artículo 28.- Las viviendas que se adjudicare el Servicio en virtud de las disposiciones de esta ley, se pondrán a disposición del ministerio de Vivienda y Urbanismo para que este, dentro de un plazo de 90 días, las asigne a personas que se encuentren en situación de urgente necesidad habitacional, privilegiándose a aquellas familias que residen en la misma comuna en que se encuentren situadas las viviendas adjudicadas, así como aquellas que presentan una mayor antigüedad en la postulación a los programas habitacionales del ministerio. Esta asignación se publicará en un diario de circulación regional o comunal, para fines de publicidad.

Artículo 29.- Las viviendas construidas o adquiridas con la aplicación de subsidios habitacionales de programas del ministerio de Vivienda y Urbanismo, estarán afectas a la prohibición de celebrar actos y contratos durante los plazos que se indiquen en los respectivos reglamentos que regulen dichos programas y deberán inscribirse en el Registro de Prohibiciones e Interdicciones del Conservador de Bienes Raíces respectivo.”.”.

-o-
Sala de Comisión, a 10 de septiembre de 2013.

Tratado y acordado en sesiones de fechas 31 de julio, 7 de agosto y 4 de septiembre de 2013, con la asistencia de las diputadas señoras Claudia Nogueira Fernández y Denise Pascal Allende; y de los diputados señores Pedro Browne Urrejola; Romilio Gutiérrez Pino, Patricio Hales Dib, Carlos Abel Jarpa Webar, Juan Carlos Latorre Carmona, Roberto León Ramírez, Iván Norambuena Farías, Felipe Salaberry Soto y Pedro Velásquez Seguel. 

También asistieron los diputados señores Alberto Cardemil e Issa Kort, en reemplazo de los diputados señores René Manuel García y Romilio Gutiérrez, respectivamente.

(Fdo.): JUAN CARLOS HERRERA INFANTE, Abogado Secretario de la Comisión.”
10. Oficio del Tribunal Constitucional. Rol Nº 2.243-12-CAA

“Santiago, 3 de septiembre de 2013.


Oficio Nº 8.904


Remite sentencia.

Excelentísimo señor

Presidente de la Cámara de Diputados:


Remito a V.E. copia de la sentencia definitiva dictada por esta Magistratura con fecha 3 de septiembre de 2013, en el proceso Rol Nº 2.243-12-CAA, sobre requerimiento de inconstitucionalidad respecto del artículo 15 del Auto Acordado sobre Tramitación y Fallo del Recurso de Protección de las Garantías Constitucionales de la Corte Suprema.


Dios guarde a V.E.


(Fdo.): MARISOL PEÑA TORRES, Presidenta; MARTA DE LA FUENTE OLGUÍN, Secretaria.

A S.E. EL

PRESIDENTE DE LA H. CÁMARA DE DIPUTADOS

DON EDMUNDO ELUCHANS URENDA

VALPARAÍSO.”
11. Oficio del Tribunal Constitucional. Rol Nº 2.368-12-INA

“Santiago, 3 de septiembre de 2013.


Oficio Nº 8.908


Remite sentencia.

Excelentísimo señor

Presidente de la Cámara de Diputados:


Remito a V.E. copia autorizada de la sentencia definitiva dictada por esta Magistratura con fecha 3 de septiembre de 2013, en el proceso Rol Nº 2.368-12-INA, sobre requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto del artículo 15 de la Ley Nº 18.020 y del inciso primero del artículo 151 de la Ley Nº 18.834.


Dios guarde a V.E.


(Fdo.): MARISOL PEÑA TORRES, Presidenta; MARTA DE LA FUENTE OLGUIN, Secretaria.

A S.E. EL

PRESIDENTE DE LA H. CÁMARA DE DIPUTADOS

DON EDMUNDO ELUCHANS URENDA

VALPARAÍSO.”
12. Oficio del Tribunal Constitucional. Rol Nº 2.370-12-INA

“Santiago, 3 de septiembre de 2013.


Oficio Nº 8.912


Remite sentencia.

Excelentísimo señor

Presidente de la Cámara de Diputados:


Remito a V.E. copia autorizada de la sentencia definitiva dictada por esta Magistratura de fecha 3 de septiembre de 2013, en el proceso Rol Nº 2.370-12-INA, sobre requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto del artículo 15 de la Ley Nº 18.020 y del inciso primero del artículo 151 de la Ley Nº 18.834.


Dios guarde a V.E.


(Fdo.): MARISOL PEÑA TORRES, Presidenta; MARTA DE LA FUENTE OLGUÍN, Secretaria.

A S.E. EL

PRESIDENTE DE LA H. CÁMARA DE DIPUTADOS

DON EDMUNDO ELUCHANS URENDA

VALPARAÍSO.”
13. Oficio del Tribunal Constitucional. Rol Nº 2.369-12-INA

“Santiago, 3 de septiembre de 2013.


Oficio Nº 8.917


Remite sentencia.

Excelentísimo señor

Presidente de la Cámara de Diputados:


Remito a V.E. copia autorizada de la sentencia definitiva dictada por esta Mgistratura con fecha 3 de septiembre de 2013, en el proceso sobre acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad Rol Nº 2.369-12-INA, referido al artículo 15 de la Ley Nº 18.020 y del inciso primero del artículo 151 de la Ley Nº 18.834.


Dios guarde a V.E.


(Fdo.): MARISOL PEÑA TORRES, Presidenta; MARTA DE LA FUENTE OLGUÍN, Secretaria.

A S.E.

EL PRESIDENTE DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

DON EDMUNDO ELUCHANS URENDA

VALPARAÍSO.”
14. Oficio del Tribunal Constitucional. Rol Nº 2.503-13-INA.

“Santiago, 30 de agosto de 2013.


Oficio Nº 8.900 Remite resolución

Excelentísimo señor

Presidente de la Cámara de Diputados:


Remito a V.E. copia de la resolución dictada por esta Magistratura con fecha 29 de agosto de 2013 sobre acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del inciso segundo del artículo Nº 6 de la Ley Nº 20.545, en el proceso Rol Nº 2.503-13-INA. Asimismo, se adjunta copia del requerimiento y de la resolución que declaró su admisibilidad.


Dios guarde a V.E.


(Fdo.): MARISOL PEÑA TORRES, Presidenta; MARTA DE LA FUENTE OLGUÍN, Secretaria.

A S.E. EL

PRESIDENTE DE LA H. CÁMARA DE DIPUTADOS

DON EDMUNDO ELUCHANS URENDA

VALPARAÍSO.”
*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata; IND: Independiente. PC: Partido Comunista e IC: Izquierda Ciudadana.


1 En virtud de la primera indicación presentada por el diputado Chahín, se decidió refundir los artículos 88 bis y 88 ter, por lo que el contenido de este último pasa a formar parte de los incisos finales del artículo 88 bis. Sin embargo, y solo con el objeto de ordenar el debate, se presentan las indicaciones al contenido del artículo 88 ter de forma separada.


2 De acuerdo a lo explicado, el artículo 88 ter fue suprimido. Sin embargo, no se incluye dentro de los artículos rechazados, en tanto su contenido pasa a formar parte del artículo 88 bis, al refundirse con éste último.





